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Este libro se ocupa de examinar 
las políticas científicas y tecno-
lógicas, como una de las áreas 
de actuación gubernamental en 
el sexenio 2018-2024. El titular 
del Poder Ejecutivo federal, an-

tes de comenzar su gestión, a diferencia de otros, había 
anticipado quiénes integrarían su equipo de gobierno, cuáles 
serían los principales lineamientos que guiarían su admi-
nistración y qué se proponía lograr. Sin embargo, a pesar de 
los antecedentes y de lo previsto, faltaba por conocer cómo 
sería el ejercicio de gobierno en el terreno de los hechos y 
qué políticas se adoptarían para la actividad científica y tec-
nológica.

El marco político nacional tenía elementos novedosos 
que elevaron las expectativas sobre lo que se podía esperar 
en el sector; además del perfil académico de la persona 
designada como titular del organismo rector de la política 
científica. 

Los textos reunidos en este volumen dan cuenta del 
desenvolvimiento puntual de las iniciativas más emblemáti-
cas en la materia, a la vez que se busca un balance equilibrado 
de lo ocurrido en el periodo.
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Las expectativas que se generan en cada nuevo periodo de gobierno son 
heterogéneas. Qué se propone, cómo piensa ponerlo en marcha y, al final, 
cuánto se logró, son las interrogantes que aparecen cíclicamente en cada 
sexenio. Este libro, auspiciado por el Programa Universitario de Estudios 
sobre Educación Superior, se ocupa de examinar las políticas científicas 
y tecnológicas, como una de las áreas de actuación gubernamental en el 
periodo 2018-2024. Es un esfuerzo colectivo realizado por personas con 
preocupaciones académicas en común sobre el sector. Las diferentes lí-
neas o programas más sobresalientes se documentan en los distintos ca-
pítulos; la finalidad es mostrar los elementos analíticos necesarios, el desa-
rrollo de cada política y ofrecer al eventual lector las evidencias de cada 
caso para integrar un balance ponderado. Sin embargo, es difícil enten-
der algunos de los elementos clave del sector sin remitirse al marco polí-
tico más amplio en el que se desenvolvieron los acontecimientos.

Tal parece que el interés por conocer qué prometen los gobernan-
tes y los resultados que obtienen se ha incrementado a partir de la alter-
nancia política del 2000. A partir de esa fecha, después de dos sexenios 
sucesivos de gobierno del Partido Acción Nacional (pan) y uno más de re-
torno del Partido Revolucionario Institucional (pri), una coalición de par-
tidos encabezada por una nueva fuerza política ganó las elecciones fede-
rales en 2018. La nueva agrupación política apenas había sido fundada 
como asociación civil en 2011 como Movimiento de Regeneración Nacional 
(morena) por el político Andrés Manuel López Obrador (amlo). Tres años 
después obtuvo su registro como partido político, confirmando la postula-
ción de amlo como su candidato presidencial obteniendo, a su vez, el mayor 
volumen de votos en comparación con el total de partidos participantes 
en los comicios. La fuerza política era novedosa, pero su candidato triun-
fador competía por tercera vez en unas elecciones presidenciales. Los 
factores asociados al proceso electoral y la trayectoria política de amlo 

Alejandro Canales Sánchez

Introducción general
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no hicieron más que elevar las expectativas sobre su desempeño como 
presidente, después de todo ya había ocupado la jefatura de gobierno en 
la Ciudad de México y había expresado sus posiciones en las contiendas 
electorales previas, pero estaba por comprobarse su ejercicio en la presi-
dencia y cuáles propuestas de campaña se harían efectivas durante el pe-
riodo de gobierno.

Lo paradójico es que amlo, todavía como candidato, también anti-
cipó los nombres de las personas que lo acompañarían en las tareas de 
gobierno si triunfaba en las elecciones. Una iniciativa que contrastó con 
la práctica recurrente de los aspirantes previos a la presidencia: se abste-
nían de hacer público qué personas integrarían sus equipos de gobierno, 
a pesar de que era inocultable quiénes formaban parte de su entorno cer-
cano o el grupo político de pertenencia. López Obrador dio a conocer, medio 
año antes de las elecciones, los nombres de las 16 personas y las respec-
tivas secretarías que ocuparían en su eventual gabinete legal. La persona 
que estaría al frente del entonces Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología 
(conacyt) no estuvo dentro de esos primeros nombramientos, seguramente 
porque el organismo no forma parte de la primera línea de gestión, es una 
entidad paraestatal y pertenece a lo que se conoce como gabinete ampliado 
en la administración pública. Sin embargo, antes de la jornada electoral, en 
ocasión de la temática del tercer y último debate por la presidencia, amlo 
anunció que María Elena Álvarez-Buylla sería la persona titular del organis-
mo, si él ganaba las elecciones. Una científica del área de la biotecnología 
que había recibido el Premio Nacional de Ciencias y Artes, en 2017. Así que 
la situación era peculiar: había elementos para prever cómo sería el periodo 
de gobierno y, al mismo tiempo, una relativa incertidumbre sobre el desen-
volvimiento que mostrarían en el ejercicio de gobierno.

Una vez declarado presidente electo, López Obrador desplegó múl-
tiples iniciativas antes de arrancar propiamente con su sexenio el 1 de 
diciembre del 2018. Esa fue la última ocasión en la que estuvo vigente esa 
fecha, misma que se había conservado desde la Constitución de 1917, 
pero una reforma constitucional del 2014 recorrió a junio las elecciones 
y, por su parte, al primer día de octubre la toma de posesión. De modo que 
la transición de gobierno del 2018 fue de julio al último día de noviembre 
y, ese periodo, que gobiernos anteriores habían utilizado para integrar su 
gabinete, amlo lo destinó a reunirse con algunos de los actores sociales 
clave de la vida pública, trazar sus planes de gobierno y anticipar medi-
das. Por ejemplo, entre muchos otros, se reunió con integrantes del Con-
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sejo Coordinador Empresarial para comunicarles que había confianza en 
el país, que se proponía realizar una transformación del país y la haría a 
través de la concordia. Incluso les expresó que si bien su gobierno había 
logrado mayoría en el Congreso, no habría prepotencia y añadió la frase 
que se reiteraría en el periodo: “nada por la fuerza, todo por la razón y el 
derecho”.1 También sostuvo un encuentro con miembros de la comunidad 
académica y científica encabezados por el entonces rector de la Universi-
dad Nacional Autónoma de México (unam), Enrique Graue, en cuyo foro 
recibió un documento de propuestas y prometió que nunca tendrían un 
“presupuesto por abajo de la inflación, ese sí es un compromiso para ade-
lante y vamos a procurar que aumente en términos reales, ese es mi plan-
teamiento muy concreto”.2 

Quizá el primer anuncio de López Obrador en el periodo de tran-
sición que generó mayor expectativa fue su intención de poner en marcha 
una política de combate a la corrupción y de austeridad en la administra-
ción pública. En su momento, su recepción se dio con cierto escepticismo 
y preocupación, porque parecía difícil que todos sus componentes se pu-
dieran implementar en la intrincada y voluminosa estructura administra-
tiva de las dependencias. Posteriormente se constataría que habría nuevas 
reglamentaciones y tendría un fuerte impacto en el servicio público. El 
presidente electo, 15 días después de los resultados electorales, presentó 
medio centenar de medidas dirigidas a frenar la corrupción y racionalizar 
el gasto público.3 Algunas de las más destacadas incluían la suspensión 
de fueros y privilegios para los funcionarios públicos, como la reclasifica-
ción del tipo de delitos para ser juzgados, la disminución del sueldo del 
presidente —a la mitad de lo que recibía el antecesor— y de altos funcio-
narios, limitación de viáticos al mínimo, extinción de la partida presu-
puestal para gastos médicos privados, así como la destinada a la compra 
de vehículos nuevos o de equipos de cómputo en el primer año de gobierno, 

1	 Véase Instituto de Investigaciones Jurídicas [iij] (04 de julio del 2018). amlo se reúne con el 
Consejo Coordinador Empresarial. Cronica de las elecciones federales 2018. unam-iij. https://
cronicaelectoral.juridicas.unam.mx/posts/post_index/987-amlo-se-reune-con-el-consejo- 
coordinador-empresarial

2	 Cfr. Redacción de RegeneraciónMX (22 de agosto del 2018). Promete amlo no quitar más pre-
supuesto a ciencia, tecnología e innovación; buscaría que aumente. Regeneración. https://
regeneracion.mx/promete-amlo-no-quitar-mas-presupuesto-a-ciencia-tecnologia-e- 
innovacion-buscara-que-aumente/  

3	 Véase amlo (14 de agosto del 2018). 50 lineamientos generales para el combate a la co-
rrupción y la aplicación de una política de austeridad republicana. https://lopezobrador.
org.mx/?s=50+lineamientos+generales

https://cronicaelectoral.juridicas.unam.mx/posts/post_index/987-amlo-se-reune-con-el-consejo-coordinador-empresarial
https://cronicaelectoral.juridicas.unam.mx/posts/post_index/987-amlo-se-reune-con-el-consejo-coordinador-empresarial
https://cronicaelectoral.juridicas.unam.mx/posts/post_index/987-amlo-se-reune-con-el-consejo-coordinador-empresarial
https://regeneracion.mx/promete-amlo-no-quitar-mas-presupuesto-a-ciencia-tecnologia-e-innovacion-buscara-que-aumente/
https://regeneracion.mx/promete-amlo-no-quitar-mas-presupuesto-a-ciencia-tecnologia-e-innovacion-buscara-que-aumente/
https://regeneracion.mx/promete-amlo-no-quitar-mas-presupuesto-a-ciencia-tecnologia-e-innovacion-buscara-que-aumente/
https://lopezobrador.org.mx/?s=50+lineamientos+generales
https://lopezobrador.org.mx/?s=50+lineamientos+generales
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entre otras tantas medidas. También incluyó restricciones de viajes al ex-
tranjero, la cancelación de los fideicomisos, la reducción de 70% del per-
sonal de confianza, la cancelación de pensiones a los expresidentes de la 
República, la reducción de 50% en el gasto publicitario del gobierno o 
la exclusiva disposición de choferes para secretarios y subsecretarios. Tal 
vez, en previsión de la inquietud generada por el alcance de las medidas, 
el entonces presidente virtual solicitó comprensión y previno: “no engañé 
a nadie, en la campaña planteé todo esto, en las plazas públicas, no me 
estoy sacando nada debajo de la manga”.4 

Las preocupaciones quedaron manifestadas, principalmente por 
la reducción en cuanto al número de plazas laborales, a los salarios de los 
servidores públicos y las condiciones de trabajo, así como por la regula-
ción de las horas de oficina obligatorias. Una docena de funcionarios y 
exfuncionarios públicos elaboró un diagnóstico sobre el impacto que ten-
drían las medidas de austeridad previstas, plantearon 22 propuestas y soli-
citaron respaldo a su posición a través de la plataforma change.org.5 No 
obstante, una vez iniciado el periodo de gobierno, la restricción de recur-
sos públicos y los lineamientos de austeridad comenzaron a implemen-
tarse en todos los sectores, incluido el científico y tecnológico. 

Por último, amlo, el día de su toma de protesta ante el Congreso de 
la Unión, especificó en qué consistía el lema que reiteraría a lo largo de su 
sexenio e insistiría, una vez más, en los ejes de su gobierno:

Por mandato del pueblo iniciamos hoy la Cuarta Transformación política 

de México. Puede parecer pretencioso o exagerado, pero hoy no solo inicia un 

nuevo gobierno, hoy comienza un cambio de régimen político.

A partir de ahora, se llevará a cabo una transformación pacífica y 

ordenada, pero al mismo tiempo profunda y radical, porque se acabará 

4	 Véase Cruz Vargas, J. C. (15 de agosto del 2018). amlo detalla sus 50 lineamientos anti-
corrupción y de austeridad; se acabaron los moches, dice. Proceso. https://www.proceso.
com.mx/nacional/2018/7/15/amlo-detalla-sus-50-lineamientos-anticorrupcion-de-auste 
ridad-se-acabaron-los-moches-dice-208700.html

5	 Cfr. Arias Gómez et al. (septiembre de 2018). Documento Técnico: Análisis de los Linea-
mientos de Combate a la Corrupción y Aplicación de una Política de Austeridad Repu-
blicana en materia de recorte de plazas, reducción de salarios, cancelación de prestacio-
nes y aumento de la jornada laboral al personal de confianza. Nexos. https://www.nexos.
com.mx/?p=39405. El documento se subió a la plataforma change.org y recibió el respaldo 
de 4 854 personas. 

https://www.proceso.com.mx/nacional/2018/7/15/amlo-detalla-sus-50-lineamientos-anticorrupcion-de-austeridad-se-acabaron-los-moches-dice-208700.html
https://www.proceso.com.mx/nacional/2018/7/15/amlo-detalla-sus-50-lineamientos-anticorrupcion-de-austeridad-se-acabaron-los-moches-dice-208700.html
https://www.proceso.com.mx/nacional/2018/7/15/amlo-detalla-sus-50-lineamientos-anticorrupcion-de-austeridad-se-acabaron-los-moches-dice-208700.html
https://www.nexos.com.mx/?p=39405
https://www.nexos.com.mx/?p=39405
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con la corrupción y con la impunidad que impiden el renacimiento de 

México.

Si definimos en pocas palabras las tres grandes transformaciones 

de nuestra historia, podríamos resumir que en la Independencia se luchó 

por abolir la esclavitud y alcanzar la soberanía nacional; en la Reforma, por 

el predominio del poder civil y por la restauración de la República. Y en la 

Revolución, nuestro pueblo y sus extraordinarios dirigentes lucharon por 

la justicia y por la democracia.

Ahora, nosotros queremos convertir la honestidad y la fraternidad 

en forma de vida y de gobierno. No se trata de un asunto retórico o propa-

gandístico. Estos postulados se sustentan en la convicción de que la crisis 

de México se originó, no solo por el fracaso del modelo económico neoli-

beral aplicado en los últimos 36 años, sino también por el predominio en 

este periodo de la más inmunda corrupción pública y privada.6

Entonces, el titular del Poder Ejecutivo federal había anticipado 
cuál sería su equipo de gobierno, qué se proponía lograr y cuáles serían 
los principales ejes de su gestión, únicamente faltaba conocer cómo se 
desempeñaría en el ejercicio de gobierno y qué políticas adoptaría en el 
terreno de la actividad científica y tecnológica. Este último sector no ha 
predominado en los planes gubernamentales, sobre todo frente a los im-
perativos de la ampliación de las oportunidades educativas, la garantía de 
acceso a los servicios de salud, el derecho a la vivienda, la gobernabilidad, 
la seguridad pública o el manejo de la economía, aunque tampoco ha sido 
ignorado. De hecho, desde fines de los años noventa, con las sucesivas 
reformas a su marco normativo, se planteó el principio de instaurar una 
política de Estado para el sector, en lugar de políticas sexenales o federa-
les. Incluso, legalmente, quedó establecido que su programa tendría un 
carácter especial, de ahí que se le denomina Programa Especial de Cien-
cia, Tecnología e Innovación (peciti). A la fecha conserva el mismo nom-
bre y cabe hacer notar que el rasgo de especial se reserva a problemas 
públicos prioritarios de desarrollo integral que se presentan en el Plan 

6	 Véase Cámara de Diputados (1 de diciembre de 2018). Rinde protesta como presidente 
constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Andrés Manuel López Obrador, ante 
el Congreso de la Unión. Boletín No. 0602. http://www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/
Comunicacion/Boletines/2018/Diciembre/01/0602-Rinde-protesta-como-Presiden 
te-Constitucional-de-los-Estados-Unidos-Mexicanos-Andres-Manuel-Lopez-Obrador- 
ante-el-Congreso-de-la-Union

http://www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Boletines/2018/Diciembre/01/0602-Rinde-protesta-como-Presidente-Constitucional-de-los-Estados-Unidos-Mexicanos-Andres-Manuel-Lopez-Obrador-ante-el-Congreso-de-la-Union
http://www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Boletines/2018/Diciembre/01/0602-Rinde-protesta-como-Presidente-Constitucional-de-los-Estados-Unidos-Mexicanos-Andres-Manuel-Lopez-Obrador-ante-el-Congreso-de-la-Union
http://www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Boletines/2018/Diciembre/01/0602-Rinde-protesta-como-Presidente-Constitucional-de-los-Estados-Unidos-Mexicanos-Andres-Manuel-Lopez-Obrador-ante-el-Congreso-de-la-Union
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Nacional de Desarrollo (pnd) o que implican a dos o más entidades de la 
administración pública coordinadoras del sector; el conacyt es la cabeza 
del sector. La misma ley, en materia de financiamiento, dispuso que no se 
le podría destinar un gasto nacional por debajo del 1% del producto in-
terno bruto (pib), los recursos se incrementarían de forma gradual y estaba 
previsto que la proporción se alcanzaría en 2006.

Sin embargo, no se logró alcanzar la proporción de gasto como se 
había planeado, ni en el año fijado ni en los siguientes. Algo similar aconte-
ció con los diferentes programas especiales; a saber, cada nuevo gobierno 
trazó sus objetivos y metas programáticas, pero sus resultados sistemáti-
camente distaron mucho de lo que se habían propuesto. La expectativa 
era que en el periodo 2018-2024 el sector podría recibir un respaldo ma-
yor y habría avances inequívocos. Porque había elementos novedosos: 
una nueva fuerza política en el sistema de partidos; mayoría en el Con-
greso; un Ejecutivo federal con amplio respaldo popular; y una científica 
reconocida con el Premio Nacional de Ciencias como titular del organis-
mo rector de la política científica y tecnológica. En este libro se da cuen-
ta del desenvolvimiento puntual de las iniciativas más emblemáticas del 
sector y, a la par, se busca un balance equilibrado de lo que ocurrió en el 
periodo.

El primer capítulo, a cargo de Alejandro Canales, documenta qué 
reglas había en el sector, cómo cambiaron a lo largo del sexenio, cómo se 
pueden explicar y cuáles son los factores que intervinieron. El capítulo, 
titulado “La política de las políticas científicas y tecnológicas”, destaca el 
papel de los actores como elemento clave, tanto el de miembros organiza-
dos de la comunidad como la figura presidencial, el Congreso o la perso-
na titular del organismo, pero también el marco normativo instaurado 
previamente con énfasis en la gobernanza y en el financiamiento y, por con-
traste, cómo se modificó en el sexenio 2018-2024. Uno de los apuntes fi-
nales destaca el predominio de una cultura burocrática en el periodo que no 
hizo más eficiente ni más eficaz al organismo rector de las políticas, pero 
sí alineó reglas, instancias y programas a un proyecto político general.

El siguiente texto, “La Ley General en Materia de Humanidades, 
Ciencias, Tecnologías e Innovación (lghcti) y el posgrado en México: ba-
lance y perspectivas frente al cambio de gobierno” de Claudia Díaz, como 
lo indica su título, explora la regulación de la nueva ley de ciencia en lo 
que concierne a la instauración del Sistema Nacional de Posgrados (snp) 
y el programa de becas. Los cambios en estos componentes provocaron, 
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en su momento, polémica e incertidumbre tanto entre los aspirantes a 
obtener una beca para cursar estudios de alto nivel como entre las personas 
encargadas de coordinar los programas a nivel institucional. Lo notable es 
que las modificaciones realizadas buscaban mejorar los mecanismos de 
distribución de los apoyos y ampliar las oportunidades educativas. Sin 
embargo, en el capítulo se argumenta, con datos, que su implementación 
durante el periodo, además de provocar una reducción significativa de 
becas para estudios en el extranjero, podría más bien profundizar la ine
quidad, generando un efecto contrario al buscado.

En línea con las dificultades que enfrenta la formación de cuadros 
altamente profesionalizados para desempeñarse en tareas de investigación, 
Andrés Agoitia y Brenda Valderrama realizan un breve recuento de las ins-
tancias responsables, las acciones que se han desplegado y los recursos 
implicados en esta tarea. En su capítulo titulado “Elementos para la cons-
trucción de un instrumento integral para la formación de jóvenes investi-
gadores”, hacen notar que el financiamiento y las becas son indispensables, 
mas no lo único que se requiere. Llaman la atención sobre aspectos adi-
cionales que debieran considerarse en las carreras académicas de los jó-
venes.

Judith Zubieta, en su capítulo “Una mirada crítica al ‘nuevo’ Siste-
ma Nacional de Investigadores (sni), hoy Sistema Nacional de Investiga-
doras e Investigadores (snii), a través de sus erráticos reglamentos”, se 
ocupa de dar un seguimiento riguroso y sistemático a los cambios norma-
tivos que experimentó este programa durante el periodo en cuestión. El 
snii, al cierre del sexenio, cumplió cuatro décadas de estar en operación 
y es uno de los tres programas clave de la actividad del Consejo Nacional 
de Humanidades, Ciencias y Tecnologías (conahcyt); los otros dos son 
el de becas de posgrado y el financiamiento para proyectos de investiga-
ción. La relevancia del snii no solamente se debe al creciente volumen de 
recursos financieros que implica, sino también por su capacidad para 
orientar las actividades de la comunidad del sector y de todo el sistema 
científico y tecnológico. El texto destaca que, contrario a las especulacio-
nes que se formularon, el Sistema se sostuvo y creció de forma notable en 
el periodo. Sin embargo, también anota la incertidumbre que persiste 
sobre su financiamiento en el futuro, así como la ambivalencia y ambi-
güedades derivadas de su nueva reglamentación.

Por su parte, Rosalba Ramírez, en su capítulo titulado “Del Progra-
ma ‘Cátedras conacyt para Jóvenes Investigadores’ al Programa ‘Investi-
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gadoras e Investigadores por México’”, examina el recorrido desde su ins-
tauración hasta el final del sexenio. En 2024, al concluir el periodo de 
gobierno, este programa también cumplía su primera década de opera-
ción, cuyo aniversario no fue una mera fecha emblemática, también mar-
caba el vencimiento del plazo previsto en los convenios suscritos entre las 
autoridades y los primeros participantes en el programa. El plazo podía 
prorrogarse por otros 10 años más, pero el balance resultaba crucial para 
valorar su importancia. Destaca el análisis que realiza la autora sobre los 
alcances y limitaciones de la iniciativa ensayada, así como la necesidad 
de una política de oportunidades laborales para jóvenes investigadores, 
pero, sobre todo, las puntualizaciones que realiza sobre la continuidad y 
el cambio del programa a lo largo del periodo.

La eliminación de los fideicomisos públicos fue otra medida polé-
mica que causó preocupación en el sector y tuvo hondas repercusiones 
en toda la administración pública. Alejandro Márquez analiza detallada-
mente cómo afectó esta medida a los sectores educativo, científico y tec-
nológico. En su capítulo titulado “Extinción de fideicomisos públicos en 
México y su impacto en las áreas de educación y de ciencia, tecnología e 
innovación”, especifica el origen, uso y desarrollo de estos instrumentos 
financieros. También analiza, de forma pormenorizada, los principales 
problemas asociados con su funcionamiento en la administración públi-
ca, tanto por su utilidad para fines de interés social como los abusos y 
malas prácticas en los que se ha incurrido con motivo de estos. El capítu-
lo pone de relieve los elementos necesarios para comprender los efectos 
que tuvo suprimir los fideicomisos públicos.

El penúltimo trabajo se ocupa del tercer programa clave en la ope-
ración del conahcyt: “Mecanismos de financiamiento de la ciencia básica 
en México; espacios ganados y oportunidades perdidas” de la autoría de 
Tomás Maya y Brenda Valderrama. Los autores marcan etapas claramen-
te diferenciadas en el volumen y distribución del financiamiento, al tiempo 
que destacan las diferencias según el área de conocimiento, las ciencias 
sociales y las humanidades, en comparación con otras áreas, registran un 
menor número de proyectos apoyados y menor financiamiento por pro-
yecto. 

Finalmente, el libro cierra con el capítulo a cargo de David Ríos: 
“Los Centros Públicos de Investigación (cpi) del conacyt”. El capítulo 
está centrado en ese conjunto de instituciones que ha sido edificado pau-
latinamente, caracterizándose por su alta competencia y su dedicación a 
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la enseñanza de alto nivel en diversas áreas del conocimiento, así como 
a la investigación y a la vinculación con la sociedad. Aunque están iden-
tificados como entidades paraestatales y, por lo tanto, son tratados nor-
mativamente como dependencias de la administración pública, el autor 
ofrece los antecedentes de estos centros, lo que permite comprender la 
singularidad de su regulación y la complejidad de sus tareas. Además, 
destaca el análisis que realiza sobre las implicaciones de las disposicio-
nes administrativas del periodo 2018-2024 en el funcionamiento y opera-
ción de los centros y, muy especialmente, lo que establece la nueva ley 
general de ciencia para su operación y futuro.
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Alejandro Canales Sánchez1

La administración gubernamental que tomó posesión en diciembre de 
2018 anticipó de manera expresa, incluso antes de conocer si resultaría 
ganadora en las elecciones, los nombres de las personas que integrarían 
el gabinete y las responsabilidades que tendrían cada una. El entonces 
candidato a la presidencia, Andrés Manuel López Obrador (amlo), en 
diciembre de 2017, presentó a las 16 personas que tomarían posesión del 
cargo si él triunfaba en las urnas (Muñoz, 2017). Como ya se anticipó, no 
estaba entre esos nombres la persona que ocuparía la dirección del Con-
sejo Nacional de Ciencia y Tecnología (conacyt), se conocería en el marco 
del tercer y último debate entre los aspirantes a la presidencia. Ahí López 
Obrador anunció que la titularidad del conacyt, si él ganaba las eleccio-
nes, sería para la doctora María Elena Álvarez-Buylla (Redacción Mile-
nio, 2018). El dato fue registrado en la comunidad científica porque la 
doctora Álvarez-Buylla trabajaba en el campo de la biotecnología y había 
recibido el Premio Nacional de Ciencias en el 2017, el año previo a las 
elecciones federales y otorgado por la administración saliente. Sin em-
bargo, la doctora Álvarez-Buylla no era una personalidad pública identi-
ficada ampliamente fuera de la academia, salvo por su conocido activis-
mo en defensa del maíz nativo y su oposición a los transgénicos (Olivares, 
2015).

Las circunstancias del periodo que estaba por iniciar tenían su re-
levancia por las expectativas que había sobre la persona que ocuparía la 
presidencia de la República. El entonces candidato amlo, después de bus-
car la presidencia en dos ocasiones anteriores, triunfó en las elecciones 
federales de 2018 al frente de un partido político que él mismo había fun-
dado y encabezando una coalición de partidos. No solamente anticipó 

1	 Investigador titular en el Instituto de Investigaciones sobre la Universidad y la Educa-
ción (iisue-unam).

I. La política de las políticas  
científicas y tecnológicas
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qué personas integrarían su gabinete, también había publicado un pro-
grama preliminar de gobierno y desde el periodo de transición comenzó 
a perfilar las medidas que pondría en marcha. A pesar de que había gran-
des expectativas, también era notable la falta de certeza sobre cuáles anun-
cios eran solamente parte del discurso de un gobierno triunfante y cuáles 
otros culminarían en acciones. 

En este capítulo se propone un balance de lo que ocurrió en el sec-
tor científico y tecnológico, para cuyo propósito, el énfasis está puesto en 
tratar de documentar si hubo un cambio en el periodo 2018-2024 y, si es 
el caso, cuál fue y cómo se puede explicar. Para lograr nuestro objetivo, 
dividimos el análisis en seis apartados que a continuación se describen a 
grandes rasgos: en primer lugar, acudimos a algunas nociones generales 
que nos permitieran diferenciar la política de las políticas y, más aún, 
considerar los procesos políticos que le dan forma a las políticas, para 
tomar distancia de una atención exclusiva a los contenidos y orientación 
de estas últimas. Esto con la intención de contar con herramientas que 
permitan precisar si cambiaron las reglas de juego en el nuevo gobierno, 
en qué sentido lo hicieron y cuáles componentes están implicados. En se-
gundo lugar, como parte de los antecedentes y como contraste para apre-
ciar los cambios, se caracteriza el papel del organismo rector de la política 
científica desde su instauración y la intervención que tuvieron algunos 
actores de la comunidad científica. Después, el análisis se centra en el marco 
normativo, de forma particular en las leyes de 1999 y 2002 en lo relativo 
a la gobernanza del sistema y el financiamiento. Los componentes pre-
vios nos permiten ordenar el examen del periodo 2018-2024, destacando, 
en un primer momento, los rasgos sobresalientes que adoptó la alternan-
cia del Poder Ejecutivo y el periodo de transición, luego en el estableci-
miento de las nuevas reglas de juego y, por último, en la aprobación de la 
Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Inno-
vación (lghcti), así como en los nuevos lineamientos en la forma de go-
bernanza y en el financiamiento. El capítulo finaliza con una recapitula-
ción temática y algunos apuntes a manera de conclusión. 

Aspectos analíticos

Una distinción, no exenta de debate entre ámbitos disciplinarios desde 
los años setenta, es entre política (politics) y políticas (public policies). 
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Las referencias de una y otra han quedado delimitadas, la primera reser-
vada para las interacciones y conflictos surgidos por causa del poder 
gubernamental o Legislativo entre los actores políticos tradicionales, 
como los partidos políticos, los grupos de interés, los sindicatos o los 
movimientos sociales, entre otros; mientras que las segundas se refieren 
a las decisiones o acciones “intencionalmente coherentes, tomadas por 
diferentes actores, públicos y a veces no públicos —cuyos recursos, ne-
xos institucionales e intereses varían— a fin de resolver de manera pun-
tual un problema políticamente definido como colectivo” (Subirats et al., 
2008, 36). 

La distinción de estos términos en el terreno científico y tecnológico, 
tal como la propusieron Elzinga y Jamison (1996), es la de reservar la 
denominación de “política de la ciencia” para la interacción entre la cien-
cia y el poder, es decir la movilización de la ciencia por distintos actores 
para aumentar su respectivo poder, capacidad de influencia y ejercicio de 
control. Mientras que por “política científica” se aludiría a las medidas 
adoptadas para fomentar el desarrollo de la investigación, así como la 
utilización de los resultados para objetivos generales. 

El rasgo público de las políticas públicas se ha identificado con su 
orientación hacia los asuntos de interés general y problemas colectivos, 
el carácter abierto que debieran tener sus decisiones o el empleo de re-
cursos públicos (Aguilar, 2003). Las políticas como iniciativas o cursos de 
acción intencionales, efectuados por distintos actores para intentar resol-
ver un problema de interés público e impulsar el desarrollo de un sector, 
por eso se denomina política de salud, política exterior, política ambien-
tal o política científica y tecnológica (Albornoz, 2007) 

Sin embargo, la atención excesiva o única al contenido y orientación 
de las políticas, en detrimento de los procesos que le dan forma, de cómo 
se ponen en marcha, o bien, si se conservan o no a lo largo del tiempo, 
omite que “los procesos políticos y de formulación de políticas son inse-
parables (Stein et al., 2006, 4). También es verdad que quedan latentes las 
preguntas: “¿La política da forma a la ciencia o la ciencia gobierna al poder 
político? ¿Pueden los políticamente impotentes utilizar sus conocimien-
tos para influir en las decisiones adoptadas en los puestos de poder?” 
(Jasanoff, 2017, 259). Las interrelaciones entre la política, la ciencia y la 
tecnología son variables a lo largo del tiempo y se expresan de forma dis-
tinta en cada uno de los países, de ahí la relevancia de explorar qué carac-
terísticas adoptan en determinados contextos.
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Elzinga y Jamison (1996) sugirieron analizar la interacción entre 
la política y las políticas a través de las prácticas de los principales acto-
res involucrados en la formulación de la política científica y tecnológica. 
Plantearon que coexistían en cada sociedad cuatro “culturas de las políti-
cas”, en competencia por recursos e influencia y a la búsqueda de orien-
tar en determinada dirección a la ciencia y a la tecnología.

Las principales culturas que destacaron fueron: a) la cultura buro-
crática, conducida por las entidades administrativas del Estado y en al-
gunas naciones con preponderancia de las fuerzas armadas; centrada en 
la coordinación, la planeación y la organización eficaz de la ciencia; el 
interés está en la ciencia para la política; b) la cultura académica, impul-
sada por los mismos científicos e interesada por preservar los valores 
académicos de la autonomía, objetividad e integridad; orientada a instau-
rar una política para la ciencia; c) la cultura económica, cuyos actores 
principales serían los empresarios y las industrias en su intento por lle-
var el desarrollo científico a su uso tecnológico; el desarrollo de innova-
ciones y su difusión en el mercado; y d) la cultura cívica, promovida por 
movimientos sociales, tales como los ambientalistas y el feminismo, cuyas 
preocupaciones se localizan en los resultados e implicaciones de la cien-
cia, más que en su producción y aplicación. De acuerdo con los mismos 
autores, si bien la mayoría de los países ha seguido el mismo camino en 
la formulación de las políticas, “existen ‘estilos nacionales’ de política 
científica y tecnológica distintos, que reflejan diferencias más generales 
en la forma de hacer las políticas, así como en la regulación guberna-
mental” (ibid., 4).

La incorporación de factores socio culturales, las dimensiones po-
lítico institucionales y las cambiantes realidades económicas, han sido un 
reto para la indagación de las políticas científicas y tecnológicas. Frickle 
y Moore (2006) han propuesto el esbozo para una “nueva sociología polí-
tica de la ciencia” sobre la base de cuatro componentes clave que se ex-
plican a continuación: 

El primero de ellos tiene que ver con la atención a la distribución 
inequitativa de poder y recursos, dado que la estructura de relaciones 
sociales, tanto de los actores como de las organizaciones, permite o no el 
acceso a recursos y, por tanto, a la acción, incluida aquella que busca 
cambiar la distribución del poder. Se trata de un poder relativo a la ubi-
cación social de los actores dentro de configuraciones institucionales. 
Por eso, añaden los autores, “vemos la política como una acción colectiva 
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que busca reproducir explícitamente esas configuraciones o, alternativa-
mente, cambiarlas sustancialmente” (ibid., 10). 

El segundo componente es la atención a las reglas y a la hechura 
de estas, sean legislativas o burocráticas, porque —precisan Frickle y 
Moore— son expresiones del poder y establecen el marco normativo para 
los debates y quién puede o no participar en estos. El interés reside en 
documentar cómo se elaboran, se aplican, se resisten o se adaptan tales 
reglas. 

El tercer componente lo constituye la atención a la dinámica de las 
organizaciones, dado que se han diversificado los escenarios y organiza-
ciones donde se modela la producción de conocimiento, ya no solamente 
es el laboratorio, también están las agencias reguladoras, las oficinas de 
patentes, las cámaras de comercio, entre muchas otras. Los cambios or-
ganizacionales —destacan los autores— provienen de activistas organi-
zados o emanan de leyes impositivas, también por la imitación de mode-
los exitosos, o bien, por el cambio en la disponibilidad de recursos valiosos 
que, tal vez, lleve a un replanteamiento de la estructura de las organiza-
ciones. 

El último componente tiene que ver con las consideraciones meto-
dológicas, para llamar la atención sobre la escala en la que se realiza la 
indagación, sea el laboratorio o el estado-nación, sobre todo porque el 
nivel de análisis requerirá de las evidencias correspondientes y un cierto 
tipo de preguntas y respuestas. 

En México, con una comunidad científica relativamente modesta y 
un sistema en desarrollo, el énfasis ha sido quizá mayor en el contenido 
y resultados de las políticas del sector, y no tanto en la dimensión política. 
Los actores se han dado por descontado, tanto como los procesos, confi-
guraciones y mecanismos mediante los cuales se elaboran y se llevan a 
efecto las políticas. ¿Cambiaron las reglas en el periodo 2018-2024?, y, de 
ser así, ¿en qué sentido lo hicieron? 

El desenvolvimiento  
de la “cultura” previa

En México, en términos generales, la instauración en 1970 del conacyt 
es el punto de referencia obligado para valorar la política del sector. Cier-
tamente, de acuerdo con Casas (1985), el Estado, con anterioridad a esa 
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fecha había establecido estructuras y puesto en marcha diferentes inicia-
tivas. No obstante, fue a partir de la creación del Consejo que la ley dis-
puso que este auxiliaría y asesoría al Ejecutivo federal (ef) “en la fijación, 
instrumentación, ejecución y evaluación de la política nacional de cien-
cia y tecnología” (artículo 1) (dof, 1970).

Desde entonces, según el periodo de referencia, se registraron ac-
ciones más o menos consistentes y sistemáticas para el desarrollo cientí-
fico y tecnológico, tales como los apoyos para la formación de alto nivel, la 
creación de instituciones, el impulso a las intenciones descentralizadoras 
o el financiamiento a proyectos de investigación. El desenvolvimiento de 
las acciones no siempre fue el esperado y los resultados han registrado 
altibajos, no solamente a nivel transexenal, también en un mismo periodo, 
sea por contingencias económicas o políticas (Canales, 2011). No obstan-
te, lo que cabe subrayar es que el respaldo, o su ausencia, provenía del 
mismo conacyt, el Consejo gubernamental rector de las políticas.

La historia de estos consejos, como estructuras administrativas en 
diferentes naciones, es variable. Sin embargo, en su origen comparten 
una instauración como “burocracias gubernamentales para ejecutar el pa-
tronazgo del Estado” (Rip, 1996). El funcionamiento estaba alentado por 
esa visión de una República de la Ciencia, como la planteó Polanyi (2014) 
en los años sesenta del siglo pasado. Esto es, una República con sus pro-
pias reglas de organización política y económica: una comunidad de in-
vestigadores que decidía cuáles eran los problemas relevantes para estu-
diar, se autocoordinaba, cooperaba, recibía las subvenciones conforme la 
importancia y valor científico de su trabajo; la opinión científica tenía 
autoridad y era altamente competente. En ese contexto, el tema del finan-
ciamiento era y sigue siendo un componente clave en la relación entre el 
gobierno y la comunidad científica; en los países desarrollados se trataba 
de recursos públicos y privados, en México y otras regiones eran y son, 
principalmente, recursos públicos. 

Al inicio de los años noventa arrancó la recopilación de los datos 
nacionales, organizados y sistemáticos del sector, entre ellos estaba el indi-
cador más aceptado a nivel internacional para valorar los esfuerzos en la 
materia: el Gasto en Investigación y Desarrollo Experimental (gide). Un 
primer cálculo del conacyt, para 1993, indicaba que el gasto privado 
aproximado se ubicaba en un 10% del total del gide. Posteriormente, el 
mismo organismo rectificó la cifra y utilizando otra encuesta en colabora-
ción con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi), recalculó 
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y planteó que la participación del sector privado fue de 14.3% y había 
alcanzado 17.3% en 1995 (conacyt, 1996). El propio organismo precisó 
que para esos mismos años y en idéntico orden, el total del gide represen-
taba 0.22% y 0.31% con respecto al producto interno bruto (pib).

Es decir, en los años noventa, el instrumento de los recursos finan-
cieros, uno de los más efectivos para dirigir las políticas del sector, estaba 
bajo el control público y se localizaba particularmente en el gobierno fe-
deral. Las aportaciones de este último para la investigación y el desarro-
llo experimental representaban alrededor de dos terceras partes del total 
del gasto en esa materia (ibid., 20). La situación de los recursos financie-
ros no habría de cambiar, en términos sustanciales, en las décadas siguien-
tes. En el año 2018, el gide, con respecto al pib, fue de 0.47% y la parti-
cipación relativa del sector empresarial representó 22.8%. Este último 
porcentaje estaba cinco puntos porcentuales más alto que el de los años 
noventa; el otro también por arriba, aunque sin alcanzar el medio punto 
porcentual. Entonces, el gobierno federal ha tenido la mayor participa-
ción relativa en el gide y los recursos han sido limitados, sobre todo si se 
considera que el promedio del gide de los países miembros de la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) ha oscila-
do entre 2.1% y 2.9% con respecto al pib en los últimos 30 años. 

El financiamiento no es el único instrumento del control burocrá-
tico. El gobierno federal tenía y tiene los instrumentos de planeación para 
dirigir el sistema y a las comunidades, tales como los planes de desarrollo 
y los programas sectoriales. Desde los años ochenta, la normatividad le 
asigna al ef la responsabilidad de elaborar un Plan Nacional de Desarro-
llo (pnd) y a los diputados la facultad de aprobarlo.2 El Plan establece los 
grandes objetivos y las prioridades nacionales de desarrollo, los grandes 
los lineamientos que luego desdoblarán los diferentes sectores de la ad-
ministración pública a través de sus respectivos programas, como es el 
caso de la actividad científica y tecnológica. La norma prevé la participa-
ción de los diversos grupos sociales y de sus organizaciones representati-
vas en la elaboración del pnd y de los programas, aunque, en realidad, la 
responsabilidad recae en el gobierno federal y la atribución es solo suya. 

El caso de los planes y programas puede ser considerado como parte 
del predominio de la cultura burocrática en la conducción de las políticas 
para el sector. Los documentos programáticos reflejan las prioridades del 

2	 Cfr. dof (5 de enero de1983). Ley de Planeación.
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gobierno federal, no necesariamente las concernientes a las comunida-
des científicas y tecnológicas. Por ejemplo, en los años ochenta, el progra-
ma sectorial 1984-1988, un tanto por la crisis económica de la década y 
otro tanto por la intención declarada de buscar la autodeterminación tec-
nológica planteó, por primera vez, que la investigación científica debía in-
tegrarse a los problemas nacionales, una intención que se reiteró de formas 
distintas en los programas siguientes (dof, diciembre1984). Los resulta-
dos pudieron o no diferir de lo que se proyectaba, de cualquier manera, 
lo que resulta claro es que se buscaba influir mediante tal intención en el 
tipo de investigación realizada. 

La combinación de estrategias y prioridades es múltiple y variada 
en los diferentes programas de las tres últimas décadas. Sin embargo, no 
se puede equiparar lo que se expresa en estos programas con lo que se ve-
rifica en el sector; ni en el pasado ni en la actualidad. De hecho, una de las 
apreciaciones de aquellos años y que todavía puede extenderse al presente, 
es que los planes y programas gubernamentales son mecanismos poco 
efectivos para conducir la política científica y tecnológica (Vessuri, 1987). 
Sin embargo, lo que permanece invariable es que el gobierno federal tie-
ne las atribuciones normativas para diseñar, proponer y ejecutar. Una atri-
bución que, aunque recupere las peticiones de las comunidades del sec-
tor, contrasta con la visión de una República de la Ciencia refractaria a 
cualquier intromisión.

Por ejemplo, una de las mayores iniciativas de los años ochenta y 
que continúa en el presente es el Sistema Nacional de Investigadores (sni). 
Una medida, surgida en los complicados años de crisis económica de esa 
década, dirigida a mejorar las percepciones salariales de los científicos y 
retenerlos en el país, sin incrementar de forma generalizada los sueldos. 
Según lo relata uno de los protagonistas de aquella época, el presidente 
Miguel de la Madrid, invitó a la entonces Academia de la Investigación 
Científica (aic) a presentar un proyecto al respecto y les precisó: “Al esbo-
zar los rasgos que debería tener el proyecto, el Presidente subrayó tam-
bién que la propuesta debería incluir en su ejecución y operación mecanis-
mos participativos que fomentaran la constante evaluación y preservaran 
así los niveles de calidad y productividad entre los investigadores (Malo, 
1986, 56)”.

El ef emitió el acuerdo de creación del sni cuyo propósito princi-
pal fue, según se consignó en la exposición de motivos, incentivar a los 
investigadores de calidad notable (dof, julio 1984). Desde entonces el pro-
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grama otorga recursos adicionales a los investigadores, previa evaluación 
de su desempeño individual; los clasifica en cuatro diferentes categorías y 
los incentivos están en correspondencia con las categorías. Al inicio sola-
mente se dirigió a los investigadores de tiempo completo de instituciones 
públicas, luego se amplió a los de instituciones particulares. Aunque el 
programa ha tenido distintas modificaciones a lo largo del tiempo, 3 con-
serva sus principios e ilustra el tipo de relación sostenida entre el gobierno 
federal y la comunidad de investigadores. 

En el periodo ocurrieron muchos otros acontecimientos, pero quizá 
sea suficiente con añadir otro caso sobresaliente para ilustrar el tipo de 
relaciones: la creación del Consejo Consultivo de Ciencias de la Presiden-
cia (cccp) en el periodo de Carlos Salinas de Gortari 1988-1994. La coyun-
tura de entonces estaba marcada por unos resultados electorales cuestio-
nados y la búsqueda de legitimidad del ef (Von Sauer, 1992), así que 
algunas de las iniciativas que asumió, incluso antes de tomar posesión de 
la presidencia, estaban dirigidas a mejorar la percepción pública sobre su 
persona y ampliar su base de respaldo. En ese contexto, el expresidente 
Salinas de Gortari propuso la creación del Consejo Consultivo e invitó a 
formar parte a una treintena de científicos para asesorarlo en materia de 
Ciencia y Tecnología, todos ellos ganadores del Premio Nacional de Cien-
cias y Artes. El mismo ef de aquel entonces dio su testimonio de aquella 
reunión y acotó: “Aceptaron y agradecí su entusiasta colaboración. Se 
abrió así un canal de comunicación entre la comunidad científica y el pre-
sidente” (Salinas de Gortari, 2002, 647). El acuerdo de creación estableció 
que el Consejo sería una “unidad de asesoría y apoyo técnico del Ejecuti-
vo federal” y funcionaría a través de una secretaría ejecutiva (dof, 1989). 
La nueva estructura no estaba localizada en el conacyt, la interlocución 
era directa con el ef.

Lo ocurrido con los programas, el sni o el Consejo, en las primeras 
décadas, después de instaurado el conacyt, ejemplifica el predominio de 
una cultura burocrática, no tanto con el afán de llevar de manera eficaz 
la ciencia a la política, como sugerían Elzinga y Jamison (1996), sino más 
bien centrada en el fomento y coordinación de las políticas sectoriales con 
eficacia variable. De igual forma, incluía algunas peticiones de actores u 

3	 Para un seguimiento más detallado con respecto a los cambios que se suscitaron en el 
periodo 2018-2024, véase el capítulo 4 titulado “Una mirada crítica al “nuevo” Sistema 
Nacional de Investigadores (sni), hoy Sistema Nacional de Investigadoras e Investigado-
res (snii), a través de sus erráticos reglamentos”, p. 117 de este libro.
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organizaciones principales de la comunidad científica, es decir, parte de la 
cultura académica.

Las leyes precursoras

Un componente normativo adicional de las reglas previas que vale la pena 
mencionar: las leyes para regular al sector. La primera ley fue expedida 
en los años ochenta, la Ley para Coordinar y Promover el Desarrollo Cien-
tífico y Tecnológico (lcpdct) (dof, 1985). El ef, en aquel entonces, era el 
autor de la mayoría de las iniciativas de ley que dictaminaba el Congreso 
y, a su vez, el partido en el gobierno tenía mayoría en el Congreso; aunque 
a raíz de la reforma política de 1977 comenzaba a ceder omnipresencia 
la figura presidencial, algunos partidos políticos opositores obtuvieron su 
registro y la posibilidad de representación legislativa (Woldenberg, 1990). 
Sin embargo, como señaló Carpizo (2002), a pesar de que el presidente era 
el principal responsable de los proyectos de ley, “esos proyectos antes de 
remitirse al Congreso son conocidos y discutidos con diputados y sena-
dores de su partido e incluso de otros” (ibid., 235). De modo que proba-
blemente había una intervención acotada de los sectores destinatarios de 
las leyes, en este caso la de ciencia; sin embargo, era el ef el que concen-
traba el poder y la capacidad en el diseño de la ley.

El propósito de la primera ley, como lo anunciaba su título, era es-
tablecer los lineamientos para coordinar y fomentar las actividades cien-
tíficas y tecnológicas. Un sentido acorde al papel del ef, tanto de apoyo como 
de impulso a los programas que estaban en marcha y a los que vendrían 
posteriormente. La norma distinguió estructuras y asignó competencias 
y responsabilidades. Por ejemplo, entre otros aspectos, definió los compo-
nentes del sistema científico y tecnológico, a la Secretaría de Programa-
ción y Presupuesto (spp), hoy inexistente, le atribuyó la responsabilidad 
de conducir la política en materia de Ciencia y Tecnología. Fue la prime-
ra secretaría a la que estuvo sectorizado el conacyt y a este último le re-
servó la función de coordinar la elaboración y ejecución del programa 
sectorial.

Sin embargo, las condiciones políticas en la que se aprobó la si-
guiente norma, la Ley para el Fomento de la Investigación Científica y Tec-
nológica (lfict) (dof, 1999), fueron distintas y sus contenidos también 
fueron otros. La pérdida de hegemonía del partido gobernante se había 
acelerado en la última década previa a la discusión de la ley, los partidos 
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de oposición habían logrado una mayor representación en el Congreso y 
los grupos sociales organizados buscaban influir en las decisiones.

Con la transformación del sistema de partidos que ocurrió entre 1988 y 

1997 se alteró el equilibrio constitucional de poderes. Durante este perio-

do, el Partido Revolucionario Institucional (pri) perdió paulatinamente su 

posición hegemónica y se desarrolló un sistema electoral competitivo. […]

Un punto de inflexión en este proceso fueron las elecciones inter-

medias de 1997 en las que se renovó la totalidad de la Cámara de Diputa-

dos. En esas elecciones, la votación a favor del pri cayó un 10 por ciento 

respecto a las elecciones de 1994. Con ello, este partido perdió la mayoría 

en la Cámara de Diputados por primera vez desde su fundación como 

Partido Nacional Revolucionario (pnr) en 1929 (Nacif, 2004, 15).

La intervención acotada de otros actores en la elaboración de las ini-
ciativas de ley se amplió; el gobierno federal ya no era el único gran deci-
sor. Por una parte, la relación entre el presidente y el Congreso se había 
modificado, especialmente en la Cámara de Diputados donde el partido 
gobernante ya no tenía mayoría, aunque la conservó en el Senado. Las con-
diciones distintas implicaban que el ef necesitaba establecer negociacio-
nes con los partidos opositores y buscar equilibrios para la aprobación de 
las iniciativas. De hecho, como el trabajo legislativo está organizado a tra-
vés de comisiones y son estas la primera instancia que dictamina los proyec-
tos de ley, una primera negociación entre las fracciones parlamentarias 
fue la composición y distribución de la titularidad de esas comisiones. La 
Legislatura LVII, la que aprobó la segunda ley de ciencia en 1999, mostró 
la participación de las fuerzas políticas opositoras en la titularidad de 
diferentes comisiones. Por ejemplo, las comisiones de Ciencia y Tecnolo-
gía de ambas cámaras estaban presididas por parlamentarios del Partido 
Acción Nacional (pan).4 

Por otra parte, la reforma de la administración pública de 1992 su-
primió la referida spp y sus funciones pasaron a la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público (shcp) (dof, 1992). A su vez, el conacyt quedó sectori-
zado a la Secretaría de Educación Pública (sep), es decir, seguía siendo 
una instancia del gobierno federal, aunque constituía otro cuerpo de fun-

4	 Véase Cámara de Diputados (1998). Gaceta Parlamentaria Año I (0), 6 de febrero de 1998. 
https://gaceta.diputados.gob.mx/Gaceta/57/1998/feb/19980206.html#Inf0206CCT
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cionarios de la administración que podía tener una mayor injerencia en 
las decisiones del sector. El cccp, el grupo de científicos premio nacional 
creado en la administración previa, contaba con personalidad jurídica y 
también era otro organismo que normativamente estaba facultado para 
opinar sobre los temas del sector, la ley entre ellos. Otra organización más 
era la aic, la participación de la principal organización de científicos ins-
taurada en 1959 no era novedosa en el sector, desde 1988, en la segunda 
reforma del sni, tenía un representante en el Consejo Directivo del Sis-
tema. Después, en 1996, firmó un convenio de colaboración junto con el 
cccp y el conacyt para respaldar los proyectos de desarrollo científico y 
tecnológico del país. En ese mismo año cambió su nombre a Academia 
Mexicana de Ciencias (amc), la modificación se debió a que su membre-
sía se amplió a las ciencias sociales y a las humanidades, anteriormente 
solo agrupaba a los científicos de las ciencias naturales y exactas.5

Los cambios de la lfict, consagrada en el citado dof de 1999, res-
pecto de la norma previa, reflejan la intervención de otros actores, la for-
malización de acciones que estaban en marcha y el primer giro relativo a 
la regulación de las actividades científicas y tecnológicas. Uno de los más 
sobresalientes fue la redistribución de capacidades para dirigir el sector; 
por ejemplo, la fracción III del artículo 4 de la citada ley dispuso:

La toma de decisiones, desde la determinación de políticas generales y 

presupuestales en materia de ciencia y tecnología hasta las orientaciones 

de asignación de recursos a proyectos específicos, se llevará a cabo con la 

participación de las comunidades científica, académica, tecnológica, y es-

cuchando la opinión empresarial (dof, 1999).

Es decir, el gobierno federal debía compartir la responsabilidad de 
elaboración de las políticas públicas con otros actores. La capacidad para 
diseñar y controlar las normas y leyes no era ya una atribución exclusiva del 
gobierno federal. La intención coincidía con el empuje que habían tenido 
en los años noventa las políticas de Estado frente a las políticas federales, 
así como el principio de diferenciación de lo gubernamental y lo público, 
en buena medida alentado por la pérdida hegemónica del partido gober-

5	 Para ahondar en los objetivos fundacionales de la amc y un breve repaso histórico de 
cómo surge, véase: https://www.amc.edu.mx/amc/index.php?option=com_content&view= 
article&id=59&Itemid=79al

https://www.amc.edu.mx/amc/index.php?option=com_content&view=article&id=59&Itemid=79al
https://www.amc.edu.mx/amc/index.php?option=com_content&view=article&id=59&Itemid=79al


La política de las políticas científicas y tecnológicas 33

nante y por la recepción y difusión de la literatura sobre políticas públi-
cas (Aguilar, 2004; Méndez y Dussauge, 2020).

La ley en cuestión no solamente estableció el principio de corres-
ponsabilidad en las políticas, también previó el instrumento para posibi-
litarla: la instauración del Foro Permanente de Ciencia y Tecnología (dof, 
1999, artículo 23). Un órgano autónomo de consulta del Poder Ejecutivo 
para promover la expresión de la comunidad científica y tecnológica y 
cuyas funciones incluyeron la participación en la formulación y evaluación 
de las políticas. El foro, según lo estipulado en la misma ley, quedaría inte-
grado por representantes de diferentes organizaciones a nivel nacional, 
tales como el cccp, la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones 
de Educación Superior, (anuies), la Asociación Mexicana de Directivos de 
Investigación Aplicada y el Desarrollo Tecnológico (adiat) y la amc, entre 
otras organizaciones. A la par, en la misma fecha de promulgación de la 
citada Ley, quedó reformada la Ley Orgánica del conacyt para incluir 
la creación de un Consejo Consultivo Científico y Tecnológico, definido 
como órgano interno de apoyo y asesoría institucional e integrado por 25 
miembros titulares de Instituciones de Educación Superior (ies), organi-
zaciones académicas y provenientes de los sectores productivo y social 
(sep, 1999).

El otro instrumento relevante fue el manejo de los recursos finan-
cieros. Por un lado, la serie de instituciones paraestatales que realizaban 
tareas de investigación y desarrollo tecnológico, en aquel entonces deno-
minados Centros sep-conacyt, cambiaron en la ley a la figura de Centros 
Públicos de Investigación (cpi) y, lo más importante, quedó reconocido el 
mecanismo de “convenios de desempeño” de tales Centros con las depen-
dencias gubernamentales. El cambio fue relevante porque también quedó 
regulado que los recursos autogenerados podrían ser utilizados por esos 
centros, previa autorización de sus órganos de gobierno. Por otro lado, 
estableció cuatro diferentes tipos de fondos: los institucionales, bajo la 
responsabilidad del órgano de gobierno del conacyt; los sectoriales, un 
tipo de fondos en coordinación y convenio con las distintas secretarías de 
Estado para atender problemáticas sectorialmente; los mixtos, para im-
pulsar la investigación científica y tecnológica en las entidades federati-
vas e integrados con aportaciones del gobierno federal y los gobiernos 
estatales; y los de cooperación internacional, principalmente para el res-
paldo de organismos y acciones con ese carácter. Además, por primera 
vez, la misma norma estableció que el programa sectorial se denominaría 
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Programa Especial de Ciencia y Tecnología (peciti); es decir, atendería 
prioridades nacionales e involucraría a dos o más secretarías de Estado; 
asimismo, fue facultado para integrar los recursos derivados de los diferen-
tes fondos (fracción III del artículo 17). Ahí también comenzó a configurar-
se la compleja organización de los fideicomisos que en el periodo 2018-
2024 serían fuente de controversia y posteriormente eliminados.6 

La norma de 1999 fue un punto de quiebre en las políticas para el 
sector, no solo por el reconocimiento abierto de la participación de nue-
vos actores en la definición de las políticas y la operación de instrumen-
tos competitivos, sino porque de forma explícita mostraba la coexistencia 
de las culturas burocrática y académica en la conducción del sistema. Una 
coexistencia que se pudo notar en la disposición de apoyos gubernamen-
tales bajo ciertas condiciones y, al mismo tiempo, al indicar que se otor-
garían sin menoscabo de la libertad de investigación de las ies. Este últi-
mo constituye uno de los valores más demandados por las comunidades 
académicas y científicas en los conflictos con el poder gubernamental. 
Sin embargo, conviene recalcar que la norma formalizó las acciones que 
se habían puesto en marcha desde el inicio de los años noventa con el 
ascenso del Estado evaluador: el apoyo individual o la distribución de 
recursos previa evaluación de los resultados y mediante procedimientos 
competitivos. 

La siguiente ley de ciencia, la de 2002, fue proyectada sobre la base 
de los lineamientos trazados por la norma previa. Los cambios, en buena 
medida espoleados por el contexto político nacional de esos años, esta-
blecieron la participación de otros actores en la definición de las políti-
cas, añadieron otros instrumentos para la conducción del sistema y pre-
cisaron funciones de las instancias que se habían creado. 

El contexto nacional de entonces estaba enmarcado por la transi-
ción del fin e inicio de milenio, así como por la alternancia en el poder ef. 
Por primera vez en el año 2000, después de siete décadas, un candidato 
de un partido opositor, en esa ocasión del pan, ganó las elecciones federa-
les por la presidencia de la República. La condición tiene importancia 
dados sus efectos en la gobernabilidad y en la eficacia o dificultad para la 
elaboración de las leyes, al inscribirse bajo el supuesto de una relación 
distinta entre el presidente y el Congreso, al igual que la relación entre el 

6	 En el capítulo vi, “Extinción de fideicomisos...”, p. 201 de este libro se da cuenta del 
origen y sentido de estos instrumentos financieros.
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primero y los gobiernos locales. Una condición que se ha denominado de 
gobierno unificado o de gobierno dividido, esto es, cuando en un régimen 
federal el gobierno central tiene o no control sobre la mayoría de los go-
biernos locales, o bien, su partido cuenta o no con mayoría en el Poder 
Legislativo (Colomer, 2013). Un factor que tiene peso porque, como indica-
ban Frickle y Moore (2006), muestra la intervención en la hechura de las 
leyes y la distribución de responsabilidades. En el caso de México, en esos 
años: “Los datos disponibles para las últimas cuatro legislaturas (1991-
2003) muestran claramente que, con el advenimiento del gobierno dividi-
do, el Ejecutivo perdió su papel dominante en la formulación de los cam-
bios legislativos” (Nacif, 2004: 16).  

Lo que ocurrió con la ley de ciencia es ilustrativo del control sobre 
su diseño. El ef envió a la Cámara de Diputados un proyecto de reforma 
a la Ley Orgánica del conacyt y una adición a la ley de ciencia. La justi-
ficación, establecía la exposición de motivos del proyecto, era lograr una 
mayor eficacia de las políticas públicas y para lograrlo se requería que el 
organismo, “sea una entidad que participe decididamente en la definición 
de prioridades y en la asignación del gasto de la administración pública 
federal en materia de ciencia y tecnología”.7 La propuesta principal con-
sistía en instaurar un nuevo órgano de gobierno para el conacyt, deno-
minado Consejo General, encabezado por el presidente de la República e 
integrado solamente por funcionarios con rango de secretarios de Esta-
do. Dicho órgano, proponía el proyecto del Ejecutivo, tendría capacidad 
para definir prioridades, elaborar el programa sectorial y distribuir los re-
cursos. Además, el proyecto planteó correcciones para que se pudiera eje-
cutar la figura de los fideicomisos sobre los fondos sectoriales y mixtos; 
los fondos estaban previstos desde la ley anterior.

Los diputados modificaron el proyecto de reforma del ef e hicie-
ron cambios sustanciales a la ley de ciencia, más que a la ley orgánica de 
conacyt.8 En primer lugar, el dictamen de la Comisión de Ciencia de los 
diputados añadió en la ley el precepto de “Política de Estado”, para hacer 

7	 Cfr. Iniciativa del ef de “Decreto por el que se expide la Ley del Consejo Nacional de 
Ciencia y Tecnología, y de reformas y adiciones a la Ley para el Fomento de la Investiga-
ción Científica y Tecnológica”. En Cámara de Diputados (2001), 17. https://www.diputa 
dos.gob.mx/comisiones/cienytec/inictiativas/inictia1.htm

8	 En la LVIII legislatura, correspondiente a los años 2000-2003, el pan era el partido gober-
nante y del total de 500 diputados: el pri tenía 42%; el pan 41.4%; el Partido de la Revo-
lución Democrática (prd) 10.4%; el Partido Verde Ecologista de México (pvem) 3.2%; el 
Partido del Trabajo (pt) 1.6%; el Partido Nacional Socialista (pns) 0.6%; el Partido Alianza 

https://www.diputados.gob.mx/comisiones/cienytec/inictiativas/inictia1.htm
https://www.diputados.gob.mx/comisiones/cienytec/inictiativas/inictia1.htm


La política científica y tecnológica en el periodo 2018-2024 36

explícito que la máxima instancia de gobierno era un Consejo General y 
las entidades ahí representadas.9 Esto es, las decisiones ya no las tomaría 
únicamente el gobierno federal, sino que serían compartidas con otros 
actores. En segundo lugar, ampliaron el Consejo General a la participa-
ción del coordinador del Foro Consultivo —el órgano creado por la ley de 
1999 como Foro Permanente— y a representantes de la comunidad cien-
tífica, tecnológica y empresarial; en la propuesta original del Ejecutivo, ese 
consejo únicamente estaba integrado por funcionarios federales (presiden-
te y secretarios de Estado). En términos numéricos, si bien los integrantes 
adicionales eran minoría, estos ya estaban representados en el máximo 
órgano de gobierno. En tercer lugar, los diputados crearon una instancia 
de coordinación entre el gobierno federal y las entidades federativas, la 
denominaron Conferencia Nacional de Ciencia y Tecnología; integrada 
por representantes de los consejos estatales de ciencia o las dependencias 
encargadas del sector. Por último, el dictamen propuso “establecer expre-
samente el carácter del conacyt como entidad no sectorizada”, es decir, 
que fuera una entidad de la administración pública sin dependencia de 
otra secretaría, desectorizada de la sep y que contara, por consiguiente, 
con un ramo de gasto propio en el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración (pef). La no sectorización quedó explícita en el articulado de la ley 
y en el artículo transitorio se contempló la creación de un ramo presu-
puestal para el conacyt, ese fue el origen del ramo 38 del pef, el cual fue 
instaurado por la shcp en el año fiscal 2004. 

Si bien la ley incluyó otros cambios, los aquí anotados muestran 
que el gobierno federal ya no era el responsable único de las políticas en 
el sector. No obstante, la responsabilidad tampoco se había trasladado al 
Poder Legislativo, recuérdese que no había fracciones parlamentarias con 
mayoría e incluso la comisión encargada de elaborar el dictamen explí-
citamente mencionó la realización de una consulta nacional a través de 
reuniones y de “más de 7 000 correos electrónicos y por mensajería ordi-
naria a los directores de las principales instituciones de investigación 
científica y tecnológica y de los sectores productivo y social” (ibid., 11). 
La disputa por el control no estaba inclinada con claridad hacia uno de 
los actores, aunque el gobierno federal y los representantes de organiza-

Social (pas) 0.4%; Convergencia (conv) 0.2%; e independientes (ind) 0.2%. https://www.
diputados.gob.mx/servicios/bancoleg/datosyci.pdf

9	 Cfr. Gaceta Parlamentaria. Año V (987)-II. 4 de diciembre de 2001. http://sil.gobernacion.
gob.mx/Archivos/Documentos/2002/04/asun_39180_20020425_876585.pdf

https://www.diputados.gob.mx/servicios/bancoleg/datosyci.pdf
https://www.diputados.gob.mx/servicios/bancoleg/datosyci.pdf
http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2002/04/asun_39180_20020425_876585.pdf
http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2002/04/asun_39180_20020425_876585.pdf
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ciones del sector, como el Consejo Consultivo de Ciencias (ccc), la amc o 
el Foro Consultivo, eran los de mayor influencia. El reconocimiento del 
conacyt como entidad no sectorizada parecía colocarlo más como un or-
ganismo ahora propenso a las directrices de las instituciones y organiza-
ciones que debía regular. Quizá, en previsión del riesgo posible, en el mismo 
dictamen quedó anotado: “hay que considerar que la no sectorización no 
implica sustraerse de la intervención del Ejecutivo federal en la operación 
del conacyt” (ibid., 16).

Los cambios normativos, desde la ley de 1999, se dirigieron a am-
pliar la participación de otros actores en la definición de las políticas para 
el sector e instaurar un nuevo esquema de gobernanza para el sistema. 
Por una parte, la creación de instancias reflejaba la influencia de organi-
zaciones académicas y científicas. La creación de la Coordinación de Cien-
cia, Tecnología e Innovación de la Oficina de la Presidencia en el sexenio 
de Enrique Peña Nieto, no se derivó de la ley de 2002 y no está represen-
tada en la figura 1; sin embargo, sí fue un resultado de la presión de las 
organizaciones sectoriales. El expresidente Peña, en lugar de acceder a 
crear una secretaría de Estado para la ciencia, decidió establecer esa Coor-
dinación (dof, 2013) y su primer titular fue el reconocido biotecnólogo 
Francisco Bolívar Zapata, no obstante, la oficina careció de efectos prác-
ticos. Por otra parte, las modificaciones estaban alentadas por los avan-
ces que destacaban las políticas públicas acerca de la mejor forma de resol-
ver los problemas de interés público, alcanzar los objetivos como sociedad 
y distribuir las responsabilidades entre los ciudadanía y gobierno (Cana-
les Sánchez, 2020). La noción subyacente era que el involucramiento de 
los ciudadanos implicados no solamente mejora la tarea de gobierno, sino 
que también sostiene su base democrática y otorga mayor legitimidad a 
los resultados. Bajo esta perspectiva, el gobierno federal ya no era el actor 
dominante, las decisiones eran el “resultado de la deliberación conjunta- 
interacción-interdependencia-coproducción-corresponsabilidad-aso-
ciación entre el gobierno y las organizaciones privadas y sociales” (Aguilar 
Villanueva, 2007).

En México, a lo largo de las más de cinco décadas desde la instau-
ración del conacyt, se han producido múltiples y variados cambios en el 
sistema y en las comunidades. La imagen de una República de la Ciencia 
no refleja lo que ocurre en la comunidad científica, si es que alguna vez lo 
ha hecho, no solamente porque sus integrantes no pueden escapar a la re-
gulación, valores y prácticas de la sociedad en su conjunto, sino también 
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por la serie de iniciativas que se han puesto en marcha para tratar de en-
cauzar al sector. Algunas impulsaron el desarrollo del sistema, otras no 
necesariamente produjeron los resultados que anunciaron e incluso es po-
sible que otras tantas se quedaran meramente como intenciones. En gene-
ral, en la dirección del sistema se puede advertir una coexistencia de las 
culturas burocrática y académica, pero muy poco de la cultura económica 
y una absoluta omisión de la cultura cívica. También es posible advertir 
que, en buena medida, los instrumentos y las capacidades de conducción 
del sistema han estado en el gobierno federal, pero las organizaciones del 
sector tuvieron cada vez mayor participación y responsabilidades. La figu-
ra 1 ilustra la operación y funcionamiento de la gobernanza del sistema 
científico y tecnológico que inició con la ley de 1999 y, posteriormente, se 
afianzó con la ley del 2002. Veamos qué ocurrió en el periodo 2018-2024. 

La alternancia en 2018  
y el periodo de transición

En 2018, después de dos sexenios sucesivos de gobierno del pan y el retor-
no en 2012 del pri, produjo una nueva alternancia en el gobierno federal. 
Andrés Manuel López Obrador (amlo), exjefe de gobierno del entonces 

Figura 1. La gobernanza del sistema científico  
y tecnológico 1999-2022
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Distrito Federal de 2000 a 2005 y aspirante a la presidencia de la Repúbli-
ca en 2006 y 2012, todas ellas bajo la militancia del prd, ganó las eleccio-
nes federales de 2018 encabezando el partido Movimiento Regeneración 
Nacional (morena), una nueva fuerza política que él mismo había fundado. 

La postulación de amlo a la presidencia fue por la coalición “Juntos 
Haremos Historia” (jhh), conformada por los partidos morena, del Tra-
bajo (pt) y Encuentro Social (pes). En esa misma elección participaron 
Ricardo Anaya impulsado por la coalición “Por México al Frente”, inte-
grada por los partidos pan, prd y Movimiento Ciudadano (mc); José An-
tonio Meade respaldado por la coalición “Todos por México” de los parti-
dos pri, pvem y Nueva Alianza (na); y dos candidaturas independientes 
(Instituto Nacional Electoral [ine], 2019).

Un total de 56.6 millones de votos se emitieron y, de esa cantidad, 
la coalición que postuló a amlo obtuvo el 53.2%; la coalición de Ricardo 
Anaya, el segundo en número de votos, alcanzó el 22.3% (ine, 2018). Es 
decir, el primero logró más del doble de votos con respecto al segundo. 
Las proporciones son relevantes porque también se reflejaron en la com-
posición del Congreso; en la Cámara de Diputados, el partido morena 
tenía mayoría simple por sí mismo (252 diputados de un total de 500) y 
sumando los diputados de los dos partidos con los que se coaligó alcanzó 
los 306 legisladores, aunque al final de la legislatura con los cambios de 
partido prácticamente llegó a la mayoría calificada.10 La coalición por sí 
misma constituía la fracción mayoritaria capaz de aprobar reformas a leyes 
secundarias y a punto de la posibilidad de hacerlo con las reformas cons-
titucionales. La misma coalición también poseía mayoría simple en el Se-
nado, a saber, de un total de 128 senadores, contaba con 69 senadores (55 
de morena, ocho del pes y seis del pt); la coalición “Por México al Frente” 
tenía 37 senadores; y “Todos por México”, por su parte, 21 senadores (Se-
nado, 2018). 

El candidato López Obrador había triunfado de forma holgada en 
las elecciones y alcanzado la mayoría simple en el Congreso; es decir, no 
sería un gobierno dividido y, nuevamente, el ef y el partido en el gobierno 
tendrían un gobierno unificado y el control en la hechura de las leyes. Asi-
mismo, antes de las elecciones, amlo había anticipado el nombre de la per-
sona que se haría cargo de la dirección del conacyt. De hecho, desde 
diciembre de 2017 había presentado a las personas que integrarían su 

10	 Véase: http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/info_diputados.php

http://sitl.diputados.gob.mx/LXIV_leg/info_diputados.php
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gabinete legal (Muñoz, 2017), esto es, las personas que, de resultar gana-
dor, asumirían las principales secretarías de Estado. El anuncio de la per-
sona que estaría al frente del conacyt se dio en las vísperas de las eleccio-
nes, en el marco del tercer y último debate presidencial en junio de 2018 
(Redacción El Universal, 2018). Este último dato es relevante porque el 
conacyt es un organismo paraestatal, no forma parte de lo que se conoce 
como gabinete legal, es parte de lo que se llama gabinete ampliado. Sin 
embargo, seguramente, el anuncio del nombramiento se debió a que uno 
de los tópicos del último debate por la presidencia fue sobre “educación, 
ciencia y tecnología”.

La persona designada fue María Elena Álvarez-Buylla (meab), una 
científica del área de la biotecnología que había recibido el Premio Nacio-
nal de Ciencias en 217 y era reconocida por su activismo en contra del 
maíz transgénico. A los pocos días de su presentación y antes de las elec-
ciones, Álvarez Buylla presentó un documento preliminar sobre sus planes 
para el conacyt (meab, 2018). El plan anunciaba una serie de principios 
que orientarían la política para el sector y el primero era la reestructura-
ción del conacyt para adecuarlo a los lineamientos generales del Proyec-
to Alternativo de Nación. Este último fue el documento con el que inició 
la campaña formal de amlo y también fue la base de la plataforma elec-
toral que registró la coalición jhh.11

Sin embargo, el plan de reestructuración del conacyt fue exami-
nado con mayor atención solo cuando se conocieron los resultados de las 
elecciones. El documento no incluía un diagnóstico del sector, pero sí enu-
meró varias propuestas, tales como una mayor ponderación de los crite-
rios cualitativos para la valoración de la actividad científica, un énfasis en 
el carácter público y comunitario del sector, así como el impulso a la pro-
ducción agroecológica, la valoración de la crianza de animales y de los 
agroquímicos. Una de las mayores críticas al plan fue que no incluía nin-
guna consideración sobre el papel y contribución de las actividades cien-
tíficas y tecnológicas al desarrollo económico nacional. Aunque lo que 
resultó más polémico fue el papel reservado para las ciencias sociales y 
las humanidades. Al inicio del documento, después de resaltar la impor-
tancia de la ciencia de frontera y la solución de problemas como línea 

11	 Cfr. Proyecto Alternativo de Nación 2028-2024. Anexo Dos. Plataforma y programa de 
gobierno. https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/943 
67/CG2ex201712-22-rp-5-2-a2.pdf

https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/94367/CG2ex201712-22-rp-5-2-a2.pdf
https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/94367/CG2ex201712-22-rp-5-2-a2.pdf
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estratégica para la equidad social, continuaba: “A su vez, la contribución 
de las ciencias sociales y las humanidades será proveer fuentes de reflexión, 
interrogación y diálogo crítico desde el punto de vista ético, estético y 
epistémico ante el desarrollo de las ciencias básicas y las tecnologías” 
(meab, op. cit., 5).

El planteamiento como ciencias auxiliares resultó inaceptable para 
humanistas y científicos sociales. Uno de los fundadores del Observatorio 
Filosófico de México, Guillermo Hurtado, en respuesta a lo anotado en el 
plan, apuntó: “el sitio marginal que tienen las humanidades dentro del 
conacyt no solo va a continuar, sino que incluso puede agravarse” (Hur-
tado, 2018). La polémica fue relevante porque al parecer ahí se originó la 
propuesta de añadirle la “H” de Humanidades al conacyt. En octubre de 
2018, antes del comienzo de periodo de gobierno, Álvarez-Buylla lo plan-
teó en su cuenta personal de redes sociales.12 

Todavía ocurrieron tres hechos más que serían clave para el sexe-
nio que iniciaría en diciembre de 2018. El primero de ellos fue el anuncio 
del entonces candidato sobre los “50 lineamientos generales para el com-
bate a la corrupción y la aplicación de una política de austeridad republi-
cana en el gobierno” (amlo, 2019). En realidad, fueron medidas para li-
mitar el gasto en la administración pública, como bajar el salario del ef 
a menos de la mitad de lo que ganaba el presidente Peña Nieto, no com-
prar vehículos para funcionarios, o bien, no más de cinco asesores por 
secretaría o restringir los viáticos al mínimo. El anuncio en ese momento 
fue sorprendente, aunque no había ninguna certeza de que se fuera a poner 
en marcha, como después ocurrió. Las medidas tuvieron trascendencia 
porque limitaron severamente el gasto de inversión y operación de las de-
pendencias públicas.

El segundo fue la reunión de amlo, aún en el periodo de transición, 
con miembros de la comunidad académica y científica. El encuentro tuvo 
lugar en el Palacio de Minería, donde el candidato electo escuchó sus peti-
ciones y le entregaron un documento con propuestas para el sector (unam, 
2018). Lo sobresaliente es que, al final de las intervenciones, el que sería 
próximo presidente hizo dos anuncios: el primero fue la eliminación de 
la Coordinación de Ciencia, Tecnología e Innovación de la Oficina de la 
Presidencia, instancia creada en el sexenio de Peña Nieto; el segundo fue 

12	 Véase la publicación en su cuenta de “X”, antes Twitter, del 3 de octubre del 2018. https: 
//x.com/ElenaBuylla/status/1047677030920146944

https://x.com/ElenaBuylla/status/1047677030920146944
https://x.com/ElenaBuylla/status/1047677030920146944
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el respaldo presupuestal para la actividad científica, aunque con restric-
ciones derivadas de las condiciones económicas. Sobre lo primero preci-
só: “y ya no va a estar esa Coordinación. Va a ser la directora del conacyt 
la que nos va a ayudar, María Elena Álvarez, ella es a la que le tenemos 
toda la confianza”.13 El anunció no fue sorpresivo, porque la coordinación 
había sido irrelevante para la toma decisiones; sin embargo, a pesar de 
que en ese momento el aviso de eliminación no parecía de mayor trascen-
dencia, en realidad era el inicio de la concentración de las decisiones en la 
dirección del organismo rector. Sobre el presupuesto se comprometió: “Que, 
en términos reales, se mantenga, es decir, que nunca tenga un presupues-
to por abajo de la inflación, es un compromiso para adelante y vamos a 
procurar que aumente en términos reales” (Zedryk, 2018). Un pronuncia-
miento que dejó satisfechos a los asistentes a la reunión. 

Finalmente, el tercer aspecto fue el desencuentro entre los equipos 
de la transición para la entrega y recepción del sector científico y tecno-
lógico. La disputa trascendió públicamente cuando circuló en redes so-
ciales un oficio firmado por meab donde le solicitaba al entonces director 
del conacyt, Enrique Cabrero, la suspensión de cualquier convocatoria del 
organismo “que pueda afectar y comprometer recursos presupuestales 
para el ejercicio 2019 y subsecuentes, y que haya sido emitida después del 
31 de junio”.14 La difusión del oficio generó inquietud e incertidumbre 
en el sector, sobre todo en las personas beneficiarias de los programas en 
marcha o que estaban a la espera de las respectivas convocatorias. Ante 
el creciente malestar, meab emitió una carta pública para confirmar que, 
en efecto, el oficio difundido era genuino y también su solicitud de can-
celación de convocatorias, pero que se había tergiversado “el objetivo y 
acuerdo entre el Dr. Cabrero y una servidora, y del oficio mismo”.15 Ade-
más, sugería que el documento se había filtrado desde el mismo conacyt 
y precisaba que había exhortado al director del organismo para que rea-
lizará una investigación interna y se deslindaran responsabilidades. Des-
pués, en comunicado oficial, vino la respuesta a los señalamientos y esen-

13	 Véase Canales Sánchez (6 de septiembre de 2018). Ciencia y tecnología: nadie extrañará 
la Coordinación. Campus Milenio (769), p.5

14	 Cfr. Oficio CONACYT/TRAN/003, con fecha del 24 de septiembre de 2018. https://resis-
ciencia18.wordpress.com/oficio-conacyt-tran-003/

15	 Cfr. “Carta aclaratoria”, con fecha del 2 de octubre de 2018 y firmada por la Dra. María 
Elena Álvarez-Buylla Roces. https://codigoespagueti.com/noticias/ciencia/maria-ele-
na-alvarez-buylla-solicita-al-conacyt-suspender-becas/

https://resisciencia18.wordpress.com/oficio-conacyt-tran-003/
https://resisciencia18.wordpress.com/oficio-conacyt-tran-003/
https://codigoespagueti.com/noticias/ciencia/maria-elena-alvarez-buylla-solicita-al-conacyt-suspender-becas/
https://codigoespagueti.com/noticias/ciencia/maria-elena-alvarez-buylla-solicita-al-conacyt-suspender-becas/
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cialmente se indicaba que las reuniones de la transición habían sido 
armónicas y constructivas, no se suspendería ninguna convocatoria y se 
haría una revisión para determinar si personal del organismo dio a cono-
cer el oficio.16

No hubo más intercambios. Sin embargo, la ruptura entre los equi-
pos era evidente y, por tanto, entre los dirigentes que se marchaban y los 
que tomarían el control a partir del 1 de diciembre de 2018. El conflicto 
escalaría hasta llegar a los tribunales y a las acusaciones penales. 

Las nuevas reglas del juego

El 1 de diciembre de 2018, en el discurso de toma de posesión del presi-
dente López Obrador en el Zócalo de la Ciudad de México, enlistó 100 
compromisos a cumplir en su periodo, los que posteriormente serían el 
punto de comparación para valorar lo realizado en el sector serían el nueve 
y el diez, respectivamente:

Se promoverá la investigación científica y tecnológica; se apoyará a estu-

diantes y académicos con becas y otros estímulos en bien del conocimiento. 

El conahcyt coordinará el Plan Nacional para la Innovación en beneficio 

de la sociedad y del desarrollo nacional con la participación de universi-

dades, pueblos, científicos y empresas.

Se cancelará la llamada Reforma Educativa, se establecerá en el 

Artículo 3º de la Constitución el derecho a la educación gratuita en todos los 

niveles de escolaridad y el gobierno no agraviará nunca más a maestras y 

maestros (amlo, 2018).

El primero era una referencia explícita general de respaldo a la acti-
vidad científica y tecnológica, el segundo tuvo importancia porque la re-
forma del artículo 3º constitucional abrió la posibilidad de que el Congre-
so modificara la regulación y principios de la investigación científica y 
tecnológica. 

La propuesta de reforma de López Obrador llegó a la cámara de 
diputados 12 días después del inicio de su gobierno e incluyó dos compo-
nentes centrales: añadir la gratuidad de la educación superior y cancelar 

16	 Véase conacyt. Comunicado 74/18 con fecha del 3 de octubre del 2018.



La política científica y tecnológica en el periodo 2018-2024 44

la reforma educativa de 2013.17 En realidad, su proyecto de ley no consi-
deró ninguna modificación a las actividades científicas y tecnológicas, las 
propuestas a ese respecto fueron realizadas por las fuerzas políticas repre-
sentadas en el Congreso. Como ya indicamos, la coalición jhh únicamen-
te contaba con mayoría simple en el Congreso y para las reformas cons-
titucionales se necesita mayoría calificada, así que la reforma debió ser 
negociada con las fracciones parlamentarias opositoras. Así que, al inicio 
del periodo de gobierno, el control y capacidades del ef en el diseño de 
las leyes parecían estar acotadas por el Congreso. 

Sin embargo, a pesar de la composición parlamentaria en el Con-
greso y de que las reformas constitucionales requieren la ratificación de al 
menos la mitad de las legislaturas de las entidades federativas antes de ser 
publicadas, el proceso legislativo de discusión y aprobación de la reforma 
fue relativamente corto, concluyó cinco meses después de presentado el 
proyecto. Seguramente las negociaciones entre las fuerzas políticas sobre 
los contenidos de la reforma fueron el factor clave para llegar al consenso 
en el Congreso, pero también estaba el hecho de que el partido Morena 
tenía el control en 20 congresos locales (Arista y Badillo, 2019).

Al final, la reforma del artículo 3º conservó los dos componentes 
del proyecto del ef, pero sumó principios relevantes que no estaban en la 
propuesta original. En lo que concierne a las actividades científicas y tec-
nológicas, los legisladores añadieron una nueva fracción, la V, en la que 
quedó estipulado que: 

Toda persona tiene derecho a gozar de los beneficios del desarrollo de la 

ciencia y la innovación tecnológica. El Estado apoyará la investigación e 

innovación científica, humanística y tecnológica, y garantizará el acceso 

abierto a la información que derive de ella, para lo cual deberá proveer 

recursos y estímulos suficientes, conforme a las bases de coordinación, 

vinculación y participación que establezcan las leyes en la materia; además 

alentará el fortalecimiento y difusión de nuestra cultura (segob, 2019).

El cambio fue notable porque, antes de la reforma, el artículo 3º 
solamente establecía que Estado apoyaría las actividades científicas y 

17	 Cfr. “Iniciativa del Ejecutivo federal con proyecto de decreto, por el que se reforman los 
artículos 3º., 31 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. Ga-
ceta Parlamentaria. Anexo II, Año XXII, núm. 5177-II. 13 de diciembre del 2018. https://
gaceta.diputados.gob.mx/PDF/64/2018/dic/20181213-II.pdf#page=2
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tecnológicas. Los legisladores, como se puede advertir en la nueva frac-
ción, añadieron cuatro principios más: el derecho de toda persona a gozar 
de los beneficios del desarrollo de la ciencia y la tecnología; la garantía de 
establecer el acceso abierto a la información que se derive de la investiga-
ción e innovación científica, humanística y tecnológica; proveer recursos 
y estímulos suficientes; y alentar el fortalecimiento y difusión de nuestra 
cultura. 

Además, en artículo transitorio del mismo decreto de reforma, quedó 
indicado que deberían expedirse nuevas normas secundarias: “El Con-
greso de la Unión deberá expedir las Leyes Generales en materia de Edu-
cación Superior y de Ciencia, Tecnología e Innovación a más tardar en el 
año 2020” (idem.). A diferencia de la ley sectorial entonces vigente, la nueva 
ley debía ser de orden general, es decir, regular competencias y responsa-
bilidades de la federación y los estados; también tendría que establecer la 
regulación de los principios añadidos al artículo 3º. Las circunstancias y 
plazo de la ley general las analizaremos más adelante, por el momento vale 
la pena destacar que estaban aprobadas las bases de un nuevo marco nor-
mativo, pero al mismo tiempo, aún sin la norma correspondiente, el go-
bierno federal puso en marcha iniciativas que trastocaron la organización 
del sector y cambiaron las reglas del juego.

Uno de ellos fueron las restricciones presupuestales en la administra-
ción pública. El presidente ya lo había anticipado en los 50 lineamientos 
para una política de austeridad republicana en el periodo de transición. 
El primer presupuesto del conacyt correspondiente al nuevo gobierno, 
en 2019, fue de 25 mil millones de pesos, mientras que el año previo había 
sido de 27 mil millones de pesos, es decir, iniciaba el periodo con dos mil 
millones de pesos menos (shcp, 2018). De hecho, a precios corrientes, fue 
hasta el año 2022 cuando alcanzó lo que tenía el último año del sexenio 
previo y finalizó con 33 mil millones de pesos. Sin embargo, los cálculos 
a pesos constantes de 2024 muestran que la inversión en todo el sexenio 
no alcanzó el nivel que tenía en 2018, aunque sí mejoró en 2022. El con-
trol de los recursos económicos, como lo anotamos previamente, expresa 
la distribución de poder y permite orientar las políticas para el sector. 

En este caso, las restricciones de los recursos financieros fueron 
una directriz para toda la administración pública y la directora del cona-
cyt la aplicaría en el sector. Al mes siguiente de asumir la dirección del 
organismo, en la ceremonia de cambio de la coordinación del Foro Con-
sultivo Científico y Tecnológico (fccyt), cuando las relaciones entre una 
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y otro se mantenían en el orden cordial e institucional, meab en su partici-
pación destacó que era inaceptable la transferencia de recursos públicos 
al sector privado, estableció una distancia con la administración anterior 
y marcó una pauta de distribución de recursos que después alcanzaría 
mayores dimensiones. Por ejemplo, en referencia al ejercicio y distribu-
ción del presupuesto para las actividades científicas y tecnológicas Álva-
rez-Buylla puntualizó:

No entiendo cómo es que durante seis años se hicieron aportes que, si jun-

tamos toda la batería de fondos, de becas, de catedráticos, etcétera, está 

rondando los 50 mil millones de pesos de transferencias, muchas líquidas 

y otras igualmente importantes, del sector público de este raquítico presu-

puesto de ciencia y tecnología a empresas, muchas de ellas grandes empre-

sas, muchas de ellas empresas transnacionales (meab, 2019).

A pesar de que la directora del conacyt en su intervención también 
mencionó la cooperación futura con el fccyt, lo expresado en ese marco 
fue un primer distanciamiento con las organizaciones del sector y el con-
flicto con el Foro escalaría hasta una judicialización. Al mes siguiente, 
presentaría otras medidas. La titular del organismo anunció la realización 
de conferencias de prensa mensuales para informar sobre los avances en 
el sector, algo similar a lo realizado por el Ejecutivo federal solo que no 
todos los días. En realidad, el ejercicio informativo solamente se llevó a 
efecto los dos primeros meses, después sin mayor explicación fue cance-
lado. Pero la primera vez, en febrero de 2019, planteó las acciones que 
pondría en marcha. Al menos fueron media docena de acciones: 1) un eje 
sería la ciencia de frontera, ya no se denominaría ciencia básica; más ade-
lante, en un capítulo aparte, se aborda el financiamiento para este rubro. 
2) Otro eje sería el desarrollo y trasferencia de tecnología, un lineamiento 
que no tenía mayor novedad porque cada sexenio ha estado presente. 
3) Otro eje más serían los programas estratégicos, una nueva iniciativa im-
pulsada, precisó la directora, por esfuerzos de investigación colectivos y 
dirigidos a atender los problemas nacionales urgentes. 4) Un nuevo plan 
nacional de impulso a las vocaciones científicas, en lugar del programa que 
conducía la amc con el respaldo financiero del conacyt; el plan parecía 
más bien destinado a restringir el apoyo a las organizaciones del sector, 
pero como se había generado incertidumbre, la directora anunció que el 
apoyo a la Academia se mantendría por seis meses más. 5) La elimina-
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ción de los fondos mixtos, esos instrumentos financieros para impulsar 
la investigación en las entidades federativa que, como anotamos antes, se 
establecieron en la ley de 1999 y se precisaron en la reforma de 2002; los 
fondos estaban integrados por aportaciones del gobierno federal y los go-
biernos estatales. 6) La cancelación del Programa Cátedras conacyt, una 
iniciativa del sexenio anterior, dirigida a abrir oportunidades laborales a 
jóvenes doctores recién egresados y que en esa conferencia de prensa la 
directora señaló que estaban “colgados de la nómina” del conacyt y eso 
tenía que cambiar; el tema se analiza en otro capítulo de este mismo libro. 
7) La continuidad del sni, aunque la directora anticipó que se modificaría 
su reglamento.18

Las acciones mencionadas todavía estaban en el terreno de las in-
tenciones, pero a lo largo del periodo se mostraría que sí se implementa-
rían. Al inicio, aunque no había ningún documento programático guber-
namental, como un plan para los primeros cien días, ni tampoco un pnd, 
las medidas que se tomaron implicaron cambios relevantes y otras, como la 
cancelación de los fondos mixtos o los apoyos a las organizaciones del sec-
tor, contravenían lo indicado en la ley de 2002 entonces vigente. Incluso, 
el programa sectorial entró en vigor a la mitad del sexenio y la nueva ley 
en el penúltimo año de gobierno,19 pero eso no impidió que se pusieran en 
marcha cambios y una reorganización del sistema. 

Las medidas que tuvieron lugar en el sector científico y tecnológico 
siguieron los lineamientos establecidos por el Ejecutivo federal para toda 
la administración pública federal y como componentes principales inclu-
yeron la restricción de recursos financieros, la centralización de las deci-
siones y la eliminación de los organismos intermedios entre el gobierno 
y los beneficiarios. Sobre lo primero, no solamente estaban presentes los 
50 lineamientos de austeridad del periodo de transición o la reducción en 
el primer año del presupuesto del ramo 38, el que ejerce centralmente el 
conacyt, el Ejecutivo federal también emitió en mayo de 2019 un memo-
rándum con instrucciones precisas y obligatorias de recorte al gasto ad-
ministrativo de las dependencias (Redacción Aristegui Noticias, 2019). 

18	 Cfr. “Anuncia el conacyt sus primeras acciones”. Boletín AMC/024/19, 5 de febrero de 
2019. https://comunicacion.amc.edu.mx/wordpress2019/comunicados/anuncia-el-conacyt- 
sus-primeras-acciones

19	 El Programa Especial de Ciencia y Tecnología 2021-2024, el peciti, fue publicado en el 
dof el 28 de diciembre del 2021; la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, 
Tecnologías e Innovación (lghcti), por su parte, el 8 de mayo de 2023.

https://comunicacion.amc.edu.mx/wordpress2019/comunicados/anuncia-el-conacyt-sus-primeras-acciones
https://comunicacion.amc.edu.mx/wordpress2019/comunicados/anuncia-el-conacyt-sus-primeras-acciones
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Las medidas que tuvieron un mayor efecto en el sector fueron: a) elimi-
nación de plazas con nivel de dirección general adjunta creadas de manera 
injustificada; b) “toda comisión al extranjero debe ser solicitada por escri-
to, justificada y autorizada por el titular del Ejecutivo federal”; c) reduc-
ción inmediata del 30% en el gasto de operación de las dependencias, 
incluyendo materiales, viáticos nacionales, pasajes aéreos nacionales, así 
como “estudios e investigaciones”; y d) disminución del 50% en viáticos 
y pasajes aéreos en el extranjero; congresos y convenciones, por ejemplo. 
Las disposiciones tuvieron un impacto en el funcionamiento de toda la 
administración y en el sector, pero fue mayor en los cpi porque, como se 
verá más adelante en el capítulo correspondiente, son entidades dedica-
das a la investigación científica y tecnológica, pero su figura jurídica es de 
entidades paraestatales y, en consecuencia, son tratadas como cualquier 
otra instancia de la administración pública. 

La centralización de las decisiones fue el rasgo sobresaliente del 
Ejecutivo federal durante el periodo, buena aparte de la agenda de las po-
líticas públicas transcurría en las conferencias de prensa cotidianas del 
presidente de la república. En una de ellas, cuando el conflicto comenza-
ba a escalar entre el fccyt y la directora del conacyt, le preguntaron al 
presidente López Obrador si desaparecería el Foro Consultivo por la falta 
de presupuesto, aunque fuera un órgano para la asesoría del Ejecutivo.20 
El presidente respondió: 

Ah, claro, sí. Eso era otro pegote que traíamos aquí en la Presidencia, ya 

me acordé de ese, ese sí lo tengo identificado. Era aquí para asesorar al 

presidente en asuntos de tecnología y —un término también muy de moda— 

innovación tecnológica. No, ahí está el conacyt, a mí me asesora el cona-

cyt, y ahí están los científicos.

Seguramente el Ejecutivo federal se refería a la Coordinación de 
Ciencia, Tecnología e Innovación de la Oficina de la Presidencia, instancia 
que desde el periodo de transición, como habíamos anotado, ya había 
anunciado su eliminación. Sin embargo, resulta ilustrativo porque suce-
dió lo mismo con el Foro, el Consejo Consultivo de Ciencias, la Conferen-

20	 La pregunta la formuló Daniel Blancas del periódico La Crónica en la conferencia de 
prensa del 31 de julio del 2019. Versión estenográfica https://www.gob.mx/presidencia/
articulos/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-miercoles- 
31-de-julio-2019

https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-miercoles-31-de-julio-2019
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-miercoles-31-de-julio-2019
https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-de-la-conferencia-de-prensa-matutina-miercoles-31-de-julio-2019


La política de las políticas científicas y tecnológicas 49

cia Nacional y otros organismos intermedios, las decisiones sobre el sec-
tor se concentraron en la dirección del conacyt, aunque la ley de 2002 
seguía vigente. Tal vez lo que ocurrió con el fccyt fue el caso extremo 
porque no solamente se incumplió sin mayores consecuencias con lo es-
tablecido en el artículo 38 de la entonces norma vigente,21 también se 
presentaron graves acusaciones penales que resultaron infundadas. La 
suspensión del apoyo al Foro, informó la autoridad en comunicado pú-
blico, estuvo respaldado por una consulta a la Secretaría de la Función 
Pública (sfp) que les corroboró que el organismo rector de la política cien-
tífica no estaba obligado “a transferir recursos económicos al fccyt pues 
se trata de una asociación civil, esto es, una persona moral de derecho 
privado” (conacyt, 2019b). Así que la inhabilitación de los recursos fue por-
que una dependencia del gobierno federal ratificó la decisión de otra de-
pendencia del gobierno federal. 

Después de tres años de no entregarle recursos financieros al Foro, 
vino una denuncia en septiembre de 2021 en contra de una treintena de 
personas, entre ellos funcionarios del conacyt durante el sexenio ante-
rior, directivos del Foro y otros investigadores científicos. El expediente 
judicial no fue público, pero los primeros datos sobre el caso los dio a 
conocer el periodista Raymundo Riva Palacio e informó que el fiscal ge-
neral de la República había solicitado una orden de aprehensión a un juez 
del Estado de México en contra de 31 personas relacionadas con el sector 
científico y tecnológico (Riva Palacio, 2021). La acusación era por ope-
raciones con recursos de procedencia ilícita y delincuencia organizada, 
delitos que en la justicia mexicana ameritan retención carcelaria. Sin em-
bargo, explicó el periodista, el juez no había otorgado la orden porque los 
hechos no habían ocurrido en su demarcación y porque las causas no 
estaban debidamente fundamentadas. Después se conocería que, en rea-
lidad, la indagación judicial había comenzado desde 2020 e inició “para 
indagar los hechos relativos al manejo de recursos por parte del Foro, la 
cual estuvo radicada en la Subprocuraduría Especializada en Investi-
gación de Delitos Federales” (Roldán, 2021). El asunto es que sí existía la 

21	 El artículo 38 de la Ley de Ciencia y Tecnología del 2002 señalaba a la letra: “El conacyt 
otorgará, por conducto del secretario técnico de la mesa directiva, los apoyos necesarios 
para garantizar el adecuado funcionamiento del Foro Consultivo Científico y Tecnoló-
gico, lo que incluirá los apoyos logísticos y los recursos para la operación permanente, 
así como los gastos de traslado y estancia necesarias para la celebración de sus reunio-
nes de trabajo”.
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indagación y también las órdenes de aprehensión. Los acusados se ampa-
raron y comenzó una larga disputa judicial. 

Las acusaciones de manejo de recursos de procedencia ilícita y de-
lincuencia organizada sobre los 31 exfuncionarios e investigadores pare-
cían increíbles y fuera de lugar en el sector. Un consenso relativo se formó 
en torno a la desproporción de las acusaciones y a las motivaciones para 
llevarlas a efecto. La entonces jefa de gobierno de la Ciudad de México, 
Claudia Sheinbaum, declaró que sí se debería indagar sobre los recursos 
financieros y añadió: “lo que no creo que deba tratarse es como delin-
cuencia organizada, me parece un exceso” (Redacción El Economista, 
2021). El mismo Riva Palacio planteó que se debía a los rasgos de perso-
nalidad del fiscal general de la República, pero sobre todo a una acción 
conjunta con la directora del conacyt en retribución por la incorporación 
del fiscal en la categoría más alta en el sni, lo cual en efecto había ocurrido 
tres meses antes de la denuncia. El ingreso al sni del fiscal general de la 
República, Alejandro Gertz Manero, fue ampliamente cuestionado en la co-
munidad y en los medios. En respuesta, el conacyt emitió un comunicado 
para informar que la comisión integrada para evaluar el expediente del 
fiscal había determinado que: “El agraviado, con tres doctorados en De-
recho y autor de obras notables y con trascendencia significativa en el 
ámbito nacional e internacional, había recibido un daño reiterado y acu-
mulado a lo largo de 10 años, por lo que éste debía ser reparado con la 
asignación del nivel sni III” (conacyt, 2021). 

Sin embargo, el periodista Riva Palacio ofreció otra explicación a 
la membresía otorgada a Gertz Manero en el sni y a la acusación despro-
porcionada de delincuencia organizada sobre las 31 personas: 

La acusación del fiscal tiene un enorme sabor a venganza, luego de que la 

comunidad científica se levantó a gritos y protestas porque Álvarez-Buylla 

lo aprobó como investigador del nivel III en el Sistema Nacional de Inves-

tigadores, reservado para quienes hayan hecho contribuciones significati-

vas en su campo de experiencia, luego de una década que lo había inten-

tado sin éxito porque, hasta antes de este gobierno, los evaluadores del 

Consejo de Aprobación habían concluido que no tenía los méritos sufi-

cientes. […]

Se puede argumentar que el pago que le hizo Gertz Manero por ese 

servicio fue elevar el número y la gravedad de los delitos, que le permitie-

ron canalizar su furia contra los científicos. El fiscal general puede alegar 
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que actuó conforme a derecho, pero hay dos elementos que lo contradicen 

(Riva Palacio, 2021, op. cit.). 

En fin, la acusación penal se prolongó los siguientes dos años en los 
tribunales, entre apelaciones, amparos y cancelaciones provisionales. Des-
pués, en 2023, comenzaron a resolverse las causas a favor de los acusados, 
aunque fue medio año antes de concluir el sexenio que un tribunal cole-
giado ordenó cerrar los últimos expedientes (Suárez, 2024). Entonces, con 
independencia de lo que estableciera el marco normativo vigente, las nue-
vas reglas del juego delimitadas por el Ejecutivo federal quedaron estable-
cidas para toda la administración pública; la restricción de recursos, el 
mismo patrón centralizado de toma de decisiones y de eliminación de or-
ganismos intermedios se reprodujo en las diferentes dependencias. El 
control y las capacidades se localizaron en las estructuras burocráticas.

La demora de la ley y el cambio  
en la forma de gobierno

La reforma del artículo 3º, como habíamos indicado, dispuso la elabora-
ción de una nueva ley general para el sector y debía estar lista a más tar-
dar en diciembre de 2020. Sin embargo, la ley no solo se demoró casi tres 
años en ser publicada, cuando lo estuvo fue impugnada su validez cons-
titucional e incluso finalizó el sexenio sin que se resolviera el caso. Pero 
ni la norma anterior ni el retraso en la aprobación de la nueva fueron un 
obstáculo para realizar modificaciones a la forma de gobierno del sector 
o a los reglamentos secundarios.

El cambio de nombre del conacyt para añadirle la “H” de huma-
nidades fue el primer paso de un cambio en la ley. Lo anunció la directora 
del conacyt en su primera rueda de prensa, incluso precisó que la pro-
puesta ya estaba en manos de la presidenta de la comisión de ciencia de 
la Cámara de Diputados, Marivel Solís Barrera, y añadió: “estamos espe-
rando la aprobación para cambiar a Consejo Nacional de las Humanida-
des, Ciencias y Tecnologías (conahcyt)” (meab, op. cit., 2019). No especi-
ficó el tipo de proyecto de ley que estaba en marcha y tampoco si había 
una fecha prevista. Sin embargo, al día siguiente se filtró a través de las 
redes sociales un proyecto de ley de ciencia donde ya se incluía el cambio 
de nombre. 
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El hecho fue relevante por diversas razones: 1) El mismo proyecto 
de ley filtrado sí quedó registrado en el Congreso a los pocos días, es decir, 
aunque al principio había dudas sobre su autenticidad, quedó compro-
bado que sí era un documento genuino (Senado, 2019); 2) La cámara de 
origen no fue la de diputados, contrario a lo que había anticipado la di-
rectora del conacyt, fue la cámara alta y el proyecto estaba firmado por 
la senadora Ana Lilia Rivera Rivera; 3) La iniciativa de ley apareció cuando 
todavía no estaba aprobada la reforma del artículo 3º constitucional, 
por lo tanto no se sabía qué principios quedarían establecidos; por jerar-
quía normativa es improcedente elaborar primero una ley secundaria si 
está en curso la reforma de un ordenamiento supremo que tiene un efec-
to directo, como era el caso; 4) El contenido del proyecto apuntaba hacia 
la misma centralización de las decisiones, control de los recursos y anu-
lación de organismos intermedios. Por ejemplo, en la exposición de mo-
tivos proponía, impedir “que ciertos grupos del sector privado y gestores 
de recursos incidan negativamente en la política pública de ciencia, tecno-
logía e innovación, así como que se utilicen recursos del sector para solven-
tar obligaciones de los gobiernos de las entidades federativas” (ibid., 17). 

La polémica sobre el proyecto de ley no hizo más que escalar, tanto 
por la concentración de funciones que le adjudicaba al conacyt como por 
las funciones de tutelaje sobre la investigación científica que plantea-
ba, las interrogantes sobre su contenido se multiplicaron. La misma di-
rectora del conacyt negó tener relación e injerencia sobre el contenido y 
declaró: “La iniciativa ante el Senado nos sorprendió porque no se propo-
ne como parte de la agenda legislativa del Presidente” (Poy Solano, 2019). 
El proyecto no fue avalado y, como muchos otros, no avanzó a comisiones 
en el Senado. Sin embargo, es ilustrativo de lo impredecible que puede 
ser la dinámica legislativa y, de igual forma, reflejó las diferencias al inte-
rior de la misma fracción parlamentaria, porque tanto la senadora Rivera 
como la entonces diputada Solís Barrera pertenecían al mismo partido 
morena, pero sobre todo marcó el inicio de la disputa por la hechura del 
marco normativo.

Las posiciones divergentes sobre la ley y el futuro del sistema cien-
tífico y tecnológico se plantearon desde el comienzo. A propósito del pro-
yecto de ley de ciencia de la senadora Rivera y del imperativo del plazo 
constitucional para expedirla, se emitieron convocatorias distintas para 
un mismo fin. Por un lado, el fccyt y la Comisión de Ciencia de la Cámara 
de Diputados organizaron de forma conjunta lo que denominaron “Con-
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versatorios para el análisis del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación” para escuchar a expertos y actores clave, poco más de un cen-
tenar de personas participaron, aunque las autoridades del sector brilla-
ron por su ausencia. Las temáticas fueron múltiples y se formularon di-
versas propuestas para la futura ley general, siendo una de las finalidades 
respaldar la iniciativa de la diputada Marivel Solís de añadir un párrafo al 
artículo 3º constitucional para establecer “el derecho de toda persona a 
gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones”.22 
Por esas fechas el Congreso todavía no aprobaba la reforma constitucio-
nal, así que la propuesta no tenía sentido.

Por otro lado, el conacyt, a la par de los conversatorios, realizó el 
foro titulado “Ciencia por México: los Ejes del nuevo conacyt en el marco 
del pnd 2019-2024”. El breve comunicado oficial destacó la participa-
ción de la senadora Beatriz Paredes, presidenta de la Comisión de Ciencia 
del Senado, así como de funcionarios de instituciones académicas y de 
especialistas en diferentes materias, las conclusiones coincidían con los 
posicionamientos del organismo:

El papel transversal y coordinador del conacyt debe ser un pilar funda-

mental para el fortalecimiento del sector, reconociendo la necesidad de 

recobrar la posición estratégica de la universidad pública como eje de la 

producción científica. 

Durante la segunda mesa de trabajo, ‘Renovación institucional y 

cambios jurídicos en la ciencia y la tecnología’, se destacó el papel del 

Estado mexicano en la rectoría y el financiamiento para el desarrollo cien-

tífico, así como la necesidad de contar con un nuevo marco jurídico que 

satisfaga las necesidades de cambio en los procesos y procedimientos con 

los que se administra el sector científico (conacyt, 2019a).

A partir de entonces los desencuentros se sucedieron uno tras otro 
y no hubo espacio para dirimir las diferencias. La disputa por los conte-
nidos de la ley no era nada menor, implicaba decidir el esquema de go-
bierno del sistema y la regulación del sector. Sin embargo, las expresio-
nes de inconformidad y los conflictos no se limitaron a los lineamientos 

22	 Los conversatorios tuvieron lugar el 6 y el 13 de marzo del 2019. Una relatoría de estos, 
el listado de mesas y las palabras de la diputada Solís se pueden descargar para consul-
tar en el siguiente enlace: www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/content/download/ 
187061/916499/file/Reseña
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que debía incluir la norma, prácticamente se extendieron a todos los pro-
gramas e iniciativas del sector y de principio a fin de sexenio. Los prota-
gonistas de cada caso eran distintos: investigadores con proyectos finan-
ciados por el conacyt, becarios de posgrado, organismos intermedios, 
integrantes del sni, miembros del programa Cátedras o personal de los cpi, 
entre otros. El recorrido de los principales casos del sector, los datos de 
referencia y el desenlace parcial están relatados y analizados desde múl-
tiples aristas en los capítulos que conforman este libro; sin embargo, el 
desenvolvimiento de buena parte de esas acciones comparte un rasgo en 
común: transcurrieron con escasa observación o nula aplicación de las 
normas existentes para ese entonces. 

Por ejemplo, si bien el pnd fue publicado en el plazo que establece la 
normatividad de planeación, se apartó de la forma y rasgos usuales que 
debe incluir ese tipo de documentos programáticos. El plan es responsabi-
lidad del Ejecutivo federal, pero el titular de Hacienda es corresponsable y 
generalmente es quien lo diseña. En este caso, ese titular fue Carlos Urzúa 
quien preparó una versión, pero el presidente López Obrador elaboró otra 
y esta última fue la que prevaleció (dof, 2019a). Urzúa renunció al cargo 
unos días antes de que se publicara el documento, después hizo públicas 
las críticas que le compartió al presidente, por ejemplo, que se habían 
“tomado decisiones de política pública sin el suficiente sustento”, o bien, 
que no se podía “escribir a vuela pluma un Plan Nacional de Desarrollo” 
e incluso que su versión “no era un plan, sino más bien un manifiesto 
político y que como tal podría constituir un largo prefacio del otro” (Urzúa, 
2019).

La ciencia y la tecnología en el pnd 2019-2024 apareció en un pá-
rrafo de tres líneas y, además, ese párrafo era idéntico al que López Obra-
dor pronunció medio año antes como noveno compromiso el día de su 
toma de posesión; mismas palabras a las que nos referimos al inicio del 
subapartado previo a éste. Las líneas anotadas eran insuficientes como 
base para trazar las políticas, las líneas estratégicas y, más aún, los in-
dicadores correspondientes, empero así fue publicado tal cual. El dato 
sobre el párrafo y las características del plan expresan el poder y capaci-
dades del Ejecutivo federal, porque no solamente se trataba de que unas 
palabras de su puño y letra se convirtieran en los lineamientos de política 
pública, también mostró que tenía un predominio sobre el Congreso, 
dado que la normatividad indica que el Ejecutivo federal le debe entregar 
el pnd a la Cámara de Diputados y los legisladores, una vez recibido el 
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documento, tienen dos meses para aprobarlo.23 Y, en efecto, el plan fue apro-
bado sin ninguna reserva.

A su vez, en términos normativos, el pnd es la guía para la elabo-
ración de los programas sectoriales, como el peciti, a esto se debe que los 
planes deben ceñirse a ciertas características que en este caso no las cum-
plió. La norma también señala que los programas deben estar listos me-
dio año después de conocerse el plan. Sin embargo, el correspondiente al 
sector científico y tecnológico apareció casi dos años después del plazo 
fijado: debió publicarse en diciembre de 2019 o enero de 2020 y su publi-
cación no fue efectiva sino hasta diciembre de 2021. Es verdad que la 
pandemia derivada del covid-19 trastocó todo, incluidos procesos de go-
bierno y vida cotidiana; sin embargo, parecería que esa no fue la razón del 
retraso. Por una parte, la paralización de actividades por la contingencia 
sanitaria inició al final de marzo de 2020, el peciti debió presentarse dos 
meses antes de esa fecha. Aunado a lo anterior, una vez publicado el pro-
grama, la autoridad no brindó justificación pública alguna sobre la de-
mora y, más importante aún, en el documento no hay siquiera ni una sola 
instancia donde se mencione la palabra pandemia. 

Nuevamente, lo ocurrido con el peciti tiene relevancia porque mues-
tra que, alrededor de la mitad o más del periodo de gobierno, las políticas 
sectoriales se decidieron con independencia de lo que se prescribiera o 
no en dicho programa. Las capacidades de decisión estaban localizadas 
únicamente en el gobierno federal. También habría que sumar otro patrón 
reiterado de actuación procedimental en el periodo, uno que contravino 
la jerarquía normativa y que fue similar a lo ya anotado con el proyecto 
de ley de ciencia la senadora Rivera. Porque las normas se clasifican según 
la prelación de unas sobre otras, por eso se dice que la ley suprema es la 
Constitución, después sus leyes reglamentarias, como las leyes generales 
o federales y, posteriormente, la serie de normas para hacerlas operativas. 
Sin embargo, a lo largo del periodo de gobierno con frecuencia se incum-
plía lo que establecía la norma o se modificaron las normas inferiores en 
flagrante contradicción de lo que establecían leyes superiores. Páginas 
atrás anotamos lo que ocurrió con el artículo 38 de la ley de ciencia ante-
rior: establecía el respaldo financiero que debía recibir el fccyt, pero el 
gobierno federal no se lo otorgó. Este caso no fue una excepción. A pesar 

23	 Cfr. “Ley de Planeación”, artículo 21. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/
LPlan.pdf

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LPlan.pdf
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LPlan.pdf
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de que no se había expedido la ley general de ciencia, se reformó el esta-
tuto orgánico del conacyt para implementar cambios en su Junta de Go-
bierno (dof, 2019b), otro tanto ocurrió con las convocatorias para el pro-
grama Cátedras o las reiteradas modificaciones a los reglamentos del sni 
y de becas de posgrado, por nombrar otro ejemplo. 

Al final, en el penúltimo año de gobierno y con las mismas posicio-
nes encontradas que se habían manifestado desde el inicio, quedó apro-
bada la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e 
Innovación (lghcti) (dof, 2023). Una ley que no era exactamente la que 
se había propuesto en versiones anteriores, pero que sí conservó el mismo 
esquema centralizador; formalizó el cambio de reglas en operación y co-
locó al gobierno federal en el centro de las decisiones. Esta ley, como ya se 
hizo notar, incumplió claramente el plazo fijado por la Constitución, mas 
no tuvo ninguna consecuencia legal. Tampoco su demora permitió una 
negociación con los grupos inconformes, ni incorporaciones sustantivas 
de otros cuatro proyectos de ley que también estaban en el Congreso.24 
Aunque cuando se aprobó la nueva ley, la composición parlamentaria sí 
se había modificado: Morena obtuvo 200 diputados en la LXV legislatura, 
52 legisladores menos de los que logró en 2018, en la legislatura previa; 
en total, la coalición jhh alcanzó 273 diputados,25 conservando así la mayo-
ría simple, con la cual podía aprobar la ley general de ciencia. Sin embargo, 
la aprobación de la ley fue accidentada, aparte de incumplir con el total de 
foros de parlamento abierto comprometidos, su aprobación se dio de ma-
nera apresurada (fast track) junto con otra veintena de reformas en una 
sede alterna y sin la presencia del bloque opositor.26 La coalición se pro-
puso y logró aprobar todo el paquete de reformas antes del último día 
de abril de 2023, es decir, antes de que concluyera el periodo ordinario de 
sesiones. Estos detalles legislativos cobran una importancia fundamental 

24	 Además de la iniciativa de la senadora Ana Lilia Rivera Rivera mencionada anterior-
mente, había otras cuatro más: el proyecto de ley elaborado de forma conjunta con las 
redes ProcienciaMX y Rednacecyt y presentado el 2 de marzo del 2021 por el senador 
José Alberto Galarza Villaseñor, perteneciente a la fracción de Movimiento Ciudadano: 
https://shorturl.at/Dd6AH; el proyecto de la Rednacecyt, presentado el 13 de julio del 
2021 por el diputado Jorge Carlos Ramírez Marín del pri: https://shorturl.at/BZulC; y el 
proyecto conjunto de diputados del pan, pri y prd del 17 de agosto del 2022: https://
shorturl.at/a67ry

25	 Cfr. http://sitl.diputados.gob.mx/LXV_leg/info_diputados.php
26	 Para un análisis más detallado en la materia véanse los artículos de Canales (2023a) y 

(2023b) https://suplementocampus.com/parlamento-abierto-alta-convocatoria-y-los-de 
rechos-sin-recursos-financieros/

https://shorturl.at/Dd6AH
https://shorturl.at/BZulC
https://shorturl.at/a67ry
https://shorturl.at/a67ry
http://sitl.diputados.gob.mx/LXV_leg/info_diputados.php
https://suplementocampus.com/parlamento-abierto-alta-convocatoria-y-los-derechos-sin-recursos-financieros/
https://suplementocampus.com/parlamento-abierto-alta-convocatoria-y-los-derechos-sin-recursos-financieros/
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porque, por un lado, nuevamente, muestran el poder del gobierno federal 
y su extensión con mayoría simple en el Congreso mientras que, por otro 
lado, la forma de aprobación dio lugar a acciones de inconstitucionalidad 
que impugnaron la validez de la ley. El sexenio concluyó y el dictamen 
sobre la validez quedó pendiente. 

La nueva lghcti, ordenada en seis títulos y un centenar de artículos, 
debía reglamentar los principios derivados de la reforma del artículo 3º ya 
mencionados anteriormente y ser de orden general, es decir, distribuir res-
ponsabilidades y competencias en los tres órdenes de gobierno. Sin embar-
go, la norma fue y es un punto de inflexión en la trayectoria de las leyes 
precedentes que establecieron explícitamente el lineamiento de política de 
Estado para indicar la corresponsabilidad entre gobierno y otros actores 
en la elaboración de las políticas públicas. La ley de 2023 no supuso nin-
guna recuperación de lo previo, sino que colocó al gobierno federal como 
actor principal y con atribuciones únicas para la toma decisiones.

El cambio en el título de la ley fue lo más evidente, porque añadió 
la “h” al organismo rector de la política científica y tecnológica, para des-
tacar la importancia de las humanidades como área de conocimiento, 
aunque menos evidente fue cómo resolver la organización, la orientación 
del sistema y los instrumentos de política para el tratamiento diferen-
ciado de las humanidades. La nueva denominación ahora es Consejo Na-
cional de Humanidades, Ciencias y Tecnologías (conahcyt). 

La norma tiene múltiples componentes, para los fines del presente 
balance, basta subrayar dos de los más relevantes: el esquema de gober-
nanza y el financiamiento. A diferencia del marco normativo previo, en el 
cual el conacyt tenía separada su ley orgánica, la lghcti de carácter ge-
neral incluyó la reglamentación jurídica y las facultades concurrentes de 
ese organismo federal. Tal vez, en términos legales, no es incorrecto, sí 
resulta paradójico que, si el ordenamiento es general, incluya la regulación 
de un órgano federal, aunque probablemente lo que se muestra es el rasgo 
centralista de la norma. En efecto, uno de los principales cambios fue la 
modificación de la gobernanza del sistema. El máximo órgano de gobier-
no ya no es un Consejo General, ahora es la Junta de Gobierno del cona-
hcyt, presidida por la persona titular del conahcyt e integrada con voz y 
voto por: a) 13 representantes de secretarías: Agricultura y Desarrollo Ru-
ral; Bienestar; Comunicaciones y Transportes; Cultura; Economía; Educa-
ción Pública; Energía; Hacienda y Crédito Público; Defensa Nacional; Ma-
rina; Medio Ambiente y Recursos Naturales; Relaciones Exteriores; Salud. 
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El punto polémico fue la inclusión de las fuerzas armadas en la Junta, 
pero ni la exposición de motivos de la ley ni las autoridades dieron expli-
cación alguna. b) Una persona del Instituto Nacional de los Pueblos Indí-
genas. c) Ocho personas representantes de la comunidad y de los sectores 
social y privado, designadas por la Junta a propuesta de la persona coor-
dinadora del Órgano Interno Consultivo, a su vez esa persona es desig-
nada por la Junta a propuesta de la dirección del conahcyt; el Órgano 
Interno no tiene personalidad jurídica, estructura administrativa, ni per-
sonal adscrito; funciona a través de grupos de trabajo. d) Otros partici-
pantes a invitación expresa de la Junta de Gobierno, pero todos ellos so-
lamente tendrán voz, incluida la representación de la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos (cndh). En suma, las instancias son internas y se 
refuerzan de forma circular. La Junta es el órgano clave de la gobernanza, 
decide prácticamente todo lo concerniente al funcionamiento del siste-
ma, el peciti, los programas de posgrado que se pueden crear, cómo inte-
grar el posgrado, la Agenda Nacional de prioridades, todos los cambios 
normativos, la regulación del sni y la distribución del presupuesto, entre 
otros. 

El financiamiento es el otro punto clave. La nueva ley le dedica su 
título tercero al tema: “Del fomento y financiamiento de las humanidades, 
las ciencias, las tecnologías y la innovación” y más de una veintena de 
artículos. En sus disposiciones generales precisa que el Estado “proveerá 
de recursos y estímulos suficientes, oportunos y adecuados, conforme al 
principio constitucional de progresividad y no regresión” (lghcti, artícu-
lo 29). También añade que el monto anual que se le destine al rubro, en 
el presupuesto de egresos, no será “inferior a lo aprobado en el ejercicio 
inmediato anterior, de conformidad con las disposiciones jurídicas apli-
cables” (lghcti, artículo 30). Los lineamientos parecían pertinentes, dado 
que el primero significa que los derechos obtenidos avanzan de manera 
creciente sobre la base de la ausencia de retrocesos, mientras que el se-
gundo garantiza que el presupuesto recibido no será menor al previo. Sin 
embargo, el problema, como se señaló en su momento, es que no se com-
prometía ninguna cifra y permaneció sin especificación que el monto 
otorgado no sería inferior en “términos reales”, es decir, descontando los 
efectos de la inflación. La precisión es muy relevante, debido a que el 
presupuesto de un año al siguiente puede ser nominalmente superior o 
equivalente, pero menor en términos reales. Las nuevas disposiciones 
fueron contrastantes con lo que tenía establecido la ley anterior, en esta 



La política de las políticas científicas y tecnológicas 59

última desde 2004 había estipulado que el gasto nacional en el rubro no 
podría ser menor al 1% del pib. No obstante, es verdad que en casi dos 
décadas de vigencia no alcanzó ese porcentaje. Una ley se propuso una 
meta y no la logró; la siguiente ley ya ni se la planteó. 

La lghcti también dispuso que los apoyos serían destinados de 
forma preponderante para programas, personas y actividades del sector 
público. Además, en correspondencia con los lineamientos emitidos por 
el presidente para toda la administración pública, se especificó que los 
recursos públicos de fomento y apoyo destinados por el gobierno federal:

[…] se canalizarán, preferentemente, de manera directa a las personas be-

carias, humanistas, científicas, tecnólogas e innovadoras a través de pro-

gramas presupuestarios, conforme a las disposiciones jurídicas aplica-

bles. En ese sentido, las dependencias y entidades se abstendrán de crear 

fideicomisos, otorgar mandatos o celebrar actos o cualquier tipo de con-

tratos que evadan lo previsto en esta Ley (lghcti, artículo 35).

Es decir, la nueva ley no precisó un monto o una meta de gasto 
nacional para el sector, pero sí aseguró que su distribución se realizará de 
forma preferente sin organismos intermedios y sin otro tipo de mecanis-
mos o instrumentos alternativos de por medio. La Red Nacional de Con-
sejos y Organismos Estatales de Ciencia y Tecnología (rednacecyt), 
una organización que agrupa a representantes de las 32 entidades fe-
derativas se pronunció en contra de la ley, porque no tenía una visión 
federalista, sino que abiertamente centralizaba la toma de decisiones y 
no asumía un compromiso con el financiamiento (rednacecyt, 2023). 
De forma similar, el colectivo ProCienciaMx, otra red nacional centrada 
en política científica planteó nueve puntos críticos sobre la misma ley, 
adicionales a los ya indicados, como un sistema de gobernanza en el que 
no participan todos los sectores involucrados, la eliminación de autono-
mía de los cpi o una posición ambigua respecto a los Derechos de Pro-
piedad Intelectual (dpi) (ProCienciaMx, 2022). 

La nueva ley quedó aprobada en sus términos, pero como ya indi-
camos, legisladores de oposición impugnaron su validez e interpusieron 
dos acciones de inconstitucionalidad que al cambio de gobierno que-
daron pendientes (Canales, 2023c). La ley continúa vigente y al cierre del 
sexenio, tanto el financiamiento como el esquema de gobernanza son as-
pectos centrales del balance del periodo. El primero, como también se 
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podrá advertir en este mismo volumen, en el capítulo sobre financiamiento 
para ciencia básica y en el de los fideicomisos, tuvo un impacto desde el 
inicio del sexenio. Al inicio de este capítulo ya anotamos que al comienzo 
del sexenio de amlo, el gide mostraba una proporción de 0.47% respecto 
al pib; al final, en el último informe de gobierno, la fuente oficial disponi-
ble más reciente, reportó que ese mismo indicador era de 0.26% en 2022 
(amlo, 2024). El porcentaje se redujo casi a la mitad y la disminución es 
inocultable. Sin embargo, habría que precisar dos aspectos importantes. 
El primero tiene que ver con el hecho de que la administración de Álvarez 
Buylla, recalculó el indicador porque argumentó que en el sexenio de Peña 
Nieto se le sumaron componentes que no correspondían, así que según 
sus cálculos el gide en 2018 era de 0.31% respecto al pib (conacyt, 2018). 
La disminución, respecto a 2022, si bien ya no parece tan pronunciada, sí 
es inferior. De hecho, el gide promedio en América Latina en 2021 fue de 
0.61%, es decir, más del doble de lo que destina México.27 El segundo aspec-
to a precisar es la forma de recolectar la información del gide, porque era 
capturada a través de la Encuesta sobre Investigación y Desarrollo de Tec-
nología (esidet) que realizaban de forma conjunta el conacyt e inegi cada 
dos años, lo problemático es que la más reciente es de 2017 y desde enton-
ces ya no se efectuaron más, no hubo explicación púbica sobre su interrup-
ción. En fin, el dato relevante es la disminución del indicador.

El esquema de gobernanza también cambió de forma considera-
ble. La figura 2 ilustra las diferentes instancias y órganos que se loca-
lizan al interior del conahcyt, jerárquicamente la persona titular del orga-
nismo preside a la Junta de Gobierno y esta, por su parte, decide la agenda 
y todas las políticas y programas. El único órgano que no está subordina-
do es el Órgano Interno de Control, una instancia de vigilancia de los ser-
vidores públicos dependiente de la sfp que actúa en toda la administra-
ción pública. También, como se podrá notar en la misma figura 2, los 
Comités Regionales de Coordinación son los únicos que están al margen 
de la esfera del conahcyt; los comités fueron creados por ley para facili-
tar la cooperación entre la federación y las entidades federativas. Sin em-
bargo, la ley únicamente indica que se establecerán tantos como número 
de regiones decida establecer el Consejo Nacional; su integración y fun-
cionamiento se decidirá, también lo estipula la ley, en los acuerdos para 

27	 Véase: https://app.ricyt.org/ui/v3/comparative.html?indicator=GASTOxPBI&start_year= 
2012&end_year=2021

https://app.ricyt.org/ui/v3/comparative.html?indicator=GASTOxPBI&start_year=2012&end_year=2021
https://app.ricyt.org/ui/v3/comparative.html?indicator=GASTOxPBI&start_year=2012&end_year=2021
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crear las regiones. El sexenio concluyó y públicamente no se conocieron 
ni los acuerdos ni el número de comités. 

En resumidas cuentas, la demora en la aprobación de la nueva ley 
o del programa sectorial e incluso las características del pnd, no represen-
taron ningún impedimento para modificar los reglamentos secundarios, 
la forma de gobierno del sector y concentrar las decisiones en el gobierno 
federal. Las posiciones divergentes sobre la nueva ley se expresaron desde 
el inicio del periodo y las disputas acompañaron todo el proceso hasta el 
final e incluso el conflicto se extendió a diferentes miembros del sector. 
Pero eso tampoco fue un obstáculo para aprobar la nueva ley, contener la 
restricción de los recursos financieros o detener la centralización de las de-
cisiones. De nueva cuenta, el gobierno federal y su mayoría en el Congreso 
le permitieron acumular poder, diseñar la ley y establecer normas. Una 
especie de cultura burocrática que se sobrepuso al resto de actores. 

Conclusiones

La creación del entonces conacyt en los años setenta y sus programas 
emblemáticos fueron impulsados por políticas dirigidas a fomentar y 
coordinar un incipiente sistema científico y tecnológico, predominaron 
las capacidades, los lineamientos y los recursos del gobierno federal en el 
diseño de las iniciativas, aunque también incluyó peticiones de miembros 

Figura 2. La gobernanza del sistema científico y tecnológico 2023
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de la comunidad científica. El contexto político de los años noventa, en 
contraste con las décadas previas, experimentó cambios relevantes, como 
la pérdida de hegemonía del partido gobernante, una mayor participación 
de los partidos opositores en el Congreso y una mayor demanda de parti-
cipación en las decisiones por parte de grupos organizados. La serie de 
iniciativas que se pusieron en marcha en el sector continuaron con el desa-
rrollo del sistema y tuvieron una eficacia variable; unas con los resultados 
esperados, otras solo como enunciados de los planes, sin convertirse en 
hechos, sujetas a las contingencias del manejo de la economía y a la dis-
ponibilidad presupuestal para el sector. Sin embargo, tanto el marco nor-
mativo como las instancias creadas y los programas en marcha mostra-
ron una mayor intervención de las organizaciones del sector; la cultura 
burocrática y la cultura académica compartieron responsabilidades y el 
manejo de los instrumentos para conducir el sistema. Un esquema que per-
maneció hasta 2018. 

Las reglas de juego cambiaron en el sexenio 2018-2024. Los resul-
tados de las elecciones federales de 2018 mostraron un triunfo holgado 
del entonces candidato presidencial López Obrador y también una ma-
yoría en el Congreso de la coalición de partidos que lo había propuesto. 
A diferencia de lo que había ocurrido con los gobiernos desde fines de los 
años noventa, no sería un gobierno dividido, el Ejecutivo federal, el par-
tido gobernante, o su coalición de partidos, tendrían un gobierno unificado 
y el control en el diseño de las leyes. Una vez declarado presidente electo, 
el liderazgo, legitimidad y fortaleza de López Obrador, le permitieron 
anticipar algunas medidas. Por ejemplo, aparte de la persona titular del 
conacyt que anunció antes de conocerse el resultado de las elecciones, 
adelantó una serie de lineamientos de austeridad para toda la adminis-
tración pública, la cancelación de la reforma educativa del gobierno ante-
rior, diferentes programas de apoyo directo a beneficiarios o la promesa 
de sostener en términos reales un presupuesto para ciencia y tecnolo-
gía. Los rasgos del Ejecutivo federal y las medidas tuvieron importancia 
porque marcaron la pauta para los titulares de las dependencias y para 
toda la administración pública. El cambio provocó disputas antes incluso 
de arrancar el periodo de gobierno, primero en la transición entre el 
equipo que entregaba la administración y el equipo que la recibía, los 
conflictos escalaron después y se ampliaron a diferentes grupos beneficia-
rios de los programas; los desencuentros permanecieron hasta el final 
del periodo. 
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El Ejecutivo federal, desde el primer día de su mandato, pronunció 
tres compromisos sobre el sector: promover la investigación científica y 
tecnológica; apoyo a estudiantes y académicos; y cancelar la reforma edu-
cativa del sexenio previo y reformar el artículo 3º constitucional para esta-
blecer la gratuidad en todos los niveles escolares. A pesar de que el Eje-
cutivo federal y la coalición del partido gobernante carecían de mayoría 
calificada en el Congreso, negociaron componentes de la reforma consti-
tucional con las fracciones parlamentarias opositoras y lograron su apro-
bación en un tiempo relativamente breve. La misma reforma dispuso la 
elaboración de una nueva ley general de ciencia y estableció un plazo 
para expedirla. La autoridad federal y los legisladores incumplieron con 
el plazo, pero no tuvo ninguna sanción ni fue un obstáculo para cambiar 
la forma de gobierno del sector y sus reglamentos secundarios. El gobierno 
unificado tenía el control de los instrumentos de las políticas y el diseño 
de las leyes. 

El pnd sí fue publicado cuando debía, aunque no presentó la estruc-
tura clásica de un plan, el programa sectorial se demoró casi dos años 
después del plazo reglamentario para tenerlo listo y otro tanto ocurrió 
con la expedición de la ley general que fue decretada en el penúltimo año 
de gobierno. La contingencia sanitaria no fue la razón principal para los 
retrasos en el marco normativo, porque debió estar en operación justo 
antes del confinamiento y de que las actividades quedaran paralizadas 
por la pandemia. Seguramente la demora tuvo más que ver con las dispu-
tas entre la autoridad y los grupos organizados del sector, tanto como con 
la incapacidad para establecer acuerdos y negociaciones entre las posi-
ciones enfrentadas. 

No obstante, ni la ausencia de normas o su incumplimiento inhi-
bieron las decisiones gubernamentales para dirigir el sector. Por el con-
trario, mostraron la concentración de poder y capacidades en el Ejecutivo 
federal y su desdoblamiento en la estructura de la administración públi-
ca. También conviene hacer notar que el sector científico y tecnológico, a 
pesar del compromiso del presidente, no formaba parte de los programas 
o proyectos prioritarios del periodo. Por un lado, no estuvo en la lista de 
programas o proyectos prioritarios del pef que les aseguraba recursos 
financieros año con año. Por otro lado, salvo el programa de becas, tam-
poco estuvo en el horizonte como área prioritaria de políticas públicas, a 
pesar de que la pandemia en todo el mundo había destacado el valor del 
conocimiento científico, el saber técnico y el funcionamiento de las insti-
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tuciones para tomar decisiones apropiadas y contender con la contingen-
cia sanitaria. El vínculo más directo del organismo rector de las políticas 
con la pandemia fue asumir la responsabilidad de fabricar ventiladores 
mecánicos como equipo indispensable para el tratamiento médico en la fase 
crítica del covid-19 y la elaboración de una vacuna nacional. Los prime-
ros tuvieron una eficacia dudosa, porque se documentó que su diseño no 
era útil para el tratamiento de hipoxia, fueron entregados de forma in-
completa y salieron más caros de lo previsto (Sánchez, 2022). La entrega 
de la vacuna estaba prevista para el final de 2021,28 pero la tecnología de 
fabricación no fue desarrollada por científicos nacionales, el gobierno 
mexicano solamente adquirió la licencia para producir la vacuna (Vala-
dez, 2021), el biológico tampoco estuvo listo en el año que se esperaba ni 
en los dos siguientes, hasta el cierre del sexenio se comunicó que recibió 
la autorización de la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos 
Sanitarios (cofepris) y (conahcyt, 2024), aunque concluyó el sexenio y 
la vacuna no fue aplicada a la población.

El nuevo marco normativo quedó aprobado en los términos que 
propuso el gobierno federal, el sexenio concluyó sin que la Corte se pro-
nunciara sobre las acciones de inconstitucionalidad interpuestas, así que 
es el marco vigente en tanto no se resuelva lo contrario o la legislatura 
que ingresó con el cambio de gobierno realice una reforma a la ley. La 
lghcti de todas formas será reformada porque la presidenta Claudia Shein-
baum resolvió elevar a rango de secretaría al Consejo Nacional. 

Si se juzga por la hechura de las normas, no cabe duda de que el 
poder, el control y las capacidades estuvieron localizadas en el Ejecuti-
vo federal como actor principal. La política definió las políticas para un 
sector que no figuró como área de interés gubernamental, pero que sí 
logró cambiarle las reglas de juego y su forma de gobierno. Un predo-
minio de cultura burocrática en el sistema que alineó las normas, las 
instancias, los programas y las actividades al proyecto político general 
de una carismática y fortalecida figura presidencial. El cambio en las 
reglas de juego no volvió más eficiente ni más eficaz al organismo rector 
de las políticas, tampoco resolvió satisfactoriamente o de mejor forma 
las encomiendas técnicas asignadas, pero sí llevó a la ciencia para la po-
lítica. En el balance general, aparte de las ineficiencias, los costos fueron 

28	 Cfr. https://www.gob.mx/insabi/es/articulos/conferencia-presidencial-13-de-abril-2021-
pulso-de-la-salud-y-vacuna-patria
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demasiado altos, porque los conflictos fueron prácticamente con todos 
los actores y participantes de los programas, el enfrentamiento persistió 
hasta el final del periodo. Además, el sector difícilmente podrá tener mayo-
res logros o mejorar su desempeño con los recursos financieros otorgados 
al final del periodo 2018-2024, alrededor de la mitad del gide promedio de 
América Latina.
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II. El posgrado y la Ley General en Materia  
de Humanidades, Ciencias,  

Tecnología e Innovación (lghcti):  
balance y perspectivas  

frente al cambio de gobierno

Claudia Díaz Pérez1

Introducción

Las rupturas, profundas o aparentes, que trajo consigo la nueva admi-
nistración de la ciencia y la tecnología en el país a partir de 2018, tiene 
y tendrá consecuencias inciertas en el futuro de la investigación cientí-
fica en México. En el contexto de una transformación radical de la vida 
pública, que conllevó el nuevo gobierno, el entonces Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología (conacyt) ha actuado como una pieza más del 
entramado institucional para mostrar —al menos discursivamente— 
una nueva forma de promover y hacer ciencia. El eslogan “Por el bien de 
México primero los pobres” ha permeado el lenguaje, el diseño de polí-
ticas y programas en los diferentes ámbitos de la vida pública. Sin em-
bargo, no necesariamente este discurso viene acompañado de los me-
canismos y los recursos indispensables para volver esta premisa una 
realidad. 

México es un país que, a pesar de los claros logros que tiene, carece 
de liderazgo como comunidad científica a nivel mundial. Tal afirmación 
podría parecer excesiva, porque tenemos investigadores y grupos de inves-
tigación de enorme reconocimiento internacional en la física, astronomía, 
y otros ámbitos del desarrollo científico. Asimismo, el número de publi-
caciones, investigadores y egresados de posgrado ha crecido sistemática-
mente a lo largo de los años. Sin embargo, cuando se observa la contribu-
ción del país en el mundo, se torna manifiesta la escasa participación 
mexicana. 

1	 Profesora investigadora del Departamento de Producción Económica, Universidad 
Autónoma Metropolitana (uam), Unidad Xochimilco.
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En la clasificación global de líderes de innovación de 2022, Mé-
xico tiene la posición 58, mientras que en 2020 ocupaba la posición 55 
de 132 países. En América Latina la situación no es diferente, el primer 
lugar de la lista en la región lo tiene Chile, seguido por Brasil, y luego 
México que bajó posiciones. En la clasificación de países de ingreso 
medio China, Bulgaria y Malasia tienen las primeras posiciones.2 Esta 
clasificación llama la atención al considerar que la economía mexicana 
está entre las primeras quince del mundo. El gasto en investigación y 
desarrollo tecnológico como porcentaje del producto interno bruto (pib) 
se ha mantenido en niveles muy bajos entre 2009 y 2020, que rondan el 
0.3%,3 y también México tiene la última posición en el gasto de entre los 
países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(ocde, inglés: Organisation for Economic Co-operation and Develop-
ment, oecd) (2021). El número de investigadores por millón de habitan-
tes también resulta significativo, en 2021 Argentina tenía 1 206, Brasil 
887 y México 260,4 por lo que cualquier contracción de las capacidades 
de investigación en el país pudiera ser devastadora. 

El propósito de este ensayo es explorar algunos cambios signifi-
cativos generados a partir de la instauración del Sistema Nacional de 
Posgrados (snp) del conahcyt, como uno de los instrumentos eje de la 
lghcti aprobada el 29 de abril de 2023. El análisis de estos cambios per-
mite, en contraposición, identificar aquellos procesos, ámbitos, y elemen-
tos que permanecen en el nuevo programa dando continuidad a prác-
ticas y mecanismos que, hasta donde la información lo permite, siguen 
subsistiendo con una profundidad sorprendente. El análisis se realiza 
en un sexenio que concluye, 2018-2024, y que muestra los primeros in-
dicios de lo que será el siguiente. Un balance que, en el mejor de los casos, 
no presenta un avance en el posgrado, y que en algunos de los años re-
cientes implicó una disminución importante en las becas, las becas al 
extranjero, los programas de retención de talento. Si bien el conahcyt se 

2	 Véase: https://www.globalinnovationindex.org/analysis-indicator consultado el 4 de ju-
nio del 2023.

3	 Fuente: Informe general del estado de… conacyt (2016). Los datos de 2016 al 2020 se 
obtuvieron de oecd (2022).

4	 Fuente: unesco, http://uis.unesco.org/apps/visualisations/research-and-development- 
spending/“, los datos de Turquía corresponden al 2014 y se obtuvieron de la página del 
Banco Mundial, https://datos.bancomundial.org/indicador/SP.POP.SCIE.RD.P6?end= 
2014&locations=TR&start=2014“, consultados el 9 de agosto de 2021.

https://www.globalinnovationindex.org/analysis-indicator
http://uis.unesco.org/apps/visualisations/research-and-development-spending/
http://uis.unesco.org/apps/visualisations/research-and-development-spending/
https://datos.bancomundial.org/indicador/SP.POP.SCIE.RD.P6?end=2014&locations=TR&start=2014
https://datos.bancomundial.org/indicador/SP.POP.SCIE.RD.P6?end=2014&locations=TR&start=2014
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transformará en la Secretaría de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e 
Innovación (secihti), se ha señalado que no habrá mayor presupuesto 
para la misma y que, además, esta nueva secretaría absorberá dos proyec-
tos que fueron emblemáticos en la Ciudad de México, en la administra-
ción de Claudia Sheinbaum, es decir, las universidades para la salud, y las 
universidades Rosario Castellanos. Tales características, así como las pri-
meras señales que brinda el equipo de transición, sugieren que el posgra-
do no será un eje central en el nuevo gobierno.

La organización del ensayo consta de seis apartados: el primero, esta 
introducción, presenta el objetivo que se persigue. En el segundo, se explo-
ran brevemente y a manera de contexto, las características de la adminis-
tración de la ciencia y la tecnología en lo que va del sexenio. En el tercer 
apartado se presenta un breve recuento del posgrado y las becas en México, 
para en cuarto lugar, abordar algunos de los efectos que la nueva propues-
ta puede agudizar. En el quinto apartado se analizan algunos elementos 
del nuevo snp y de los elementos que se han explicitado en el equipo de 
transición para profundizar en las implicaciones que se identifican en 
términos de los logros y los atisbos de una posible trayectoria a partir 
de los documentos que presentan las propuestas de la presidenta electa, 
Claudia Sheinbaum. Por último, en las reflexiones finales y perspectivas 
frente al cambio de gobierno, se hace un balance del posgrado en el sexe-
nio actual, de las consecuencias potenciales y las limitaciones que se 
identifican, así como un breve recuento de las perspectivas para el pe-
riodo comprendido de 2024 a 2030. 

Los primeros años:  
las convergencias  

y divergencias

El Plan de Reestructuración Estratégica del conacyt para adecuarse 
al Proyecto Alternativo de Nación (2018-2024) presentado por el par-
tido morena, y firmado por la doctora María Elena Álvarez-Buylla Ro-
ces, presentó en junio de 2018 los primeros atisbos de lo que sería la 
política, conducción y administración de la ciencia, la tecnología y  
la innovación en el país. En este documento se presentaron los princi-
pios rectores de lo que sería, casi cuatro años después, el Programa de 
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Ciencia y Tecnología del periodo, como parte del proyecto alternativo 
de nación.5

En estos principios se enfatiza la ciencia comprometida con la so-
ciedad y el medio ambiente, así como la apropiación social de la misma. 
La narrativa presenta, entre otros elementos, una transformación rele-
vante para centrarse en las comunidades rurales, la pobreza, la violencia, 
la soberanía nacional y el diálogo de saberes. 

A principios de 2019, una vez que Andrés Manuel López Obrador 
(amlo) asume la presidencia, surge la primera propuesta de Ley de Hu-
manidades, Ciencia y Tecnología que promovió la senadora morenista 
Ana Lilia Rivera. A partir de esa fecha, se presentaron cuatro iniciativas 
más, una propuesta de varios partidos en la LXV Legislatura, otra de la 
RedNacecyt, una más en la que se integran los esfuerzos de Movimiento 
Ciudadano, ProcienciaMX y la RedNacecyt, y la iniciativa presidencial de 
diciembre del 2022,6 que retomaba en buena medida lo planteado en fe-
brero de 2019. 

Estos primeros años se han caracterizado por una constante ris-
pidez entre los miembros de la comunidad científica y otros grupos de 
interés con el gobierno federal y el conahcyt. Una de las primeras deci-
siones gubernamentales, en articulación a la política federal, fue la apli-
cación de la austeridad republicana a la Ciencia, Tecnología e Innovación 
(cti). Adicionalmente, siguieron un conjunto de estrategias que detona-
ron los primeros conflictos con la comunidad científica del país, algu-
nos de ellos fueron: la centralización de funciones y toma de decisiones 
en el conacyt, la exclusión de la comunidad académica en los procesos 
y mecanismos de participación definidos en la ley previa (2002), la regu-
lación de la bioseguridad, el cambio en las prioridades de investigación, 
hasta llegar a la extinción de los fideicomisos de los centros públicos de 
investigación, que los dejó en una situación sumamente precaria (Co-
nejo, 2022).

A lo largo del sexenio, los excesos de autoridad llevaron a acusar de 
crimen organizado a 31 investigadores mexicanos, entre quienes había 
exdirectivos del Foro Consultivo Científico y Tecnológico (fccyt), tras un 
arduo proceso que culminó el 13 de enero del 2021 con la exoneración, 

5	 Fuente: https://www.academia.edu/37746678/plan_conacyt_ciencia_comprometida_con_ 
la_sociedad_pdf consultado el 2 de noviembre del 2023.

6	 Véase: https://redprociencia.mx/seguimiento-de-las-iniciativas-de-ley-cti/ consultado el 
2 de noviembre del 2023. 

https://www.academia.edu/37746678/plan_conacyt_ciencia_comprometida_con_la_sociedad_pdf
https://www.academia.edu/37746678/plan_conacyt_ciencia_comprometida_con_la_sociedad_pdf
https://redprociencia.mx/seguimiento-de-las-iniciativas-de-ley-cti/
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en un principio, de cinco de ellos.7 La conclusión del proceso se dio por 
la inexistencia de pruebas que los implicaran, pero el inusitado hecho 
profundizó la polarización entre los seguidores de las políticas guberna-
mentales en materia de cti y la comunidad científica. A este hecho le si-
guieron muchos otros que van desde la desacreditación de investigadores 
hasta su exclusión de los órganos de decisión, e incluso de la evaluación 
de pares. 

Se resaltan en este breve contexto, en el que se aprueba la lghcti y el 
snp, algunos atributos presentes en la política de cti, los programas, estra-
tegias de comunicación y la falta de aplicación de las perspectivas de polí-
tica basada en evidencia. La información se usa de forma discrecional como 
parte de una narrativa. Hay una desacreditación hacia los investigado-
res, la forma de hacer investigación y las instituciones que la realizan. Se 
identifica una ruptura discursiva que enfatiza las diferencias a pesar de que 
existan elementos de convergencia. La incorporación del diálogo de sabe-
res como una característica esencial; y un énfasis en el cambio de nom-
bres, las palabras que se usan y el discurso en general dejando de lado el 
análisis y evaluación diagnóstica como base para la toma de decisiones 
(Díaz, 2022). La narrativa sustituye a la evidencia y el análisis y diseño 
de la política de cti a partir de los enfoques, perspectivas y buenas prác-
ticas desarrollados desde la comunidad especialista en ese campo de in-
vestigación. 

Los reclamos de la comunidad científica han sido sistemáticos. A 
principios de este año, la Comisión de Ciencia y Tecnología de la Cámara 
de Diputados se comprometió a un parlamento abierto para la discusión 
de la ley con el fin de que se integraran las opiniones de los diversos gru-
pos de interés, el cual fue cerrado sin más y sin concluir. La lghcti fue 
aprobada el 29 de abril de 2023. En la actualidad se han documentado al-
rededor de 700 amparos contra la ley y dos iniciativas de inconstituciona-
lidad están en la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn). A pesar 
de ello, se trata de la ley que regula actualmente las actividades en este 
ámbito, donde se estipulan las características del Sistema Nacional de 
Posgrado que aprueba la junta de gobierno del conahcyt el 26 de julio,8 

7	 Véase: https://www.eluniversal.com.mx/ciencia-y-salud/conacyt-juez-federal-dicta-fin- 
persecucion-contra-cinco-de-los-31-cientificos-acusados-de-crimen-organizado/ consul-
tado el 28 de octubre de 2023. 

8	 Véase: https://www.cronica.com.mx/academia/sistema-posgrados-conahcyt-excluye- 
miles-programas-becas.html consultado el 11 de octubre del 2023. 

https://www.eluniversal.com.mx/ciencia-y-salud/conacyt-juez-federal-dicta-fin-persecucion-contra-cinco-de-los-31-cientificos-acusados-de-crimen-organizado/
https://www.eluniversal.com.mx/ciencia-y-salud/conacyt-juez-federal-dicta-fin-persecucion-contra-cinco-de-los-31-cientificos-acusados-de-crimen-organizado/
https://www.cronica.com.mx/academia/sistema-posgrados-conahcyt-excluye-miles-programas-becas.html
https://www.cronica.com.mx/academia/sistema-posgrados-conahcyt-excluye-miles-programas-becas.html
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el Reglamento de Becas se publica en el Diario Oficial de la Federación 
(dof) el 7 de agosto de 2023.9

El posgrado en México

Este apartado tiene por objeto caracterizar al posgrado en el país a partir 
de algunos de sus indicadores más significativos. A manera de contexto para 
explorar los hechos actuales, se dibuja un panorama somero del sistema 
de posgrado y las becas que se han otorgado. Se hace un sucinto recuento 
que inicia en la década de los setenta como marco para explorar la infor-
mación reciente, y sobre todo para tener como punto de partida, la evi-
dencia y los datos que existen sobre el posgrado y las becas. 

Los posgrados y los posgraduados en el país se han incrementado 
de manera sistemática a lo largo de los últimos 50 años, con algunas dismi-
nuciones relevantes en momentos críticos. La formalización del sistema 
de posgrados ocurre hasta 1991 con el Programa de Becas de Estudios de 
Posgrado. Este programa alienta el surgimiento del Programa de Posgrados 
de Excelencia que opera entre 1991 y 2000, y da lugar al Programa de For-
talecimiento del Posgrado Nacional (pfpn) que estuvo vigente básicamente 
en el periodo del gobierno de Fox. En 2007 se transforma en el Programa 
Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc),10 el cual fue sustituido por el 
snp de reciente aprobación. 

El aliento a los posgrados como parte de la estrategia para incre-
mentar el número de científicos en el país permitió que, entre 2014 y 
2021, los programas de posgrado registrados en el pnpc crecieran alre-
dedor del 20% pasando de 2 019 a 2 412. Querétaro, Nayarit, Coahuila y 
Quintana Roo sufrieron una reducción de sus programas en el pnpc, el 
resto de las instituciones estatales incrementaron el número de sus pro-
gramas en el mismo periodo. A nivel nacional, destaca Jalisco que está 
solo por detrás de la Ciudad de México, mientras que en la tercera posi-
ción se encuentra el estado de Nuevo León. Los estados con menor nú-
mero de programas de posgrado son: Nayarit, Quintana Roo y Campe-
che (véase tabla 1). 

  9	 Véase: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5698698&fecha=16/08/2023# 
gsc.tab=0 

10	 Véase: https://rb.gy/utf4mz, consultado el 11 de octubre del 2023.

https://rb.gy/utf4mz
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Tabla 1. Programas de posgrado pnpc  

por entidad federativa, 2014-2021

Programas de posgrado pnpc por entidad federativa, 2014-2021

Entidad federativa 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021

Querétaro   83   76   80   83   87   85   65   79

Guanajuato   75   72   78   82   91   95   61   83

Guerrero   26   20   28   29   31   32   36   39

Jalisco 165 149 172 177 214 233 175 222

San Luis Potosí   84   80   83   85   92   92   68   98

Michoacán   63 115   63   64   67   69   42   72

Nuevo León 152 151 156 162 174 171 120 167

Zacatecas   19   18   20   21   22   20   19   27

Nayarit   13   11   12   12   12   12     7   11

Colima   12   12   11   11   17   15     9   15

Durango   17   16   18   19   22   24   18   21

Tlaxcala   15   15   14   15   18   17   10   16

Sonora   47   46   48   54   58   58   41   60

Yucatán   45   45   47   47   50   48   28   47

Sinaloa   52   52   54   57   60   58   39   60

Baja California   81   79   77   80   86   92   59   92

Oaxaca   21   19   26   26   28   31   25   36

Aguascalientes   26   24   28   29   39   43   18   32

Chiapas   30   29   29   35   33   33   24   38

Campeche     7     5     8     8   11   10   12   13

Chihuahua   57   52   64   66   75   79   55   76

Coahuila   54   54   53   54   55   58   30   54

Hidalgo   35   35   35   36   38   44   29   46

Tamaulipas   32   32   31   33   36   36   17   35

Morelos   52 -   57   59   65   68   46   70

Veracruz   99   98   94   98 105 106   81 113

Quintana Roo   13   13   13   13   15   13     9   13

Baja California Sur   11   11   12   12   14   17   14   17

Tabasco   34   34   34   46   50   48   40   44

Estado de México 111 107 112 120 123 120   64 115

Puebla   89   83   88   90 101 106   82 108

Ciudad de México 399 378 424 436 502 509 376 493

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de Execum, https://www.execum.unam.mx/#, consultado el 
10 de octubre de 2023. 

https://www.execum.unam.mx/


La política científica y tecnológica en el periodo 2018-2024 80

Un elemento central para la subsistencia de los posgrados son las 
becas, generalmente asociadas a un posgrado que cumple requisitos míni-
mos de calidad en la formación y en la planta académica. Desde 1970 las 
becas se han incrementado de forma considerable. El estudio Invertir en 
el conocimiento. Programa de becas-crédito del conacyt (Ortega et al., 
2001), documenta que en 1971 se otorgaron 508 becas, y entre 1970 y 2000, 
un total de 100 021. En la década de los ochenta el promedio de becas 
anuales fue de 6 054, lo que implicó una reducción respecto al periodo 
80-82, misma que se mantiene hasta 1991. Entre 1983 y 1991 el mayor 
número de becas era para el extranjero, y de acuerdo con la encuesta que 
se hace en el estudio referido a casi 1 600 exbecarios, solamente el 5% se 
quedó en el extranjero (Martínez Rizo, 2004). Sobre este mismo estudio 
Cereijido (2002) señala que en la década de los ochenta hay una formali-
zación del proceso de selección, diseño y periodicidad de las convocato-
rias. Estas acciones permitirían posteriormente la institucionalización y 
sistematización de los posgrados impulsando su crecimiento en la déca-
da siguiente. 

La información más reciente, aun cuando existe cierta divergen-
cia entre las diferentes fuentes, sugiere una reducción de las becas, par-
ticularmente al extranjero. Las becas al extranjero disminuyeron de 2014 
a 2021, de 6 790 a 2 480.11 Por su parte, la Red ProcienciaMX señala que 
hubo una reducción general de becas que pasó de 64 664 becarios en 
2019, a 26 505 en 202112. Otros medios documentan, de acuerdo con los 
datos de las estadísticas sobre Actividades de fomento científico y desa-
rrollo tecnológico del conacyt, que el año con el menor número de becas 
fue 2020 con 73 382, cuando en 2016 se ofrecieron 80 973 y en 2018 un 
total de 78 817.13 A partir de la consulta de las estadísticas del conacyt 
es posible advertir que en este sexenio solo hubo una reducción de las 
becas nacionales en 2021, mientras que las becas al extranjero disminu-
yeron a un poco más de la mitad de las que se otorgaron en el 2018 (véase 
tabla 2). 

11	 Fuente: Elaboración propia con datos obtenidos de la página oficial de conacyt, en: 
Becas de posgrado. Padrón anual de Beneficiarios, https://conahcyt.mx/becas_posgra 
dos/ padron-de-beneficiarios/, consultado el 3 de noviembre del 2023.

12	 Véase: https://redprociencia.mx/a-quien-correspondera-y-bajo-que-criterios-la-evaluacion 
-de-los-posgrados-y-la-asignacion-de-becas/#:~:text=En%20el%20sexenio%20ante-
rior%20se,seg%C3%BAn%20datos%20del% 20propio%20Conacyt, consultado el 11 de 
octubre del 2023.

13	 Véase: https://www.animalpolitico.com/sociedad/becas-conacyt-extranjero-amlo, consul
tado el 11 de octubre de 2023.

https://conahcyt.mx/becas_posgrados/%20padron-de-beneficiarios/
https://conahcyt.mx/becas_posgrados/%20padron-de-beneficiarios/
https://www.animalpolitico.com/sociedad/becas-conacyt-extranjero-amlo
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Tabla 2. Becas otorgadas por conacyt, 2014 a 2022

Tipo  
de Beca

AÑO

2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022

Becas al 
extranjero

  6 790   7 509   7 435   6 412   5 424   4 821   3 709   2 805   2 480

Becas 
Nacionales

66 380 70 069 72 119 72 108 72 733 72 905 73 414 71 588 74 437

Fuente: Becas de posgrado. Padrón anual de Beneficiarios, https://conahcyt.mx/becas_posgrados/padron- 
de-beneficiarios/

El snp incluye nuevos criterios para clasificar a los posgrados que 
terminarán por afectar el otorgamiento de becas. En primer lugar, se 
hace una diferenciación entre los posgrados de Instituciones de Educa-
ción Superior (ies) públicas, y privadas. En segundo lugar, se distinguen 
los posgrados orientados a la investigación de aquellos dirigidos a la pro-
fesionalización. De esta manera, las becas se dirigen prioritariamente a 
aquellos posgrados categoría 1, que son de investigación y se imparten en 
instituciones públicas. Esta situación ha generado un sinnúmero de ma-
nifestaciones ya que, si se consideran tales criterios, solamente 573 pos-
grados tendrían beca y 2 271 quedarían fuera por considerarse profesio-
nalizantes (categoría 3) dado que serían elegibles únicamente aquellos de 
ies públicas.14 

La situación que emerge desde agosto de 2023 es compleja y con-
tradictoria. La evidencia anecdótica y las notas periodísticas permiten 
sugerir que son las instituciones más fuertes del país, aquellas que tienen 
mayores capacidades para negociar directamente con las autoridades del 
conahcyt, con las cámaras, con los medios de comunicación, las que 
tendrán más elementos para que sus posgrados se reclasifiquen. La 
desinstitucionalización de los procesos que se hace evidente en la falta de 
claridad con respecto a los criterios de diferenciación de posgrados, en la 
evaluación de estos últimos, en el otorgamiento de becas, e incluso la 
opacidad en cuanto a la información, no hace sino contribuir a una ma-
yor discrecionalidad en la implementación del snp. 

14	 Véase: https://www.cronica.com.mx/nacional/2-mil-posgrados-quedaran-apoyo-cambio- 
criterios-conahcyt-mc.html, consultado el 11 de octubre de 2023.

https://www.cronica.com.mx/nacional/2-mil-posgrados-quedaran-apoyo-cambio-criterios-conahcyt-mc.html
https://www.cronica.com.mx/nacional/2-mil-posgrados-quedaran-apoyo-cambio-criterios-conahcyt-mc.html
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Inequidad y concentración en el posgrado

El desarrollo de la ciencia y la tecnología en el país ha atravesado un ca-
mino difícil, caracterizado por el escaso financiamiento a la ciencia, a la 
tecnología y a la educación superior. Los arreglos institucionales que pre-
valecen se convierten en obstáculos sistemáticos para la creación de em-
presas de tecnología, para la inserción de los posgraduados en el merca-
do laboral, para la vinculación de la universidad con las empresas y la 
sociedad, entre otros muchos problemas. Aunado a lo anterior, se puede 
sugerir que el path dependence, que se conoce como la dependencia de la 
trayectoria, ha llevado a la concentración de capacidades científicas y tec-
nológicas en un conjunto de instituciones y estados, lo que amplía las 
brechas entre los actores del sistema de cti y las regiones. Esta situación, 
se ha mostrado, tiene un impacto en el desarrollo regional, llevando más 
recursos a las instituciones con mayor prestigio y ampliando, en conse-
cuencia, la brecha entre ies y regiones del país.  

En la tabla 3 se describe la distribución porcentual de los recursos 
de tres programas, a saber, el Sistema Nacional de Investigadores (sni), el 
pnpc y el de Jóvenes investigadores e investigadoras por México. La dis-
tribución se presenta en función de las regiones definidas por la Asocia-
ción Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior 
(anuies) hasta el 2018. Como se puede observar, la Zona Metropolitana 
es la que tiene el mayor número de programas del pnpc con un 25.50%, y 
al mismo tiempo es la región con mayor número de investigadores del 
sni, así como también de investigadoras e investigadores por México. En 
el caso del sni, casi el 40% del conjunto de investigadores se concentra en 
la Ciudad y el Estado de México, mientras que, a Investigadores por Mé-
xico le corresponde el 35.45%. La otra región que tiene también un ma-
yor número de investigadores del sni y del programa Investigadores por 
México es la Noroeste, integrada por Coahuila, Durango, Nuevo León, 
San Luis Potosí, Tamaulipas y Zacatecas. Si bien en ambos casos es un 
poco menos del 1% por arriba de los programas pnpc, es posible pensar 
que Nuevo León concentra la mayor parte de ellos. Sin embargo, como 
región tiene la cuarta posición en cuanto al número de programas de 
posgrado en el pnpc. Las regiones Centro Occidente, Centro Sur, Noreste 
y Sureste tienen una menor participación tanto de investigadores del sni, 
como del programa de Investigadores e investigadoras por México, por lo 
cual se puede suponer que la planta académica con la que cuentan es 
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mucho menor para atender sus programas de posgrado, y esta evidencia 
es todavía mayor si se evalúa en relación con la zona Centro Occidente. 

Tabla 3. Programas e investigadores en México, 2018

Región Investigadores  
del sni 2018

Programas pnpc Investigadores  
por México

Metropolitana 39.60% 25.50% 35.45%

Centro Occidente 14.70% 18.23% 14.41%

Centro Sur 13.90% 15.00% 13.91%

Noroeste 13.60% 12.80% 13.06%

Noreste 10.30% 15.72% 12.04%

Sureste   9.70% 12.74% 11.10%

Fuente: Los datos de investigadores del sni se retoman de Contreras Gómez et al. (2020); el porcentaje de 
pnpc se estimó a partir de datos del Execum considerando las mismas regiones, y la información de los 
investigadores por México proviene de la página “Cátedras investigadores e investigadoras por México”, 
https://conacyt.mx/convocatorias/convocatoria-para-la-integracion-y-funcionamiento-de-la-comi-
sion-consultiva-del-comite-directivo-del-programa-investigadoras-e-investigadores-por-mexico-del-co-
nacyt/, consultado el 8 de febrero del 2023.

El 4 de septiembre de 2019 el boletín informativo de la Universi-
dad Autónoma de Coahuila (UAdeC) publicaba que: “En fechas recientes, 
el conacyt ha dejado en la incertidumbre académica y económica a in-
vestigadores y becarios. El silencio del gobierno ante su situación revela 
la falta de interés del presidente en la formación académica y la divulga-
ción del conocimiento”. Por su parte, la gobernadora de Chihuahua, 
como se reporta en La Crónica, planteaba que el 90% de los posgrados de 
la universidad fueron clasificados como no prioritarios por razones ideo-
lógicas. La rectora de la Universidad Autónoma de Querétaro (uaq) tam-
bién reportó la situación de la universidad que encabeza en los medios. 
Este medio contabiliza, a partir del análisis de David Misher, un total de 
2 400 posgrados declarados como no prioritarios. Algunas de las univer-
sidades más afectadas son las de Coahuila, Chihuahua, Querétaro, Ta-
maulipas y Nayarit.15

En la tabla 4 se integran las diez ies con un mayor porcentaje de 
posgrados que no cubren los criterios definidos por el conahcyt. Adi-
cionalmente, a las ies señaladas, está también el Colegio de Postgradua-

15	 Véase: https://www.cronica.com.mx/academia/sistema-posgrados-conahcyt-excluye- 
miles-programas-becas.html, consultado el 25 de octubre del 2023. 

https://conacyt.mx/convocatorias/convocatoria-para-la-integracion-y-funcionamiento-de-la-comision-consultiva-del-comite-directivo-del-programa-investigadoras-e-investigadores-por-mexico-del-conacyt/
https://conacyt.mx/convocatorias/convocatoria-para-la-integracion-y-funcionamiento-de-la-comision-consultiva-del-comite-directivo-del-programa-investigadoras-e-investigadores-por-mexico-del-conacyt/
https://conacyt.mx/convocatorias/convocatoria-para-la-integracion-y-funcionamiento-de-la-comision-consultiva-del-comite-directivo-del-programa-investigadoras-e-investigadores-por-mexico-del-conacyt/
https://www.cronica.com.mx/academia/sistema-posgrados-conahcyt-excluye-miles-programas-becas.html
https://www.cronica.com.mx/academia/sistema-posgrados-conahcyt-excluye-miles-programas-becas.html
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dos (Colpos) con un 93%, la Universidad Autónoma de Chapingo (uach) 
con 92%, el Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide) 
89%, la Universidad Juárez Autónoma de Tabasco (ujat) 87% y, final-
mente, la Universidad Autónoma de Yucatán (uady) con un 86%. Si 
bien hay un par de instituciones de la Zona Metropolitana, la mayoría 
de las ies más afectadas corresponden a ciudades de provincia. Coahui-
la y Tamaulipas pertenecen a la región Noreste. En el caso del Colpos 
con sedes en varias ciudades del país, desde Montecillo, Estado de Mé-
xico hasta Córdoba, Veracruz, o la ujat. Lo mismo ocurre con aquellas 
instituciones tecnológicas —a excepción de la Universidad Aeronáutica 
de Querétaro (unaq)—, en donde los escasos posgrados que tienen es-
tán fuera de las prioridades, criterios y en revisión: Universidad Politéc-
nica Metropolitana de Hidalgo (upmh), Universidad Politécnica del Es-
tado de Morelos (upemor), el Instituto Tecnológico Superior de Tierra 
Blanca (itstb) y, por último, el Instituto Tecnológico Superior de Pánuco 
(itsp), Veracruz.16 

Cabe notar que los criterios definidos por el conahcyt y la posible 
falta de acceso a becas de posgrados en las regiones más frágiles del país 
se sitúan en zonas vulnerables caracterizadas por una mayor presencia 
de conflictos, menor acceso a oportunidades educativas y grandes dificul-
tades para tener mercados laborales sólidos. Destaca el caso del Colpos, 
reconocido como centro de investigación público y adscrito a la Secreta-
ría de Agricultura y Desarrollo Rural que, además de tener sus sedes en 
áreas con dificultades económicas, está orientado en buena medida a la 
vinculación en ciencias agropecuarias. En casos como estos, los criterios 
del conahcyt definidos para regular el nuevo snp no consideran la situa-
ción específica y los problemas particulares de cada uno de los posgrados 
y las instituciones que los alientan, la articulación con otros programas 
—como es el caso de Sembrando Vida—, el apoyo requerido por agricul-
tores de baja escala en situaciones de pobreza, y con escasos recursos 
humanos de alto nivel (sni, Investigadoras e investigadores por México), 
que sostienen los posgrados con enorme dificultad y, a todas luces, no 
podrían medirse con el mismo racero que aquellos concentrados en el 
área metropolitana de la Ciudad de México. 

16	 Fuente: https://animalpolitico.com/sociedad/conahcyt-programas-becas-posgrado, co-
nahcyt prioriza solo 18% de los programas de posgrado para una beca; hay más de 100 
universidades afectadas, 12 de octubre de 2023.

https://animalpolitico.com/sociedad/conahcyt-programas-becas-posgrado
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Tabla 4. ies con mayor porcentaje de programas  

que no cubren criterios del snp, 2023

Instituciones  
de Educación Superior

Porcentaje de programas  
que no cubren los criterios 

conahcyt

Universidad Autónoma de Coahuila (UAdeC) 97%

Universidad Autónoma de Chihuahua (uach) 96%

Universidad Autónoma de Tamaulipas (uat) 95%

Universidad Autónoma de Querétaro (uaq) 94%

Universidad Autónoma de Nayarit (uan) 93%

Colegio de Postgraduados (Colpos) 93%

Universidad Autónoma de Chapingo (uach) 92%

Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide) 89%

Universidad Juárez Autónoma de Tabasco (ujat) 87%

Universidad Autónoma de Yucatán (uady) 86%

Fuente: https://animalpolitico.com/sociedad/conahcyt-programas-becas-posgrado.
conahcyt prioriza solo 18% de los programas de posgrado para una beca; hay más de 100 universidades 
afectadas, 12 de octubre de 2023.

El crecimiento de los posgrados en el pnpc es otro elemento que 
permite explorar el panorama en su conjunto mostrando nuevamente 
que el mayor porcentaje de posgrados los concentran, en orden de impor-
tancia, la región Metropolitana, con la Ciudad de México a la cabeza; la 
Centro Occidente lidereada por Jalisco; y la Noreste encabezada por Nue-
vo León. Estas tres regiones integran casi el 60% de los posgrados en el 
país. En la tabla 5 se muestra que tres regiones disminuyeron levemente 
el porcentaje de posgrados y las otras tres los incrementaron sobre la 
base de una proporción similar. La región Sureste tiene una reducción 
importante en el 2019 de la cual se recupera en el 2021. La Noreste tiene 
el mayor porcentaje en 2015 y pierde casi dos puntos porcentuales  
en 2021.

La evidencia presentada permite conjeturar que los posgrados más 
afectados son aquellos de las regiones con menores capacidades científi-
cas y tecnológicas en el país que además, en términos generales, son las 
que tienen a las localidades más desfavorecidas económicamente (véase 
tabla 5). 

https://animalpolitico.com/sociedad/conahcyt-programas-becas-posgrado
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Tabla 5. Programas reconocidos en el pnpc 2014 a 2021

Regiones
Valores relativos (%)

2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021

Noroeste 12.28 12.43 12.32 12.46 12.25 12.45 12.10 12.65

Noreste 17.73 18.18 17.45 17.32 16.77 16.42 15.82 16.67

Centro 
Occidente 17.53 19.83 17.59 17.37 18.40 19.12 18.15 18.03

Metropolitana 25.26 25.12 25.91 25.75 26.14 25.76 25.60 25.21

Centro Sur 14.86 11.86 14.60 14.45 14.22 14.41 15.59 14.84

Sureste 12.33 12.58 12.13 12.64 12.21 11.83 12.74 12.60

Fuente: estimación propia a partir de datos de Execum, https://www.execum.unam.mx/#, consultado el 
10 de octubre del 2023.

Aunado a la potencial afectación al número de posgrados en las 
regiones más frágiles en el país, las amplias repercusiones y los efectos de 
la violencia generada por el narcotráfico son otro factor necesario que 
considerar al diseñar mecanismos de apoyo a los posgrados en situacio-
nes con características tan disímiles en México. El estudio de Prieto Cu-
riel (2023) presenta una estimación donde los Cárteles de la droga se 
erigen como el 5.o empleador en el país generando entre 160 000 y 185 000 
empleos. Algunos de los estados más afectados —a sabiendas de cuán 
variable es la situación y presencia del crimen— son Veracruz, Tamauli-
pas, Baja California Norte, entre otros, y dotar de una oferta sólida de 
alternativas de formación tendría que estar alineado con la generación 
de mayores oportunidades académicas y profesionales para los jóvenes de 
la región.

En un estudio reciente, se documentó, por ejemplo, que los padres 
de familia exigieron —previo a la pandemia— a las autoridades de la Uni-
versidad Autónoma de Tamaulipas ofrecer modalidades en línea para que 
sus hijos pudieran concluir sus estudios, ya que la violencia en algunas 
zonas hacía muy complejo acudir presencialmente a la universidad (Quiroz 
Lima, 2020). 

Las reacciones que suscitó la aprobación del snp y los criterios 
para distinguir los cuatro niveles propuestos: de investigación, profesio-
nalizantes, de instituciones públicas y privadas, causó tal revuelo entre 
las ies del país que, se realizaron ajustes parciales en posgrados e institu-

https://www.execum.unam.mx/
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ciones específicas. Sin embargo, hasta ahora no se identificaron ajustes a 
los lineamientos.

Existe cierta evidencia anecdótica que permite sugerir que las 
universidades e ies que tienen mayor cercanía a la administración del 
conahcyt, a los tomadores de decisiones, cuentan con mayores oportu-
nidades de negociación. La tabla 6 sintetiza la situación de los programas 
de posgrado de acuerdo con los lineamientos aprobados, tanto aquellos 
que cumplen y se clasifican como prioridad 1, como aquellos que no atien-
den los lineamientos definidos en el snp.  

Tabla 6. Situación de los programas de posgrado en el snp, 2023

REGIÓN

PROGRAMAS 
DE 

POSGRADO
TIPO DE 

INSTITUCIÓN
ESTATUS  

DEL PROGRAMA
ORIENTACIÓN  

DEL PROGRAMA

N° % Pública Privada

Cumple  
los linea
mientos

En 
revisión

Investi
gación

Profesio
nalización

Noroeste   401   13.5   399     2   300 101   154   247

Noreste   474   15.9   450   24   359 115   180   294

Centro 
Occidente   504   16.9   486   18   414   90   200   304

Metropo
litana   676   22.7   632   44   553 123   354   322

Centro 
Sur   470   15.8   437   33   361 109   183   287

Sureste   450   15.1   442     8   405   45   140   310

Total 2 975 100.0 2 846 129 2 392 583 1 211 1 764

Fuente: elaborada a partir de https://conahcyt.mx/consultas-snp/, consultado el 30 de octubre del 2023. 

La tabla 7 presenta el conjunto de programas que cumplen los li-
neamientos definidos a partir de las nuevas regulaciones. La región con 
el mayor número de programas de posgrado que cumplen con los nuevos 
lineamientos es la Metropolitana, en segundo lugar, la Centro Occidente 
y, en tercer lugar, la Noreste.

El patrón se refuerza: las instituciones más fuertes que cuentan 
con mayores recursos económicos, de investigación y administrativos 
tienen mayor capacidad para cumplir y ajustar sus programas y, con ello, 

https://conahcyt.mx/consultas-snp/
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responder con rapidez a los cambios en las reglas. Las regiones con el 
mayor número de programas profesionalizantes son la Sureste, Centro 
Occidente y Centro Sur. 

Tabla 7. Programas de posgrado que cumplen  
con los lineamientos del snp por región, 2023

REGIÓN

ESTATUS ORIENTACIÓN TIPO DE 
INSTITUCIÓN

Cumple 
Linea

mientos

Especiales Investi
gación

Profesio
nalización

Pública Privada

Noroeste   266   34 154 146 300   0

Noreste   311   48 180 179 343 16

Centro 
Occidente   367   47 199 215 410   4

Metropolitana   519   34 351 202 527 26

Centro Sur   303   58 180 181 357   4

Sureste   269 136 140 265 405   0

Total 2 035 357 1 204 1 188 2 342 50

Fuente: elaborada a partir de https://conahcyt.mx/consultas-snp/, consultado el 30 de octubre de 2023. 

En la tabla 8 se incluyen aquellos posgrados que no cumplen con 
los lineamientos del snp con base en los diferentes criterios especificados. 
En total se identifican 583, la región con mayores problemas es la Metro-
politana, seguida de la Noreste y la Centro Sur. En el detalle, las regiones 
con menor cumplimiento con relación al número de investigadores 
miembros del sni que deben integrar los posgrados es la Noreste, Metro-
politana y Noroeste. Las regiones con posgrados que no atienden los li-
neamientos sobre el cumplimiento del cobro de cuotas son, en orden de 
mayor a menor, la Centro Sur, la Noreste y la Noroeste. La situación es-
pecífica de las regiones tendría que analizarse con mayor detalle diferen-
ciando la fortaleza institucional de las ies, por un lado, y las capacidades 
científicas y tecnológicas con que cuentan, por el otro. 

https://conahcyt.mx/consultas-snp/
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Tabla 8. Posgrados que no cumplen  
con lineamientos del snp, 2023

REGIÓN

ESTATUS

No cumple 
lineamientos 
sobre cuotas

No 
cumple 
con sni

No 
cumple 
relación 
tutorías

No 
cumple 

acuerdos

Paráme
tros no 
contem
plados

Total

Noroeste   2   65   0   0   34 101

Noreste 10   69   5   2   29 115

Centro 
Occidente   4   43   2   1   40   90

Metropolitana   8   67   4   4   40 123

Centro Sur 25   49   1   7   27 109

Sureste   4   30   0   0   11   45

Total 53 323 12 14 181 583

Fuente: elaborada a partir de https://conahcyt.mx/consultas-snp/, consultado el 30 de octubre de 2023. 

Una investigación reciente aporta más evidencia en esta misma 
dirección. El sistema de posgrados y becas está concentrado en la zona 
centro del país y las instituciones que alberga. El 60% de las solicitudes 
de 2013 a 2016 son de la Ciudad de México y del noreste del país. Tam-
bién es desigual, esto es, no distribuye oportunidades a las ies y estados 
más desfavorecidos del país. Por ejemplo, el 38% de los evaluadores per-
tenece a instituciones públicas de la Ciudad de México, y el 25% del cen-
tro del país. Además, las ies que más solicitudes tienen por cada mil 
egresados, si bien son públicas, pertenecen a la élite del país y están con-
centradas también en la Ciudad de México (39%), el Noreste, donde se 
incluye Nuevo León, con un 20%, y 4% en el Noroeste, mientras que el 
Suroeste no presenta solicitudes en el periodo de estudio. El primer lugar 
lo tiene la Escuela Nacional de Antropología e Historia (enah), El Cole-
gio de México (colmex), el Centro de Investigación y de Docencia Econó-
micas (cide), El Colegio de San Luis (colsan) y el Instituto Mora. Mien-
tras que las instituciones con el mayor porcentaje de solicitudes que 
formalizan el proceso para la asignación de becas están, en primer lugar, 
el Centro de Investigación y de Estudios Avanzados (cinvestav) del Ins-
tituto Politécnico Nacional (ipn) con un 79%, la enah con un 75%, el 

https://conahcyt.mx/consultas-snp/
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Centro de Investigación Científica y de Educación Superior de Ensenada 
(cicese) con 75%, el cide con 71% y el colmex con un 68% (Arceo Gó-
mez et al., 2023). 

La información oficial fluye con menor velocidad y claridad que 
la requerida por las ies para ajustarse a los nuevos cambios. Los coor-
dinadores de posgrado tienen información limitada mientras resuelven 
los problemas de su dinámica cotidiana y evalúan estrategias para en-
frentar la incertidumbre futura. Cabe esperar que las ies de la periferia, 
los institutos tecnológicos que atienden a zonas con mayores caren-
cias, las universidades públicas estatales y los centros públicos tendrán 
menores oportunidades de negociar directamente. Es probable conje-
turar, dadas las reacciones de las últimas semanas, que los lineamien-
tos se han definido como un aviso para impulsar el ajuste y depuración 
de los posgrados, con un componente presupuestal importante. Sin em-
bargo, hasta ahora no se explicitan con precisión los objetivos que se 
persiguen con el snp, los fundamentos analíticos y empíricos, los crite-
rios diferenciadores, y las estrategias de implementación y solución. 
Bajo tales consideraciones, la pregunta obligada sería si efectivamente 
hay cambios de fondo en el snp.

¿Cambios inesperados  
o todo sigue igual?

El argumento central, que se esboza a partir del análisis del snp en el 
marco de la lghcti, con respecto a las afectaciones tanto a los posgra-
dos como a las becas tiene al menos dos componentes. En primer lugar, 
la exploración de la ley y el nuevo reglamento de posgrados sugieren 
que hay cientos de cambios de fondo y, de alguna manera, inesperados, 
¿por qué inesperados? El artículo 3º constitucional plantea el acceso 
universal a la ciencia y concibe a esta como un derecho humano. Asimis-
mo, en numerosas ocasiones se ha planteado que todos los estudiantes 
tendrán acceso a las becas sin intermediarios. El primer cuestionamiento 
que se ha esgrimido tiene que ver con la exclusión de las universidades 
privadas y, más recientemente, de instituciones como los tecnológicos. 
En segundo lugar, se plantea que los problemas de fondo como el dise-
ño de los incentivos del sistema de cti del país no se diagnostican, ni se 
explicitan, ni se atienden. Por el contrario, se favorecen las institu-
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ciones de educación con mayores capacidades y se afecta a las más 
frágiles. 

Es necesario señalar también que no se abordan ni evidencian las 
debilidades institucionales en el sistema de cti, por lo que, en ese sentido, 
los posgrados y las becas no parecen tener cambios de fondo. Este aspec-
to implica continuar con las mismas trayectorias, con un menor número 
de posgrados, donde las instituciones con menos capacidades sufrirán las 
consecuencias, continuará el crecimiento de la centralización de posgra-
dos, becas y por lo tanto doctores, y se profundizarán las dificultades para 
las ies periféricas. Estos elementos permiten inferir que, a pesar de los 
aparentes cambios de fondo —como la diferenciación entre público/pri-
vado e investigación/profesionalización—, la articulación del sistema de 
incentivos sni-posgrados-becas no se cuestiona, no se generan mecanis-
mos de reorientación ni de equidad, lo que deriva en la notable falta de 
apoyo a los posgrados e instituciones en los estados con menores capaci-
dades de cti, que además son los más desfavorecidos. Adicionalmente, no 
se explicita la necesidad de reconfigurar el diseño institucional para que, 
por ejemplo, los posgraduados puedan incorporarse al mercado laboral 
(en ies, empresas, sociedad y gobierno). 

El discurso gubernamental y el presupuesto para educación y cti 
no presenta compromisos financieros para crear más plazas donde sería 
el lugar natural de los jóvenes doctores, es decir, las ies estatales, institu-
ciones con mayor número de profesores de asignatura, las cuales operan 
a niveles sumamente insuficientes de docentes, académicos e investiga-
dores. Otro elemento que emerge en estos primeros días lo constituye la 
desinstitucionalización de rutinas, procesos y criterios, así como un cre-
cimiento —hasta ahora con mera evidencia anecdótica— de la discreciona-
lidad en la clasificación de los posgrados. Cabría suponer en este ámbito 
que las universidades e ies más allegadas al poder y, por consiguiente, 
con mayor capacidad de negociación (lobbing) tendrán mayores posibili-
dades de que sus posgrados se mantengan dentro de los criterios señala-
dos como prioritarios.  

Las investigaciones sobre el posgrado en México, sus prácticas, la 
calidad de los programas, el impacto en el desarrollo económico y social, 
y la incorporación de los egresados en el mercado laboral son, todavía, in-
suficientes. Es posible que los propios posgrados hayan desarrollado inves-
tigación para la toma de decisiones que no es del conocimiento de la co-
munidad académica. A pesar de que la investigación sobre el posgrado es 
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un campo relativamente reciente en la investigación educativa, en los 
estados del conocimiento previos se integran hasta 2013 de manera trans-
versal (Maldonado Maldonado, 2013), no se identifica con nitidez su in-
corporación en el diagnóstico público que avala el cambio de criterios, el 
nuevo diseño del snp y las regulaciones aprobadas en la lghcti y el regla-
mento sobre el posgrado. En efecto, si bien en la última década han ido 
en aumento los estudios sobre el tema, todavía no se observa un campo 
de investigación robusto, no obstante, algunos de los problemas clave se 
van explicitando. 

El Estado del Conocimiento sobre Educación Superior, Ciencia, Tec-
nología e Innovación (escti) del Consejo Mexicano de Investigación Edu-
cativa (comie) señala, con las limitaciones de la metodología definida para 
ello, que se identificaron únicamente 136 publicaciones sobre posgrado 
entre 2012 y 2021. Este número representa tan solo el 7.6%, o el tercer 
campo temático con el menor número de contribuciones, de las publica-
ciones respecto al conjunto de temas de investigación en el área 11 (escti). 
Por ejemplo, como se puede observar en la figura 1, lo que se denominó 
Temas emergentes e Internacionalización y globalización de la educación 
superior son incluso más numerosos, (Díaz et al., 2023) a pesar de que su 
estudio inició mucho más tarde que el de los posgrados.

Figura 1. Publicaciones por tema  

y tipo de documento, 2012 a 2021

Fuente: Díaz et al. (2023, 24).
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Asimismo, el análisis de la investigación sobre el posgrado en Mé-
xico reporta, en el periodo de 2012 a 2021, diversos estudios sobre cuatro 
líneas de investigación complementarias: los profesores del posgrado, la 
formación de los académicos que atienden el posgrado, los estudiantes, y 
el efecto de las políticas públicas en aspectos como el financiamiento y la 
gestión (Salas Durazo y Díaz, 2023). Sin embargo, hay aspectos cuyo 
abordaje es aún muy escaso, tales como la incorporación de los posgra-
duados al mercado laboral (Chavoya Peña, 2013), y estudios longitudina-
les sobre las prácticas y rutinas en el posgrado asociadas a los incentivos 
que articulan, por ejemplo, la permanencia en el sni y el número de estu-
diantes, entre otros elementos. La revisión de las investigaciones del pe-
riodo permite concluir que es un campo todavía atomizado, que no nece-
sariamente ha construido líneas de investigación sistemáticas, impulsadas 
por comunidades de investigación integradas con un trabajo permanente 
en el tema. 

Uno de los sesgos identificados tiene que ver con el hecho de que el 
análisis del posgrado deja de lado subsistemas menos consolidados como 
las universidades e institutos tecnológicos, las interculturales y las nor-
males, entre otros. Asimismo, los estudios evidencian la influencia de las 
políticas públicas en la modelación del sistema (Salas Durazo, 2023). 

A pesar de las limitaciones identificadas en el campo y las oportu-
nidades para fortalecer la investigación sobre el posgrado, existen, por un 
lado, estudios que revelan problemas puntuales que pudieran resolverse 
desde el rediseño de la política y las regulaciones definidas para este nivel 
educativo, y por otro lado, hay algunos estudios que justifican también la 
relevancia del mismo. Se destacan de entre los estudios que analizan el 
posgrado, algunos que subrayan el problema del empleo, el ingreso y las 
motivaciones para ingresar a una maestría o doctorado en México. López 
Jiménez evidencia que el componente económico constituye un incentivo 
importante para iniciar un posgrado, dada la falta de expectativas en el 
mercado laboral del país, pero también por el desencanto sobre lo que se 
observa de la vida y la trayectoria académica (López Jiménez, 2022). Una 
persona entrevistada, para tal investigación, plantea sobre las becas y la 
carrera académica:

Sabía que les daban beca, pero no sabía de cuánto, hay muchos que en-

tran, y yo los comprendo, a un posgrado por la cuestión económica. Lo 

ven como un trabajo y no como una vocación académica, hay que ser 
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honestos ¿quién entra a Sociología por gusto? Yo sí entré porque me 

gusta; yo estudiaba Ingeniería en Sistemas, pero me gustaba más Socio-

logía, pero además porque mis condiciones económicas me lo permi-

tían, yo sí tenía amor a mis investigaciones, curiosidad o sea la beca sí es 

importante, pero no sabía bien de cuánto era (DOC.5.MA en López Jimé-

nez, 2022, 60).

Los hallazgos implican que, aunque la beca es un elemento que de-
fine el ingreso, el tránsito por el mundo académico no está exento de desin-
centivos importantes. Si bien se trata de un estudio que no se puede ge-
neralizar, sí sugiere algunos efectos no deseados a partir de la trayectoria 
escolar y de los mecanismos de ingreso, tránsito y egreso. Otro estudio, 
sobre esta misma línea, apunta a que las becas se convierten en seguros 
de desempleo, y, al mismo tiempo, se evidencian las prácticas antiacadé-
micas en el Padrón Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc), al propiciar 
que ingresen y egresen personas sin las cualificaciones necesarias por la 
necesidad de tener posgraduados, y alentar la eficiencia terminal (Collin, 
2023). En esta línea también se discute el papel de los estudios de posgra-
do en el empleo. Se observa que las personas con doctorado incrementan 
hasta en un 45% sus ingresos. También se evidencia que el posgrado ge-
nera, sobre todo, oportunidades de vinculación para acceder al empleo, 
pero en este proceso se construyen relaciones desiguales y, además, ni la 
consolidación del programa en el pnpc ni el nivel en el sni de los profeso-
res en el programa resultan significativos17 (Yáñez Rivas, 2020). Y, más 
allá de las limitaciones que puedan tener, los estudios indican el tipo de 
problemas a resolver mediante la política pública en esta materia. 

En otra línea de investigación, más orientada a resaltar la impor-
tancia de promover este nivel educativo en el país, se identifican algunos 
estudios que enfatizan la función que desempeña el posgrado en el desa-
rrollo económico. Por ejemplo, tanto el número de becas y programas en 
el pnpc son un componente esencial para explicar la capacidad de inno-
vación en el país, debido a que explica el 29% de las variaciones; asimis-
mo se identifica un efecto positivo en el pib per cápita (Alarcón, 2021). 
Otro estudio similar señala que el gasto público en investigación y desa-

17	 Este estudio es muy relevante porque se realiza a partir de la base de datos del conjunto 
de egresados de doctorado entre 2005 y 2012 del propio conacyt, con una tasa de res-
puesta de alrededor del 76% de las personas registradas en el pnpc, del total de 1 567, el 
análisis se realizó sobre 796.
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rrollo, las becas otorgadas por el conacyt para posgrado, así como el 
número de artículos publicados por científicos mexicanos están asocia-
dos positivamente al crecimiento económico. En particular, se enfatiza el 
incremento en el número de becas y su impacto en el pib (Ramírez Lozano 
y Vázquez Guzmán, 2023). En ambos casos, el peso que tienen las becas y 
los programas es considerable, sobre todo en un país con enormes fragi-
lidades en cuanto al número de científicos.

Al menos un par de recomendaciones se derivan de tales investi-
gaciones, los datos sobre los posgrados y becas de las fuentes oficiales, y 
los estudios previos: (i) las políticas públicas y programas para este nivel 
educativo, si bien han fomentado el crecimiento y la consolidación de 
los posgrados, también han generado efectos negativos, que repercuten 
en la calidad de los egresados y del posgrado mismo. Los mecanismos y 
la articulación entre el posgrado y el sni parecen privilegiar el egreso 
frente a la calidad, generando incentivos perversos. (ii) El efecto directo 
e indirecto del posgrado y la alta calificación de profesionales es un fac-
tor determinante del desarrollo económico y social; más aún, las becas 
juegan un papel central en la generación de condiciones de equidad para 
el acceso a estos niveles educativos y, con ello, incidir positivamente en 
la trayectoria de las personas y en el rumbo del país. Sin embargo, la con-
centración de capacidades y, a modo de reiteración, los efectos no desea-
dos de los mecanismos de ingreso, tránsito y egreso pueden tener impac-
tos muy negativos. Estos efectos pueden diluirse a través del rediseño 
institucional (programas, leyes, reglamentos, incentivos), sin embargo, 
el snp actual no incide en los mismos, ni establece estrategias para atender 
los problemas del posgrado identificados en estas investigaciones. La 
pregunta que emerge es ¿por qué la lghcti, el snp y el nuevo reglamento 
de posgrados no generan mecanismos para paliar y resolver tales pro-
blemas?

En la tabla 9 se sintetizan en la columna A los problemas definidos 
en la exposición de motivos de la lghcti (diagnóstico) y las soluciones en 
la misma ley y en el reglamento de posgrado publicado en el dof. En la 
columna B se identifican efectos potenciales de las soluciones propuestas 
y, por su parte, en la columna C los aspectos no atendidos en el pnpc y 
para los cuales el nuevo sistema propuesto ya sea por el conahcyt o el 
gobierno federal en el ámbito de su competencia tampoco abordan. Un 
primer asunto que se pone de relieve tiene que ver con el crecimiento de 
programas en instituciones de educación privadas con la consiguiente 
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mercantilización del posgrado en general. La solución que se establece es 
restringir las becas de posgrado en las ies privadas al incluirlas en los 
criterios 3 y 4 (instituciones privadas que ofrecen programas de investi-
gación y profesionalizantes). Sin embargo, esta clasificación pudiera in-
crementar la mercantilización en ies públicas estatales que no cuentan 
con suficientes investigadores del sni para que sus posgrados sean de in-
vestigación, precisamente donde se requieren profesionales calificados 
para el ámbito laboral. Adicionalmente, este criterio —como se ha evi-
denciado— contraviene lo establecido en el artículo 3º constitucional re-
lativo a la universalidad en el acceso (problema 2). Además de los efectos 
potenciales, un primer aspecto no atendido es que no se acompañan 
los cambios regulativos con un rediseño institucional que genere, por ejem-
plo, mayores oportunidades en el mercado laboral (empresas privadas, 
ies públicas estatales, etc.), se carece de incentivos para la absorción de 
profesionales calificados. La mercantilización y la potencial disminución 
de becas para posgrados de investigación en ies privadas y para posgrados 

Tabla 9. Problemas y soluciones para  

el posgrado en el marco de la lghcti, 2023

(A)

Problemas y soluciones 2023

(B)

Efectos de las soluciones

(C)

Aspectos no atendidos 

(1) Crecimiento de 
programas en ies privadas 
y mercantilización del 
posgrado en general

En las instituciones 
estatales se incrementará  
la mercantilización.

Sin estrategias para 
mejorar los arreglos 
institucionales (mercado 
laboral)

(2) Sin acceso universal  
a las becas

Más postulantes  
sin acceso a becas

Sin mecanismos 
redistributivos suficientes

(3) Falta de calidad  
en el diseño

No se cuestiona  
la calidad

Malas prácticas, 
discrecionalidad en el 
entramado sni-snp

(4) Colaboración y 
corresponsabilidad

La responsabilidad  
se transfiere a las ies

Los estados e instituciones 
más pobres serán más 
afectados

Fuente: elaboración propia a partir del proyecto de decreto por el que se expide la lghcti, Gaceta Parla-
mentaria, año XXVI, núm. 6174-XII, martes 13 de diciembre de 2022; Reglamento de becas del conah-
cyt publicado en el dof el 10 de julio del 2023, https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-
go=5694891&fecha=10/07/2023#gsc.tab=0, y Lineamientos del snp del conahcyt publicados el 16 de 
agosto del 2023, https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5698698&fecha=16/08/2023#gsc.
tab=0. La información para la síntesis de la columna A se derivó de la lectura de estos documentos.
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profesionalizantes en ies públicas y privadas, además de incrementar el 
número de estudiantes sin becas, generará barreras de acceso a este nivel 
educativo para los aspirantes de menores recursos que no puedan solven-
tar sus estudios de posgrado por su cuenta. El rediseño no considera que 
las becas son mecanismos redistributivos que incentivan la participación 
de estudiantes de menores ingresos en instituciones y localidades con me-
nor acceso a este nivel educativo. En general, como se ha mostrado, son 
ies tecnológicas, de provincia, con capacidades científicas y tecnológicas 
limitadas (investigadores, infraestructura, posgrados de investigación, 
etcétera). 

Lo que se identifica como el problema 3 en la Exposición de moti-
vos y los lineamientos para el posgrado tiene que ver con la falta de cali-
dad en el diseño de los programas, lo cual sin lugar a duda es cierto en 
algunos posgrados. Sin embargo, la evidencia presentada en los documen-
tos oficiales es escasa y no se presentan los estudios que los respaldan, 
más allá de eso, se sostiene que los posgrados no plantearon mecanismos 
para la evaluación cualitativa del rigor epistemológico, pero no se clarifi-
can las estrategias para revertir esta situación. En los documentos públicos 
consultados no se exponen los dispositivos, nuevas formas de evaluación 
de los programas, criterios de selección de aspirantes, procesos para el re-
diseño, ni siquiera los elementos puntuales que están detrás de los crite-
rios definidos para clasificarlos. El elemento de fondo que se deja sin re-
solver es el de los incentivos, los cuales se mantienen intactos en buena 
medida, a pesar de cierto cambio en los criterios. En particular, se alude 
a las malas prácticas y a la discrecionalidad generada en los procesos de 
ingreso, tránsito y egreso del posgrado asociada a la articulación de los 
incentivos derivados del sni, el diseño del snp que requiere un número de 
sni, programas de investigación, etc., y las becas. El cuarto problema que 
emerge se vincula a lo que conahcyt plantea como alentar la colabora-
ción y corresponsabilidad en el otorgamiento de las becas, lo cual implica 
una participación en el cofinanciamiento de las ies que tienen programas 
de posgrado reconocidos en el snp. Esta solución transfiere a las ies la 
responsabilidad, lo que potencialmente producirá una mayor concentra-
ción debido a que las instituciones estatales no cuentan con figuras de 
profesor investigador, cuya planta académica está integrada en su mayo-
ría por profesores de asignatura, y cuya capacidad de negociar el presu-
puesto es muy limitada, de modo que seguirán rezagadas (como ya lo 
están). En particular, las afectaciones serán mayores para los subsistemas 
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con menor autonomía (tecnológicos, interculturales, normales, etc.) y con 
menos recursos. Una consecuencia factible es que los estados e institu-
ciones más pobres seguirán siendo los más afectados. 

Reflexiones finales y perspectivas  
frente al cambio de gobierno

Este ensayo presenta un breve balance a partir de las regulaciones deri-
vadas de la lghcti, los lineamientos del snp, el reglamento de becas y algu-
nas características recientes de los posgrados en México derivadas de los 
cambios enfrentados. El argumento que vertebra la evidencia parte de 
que el conjunto de cambios, que parecieran de fondo, no llega a la raíz 
de los problemas que se han documentado. En cierta medida son cam-
bios inesperados porque contravienen los fines discursivos de la transfor-
mación, parecieran no definir mecanismos para distribuir oportunidades 
en las instituciones y estados más desfavorecidos, y corren el riesgo de 
profundizar la inequidad actual. La universalidad queda también como 
una aspiración al definir la corresponsabilidad en las ies del país, sin con-
siderar la diversidad y la fragilidad institucional en las que la mayoría de 
ellas están inmersas. En este ámbito, los cambios resultan inesperados ante 
un discurso gubernamental que enarbola la bandera de becas universales, 
ciencia para los pobres y responsabilidad social. Sin embargo, los recur-
sos económicos asignados y los cambios que han ocurrido sugieren que 
no hay indicios de cambios para impulsar una mayor equidad en la dis-
tribución de oportunidades. 

El proceso desencadenado a partir de la aprobación de la lghcti y, 
posteriormente, el snp y el reglamento de becas ha mostrado, además, una 
comunidad científica fragmentada, con necesidades muy diversas, con ca-
pacidades de negociación concentradas en las instituciones más robustas. 
De igual manera, este proceso ha evidenciado la fragilidad y falta de me-
canismos de participación abierta, descentralizada, colectiva y pública, lo 
que a su vez revela que la discusión y/o el diálogo sigue atrapado en las 
viejas y nuevas élites, sin dar voz a otros participantes con los mismos de-
rechos. Asimismo, se observa un proceso de desinstitucionalización en 
donde las viejas reglas dejan de funcionar, pero no alcanzan a consolidar-
se las nuevas reglas en el proceso de sustitución de unas por otras. Esta 
desinstitucionalización también favorece a las grandes ies y no a aquellas 
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de la periferia, incluidas aquellas de las regiones menos dinámicas eco-
nómicamente. 

El paquete de incentivos si bien se reduce y presenta un ajuste de 
los criterios parece no tener cambios de fondo. No existen mecanismos 
para alentar la participación y la calidad en instituciones del país que no 
cuentan con el número de investigadores necesarios para impulsar un pos-
grado de calidad. No hay programas ni mecanismos para disminuir la con-
centración de recursos económicos y humanos en las áreas geográficas 
más sólidas del país. La infraestructura, los programas de apoyo a la inves-
tigación y los espacios de participación siguen siendo para élites, ahora nue-
vas y seleccionadas probablemente con otros parámetros, pero sin dar 
cabida a los sistemáticamente excluidos. Los arreglos institucionales tam-
poco se reconfiguran, el mercado de trabajo se deja a su libre funciona-
miento al más puro estilo laissez faire, lo mismo ocurre con el mercado 
académico donde tampoco se diseñan mecanismos redistributivos. Los 
jóvenes académicos, los profesores de asignatura, las universidades tecno-
lógicas, normales, interculturales, las estatales en las geografías con ma-
yores dificultades y conflictos con presupuestos reducidos. Así, cambia 
en cierto sentido la forma, pero no cambia el fondo.

La transformación del sistema de cti lleva su tiempo; requiere, para 
empezar, un diagnóstico detallado como lo recomiendan las buenas prác-
ticas derivadas del enfoque de política basada en evidencia. Es importan-
te también el conocimiento de configuraciones institucionales y mecanis-
mos que conduzcan de manera más eficaz y eficiente a fortalecer el sistema 
en su conjunto y disminuyan la concentración. La colaboración y corres-
ponsabilidad que se impulsa parece, en este contexto, una propuesta arries-
gada con el potencial de fragilizar aún más al snp y la distribución de 
becas, dado que los estados y las instituciones con más recursos serán 
nuevamente los más favorecidos. Los cambios definidos en los nuevos ins-
trumentos no presentan mecanismos e incentivos para apoyar a las insti-
tuciones de educación más frágiles, menos aún para distribuir los benefi-
cios sociales de la ciencia a los jóvenes que lo requieran, por lo que la 
equidad se ve como una quimera.  

¿Qué esperar en el periodo de gobierno 2024-2030? El documento 
“100 pasos para la transformación” de Claudia Sheinbaum presenta esca-
sos elementos para prever un cambio que impacte positivamente al pos-
grado a nivel nacional. Respecto a las becas, se reitera, por ejemplo, que 
los estudiantes de preescolar, primaria y secundarias públicas tendrán 
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acceso a una beca universal (paso 20). Se plantea que se incrementarán 
las becas para la educación media superior (paso 21). En el paso 22, se 
señala que las becas para estudiantes universitarios se duplicarán hasta 
alcanzar un millón. En cuanto al posgrado, se postula que la beca se in-
crementará gradualmente (en el paso 23). El documento alude a los pos-
grados en tres sentidos. En un primer momento los señala como una opor-
tunidad para profesionalizar al magisterio. En segundo lugar, se plantea 
que el sostenimiento del posgrado debe ocurrir a través de un proceso de 
concertación y coordinación entre diversas instituciones, gobiernos esta-
tales y federales, lo cual podría generar nuevamente un fortalecimiento de 
los posgrados en aquellas regiones o estados más robustos económicamen-
te. Finalmente, se menciona que se revisarán aquellos posgrados, tanto 
nacionales como extranjeros, que permiten fortalecer las capacidades de 
ciencia, tecnología e innovación. Este último punto pareciera dar cierta 
esperanza de un viraje. En esta visión coincide Canales (2024) cuando 
señala que las propuestas de la presidenta electa muestran un cambio 
más que continuidad en la investigación, la tecnología y la innovación. 
Sin embargo, la austeridad sigue siendo el eje articulador de las políticas 
de cti.

Sobre el snp, la presidenta electa Sheinbaum solo menciona que 
este enfoque alternativo sustituye al pnpc (p. 387). Adicionalmente, el 
Proyecto de nación 2024-2030 impulsado por el Consejo Nacional More-
nista, solo menciona la falta de plazas en la educación superior para pro-
fesionales con posgrado y la promoción de un mayor número de becas 
para los sectores más vulnerables. De modo que los escasos indicios no 
muestran una clara tendencia ni de cambio ni de continuidad. El anun-
cio de la creación de la secihti que integrará las actividades y atribuciones 
del conahcyt, y en cuya dirección está la doctora Rosaura Ruiz, pudiera 
ser otra razón para considerar un cambio de rumbo importante en este 
ámbito. Sin embargo, los proyectos insignia de la Ciudad de México, las 
universidades de la salud y las Rosario Castellanos se transferirán al ám-
bito federal a través de la secihti, en lugar de ubicarse en la Secretaría de 
Educación Pública (sep). Los indicios en todo caso son contradictorios. 
La disminución de becas en este sexenio en el contexto de una de las ma-
yores reducciones al presupuesto de ciencia y tecnología como porcenta-
je del pib, irrisorio de por sí, hace ver cuesta arriba el crecimiento y re-
configuración de los posgrados, particularmente cuando los intereses miran 
hacia otro lado. 
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Para cuando este capítulo se publique, habrá de hacerse efectiva la 

desaparición del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (conacyt), 

institución que acompañó al desarrollo científico y tecnológico del 

país de 1970 a 2024. La creación de una secretaría del ramo deberá 

atender los asuntos aquí planteados con la finalidad de aprovechar la 

transición administrativa para mejorar los programas y sanear los re-

gistros que permitan el seguimiento de sus acciones con transparen-

cia y responsabilidad.

Desde la actual perspectiva del derecho humano al disfrute de los benefi-
cios del conocimiento científico y de la tecnología, resulta indispensable 
que un país cuente con cuadros capacitados para su generación, asimila-
ción, adaptación y transmisión. En nuestro país se considera que la falta 
de personal especializado para actividades de investigación científica y 
social, así como para el desarrollo de tecnología propia, constituye un 
problema de interés público y, en consecuencia, el Estado está obligado a 
atenderlo.

Al tratarse de un problema de nivel estratégico, no existe una única 
dependencia responsable de atenderlo, sino que se cuenta con una bate-
ría de dependencias y organizaciones de los diferentes órdenes de gobierno 
que participan activamente. 

En esta lógica, la Secretaría de Educación Pública (sep) es la res-
ponsable del fondeo y organización de las Instituciones de Educación 
Superior (ies), públicas o privadas, donde se forman los cuadros, sobre 
todo a nivel de posgrado, siendo los ámbitos de inversión de esta secreta-
ría la construcción y consolidación de infraestructura, el pago de docentes 

1	 Instituto de Fisiología Celular, Universidad Nacional Autónoma de México (unam). 
2	 Instituto de Biotecnología, unam. 
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de un instrumento integral para la  

formación de jóvenes investigadores



La política científica y tecnológica en el periodo 2018-2024 106

y formadores, y algunos de los gastos de las instituciones durante el desa-
rrollo de proyectos.

Adalid y Diez de Urdanivia (2011) documentan tres fases con res-
pecto a la evolución del sistema de educación superior:

1) Crecimiento cuantitativo. Incremento acelerado, desregulado y 
sujeto a la demanda del posgrado en ies públicas.

2) Incorporación de criterios de calidad. Implementación de un 
sistema de planeación basado en la calidad que orienta la evolu-
ción del sistema.

3) Presupuesto basado en resultados. Una vez establecido el siste-
ma de planeación, la asignación de apoyos se basó en los resul-
tados acreditables.

El conacyt recibió, desde su fundación en 1970, la responsabili-
dad de dispersar los apoyos para estudiantes de posgrado que previamen-
te recaía en la sep. En 1991 se crea el Programa de Becas para Estudios 
de Posgrado, el más antiguo del Consejo y uno de los tres únicos progra-
mas que permanecen vigentes a la fecha, cuyos lineamientos buscaban 
subsanar las deficiencias del sistema: bajos índices de eficiencia terminal, 
poca matrícula, escaso número de profesores de tiempo completo, limi-
tada experiencia en investigación, baja vinculación con el sector produc-
tivo, duplicidad de programas, centralización y falta de infraestructura 
adecuada para el desarrollo de la docencia asociada a la investigación. 
Aunque en un inició contó con 600 becas, el número de becarios del co-
nacyt creció a un ritmo constante hasta alcanzar una matrícula por en-
cima de 62 000 becas en 2018. 

A la par, se establece el Padrón de Posgrados de Excelencia para Cien-
cia y Tecnología con la encomienda de orientar la asignación de recursos en 
función de la calidad de los planes de estudios con base en tres categorías: 
condicionados, emergentes y aprobados. Esta determinación tuvo un pro-
fundo impacto para el sistema de posgrado ya que solamente los estudian-
tes de los 414 posgrados afiliados originalmente al padrón podrían ser bene-
ficiados con becas (García García, 2009; Tinajero Villavicencio, 2005)

Con la finalidad de apoyar a las ies públicas que no contaban con las 
condiciones necesarias para el fortalecimiento de sus posgrados, se lanza 
en 2001 en Programa para el Fortalecimiento del Posgrado Nacional (pfpn), 
un esfuerzo conjunto de la Asociación Nacional de Universidades e Insti-



Elementos para la construcción de un instrumento integral para la formación de jóvenes 107

tuciones de Educación Superior, (anuies), la sep y el conacyt. Gracias a 
este programa, el número de posgrados acreditados ante el conacyt alcanzó 
la cifra de 1 305 para 2010 (Tinajero Villavicencio, 2005).

A partir de 2006, la sep establece el Programa Integral de Fortale-
cimiento al Posgrado (pifop) para darle seguimiento al apoyo a las ies pú-
blicas, mientras que el conacyt rediseña el padrón de posgrados bajo el 
Programa Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc) con base en cuatro cate-
gorías: Competencia Internacional, Consolidado, En Desarrollo, y de Re-
ciente Creación (Mireles, 2008).

Desde su fundación y hasta la creación del Ramo Administrativo 
38 que da seguimiento al presupuesto ejercido por el conacyt, tan solo 
contamos con datos generales provenientes de los padrones de beneficia-
ros. Es a partir de esta fecha y mediante las plataformas de datos abiertos 
que podemos empalmar ambas fuentes, lo que nos permite revisar otros 
aspectos, tales como la eficiencia y la eficacia del programa.

Entre los programas presupuestarios que ejercen actualmente re-
cursos del Ramo 38 se encuentra el de Becas de Posgrado y Apoyos a la 
Calidad. Este programa es la política pública con la que el Consejo reali-
za uno de sus objetivos fundamentales: contribuir al fomento, formación 
y consolidación de capital humano especializado, para fortalecer la com-
petitividad nacional desarrollando mayores capacidades en materia de in-
vestigación científica, desarrollo tecnológico y de innovación. A continua-
ción, analizaremos los indicadores de ejecución de este programa durante 
el periodo 2003-2024.

Asignaciones presupuestales y ejercicio del gasto

El programa presupuestario Becas de Posgrado y Apoyos de Calidad se 
identifica con la clave S190 y es uno de los dos únicos programas del co-
nacyt que cuentan con reglas de operación, siendo el otro el Sistema Na-
cional de Investigadores (sni). Su ejecución se somete con regularidad a 
evaluación por parte del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social (coneval) por considerarse un programa dirigido al de-
sarrollo social.

Las asignaciones presupuestales con las que lo ha dotado la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público (shcp) han sufrido considerables va-
riaciones a través de los años. Al realizar un análisis sobre el presupuesto 
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anual asignado al programa durante el periodo 2003-2024 a valor cons-
tante3 se identifican tres fases: una tendencia de crecimiento de 191% entre 
2003 y 2016, una disminución de –9% entre 2016 y 2020, y una recupera-
ción de 14% en 2021 que ha retrocedido en los siguientes años, disminu-
yendo –1% para 2024.

A su vez, el gasto ejercido en el programa a valor constante permi-
te observar una tendencia de crecimiento de 201% entre 2003 y 2016, una 
disminución de –18% entre 2016 y 2021, seguido de una recuperación de 
16% entre 2021 y 2023. Si bien el presupuesto asignado al programa alcan-
zó su valor real más alto en 2024, el gasto ejercido ha observado un compor-
tamiento distinto en años recientes, destacando diferencias entre los montos 
originalmente aprobados y los ejercidos durante 2021 y 2022. 

Estas discrepancias se derivan de modificaciones presupuestales que 
impactaron negativamente el gasto destinado al programa, de forma que en 
2021 el gasto ejercido fue 17% menor a lo originalmente presupuestado 
(–2 066 millones de pesos), mientras que en 2022 fue 12% menor a lo 
presupuestado (–1 469 mdp).

3	 Se analizó el valor constante a precios de 2018, del presupuesto aprobado en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación (pef).

Figura 1. Programa Becas de Posgrado y Apoyos a la Calidad
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Aunque se estima un aumento real cercano al 1% en el presupues-
to de 2024 respecto al aprobado para 2016, el gasto efectivamente ejer-
cido en el programa observó una disminución real del -18% entre 2016 y 
2021, -15% en 2022, y recuperándose hasta alcanzar -4% en 2023, ejerci-
cio fiscal del que se tiene el registro oficial más reciente.

La caída que experimentó el gasto destinado al programa S190 en 
años recientes constituye una importante restricción financiera que puso 
en entredicho las capacidades del conacyt para llevar a cabo una de sus 
funciones sustantivas. Como se describe a continuación, la reducción del 
financiamiento al programa afectó su adecuada ejecución y redujo el nú-
mero de becas otorgadas, en particular aquellas dirigidas a realizar estu-
dios y estancias de investigación en el extranjero.

Clasificaciones y modalidades de becas otorgadas

A lo largo del tiempo, el registro y cuantificación del número de becas otor-
gadas por el conacyt se ha realizado mediante la siguiente clasificación:

•	Becas Nuevas: Subvenciones formalizadas mediante convenio de 
asignación cuyo inicio se encuentra comprendido dentro del pe-
riodo reportado.

•	Becas Vigentes: Subvenciones cuyo convenio continúa activo al 
momento del registro, independientemente de su año de forma-
lización.

A partir de 2019 se incorporó la clasificación de Becas Administra-
das que incluye toda aquella subvención que haya causado al menos una 
ministración o pago durante el periodo reportado. No obstante, a la fecha 
no existe un informe público que dé cuenta del número total de becas ad-
ministradas por el conacyt durante periodos previos a 2018. En ese sen-
tido, y para comparación retrospectiva, el análisis presentado a continua-
ción se realizó sobre las clasificaciones descritas.

De manera paralela, las becas se categorizan también de acuerdo 
con el país de origen de la institución en la que se desempeñará el becario:

•	Becas Nacionales: Dirigidas para cursar estudios y estancias de 
investigación en instituciones nacionales.
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•	 Becas al Extranjero: Dirigidas para cursar estudios y estancias de 
investigación en instituciones extranjeras.

De forma paulatina, se han generado modalidades adicionales en 
respuesta a ciertos objetivos y necesidades particulares, por ejemplo: a 
partir de 2013 se incorporó la modalidad de Becas Específicas, las cuales 
están dirigidas a impulsar sectores específicos o bien a abatir desigualda-
des sociales. En 2020 se desglosó la modalidad de Becas de Consolidación 
dirigidas a personas con grado de doctorado para realizar proyectos espe-
cíficos de investigación científica, desarrollo tecnológico o de innovación 
mediante estancias posdoctorales, sabáticas o repatriaciones.

Por último, a partir de 2022 se incorporó la modalidad de Becas de 
Formación en cpi otorgadas para cursar estudios de licenciatura en Cen-
tros Públicos de Investigación (cpi) adscritos al conacyt, modalidad que 
anteriormente se ejercía mediante el presupuesto asignado a los diferen-
tes centros.

Entre 2003 y 2015, el registro anual de becas vigentes y becas nuevas 
otorgadas por el conacyt consideraba únicamente las modalidades de 
becas nacionales y al extranjero. Sin embargo, a partir de 2016, se suma 
el número de becas específicas, mientras que a partir de 2022 se incluye-
ron también las becas de formación en cpi. Si bien estas modalidades 
adicionales contribuyen al desarrollo y consolidación de capital humano 
altamente especializado, su adición altera la interpretación del indicador 
a lo largo del tiempo. En ese sentido, y para fines comparativos, el siguiente 
ejercicio se realizó contemplando la estructura original del registro.

El análisis sobre el número total de becas vigentes y becas nuevas 
otorgadas por el conacyt durante el periodo 2003-20214 permite identifi-
car las siguientes tendencias generales, incluyendo el desglose de las ten-
dencias específicas por modalidad:

Becas Nuevas

  I. Aumento global de 300% entre 2003 y 2016,
a. Nacionales: aumento de 265%,
b. Al extranjero: aumento de 595%, y;

4	 Cifras publicadas en los Informes Generales del Estado de la Ciencia, la Tecnología y la 
Innovación 2011-2021 del conacyt.
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II. Disminución global de –29% entre 2016 y 2021,
a. Nacionales: disminución de –15%,
b.Al extranjero: disminución de –89%.

El desplome en cuanto al número de becas nuevas para realizar es-
tudios y estancias en el extranjero ha impactado la proporción que ocupan 
dichas becas del total otorgado. Mientras que en 2016 las becas al extran-
jero comprendieron 19% del total de becas nuevas, la cifra oficial más 
reciente indica que dichas becas representaron apenas 3% del total de 
becas nuevas otorgadas durante 2021. Las variaciones con respecto al nú-
mero de becas nuevas impactan al de becas vigentes a mediano plazo, tal 
como se describe a continuación.

Figura 2. Becas Nuevas conacyt 2003-2021

Becas Vigentes

  I. Aumento global de 366% entre 2003 y 2018,
a. Nacionales: aumento de 399%,
b. Al extranjero: aumento de 213%, y;

II. Disminución global de –15% entre 2018 y 2021,
a. Nacionales: disminución de –7%,
b. Al extranjero: disminución de –76%.

Del mismo modo que el aumento de becas nuevas otorgadas entre 
2003 y 2016 contribuyó al crecimiento del número de becas vigentes, su 
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reciente disminución provocó una caída sobre todo en las destinadas a 
estudios y estancias en el extranjero. Al respecto, en 2018 las becas al 
extranjero comprendían el 12% del total vigente; sin embargo, para 2021 
dichas becas representaron apenas 3%.

Figura 3. Becas Vigentes conacyt 2003-2021

Entre 2018 y 2021 se observan reducciones de -19% en las becas 
de maestría, -3% en las de doctorado, y -54% en las de especialización, de 
intercambio, y estancias posdoctorales y sabáticas. Se desconoce el im-
pacto para los periodos recientes, ya que a la fecha no se han publicado 
los informas anuales que dan cuenta del estado de la Ciencia, Tecnología 
e Innovación (cti) correspondientes a 2022 y 2023.

Figura 4. Becas Vigentes conacyt por nivel de estudio 2003-2021
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La reciente conversión del pnpc al Programa Nacional de Posgrados 
(pnp) modificó el esquema de clasificación de los programas de posgrado, 
dando como resultado la eliminación de 578 programas de estudio, tanto 
de ies privadas como públicas, por no cumplir con los nuevos lineamientos 
o por corresponder a áreas y temas no contemplados en el Acuerdo de la 
Junta de Gobierno del Consejo del 26 de julio de 2023 (conacyt, 2023).

La reducción del padrón con el impacto subsecuente en el número 
de becas nuevas y vigentes se reflejará en los datos del programa a partir 
del 2024. A nuestro parecer, es sumamente importante que no se haya he-
cho un estudio serio sobre el contenido de los 181 programas eliminados 
simplemente por su temática, reduciéndose a una decisión administrativa.

De acuerdo con comunicaciones oficiales del mismo Consejo, la 
reducción en las becas pareciera vincularse a una deficiente presupuesta-
ción del sni, la cual se ha tornado más severa en años recientes (Agoitia 
y Valderrama, 2022). Con base en las cifras más recientes, el sni padece 
un importante déficit presupuestal ya que requirió en 2023 recursos 25% 
por encima de su presupuesto, lo que asciende a más de 2 000 mdp. El 
déficit ha sido cubierto de manera extraordinaria mediante la transferen-
cia de recursos originalmente destinados para el programa de becas de 
posgrado y es posible que el saneamiento de esta discrepancia haya sido 
una motivación no expresada formalmente para la contracción del pnp 
(Agoitia y Valderrama, 2023).

 
Figura 5. Programa Sistema Nacional de Investigadores (sni)
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Consideraciones adicionales sobre las necesidades  
del estudiante de posgrado en México

El financiamiento para la formación de cuadros especializados mediante 
un programa de becas es solamente la mitad de la solución para la cons-
trucción de una comunidad académica robusta. Existen otros aspectos 
institucionales que no han logrado superarse y que impactan de manera 
considerable al desarrollo de nuestros jóvenes investigadores.

El típico estudiante de posgrado en México tiene entre 24 y 32 años, 
la mitad son mujeres y, en una proporción importante, no viven en su 
lugar de origen. La beca de posgrado tan solo alcanza a cubrir la canasta 
básica para dos personas, el pago de renta (muchas veces en viviendas 
compartidas) y otros gastos inmediatos sin margen para el ahorro o la 
inversión. La modificación del reglamento que libera a los estudiantes del 
compromiso de dedicarse tiempo completo al posgrado constituye una 
aceptación tácita por parte del gobierno de la precariedad de la situación 
que viven los becarios en todo el país. Al seguir este mismo razonamiento 
podría argumentarse que, si el becario se compromete a tiempo comple-
to, podría hacerse acreedor a una compensación adicional a ese esfuerzo. 
Sin embargo, estas medidas podrían ser contraproducentes al orillarlos a 
una situación de estrés extrema en contraste con la deseable, que es la 
atención exclusiva de sus estudios.

En la construcción de una carrera académica los estudiantes de pos-
grado dedican la mayor parte de su vida reproductiva al estudio de forma 
que la precariedad de su situación como becarios representa una barrera 
ante la oportunidad de iniciar una familia. Las becarias deberían gozar de 
la misma prerrogativa que reciben las integrantes del sni con el otorga-
miento automático de un año de extensión de beca, hasta dos veces, en la 
situación de parto, cesárea o adopción. En condiciones ideales, este bene-
ficio debería ser extensivo también a la pareja de la madre en caso de ser 
becario o al estudiante mismo en caso de adopción homoparental.

Aunque el programa de becas proporciona acceso a servicios mé-
dicos, la falta de seguridad social afecta el futuro de los jóvenes investigado-
res, sobre todo ahora que en nuestro país las cuentas de pensiones son 
individuales. La incorporación de los becarios en una modalidad equiva-
lente a la que ya ofrece el Instituto Mexicano del Seguro Social (imms) 
para trabajadores domésticos y que incluye servicio de guardería (del que 
no gozan actualmente las becarias), incapacidades, incorporación de 
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dependientes económicos y fondo de pensión atendería esta necesidad sin 
generar un vínculo laboral entre ellos y el conacyt. En este sentido, con-
vendría analizar con atención la estrategia recientemente implementada 
en España (sessp, 2023). 

En última instancia, la oferta de becas posdoctorales alivia tempo-
ralmente la falta de plazas académicas para los jóvenes investigadores, 
mas no resuelve el problema de fondo que es la falta de movilidad dentro 
de las ies. La creación de programas emergentes de incentivos para la ju-
bilación no es materia de este estudio, sin embargo, sí lo es recomendar que 
el otorgamiento de una beca posdoctoral venga acompañado de un fondo 
semilla para la adquisición de equipamiento básico que el investigador 
pueda llevarse consigo al término de su estancia.

La oportunidad que nos presenta el inminente rediseño del Sistema 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá, para ser funcional, 
replantearse el papel del gobierno no solamente como dispersor de recur-
sos, sino como pilar en la construcción de un estado de bienestar para los 
integrantes más vulnerables de la comunidad científica: nuestros jóvenes 
investigadores.
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Judith Zubieta García1

Introducción

En la administración del presidente López Obrador (2018-2024), el marco 
normativo del Sistema Nacional de Investigadores (sni) sufrió ocho modi-
ficaciones que fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación (dof): 
una en 2020, tres en 2021, dos más en 2022, una en 2023 y, la última del 
sexenio, con fecha de febrero de 2024. En realidad, y a pesar de tanto 
remiendo —publicado con la misma frecuencia en el dof—, estamos ha-
blando de cuatro alteraciones a un Reglamento vigente desde 2018, ade-
más de algunas aclaraciones y reformas a uno o más artículos. Parecería 
que a las autoridades que en ese sexenio ocuparon los cargos de responsa-
bilidad de este mal llamado “Sistema” en el Consejo Nacional de Ciencia 
y Tecnología (conacyt) no les resultó fácil entender ni decidir qué es lo 
que podían o querían obtener de un programa de reconocimiento y es-
tímulo, o bien no lograron tener claro para qué les podría haber sido útil. 
Otra pregunta que tiene cabida es si al principio de dicha administración 
lo que se pretendía era limitar su crecimiento y expansión, dados los li-
mitados recursos financieros disponibles, de tal suerte que se ajustara al 
deterioro que muy probablemente enfrentaría dicha institución en su pre-
supuesto.

A pesar de los múltiples ataques a la comunidad académica verti-
dos mediáticamente desde el gobierno y las recurrentes críticas al “Siste-
ma”, es innegable el crecimiento de su membresía y, consecuentemente, 
el aumento en los recursos que recibe.

1	 Investigadora del Instituto de Investigaciones Sociales (iis), Universidad Nacional Autó-
noma de México (unam).

IV. Una mirada crítica al “nuevo”  
Sistema Nacional de Investigadores (sni),  

hoy Sistema Nacional de Investigadoras  
e Investigadores (snii), a través  

de sus erráticos reglamentos
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Sin embargo, no todo en el sni ha sido perfecto ni ha funcionado 
de manera infalible desde su creación. Numerosos textos han circulado 
brindando distintas perspectivas sobre este tipo de programas meritocrá-
ticos, proponiendo cambios o sugiriendo mejoras en sus marcos norma-
tivos y en los propios procesos de registro y evaluación, lo mismo que en 
la representación de las muy diversas disciplinas que se cultivan en nues-
tro país, en la duración de los estímulos, entre otros aspectos. No obstante, 
entre la comunidad académica parecía que había cierta certeza con res-
pecto a los términos generales conforme a los cuales operaba y a lo que el 
mismo sni representaba. La membresía era consciente de lo complicado 
que era subir a la plataforma, siempre y cuando esta estuviera activa, 
toda su información curricular y documentos probatorios, lo mismo que 
lo que debía evidenciar para permanecer en su nivel o mejorarlo. No es 
ninguna exageración afirmar que todas y todos reconocían lo laborioso 
del trámite y también la posibilidad, siempre latente, de ser víctimas de 
sesgos en la evaluación, dada la composición de algunos comités.

Más allá de los cuestionamientos y críticas que inevitable y reitera-
damente ha formulado la comunidad académica, la presente administra-
ción federal continuó otorgando los incentivos económicos asociados a 
la membresía, aunque alteró el marco normativo. Más aún, se ha adver-
tido un enorme descuido al aprobar modificaciones reglamentarias y 
publicar aclaraciones que han intentado subsanar errores contenidos en 
versiones anteriores, incluso en las que ya habían sido publicadas en el 
dof. En la penúltima de ellas, realizada en agosto de 2022, se dio a cono-
cer un nuevo Reglamento que fue aplicado en el proceso de evaluación de 
las solicitudes de ingreso y permanencia que se presentaron en la Convo-
catoria publicada ese mismo mes, con un retraso considerable y estable-
ciendo un lapso de tan solo dos semanas para su presentación. (Esta alta 
tasa de cambio implica una falta de reflexión y un exceso de improvisa-
ción en la estructuración del sistema […] La falta de consulta previa a 
estos cambios constituye un inaceptable signo de centralización de las 
decisiones del sistema) (ProCienciaMx, julio 2022).2

Peor aún, no deja de extrañar que antes de que se promulgara una 
nueva Ley en materia de Ciencia, Tecnología e Innovación (cti), y de que 
se hubiera definido la política pública correspondiente al sector por parte 

2	 Véase: https://redprociencia.mx/consideraciones-sobre-la-propuesta-de-reglamento-del- 
SNI-2022/

https://redprociencia.mx/consideraciones-sobre-la-propuesta-de-reglamento-del-SNI-2022/
https://redprociencia.mx/consideraciones-sobre-la-propuesta-de-reglamento-del-SNI-2022/
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de la actual administración, se hayan realizado cambios en marcos nor-
mativos secundarios, como lo es el Reglamento que rige la operación del sni, 
hoy de Investigadoras e Investigadores (snii). Consecuentemente, dado 
que esa ley se publicó con fecha posterior al último Reglamento aproba-
do, era de esperar que el hoy llamado Consejo Nacional de Humanidades, 
Ciencias y Tecnologías (conahcyt) publicara un nuevo ordenamiento, ha-
biendo ajustado ya la nomenclatura e implementado otros cambios que 
sus autoridades juzgaran convenientes.

En el presente texto nos abocaremos a exponer cronológicamente 
en qué consistieron las modificaciones al mencionado Reglamento y cuál 
fue el contexto específico en el que se dio cada una de estas. Posteriormen-
te, procederemos a explorar algunas hipótesis sobre la evolución que el 
sni podría experimentar, considerando las discusiones que durante el mes 
de abril de 2023 se dieron en los dos foros del Parlamento Abierto que se 
celebraron en la Cámara de Diputados para, finalmente, concluir con una 
reflexión sobre los impactos que las modificaciones al Sistema han tenido 
y muy probablemente tendrán, no solo para su membresía y la comuni-
dad científica nacional, sino para el futuro de la ciencia, la tecnología y la 
innovación en nuestro país. Asimismo, señalaremos algunos de los múl-
tiples retos que un organismo como el conahcyt enfrenta y seguirá en-
frentando, de continuar con directivos que operan de manera improvisa-
da, que no velan por una comunidad que tiene mucho que aportar al país 
si cuenta con las condiciones que se lo permitan, que ignoran la obliga-
ción de publicar información actualizada y proceden con desatinos que 
evidencian la costosa ausencia de una política de Estado de largo aliento 
y con miras hacia el futuro.

La 1A modificación (septiembre de 2020):  
un nuevo reglamento3

Es posible identificar varios cambios en la primera modificación realiza-
da por el equipo que asumió la dirección del conacyt en diciembre de 2018. 
Algunos cambios pudieran, en un primer momento, antojársenos nimios 
porque no parecieran sustantivos; sin embargo, el lenguaje utilizado, 

3	 Véase: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5600871&fecha=21/09/2020#gsc. 
tab=0, publicado el 21 de septiembre de 2020 (consultado el12 de abril de 2023).  
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dado que es distinto al del anterior, pudiera implicar variaciones concep-
tuales y no meramente semánticas.

En efecto, en esta primera reforma se habla de apoyos económicos 
en lugar de estímulos económicos, como antes se les denominaba. Si bien 
todavía no ha habido repercusiones de carácter fiscal sobre la diferencia 
entre apoyo y estímulo, no existen elementos suficientes para asegurar con 
certeza que no los habrá en el futuro. Una de esas repercusiones podría 
ser, por ejemplo, que los montos recibidos en función del nivel obtenido 
en la evaluación del currículum (también llamado cvu, curriculum vitae 
único) se integren a las declaraciones de impuestos sobre la renta, al con-
siderar este apoyo como parte de los ingresos de las personas benefi-
ciadas.

Un segundo cambio se encuentra en la concepción de las discipli-
nas en las que se realiza investigación y en el tipo de investigación, debi-
do a que se ha insistido mucho ya en incorporar explícitamente tanto la 
básica como la aplicada en ciencias y humanidades. Todo parece indicar 
que en el conacyt actual (conahcyt) se tenía la idea de que las Humani-
dades habían sido excluidas desde la creación del organismo al no men-
cionárseles explícitamente y que, por tanto, no estaban propiamente in-
corporadas. Debe mencionarse que, en la práctica, es más que evidente que 
se han destinado recursos considerables a proyectos por parte de un nú-
mero tampoco despreciable de especialistas en la materia que, desde sus 
inicios, han formado parte del sni. Una simple interpretación textual pa-
reciera haber dado lugar a la insistencia de introducir una H (de Huma-
nidades) en el nombre de ese Consejo Nacional, lo mismo que en algunos 
de sus programas y en la Ley General que se aprobó sin discusión y de 
forma atropellada en las cámaras de Diputados y Senadores los últimos 
días de abril de 2023.4

El tercer cambio tiene que ver con la eliminación del Consejo de 
Aprobación del sni, máximo órgano colegiado encargado de la aprobación 
final de los dictámenes emitidos por las comisiones evaluadoras sobre las 
solicitudes presentadas en cada convocatoria para el ingreso, la promo-

4	 La Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación (lghc-
ti) fue publicada en el dof el 8 de mayo de 2023. A principios de junio de ese mismo año, 
ya se habían admitido algunos amparos interpuestos por agrupaciones científicas del 
país, además de que legisladores de oposición también habían presentado dos deman-
das de acción de inconstitucionalidad para determinar si era válida o no. Hasta julio de 
2024, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) no había dictaminado este asunto.
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ción o la permanencia. En su lugar, se crea un Consejo General en el que 
se conservan los doce asientos establecidos con anterioridad, pero alte-
rando su composición. Ya no participan en él tres investigadores electos 
provenientes de la Mesa Directiva del Foro Consultivo Científico y Tecno-
lógico (fccyt) —también eliminado—, aunque se señala que se elegirán 
tres investigadores “de manera directa”, sin mencionar siquiera el proce-
dimiento que habrá de seguirse para su elección. Lo que sí no da lugar a 
duda es la cancelación de la participación del fccyt y, como resultado de 
esta, el mayor control ejercido por parte de las autoridades del Consejo 
Nacional, nombradas por el designio de la persona que ocupa la Direc-
ción General. En efecto, esta falta de claridad permite suponer que los tres 
investigadores serán invitados a participar en el Consejo General de ma-
nera discrecional y, aún más grave, no llevarán la representación de las 
instituciones o gremios a los que pertenecen.

Otro cambio se advertía en el nombre de la Dirección del sni que 
en esta modificación cambiaba a Dirección de Vocaciones Científicas y sni, 
lo que podría no ser trascendente salvo porque en el sitio de Internet del 
Consejo5, aparecía una Coordinación de Apoyos a Becarios e Investigado-
res, lo que a su vez implicaba la extinción de la Dirección Adjunta de Becas 
y Posgrado. Dicha supresión favorecía la especulación en torno a una nueva 
estructura institucional en la que las direcciones de área que dependían 
de esa dirección adjunta habían sido canceladas o reasignadas y que la de 
Vocaciones Científicas había migrado hacia la Dirección Adjunta de De-
sarrollo Científico, en la que la Dirección de Área del sni había estado 
adscrita, con identidad propia, desde muchos años atrás.6

Más allá de estos cambios en el organigrama, es importante men-
cionar que también se modificó el número de comisiones evaluadoras y 
los requisitos para su integración, al tiempo que se alteró la agrupación 
de las distintas áreas de conocimiento anteriormente contempladas. Desde 

5	 Véase: https://conacyt.mx/conacyt/areas-del-conacyt/desarrollo-cientifico/, consultado 
en marzo de 2023, actualmente en el sitio del Consejo: https://conahcyt.mx/conahcyt/
areas-del-conahcyt/, se hace evidente la extinción de tal Dirección Adjunta de Becas y 
Posgrado.

6	 A finales de mayo de 2024, el organigrama del conahcyt presenta solamente dos direc-
ciones adjuntas: la de Desarrollo Científico y la de Desarrollo Tecnológico, Vinculación e 
Innovación. En la primera aparece una Coordinación de Apoyos a Becarios e Investiga-
dores y una Dirección de Vocaciones Científicas y Sistema Nacional de Investigadores, 
bajo la responsabilidad de una misma persona. Cfr.: https://conahcyt.mx/conahcyt/areas- 
del-conahcyt/desarrollo-cientifico/https://conahcyt.mx/conahcyt/areas-del-conahcyt/de-
sarrollo-cientifico/

https://conacyt.mx/conacyt/areas-del-conacyt/desarrollo-cientifico/
https://conahcyt.mx/conahcyt/areas-del-conahcyt/
https://conahcyt.mx/conahcyt/areas-del-conahcyt/
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luego, destaca la desaparición de Biotecnología como campo disciplina-
rio por sí solo —a pesar de que contaba con peso específico propio— y la 
creación de “nuevas” áreas.7 La integración de las comisiones quedó se-
gún figura en la tabla 1, en un comparativo con las que operaban antes de 
esta primera reforma de 2020.

Tabla 1. Cambios en los campos disciplinarios  

contemplados en el sni

Campos disciplinarios 2018 Campos disciplinarios 2020

    I. Físico-Matemáticas y Ciencias  
de la Tierra

      I. Físico-Matemáticas y Ciencias  
de la Tierra

  II. Biología y Química     II. Biología y Química

 III. Medicina y Ciencias de la Salud   III. Medicina y Ciencias de la Salud

  IV. Humanidades y Ciencias  
de la Conducta

    IV. Ciencias de la Conducta  
y la Educación

    V. Ciencias Sociales
      V. Humanidades

    VI. Ciencias Sociales

 VI. Biotecnología y Ciencias 
Agropecuarias

  VII. Ciencias de Agricultura, 
Agropecuarias, Forestales  
y de Ecosistema

VII. Ingenierías VIII. Ingenierías y Desarrollo Tecnológico

    IX. Interdisciplinarias

Transversal

    X. Tecnología

Es notoria la separación de “Ciencias de la Conducta” del área 
“Humanidades” y que extrañamente se agregue a un nuevo campo, deno-
minado “Ciencias de la Conducta y la Educación”. Esto no acaba de en-
tenderse porque la relación entre ambas no es ni aparente ni evidente, y 
no se ofrece dilucidación alguna al respecto. Lo anterior cobra aún más 

7	 Más allá de los efectos que esta medida pudiera tener, resulta lamentable que también se 
hayan suspendido apoyos y convocatorias específicas para proyectos que pudieran ex-
plorar nuevas tecnologías que permitan, entre otras finalidades, sustituir las grandes 
importaciones que hace nuestro país de maíz transgénico y fomentar el entusiasmo de 
un mayor número de estudiantes a inscribirse en programas de posgrado en esta y otras 
disciplinas afines.
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relevancia si consideramos que numerosos y muy distinguidos especialis-
tas en temáticas educativas fueron formados como pedagogos, sociólogos 
o politólogos, no propiamente en Psicología.

Otro cambio que llamó la atención fue el del área Biotecnología y 
Ciencias Agropecuarias que pasó a denominarse Ciencias de Agricultura, 
Agropecuarias, Forestales y Ecosistemas, omitiendo del todo la mención 
directa a la primera. 

Muy probablemente la interpretación de esta cancelación se encuen-
tre en el activismo de la directora de Conacyt en contra de los organismos 
genéticamente modificados o transgénicos, ignorando la desaprobación e 
irritación de los especialistas en esta disciplina, cuyo campo disciplina-
rio agregado representaba un poco más del 13% de la membresía total 
del sni.

Tabla 2. Membresía sni, 2020

ÁREA
Núm. 

Investigadorxs
%

    I. Físico-Matemáticas y Ciencias de la Tierra   4 979   15.0%

  II. Biología y Química   4 912   14.8%

 III. Medicina y Ciencias de la Salud   3 825   11.5%

  IV. Humanidades y Ciencias de la Conducta   4 827   14.6%

    V. Ciencias Sociales   5 484   16.5%

 VI. Biotecnología y Ciencias Agropecuarias   4 409   13.3%

VII. Ingenierías   4 729   14.3%

Total 33 165 100.0%

Fuente: https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/Datos-Abiertos

La eliminación del Consejo de Aprobación y las alteraciones a su 
estructura e integración también se realizaron sin consultar a la comuni-
dad científica mexicana, sin la participación de los representantes electos 
del sni y cometiendo violaciones al procedimiento de la mejora regulato-
ria. Infortunadamente, como la Comisión Nacional de Mejora Regula-
toria (conamer) en los últimos años se ha concentrado en actividades 
propias de una oficialía de partes, prácticamente todas las quejas y seña-
lamientos presentados sobre el particular fueron ignorados. Por ello, di-
versos artículos en los que se aborda este particular consideran que el 
procedimiento de evaluación para ingreso o permanencia correspondiente 

https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/Datos-Abiertos
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a la convocatoria 2020 se realizó de una manera viciada, sin respetar la 
composición del Consejo de Aprobación del sni y eliminando la represen-
tación de la comunidad que había sido elegida para ese periodo y que, no 
podemos dejar de subrayar, seguía vigente. Tampoco se debe olvidar que 
se prescindió por completo de la participación y referencia al fccyt.8

En relación con los cambios en los requisitos de ingreso al Siste-
ma, en esta primera reforma de septiembre de 2020 se eliminó el requisito 
de contar cuando menos con 20 horas contratadas destinadas a realizar 
actividades de investigación en alguna institución. Entre las actividades 
a considerar, de manera explícita, se agregaron: la docencia, el trabajo a 
favor del acceso universal al conocimiento —fundamentado este en que 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se consagró 
como un derecho humano—, el fortalecimiento de vocaciones científicas, 
y la investigación con acceso social y público. Se advierte el interés por 
hacer patente el reconocimiento del derecho a los beneficios de la cien-
cia, a pesar de que a la fecha no se ha especificado cómo se hará o me-
diante qué indicadores es conveniente o se puede medir el cumplimiento 
de este nuevo criterio.

Asimismo, para los dos niveles superiores, se introdujo la valora-
ción de la investigación colaborativa con otras instituciones nacionales, 
distintas de la de adscripción. Llama la atención esta última adición, ya 
que sugeriría ser un primer acercamiento para que el mal llamado “Sis-
tema Nacional” empiece a funcionar de manera sistémica; es decir, en el 
que todas sus partes interactúan.

En cuanto a la vigencia de la membresía, en esta modificación se 
cambió la duración de los nombramientos: el nivel Candidato —que an-
teriormente era de tres años con opción a un año más de prórroga— que-
dó en cuatro años, no renovable ni prorrogable, y se estableció que el 
“grado” (sic) de licenciatura debía haberse obtenido hasta 15 años pre-
vios a la fecha de la solicitud. Para la distinción de Investigador Emérito, 
se actualizaron algunos requisitos y se eliminaron los que existían para 
ayudantes de las y los investigadores nivel III.

8	 Sobre la integración del Consejo de Aprobación del sni, conviene recordar que la docto-
ra Gloria Soberón era integrante de la Mesa Directiva del fccyt, al haber resultado 
electa por la comunidad que participó en la votación correspondiente. Una vez que el 
Foro fue desconocido, ella fue destituida en dicho Consejo, por lo que promovió un jui-
cio de amparo, que posteriormente ganó. Esto quiere decir que el juicio se resolvió a su 
favor, aunque ella no volvió a ser convocada ni al Consejo de Aprobación ni al Consejo 
General ni a reunión alguna relacionada con el sni.
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Un cambio muy bien recibido por la comunidad fue la introduc-
ción de una prórroga de dos años para las investigadoras que hubieran 
tenido un parto durante la vigencia de su nombramiento. Otra buena adi-
ción fue la de otorgar un año de extensión para investigadores e investi-
gadoras que hubiesen enfrentado situaciones graves, familiares o de salud. 
Infortunadamente, estos dos cambios novedosos fueron eliminados en el 
siguiente Reglamento, que se publicó apenas unos meses después de ha-
berlos incorporado.

Aunque ya estaba contemplado en el anterior, el Artículo 61 del 
nuevo Reglamento señaló, de una manera más clara, que las y los inves-
tigadores que trabajaran en instituciones o centros de investigación de los 
sectores social y privado serían considerados como una segunda priori-
dad en programas que otorgan apoyos. Ya habiendo transcurrido más de 
tres años desde su publicación, queda claro que se trataba de un primer 
aviso sobre su probable exclusión del sni. Más adelante retomaremos esta 
medida que resulta a todas luces discriminatoria y que contraviene el espí-
ritu mismo de los objetivos que debiera cumplir y salvaguardar la única 
agencia del gobierno mexicano encargada de fomentar la investigación 
científica, el desarrollo tecnológico y la innovación en el país, al dejar de 
lado las aportaciones, la producción y la formación de nuevas generacio-
nes con las que las y los académicos que laboran en instituciones priva-
das contribuyen al desarrollo científico y tecnológico de México.

En lo que refiere a la gestión y operación del sni, el 22 de octubre 
de 2020, apenas un mes después de haberse publicado en el dof el nuevo 
Reglamento, se emitió un comunicado dirigido a la comunidad de las y 
los becarios e investigadores donde se señalaba, entre otras cosas, que: “Es 
imprescindible erradicar vicios, mecanismos administrativos opacos y 
malas prácticas que favorecían la ineficiencia e ineficacia administrati-
va”. En ese comunicado, emitido por la Dirección General del Consejo, se 
sostenía también que “los estímulos para las y los miembros del Siste-
ma Nacional de Investigadores (sni) seguirán ministrándose en tiempo y 
forma”. Sin embargo, no ocurrió de esa forma. Hubo serios retrasos, en 
particular en el mes de diciembre, lo que causó mucha preocupación 
entre la membresía que ya tenía distribuidos sus gastos y pagos, conside-
rando la fecha en la que el Consejo solía depositar mensualmente los re-
cursos.

El mismo comunicado de octubre de 2020 afirmaba que: “Serán 
respetados los convenios vigentes y continuarán los apoyos, de acuerdo 
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con lo establecido en el nuevo Reglamento…”, lo que permitió que las y 
los académicos adscritos a instituciones privadas, que ya tenían firmado 
un convenio, pudieran defender su derecho a continuar recibiendo el es-
tímulo porque un convenio firmado, en plena vigencia, no puede ser des-
conocido unilateralmente y sin previo aviso.9

Dicho comunicado también incluía un párrafo que decía lo siguien-
te: “La desaparición de los fideicomisos no afectará la ministración de 
recursos para investigación y para becas. Los ahorros y simplificación ad-
ministrativa implicados en la cancelación de los fideicomisos del conacyt 
permitirán mayores apoyos para el quehacer sustantivo del sector”. Los 
datos que la directora del Consejo presentó el 14 de diciembre, en la con-
ferencia de prensa del presidente López Obrador, tan solo dos meses des-
pués de la fecha del comunicado antes referido, evidencian que esto no 
había sucedido. El presupuesto del Consejo no reflejaba aumentos signi-
ficativos y no se correspondían con los montos de todos los fideicomisos 
que fueron cancelados (véase figura 1).10

Si bien es innegable que el sni había crecido, en esa sesión de di-
ciembre de 2020, conacyt estimó que en 2021 tendría una membresía de 
35 606 personas, lo que representaba un costo de 7 000 millones de pesos. 
Las cifras oficiales indican que el total de investigadoras e investigadores 
en el sni en 2021 ascendió a 35 178 y el presupuesto ejercido ascendió a 
7 190 millones de pesos.

El primer escenario presentado en esa sesión era alarmante: a) con-
templaba la eliminación de los privilegios de las y los académicos en el 
nivel III (es decir, los ayudantes y la docencia); b) cancelaba la Unidad de 
Medida y Actualización (uma) que diferencia el monto de los estímulos 
entre quienes radican en los estados de quienes laboran en instituciones 
ubicadas en la Ciudad de México;11 c) suprimía los estímulos a quienes se 

  9	 No obstante, es un hecho conocido que quienes continuaron recibiendo el estímulo fue-
ron las personas que se ampararon.

10	 Según una nota publicada en diario El Economista el 1 de noviembre de 2022, “Los fi-
deicomisos que fueron eliminados a través de un decreto presidencial el año pasado, 
dejaron recursos por 65 637 millones de pesos, de acuerdo con la segunda entrega de 
informes de Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2021”. https://
www.eleconomista.com.mx/economia/Fideicomisos-extintos-dejaron-65637-mdp-en-
el-2021-20221031-0120.html

11	 Durante la administración del doctor Enrique Cabrero Mendoza se realizaron ajustes a 
la normativa del sni, a fin de que no solo se alentara a investigadoras e investigadores 
jóvenes a buscar plazas en universidades y centros de entidades federativas, fuera de la 
Ciudad de México, fomentando la desconcentración geográfica, sino también con el 
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Fuente: Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp). Presupuesto de Egresos de la Federación (pef), 
varios años.

Figura 1. Presupuestos programado y ejercido por el conacyt, 2012-2023. 

(millones de pesos corrientes)

Fuente: https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/Datos-Abiertos

Figura 2. Membresía del sni, según nivel, 2012-2024
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propósito de fortalecer a las instituciones estatales que, en algunos casos, siguen contan-
do con pocas personas investigadoras.
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encontraban adscritos a instituciones privadas, salvo la Ibero y el iteso; 
y, d) la membresía permanecía sin cambios en magnitud respecto a la de 
2021, lo que significaba que no habría nuevas convocatorias de ingreso al 
sistema.

Lámina 1.  Diapositiva utilizada  
para mostrar una problemática del sni, 2020

Fuente: conacyt (2020). Presentación de la doctora Álvarez-Buylla del 14 de diciembre de 2020 en la 
sesión “mañanera” que realiza en Palacio Nacional el presidente López Obrador.

El segundo escenario era muy parecido al anterior: a) también 
contemplaba la eliminación de los privilegios de las y los académicos en 
el nivel III; b) mantenía la uma que reciben de manera adicional quienes 
laboran en los estados de la República, con excepción de la cdmx; c) se 
mantenía el estímulo a investigadoras e investigadores adscritos a insti-
tuciones de la iniciativa privada; y, d) la membresía permanecía igual 
respecto a la de 2021. Con estas características, se presentaron estos dos 
escenarios y sus costos respectivos; evidentemente, el primero implicaba 
una erogación menor.

La intervención de la doctora Álvarez-Buylla en esa sesión infor-
mativa fue ampliamente distribuida entre todas y todos los interesados, 
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lo que generó extrañamiento porque si bien reconocía que el Consejo se 
había visto beneficiado por adecuaciones presupuestales a través de “mul-
tas del Instituto Nacional Electoral (ine), shcp, etc.”, la llamada de aten-
ción del “grave déficit presupuestal mayor a 1 000 / anual” parecía carecer 
de fundamentos, al tomar en cuenta las tasas de crecimiento de la mem-
bresía, su distribución por niveles y el valor de las uma.

Más aún, para el Ejercicio Fiscal 2021 y dentro del Ramo 38 —co-
nacyt— en el pef se estimaron 5 554.74 mdp y en el Proyecto de pef para 
el Ejercicio Fiscal 2022, se calcularon 7 277.63 mdp, lo cual evidencia una 
variación ligeramente superior a un 26% que, efectivamente, ya había 
sido considerado por la shcp.

Dentro del presupuesto total ejercido por el Consejo entre 2012 
y 2023, el porcentaje que ha absorbido el sni ha ido aumentando: en 
2012 fue 20%; en 2018, 25%; y en 2023 ascendió a 39% (véase figura 3). 
No obstante, con base en la información publicada por la shcp, el por-
centaje del presupuesto programado para el sni promedia 22%, aunque 
reportó una tendencia creciente a partir de 2016 y hasta el 2022. En 
efecto, en 2012 este representó el 17% del presupuesto programado 
para todo el conacyt; en 2018 ascendió a 23%; alcanzó el 32% en 2022 
para, finalmente, descender a un 26% en 2023, lo cual indica que se 
han ampliado las diferencias entre lo programado y lo ejercido por el 
Consejo.

[…] se observa sobregiro en el ejercicio del sni a partir de 2016, es decir, 

que el presupuesto ejercido fue mayor que el asignado originalmente. Esta 

situación se siguió agravando de tal forma que entre 2019 y 2022 el monto 

ejercido excedió el presupuesto autorizado por 18.7% (951 mdp), 22% (1 

186 mdp), 29.5% (1 636 mdp), y 12.7% (922 mdp), respectivamente (Agoi-

tia y Valderrama, 2023).

Resulta evidente que no se han presupuestado o no se han podido 
negociar exitosamente los recursos necesarios para la operación del sni, 
de tal suerte que todo parece indicar que se han empezado a tomar recur-
sos asignados al Programa de Becas, entre otros programas, para su fi-
nanciamiento. Desde luego, las tentativas de recortar beneficiarios del 
padrón del Sistema parecieran estar directamente asociadas a este déficit 
creciente.
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Figura 3. Porcentaje del presupuesto ejercido 

por conacyt destinado al sni, 2012-2023

Fuente: Datos 2014-2023: https://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/informe- 
de-autoevaluacion

Figura 4. Membresía del sni según nivel, 2012-2024

Fuente: https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/Datos-Abiertos
Nota: Solo para las y los Candidatos se consideró un crecimiento exponencial, los demás fueron lineales. 
Los valores de los coeficientes de determinación (R2) que aparecen junto a cada curva proyectada indican 
que se trata de un buen ajuste.
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De acuerdo con algunas proyecciones disponibles, la tendencia al 
alza continuará, especialmente si se considera que la demanda creciente 
de becas posdoctorales no estaba siendo adecuadamente atendida. Lo 
anterior se relacionaba con una ya preocupante falta de plazas de nueva 
creación en instituciones de educación superior y en centros de investiga-
ción, y con el correspondiente incremento de la membresía en las catego-
rías de Candidato y Nivel I en el sistema.

Para concluir este apartado, conviene recordar que la denominada 
Estrategia prioritaria 1.1 del Programa Especial de Ciencia, Tecnología e 
Innovación (peciti) 2021-2024 menciona entre sus metas la de alcanzar 
al menos 1.5 investigadores por cada mil personas en la población econó-
micamente activa (pea). Esa meta necesariamente implica mayores in-
crementos presupuestales para el sni y, en general, para todo el sector.

Tabla 3. Investigadores en el sni en relación  

con la pea, 2012-2023

Año
Población 

económicamente activa 
(pea)

Total de investigadores 
sni

Investigadores del sni 
por cada 1 000 de la pea

2012 51 317 999 18 554 0.36

2013 52 370 886 19 747 0.38

2014 51 277 056 21 358 0.42

2015 52 997 084 23 316 0.44

2016 53 296 175 25 072 0.47

2017 54 032 400 27 185 0.50

2018 55 519 394 28 633 0.52

2019 57 277 858 30 548 0.53

2020 55 653 440 33 165 0.60

2021 58 761 793 35 178 0.60

2022 60 145 456 36 624 0.61

2023 61 042 968 41 330 0.68

Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi). Encuesta Nacional de Ocupación y Em-
pleo, varios años: https://www.inegi.org.mx/temas/empleo/
Datos del sni procedentes de: https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/Datos-Abiertos

https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/Datos-Abiertos
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Como evidencia la tabla 3, y aunque se reconozca la tendencia cre-
ciente, México está muy lejos de alcanzar la meta propuesta en el peciti, 
lo cual nuevamente obliga el cuestionamiento de las bases y los criterios 
con los que ha venido funcionando el “nuevo” conacyt, además de lo 
aparentemente inadecuado o inexperto de su plantilla. El último detalle 
que señalaremos es que la publicación de dicho Programa tuvo un retraso 
considerable.12

…se trata de una crisis institucional detonada por la demora de dos años 

que tomó a conacyt tener listo el peciti, publicado apenas el 28 de diciem-

bre pasado (2021), y por la austeridad aplicada a rajatabla por parte de 

María Elena Álvarez-Buylla, titular del conacyt.

Lo que te transmite es la parálisis y la limitada competencia de 

conacyt como cabeza de sector. Desde el punto de vista presupuestal, quien 

realmente dirige la investigación en México es la sep, que recibe el 41 por 

ciento del presupuesto nacional para ciencia, tecnología e innovación… 

(Valderrama, 2022).

La 2a modificación (febrero de 2021)  
o nota aclaratoria13

Una nueva versión fue publicada en el dof el 24 de febrero de 2021 que, 
sorprendentemente, consistió en unas cuantas aclaraciones y erratas, de-
rivadas de faltas de atención y desprolijidad en lo publicado en el Regla-
mento anterior, aprobado el 21 de septiembre de 2020.

En efecto, si las autoridades del conacyt no se percataron de que 
la numeración de los artículos del Reglamento se había alterado con las 
adiciones y eliminaciones realizadas, sí evidenciaron la magnitud de su des-
cuido o la improvisación con la que las realizaron. También en esta ocasión 
se corrigieron errores de concordancia —plurales y singulares que no eran 
correctos— y eso fue todo el contenido de la llamada Nota Aclaratoria 
que igualmente se publicó en el dof con fecha del 24 de febrero de 2021.

12	 Efectivamente, el Programa Institucional 2020-2024 del conacyt se publicó en el dof el 
23 de junio de 2020.

13	 Véase: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5612100&fecha=24/02/2021#gsc. 
tab=0, consultado el 22 de abril de 2023.
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La 3a modificación (abril de 2021)14

A tres años de haber asumido su encargo, las autoridades del Consejo no 
acababan de tener claro lo que era necesario ajustar en el sni. El 20 de 
abril de 2021 se publicó en el dof una nueva modificación al Reglamento 
del sni —la segunda de carácter sustantivo— y llama la atención que sea 
hasta esa fecha cuando esta sale a la luz, habiéndose aprobado un mes 
antes, el 3 de marzo. A continuación se mencionan algunos de los cam-
bios que en ese momento parecieron más preocupantes.

Objeto. Se afirma que hay que establecer y precisar los objetivos 
del sistema porque, a pesar de que el sistema ha operado desde 1984 y de 
que registra una membresía creciente, la nueva administración conside-
ró que no estaban bien definidos. Así, mientras que en su Artículo 3 del 
Reglamento publicado en el dof en septiembre de 2020 expresaba que 
el sni tiene por objeto “reconocer, como resultado de la evaluación, la 
calidad de la investigación científica y tecnológica que se producen en el 
país o por mexicanos en el extranjero”, en esta nueva edición del Regla-
mento, su objeto se expresó en los siguientes términos:

      I.	 Establecer los objetivos del sni, en el marco de una política de Es-

tado que favorezca el interés público nacional, el desarrollo integral 

del país, la soberanía nacional, la independencia científica y tecno-

lógica, el cuidado y restauración del medio ambiente, y el bienestar 

del pueblo de México, así como, en general, que reconozca la función 

social de las humanidades, las ciencias, las tecnologías y la innova-

ción en favor de la humanidad;

    II.	 Regular la organización y operación del sni;

  III.	 Establecer la integración y facultades de las instancias del sni;

    IV.	 Garantizar que los recursos públicos sean canalizados para satisfa-

cer los objetivos del sni previstos en el presente Reglamento;

      V.	 Establecer los criterios generales, los procedimientos eficientes, 

equitativos y públicos, y las instancias de decisión para otorgar las 

distinciones a las y los humanistas, científicos, tecnólogos e innova-

dores que les permita el ingreso, permanencia y promoción en el 

sni, así como para el otorgamiento de los apoyos económicos;

14	 Véase: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5616259&fecha=20/04/2021# 
gsc.tab=0, consultado el 22 de abril de 2023.
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   VI.	 Establecer los motivos para la suspensión y cancelación de las dis-

tinciones y los apoyos económicos, así como las formas para deter-

minarlas;

 VII.	 Determinar las facultades de las instancias del sni para el caso de 

incumplimientos o faltas de ética cometidas por parte de las y los 

integrantes del sni o por las y los ayudantes a los que se refiere este 

Reglamento, así como los procesos e instancias para ejercerlas; y,

VIII.	 Establecer las demás disposiciones necesarias para el cumplimien-

to de los objetivos del sni.

Otras adiciones y cambios que contempló en este nuevo Reglamento, que 
consideramos de interés para los miembros del sistema, fueron los que se 
comentan a continuación:

a)	 La integración de las comisiones dictaminadoras y evaluadoras. Pasa-

ron de estar conformadas por personas seleccionadas, con base en su 

perfil y criterios de elegibilidad, a ser designadas por funcionarios del 

conacyt, con lo cual se corre el riesgo de que se ignoren los criterios 

que buscan asegurar objetividad e imparcialidad en los procesos de 

evaluación. Esto altera las posibilidades de ingresar y promoverse de in-

vestigadoras e investigadores que, satisfaciendo los requisitos, no sean 

evaluados con equidad.

b)	 Los requisitos. Da la impresión que se buscó que algunos de los requi-

sitos para ingresar, permanecer o promoverse en el sni fueran inter-

cambiables con la participación en los Programas Nacionales Es-

tratégicos (pronaces) del conacyt, con lo que se otorgó una mayor 

relevancia a los pronaces y se evidencío cierta intención de coartar la 

libertad de investigación o de dirigir la agenda de investigación nacio-

nal desde la burocracia.

c)	 La Agenda de Estado en materia de ciencia, tecnología e innovación.- 

Con el paso del tiempo, ha sido cada vez más evidente que esta agenda 

estaría dirigida por funcionarios; no solo no se contempla la consulta 

a la comunidad académica, sino que directamente esta queda al mar-

gen de su definición.

d)	 Los propósitos del sni. Se registró la migración de lo que desde sus 

inicios fue un reconocimiento a la calidad y a la productividad acadé-

mica, a una distinción para quienes fortalezcan y consoliden a la co-

munidad, de preferencia dentro del marco de los pronaces.
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e)	 El Consejo General. Con esta modificación, este cuerpo quedó integra-

do por servidores públicos y asume funciones que antes eran desempe-

ñadas por pares, como la designación de los integrantes de las comisio-

nes y de la Junta de Honor.

f)	 Se eliminó el concepto de “calidad” y se sustituyó por criterios de ali-

neación a los pronaces.

g)	 La Biotecnología, por su nombre, continuó ausente dentro de las dis-

ciplinas en las que agrupan las distintas áreas del conocimiento.

h)	 Con el propósito aparente de simplificar los procesos de evaluación, se 

abreviaron los requisitos estipulados para cada nivel y se incorporó la 

opinión de la persona evaluada sobre el nivel que considera merecer, 

lo cual representa, en principio, una innovación pertinente en el pro-

ceso de dictamen de cualquier solicitud.

i)	 Se derogaron los artículos referentes a los elementos que sustentaban 

la evaluación, que durante muchos años orientaron a las y los solici-

tantes.

j)	 También se eliminó del Reglamento anterior cualquier alusión a que 

el valor de los apoyos (expresados en uma) debía actualizarse anual-

mente.

k)	 Se eliminaron algunos requisitos para la permanencia en el Sistema y 

desaparecieron algunas definiciones como la de los “productos de in-

vestigación” que deben acreditarse para la evaluación, lo que brindaba 

mayor claridad y certeza para las y los solicitantes de primer ingreso.

l)	 Se omitieron las menciones a los beneficiarios de las cátedras cona-

cyt, lo cual generó un vacío que, manifiestamente, les perjudicó y pro-

dujo en su momento múltiples reacciones de protesta.

m)	En lo que podría considerarse como un afán por facilitar el trabajo de 

las comisiones, se anunció un proceso de evaluación simplificado, con 

una “evaluación profunda” para quienes aspiraran a cambiar de nivel, 

sin que se especificara en qué consistía dicha profundidad.

n)	 Se enunciaron prioridades para tres perfiles, relacionados con “Ciencia 

de frontera”, “Incidencia Socio-Ambiental” y “Desarrollo Tecnológi-

co”, a pesar de que se evitó señalar en qué consistían dichas priorida-

des ni cómo se definía cada uno de esas tres categorías.

o)	 Se agregó que todos los investigadores del sni deberían impartir clases 

(en licenciatura o posgrado), realizar “actividades de acceso universal 

al conocimiento” y/o promoción de vocaciones científicas tempranas, 

y dirigir o codirigir tesis de licenciatura o posgrado;
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p)	 Se especificaron las sanciones que se aplicarían.

q)	 Se limitaron los beneficiarios, en caso de defunción.

Asimismo, en este nuevo Reglamento muy infortunadamente tam-
bién se derogaron los siguientes artículos, algunos de los cuales habían 
sido introducidos en la primera modificación y a pesar de haber sido muy 
bienvenidos por la comunidad. A la letra, estos expresaban:

Artículo 54. La distinción de los/las investigadores(as) Nacionales de 65 

años o más de edad que hayan permanecido en el sni al menos quince años, 

se renovará automáticamente, y por única ocasión, hasta por quince 

años, salvo la expresa manifestación del o de la investigador(a) en contra 

de recibir dicha extensión a través de una carta dirigida a la Dirección de 

Vocaciones Científicas y sni.

Artículo 55. A las investigadoras que hayan tenido parto durante el 

periodo de vigencia de su distinción; podrán pedir una extensión de dos 

años. En el caso de que el parto sea en el año de evaluación de su solicitud, 

podrán solicitarlo para el periodo siguiente.

Artículo 56. A las/los investigadores(as) Nacionales que hayan su-

frido una situación familiar grave durante el periodo de vigencia de su 

distinción, podrán solicitar —por única ocasión y para su revisión por 

parte de la Junta de Honor, cuya recomendación será presentada al Con-

sejo General— hasta un año de extensión. El solicitante presentará todo 

documento existente, emitido por una autoridad federal competente, de 

carácter probatorio. En estos casos se encuentran enfermedades graves 

de cónyuge o progenie o pérdida de hogar por desastres naturales.

Artículo 57. A los miembros de las comisiones dictaminadoras que 

hayan cubierto cabalmente su encargo, se les otorgará un año de exten-

sión al periodo de vigencia de su distinción. La producción científica o tec-

nológica que deberá presentar en la siguiente evaluación, será la correspon-

diente al periodo original de vigencia. Cuando el dictaminador considere 

que esto no le conviene, solicitará al sni que no se extienda su distinción; 

sin embargo, conservará el derecho a solicitarla en cualquier momento 

durante la vigencia de su distinción.

Artículo 58. A las/los investigadores(as) Nacionales que hayan en-

fermado gravemente, se les podrá otorgar, por una sola ocasión, hasta un 

año de extensión, mediante solicitud expresa del interesado y presentando 

un parte médico del sector salud público. La solicitud de extensión será 
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revisada por la Junta de Honor y la recomendación presentada al Consejo 

General.

Estas derogaciones, como es de esperar, afectaban directamente a 
distintos grupos de la membresía del sni, como el de los mayores de 65 
años o como el de las mujeres que, en edad reproductiva, optan por la 
maternidad. Sorprende que no haya habido ni conferencia de prensa ni 
notas aclaratorias en las que se justificaran algunos de estos cambios, 
especialmente aquellos introducidos tan solo un año antes, por una admi-
nistración que continuamente se autoproclamó como “incluyente”.

La 4a modificación (julio de 2021)

Apenas tres meses después de la tercera vez que se publicó una modifica-
ción al Reglamento del sni en el dof, el 30 de julio de 2021, apareció otro 
cambio, que parecía indicar sería el último, consistente en la derogación 
del Artículo 34 (sobre la Evaluación), con el que se evitaba que los crite-
rios de evaluación se aplicaran de manera retroactiva. La eliminación de 
este artículo contravino un principio fundamental de nuestro texto cons-
titucional, que señala que ninguna normativa puede aplicarse de manera 
retroactiva en perjuicio de persona alguna.

Este cambio generó descontento porque evidentemente afectó a las 
y los investigadores que estaban siendo evaluados. Los criterios específi-
cos de cada área habían sido modificados poco antes de la publicación de 
la Convocatoria 2021, así que, de conformidad con el artículo derogado, 
estos debían ser aplicados hasta la Convocatoria 2022, lo cual no sucedió.

Finalmente, y a pesar de las múltiples manifestaciones en contra, 
se formalizó la cancelación del apoyo económico para 1 636 académicos 
adscritos a instituciones privadas, a partir de 2022 (Artículo 61).15 Debe 
mencionarse, sin embargo, que después hubo ciertas reconsideraciones, 
dado que numerosas membresías estaban vigentes. Hasta el fin del sexe-

15	 “Este 2021 será el último año en el que los investigadores adscritos a universidades pri-
vadas recibirán estímulos por parte del conacyt, ya que a partir de 2022 serán cancela-
dos”. Nota de Otilia Carvajal en el periódico La Razón, 8 de febrero de 2021. razon.com.
mx/mexico/investigadores-privadas-apoyo-conacyt-ano-422589, consultado en abril de 
2023. Véase: https://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/informe- 
de-autoevaluacion/informe-de-autoevaluacion-2013

https://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/informe-de-autoevaluacion/informe-de-autoevaluacion-2013
https://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/informe-de-autoevaluacion/informe-de-autoevaluacion-2013
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nio aquí analizado, prevaleció la falta de claridad y transparencia en tor-
no a la situación de quienes tenían debidamente suscrito un convenio indi-
vidual vigente y la de quienes laboran en instituciones que también habían 
suscrito convenios con el Consejo Nacional. Se sabe que hay institucio-
nes privadas que proporcionan a sus académicos en el snii un porcentaje 
del estímulo o el estímulo completo, pero no son todas ni está claro qué 
las diferencia ni cómo se procederá al término de la vigencia de esos 
nombramientos. Cabe hacer notat que ya desde el Inform de Autoevalua-
ción enero-dicimebre 2013 del conacyt se mencionaba:

Al momento, los investigadores miembros del sni adscritos a ies particu-

lares no cuentan con los mismos estímulos que aquellos ubicados dentro 

de las ies públicas. En atención a esta problemática y en línea con los 

objetivos del Consejo, se ha diseñado un convenio entre las ies particula-

res y conacyt, a fin de que su personal académico pueda tener acceso al 

mismo estímulo que se ofrece a los miembros del sni de las instituciones 

públicas. Este estímulo está considerado dentro del presupuesto 2014, por 

lo que entrará en operación el próximo año.16

Más allá de que este personal académico y sus instituciones de 
adscripción también forman parte del Sistema Nacional de cti, su exclu-
sión del sni es un acto discriminatorio, en una coyuntura en la que la 
comunidad científica continúa siendo pequeña para una economía como 
lo mexicana, en la que se requiere de la convergencia y el compromiso de 
todos los actores, de todos sus saberes y de todo su potencial. Su exclu-
sión nos induce a cuestionar si las autoridades del conacyt han conside-
rado que los resultados de sus investigaciones y los conocimientos que 
generan también deben quedar fuera de los conocimientos que, en estric-
to apego a la Constitución, es nuestro deber como académicos compartir 
con la sociedad mexicana.17

Este cambio pareciera estar alineado con las críticas constantes 
que desde Palacio Nacional se han dirigido hacia el sector académico por 
“los privilegios” de los que goza —y que, aparentemente, no merece—, y 

16	 Véase: https://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/informe-de- 
autoevaluacion/informe-de-autoevaluacion-2013

17	 En su fracción V, el Artículo 3º Constitucional no distingue entre personas que desarro-
llan investigación e innovación científica, humanística y tecnológica, tanto en institucio-
nes públicas como privadas.

https://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/informe-de-autoevaluacion/informe-de-autoevaluacion-2013
https://www.siicyt.gob.mx/index.php/transparencia/informes-conacyt/informe-de-autoevaluacion/informe-de-autoevaluacion-2013
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con la prohibición de transferir recursos públicos a organismos privados, 
incluidas las asociaciones civiles (ac) de carácter académico.18

Vale la pena mencionar que es precisamente entre la 4a y la 5a mo-
dificación al Reglamento del Sistema cuando se hace público el nombra-
miento del doctor Alejandro Gertz Manero, titular de la Fiscalía General 
de la República, como nivel III, sin haberse sometido a la evaluación ri-
gurosa de un currículum en donde, aparentemente, se presentaron como 
propias, obras de otros autores. Dada la insistencia de la directora del 
Consejo Nacional en referirse al “nuevo conacyt” y del énfasis que pone 
el Reglamento publicado en septiembre de 2020 en temas éticos —tanto 
en la conducta de los solicitantes como en la de las y los integrantes de las 
distintas comisiones—, el nombramiento en el máximo nivel, mediante 
la creación de una Comisión Especial Dictaminadora, para una persona 
que no está adscrita a institución académica alguna y que no realiza in-
vestigación fue considerado ofensivo —y carente de toda ética— por más 
de 200 integrantes de la comunidad científica, quienes presentaron una 
queja ante la Junta de Honor. Muy infortunadamente, dicha Junta de
sestimó los argumentos aducidos sobre el peligro de permitir el plagio 
y desechó las quejas presentadas.19 Para cerrar este capítulo vergonzoso, 
conacyt clasificó como “reservadas las actas sobre el nombramiento de 
Gertz…”20 (Roldán, 2021).

La 5a modificación (abril de 2022)

El acuerdo mediante el cual se reformó, una vez más, el Reglamento del 
sni se publicó en el dof con fecha del 15 de abril y en él se menciona que 

18	 “Desde abril del año pasado la conamer aprobó, sin mayores reparos, la reforma que 
eliminó el beneficio de los incentivos económicos para investigadores del sector privado 
(dof 20/04/2021). Aunque los perjudicados no se quedaron cruzados de brazos, interpu-
sieron amparos” y todavía en junio de 2022 “…el asunto se dirime en los tribunales”. 
Véase Canales (2022). sni: modificación profunda, publicado en Campus el 7 de julio de 
2022. https://suplementocampus.com/sni-modificacion-profunda/

19	 Véase: “Usar sni para premiar autores de obras espurias lesiona a ciencia”. Nota de 24 
de marzo en El Universal: https://pulsoslp.com.mx/nacional/usar-sni-para-premiar-a-au 
tores-de-obras-espurias-lesiona-a-ciencia/1460398

20	 Roldán (14 de octubre de 2021). conacyt clasifica como “reservadas” las actas sobre el 
nombramiento de Gertz como sni. Animal Político, https://www.animalpolitico.com/ 
sociedad/conacyt-clasifica-actas-nombramiento-gertz-sni

https://suplementocampus.com/sni-modificacion-profunda/
https://pulsoslp.com.mx/nacional/usar-sni-para-premiar-a-autores-de-obras-espurias-lesiona-a-ciencia/1460398
https://pulsoslp.com.mx/nacional/usar-sni-para-premiar-a-autores-de-obras-espurias-lesiona-a-ciencia/1460398
https://www.animalpolitico.com/sociedad/conacyt-clasifica-actas-nombramiento-gertz-sni
https://www.animalpolitico.com/sociedad/conacyt-clasifica-actas-nombramiento-gertz-sni
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dicha modificación se aprobó por la Junta de Gobierno del conacyt con 
fecha del 10 de marzo de 2022.

El único cambio que se registró en esa ocasión fue en el Artículo 62 
que aborda los requisitos a cumplir para recibir el apoyo económico co-
rrespondiente. La nueva fracción I de dicho artículo evidencia la desapa-
rición de las Cátedras conacyt y la creación del Programa de Investiga-
doras e Investigadores por México. La redacción final quedó plasmada de 
la siguiente manera:

I. Ser personal activo, vigente y remunerado en alguna institución pública 

de educación superior o centro de investigación del sector público en 

México, salvo las excepciones previstas en esta fracción.

	 ...

	 Se exceptúa de los requisitos previstos en el primer párrafo de esta frac-

ción a las personas que formen parte del Programa de Investigadoras e 

Investigadores por México, así como a aquéllas que realicen Estancias 

Posdoctorales y cuenten con una beca del conacyt para tales efectos. En 

estos casos se considerará como institución de adscripción aquélla en la 

que, conforme a la normativa aplicable, desarrollen las actividades de in-

vestigación humanística o científica, desarrollo tecnológico o innovación.

La 6a modificación (agosto de 2022): un nuevo reglamento

El primer cambio que captó inmediatamente la atención en esta modifi-
cación fue la reducción en el articulado del Reglamento. De uno que en 
2017 contaba con 65 artículos, se pasó al aprobado en septiembre de 2020 
que contemplaba 70 artículos y de ahí a este que cuenta con solo 40, dis-
tribuidos en ocho capítulos:

Cap. 1. Ámbito de Validez y Objeto (artículos 1 al 5)

Cap. 2. Instancias del sni (artículos 6 al 9)

Cap. 3. Órganos Consultivos (artículos 10 al 19)

Cap. 4. Ingreso, Permanencia y Promoción (artículos 20 al 23)

Cap. 5. Evaluación y Reconsideración (artículos 24 al 28)

Cap. 6. Vigencia (artículos 29 al 31)

Cap. 7. Apoyos Económicos (artículos 32 al 38)

Cap. 8. Obligaciones y Sanciones (artículos 39 y 40)
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En efecto, se trata de un ordenamiento que cuenta con solo 40 
artículos y cuatro transitorios. En el 2º Transitorio se indica que este 
“abroga el Reglamento del sni publicado en el dof el 21 de septiembre de 
2020, así como sus reformas”, aludiendo a todos los cambios hasta aquí 
expuestos. La mayoría de los artículos y las fracciones que se eliminaron 
concernían a las instancias y órganos participantes en el sni, su compo-
sición y funciones.21

Los cambios introducidos en los capítulos 2 y 3 obedecen a la nueva 
estructura del Consejo Nacional, independientemente de su nomenclatu-
ra, y agregan que, para el cumplimiento de su Objeto, el Sistema contaría 
con las siguientes instancias y órganos, diferenciando las “Instancias de 
decisión” de los “Órganos consultivos”. Preocupó que dentro de los prime-
ros se encontraran fundamentalmente funcionarios del conacyt, no ne-
cesariamente académicos ni conocedores del trabajo académico, y entre 
los consultivos, precisamente las comisiones sustantivas (dictaminadoras, 
revisoras, transversales y de investigadoras e investigadores Eméritos), lo 
mismo que la Junta de Honor.22

Entre otras novedades de este ordenamiento, una que fue altamente 
polémica entre las comisiones que participaron en la evaluación de la Con-
vocatoria de 2022 es la contemplada en su Artículo 12, en el que se esta-
blecía que las dictaminadoras entregarán sus evaluaciones por nivel y 
orden de prelación, sin que en este Reglamento haya elementos que seña-
laran cómo establecer dicho orden, los criterios para hacerlo o el proce-
dimiento a seguir.23 Todo parece indicar que este cambio estuvo directa-
mente vinculado a la falta de presupuesto que en esos momentos acusaba 
conacyt, como ya fue mencionado. Las críticas aludieron a que, con los 

21	 Llama la atención que la ahora Secretaría Ejecutiva del Sistema solo tomara en cuenta 
las recomendaciones de las comisiones evaluadoras al presentarlas ante el Consejo Ge-
neral, cuando antes eran precisamente estos cuerpos colegiados, integrados por pares, 
los encargados de emitir criterios y proponer dictámenes.

22	 Por ejemplo, el Artículo 6 señala que el Consejo General (antes denominado Consejo de 
Aprobación) queda integrado por 6 funcionarios del conacyt, 3 integrantes del propio 
sni que serán designados “de conformidad con los lineamientos que al efecto se emitan”, 
dos funcionarios más de la Secretaría de Educación Pública y quien ocupe la Secretaría 
General Ejecutiva de la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educa-
ción Superior, (anuies). Esta composición de la máxima autoridad dentro del sni no era 
nueva; lo que llamó la atención fu que todas las comisiones integradas por quienes cuen-
tan con las credenciales para realizar la evaluación y dictamen de las solicitudes fueran 
consideradas “órganos consultivos” y no decisorios.

23	 Fue tan dura la crítica a este artículo que fue eliminado del siguiente reglamento, publi-
cado en el dof el 11 de julio de 2023.
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mismos méritos, se podrían percibir montos diferenciados, o directamente 
podría haber quienes no recibieran el estímulo económico correspon-
diente. Desde luego, llamó la atención que en esa administración que tanto 
y tan reiteradamente proclamó su pretensión de eliminar o disminuir las 
brechas de género, lo mismo que las regionales y las disciplinarias, se haya 
incorporado un artículo de esta naturaleza.

No cabe duda de que si la comunidad o sus propios representantes 
hubieran participado en la elaboración de este Reglamento, no se hubie-
ra alterado la manera de evaluar cualquier solicitud; las evaluaciones, 
siempre perfectibles y no exentas de sesgos, tradicionalmente se reali-
zaban considerando la calidad de los trabajos publicados, el compromiso 
con la docencia y la difusión, y la productividad general en un periodo 
determinado. 

Otra variación estipulaba que el número de comisiones dictamina-
doras sería definido en función del número de solicitudes recibidas en 
cada convocatoria, una decisión que el Consejo General tomaría en su 
momento. Una novedad adicional fue la integración de estas comisio-
nes mediante un proceso de insaculación de entre la membresía del Sis-
tema, quedando conformadas por 15 integrantes de los niveles I, II y III, 
cuya distinción debía concluir en al menos un año, a partir de la fecha de 
publicación de una convocatoria. Se enfatizó que su integración refleja-
ría “la diversidad regional, institucional y etaria”, lo cual aseguraría una 
evaluación “incluyente y plural”.24 No obstante esta intención, persistió la 
duda sobre la prevalencia del principio de una “evaluación por pares” que 
ha sido base fundamental del ejercicio de cualquier cuerpo colegiado, 
puesto que quienes han obtenido los más altos niveles cuentan con más 
experiencia en evaluación y con trayectorias más consolidadas que quie-
nes recién empiezan o han recibido evaluaciones menos favorables. Ya en 
el 2021 se registraron incidentes en el procedimiento de integración de 
las comisiones dictaminadoras, no solo por el descuido en la presenta-
ción de la lista de elegibles (sin ordenar en función de sus áreas discipli-
narias y sin haber consultado con estas personas si estaban o no dispuestas 
a participar) sino también porque solo se permitió un voto por persona y 
nunca se compartieron las fechas para la votación de los niveles II y III, 

24	 Artículo 16 del Reglamento (febrero de 2023). https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo 
=5660859&fecha=10/08/2022#gsc.tab=0
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lo cual pudo haber dado lugar a una selección a modo, totalmente dis-
crecional.

En lo referente a los requisitos para el ingreso o promoción de la 
membresía, bajo el argumento de brindar certeza al promover la perma-
nencia en al menos dos periodos por nivel, se incorporaron modifica-
ciones a los periodos de vigencia, estableciendo que los periodos de las 
distinciones en los niveles I y II serían de cinco años y la permanencia en 
dicho nivel un mínimo de dos ocasiones (Artículo 22).

También sorprenden las restricciones que recientemente se han impulsa-

do en el ingreso y en la promoción de investigadoras e investigadores en el 

sni, tales como tener que permanecer dos periodos en un mismo nivel (10 

años) sin importar la producción científica y su impacto. Es precisamente 

el programa de conacyt que más crece en el Proyecto del Presupuesto de 

Egresos de la Federación (ppef) 2023, 6% en términos reales; esto debería 

materializarse en la incorporación de un mayor número de investigadoras 

e investigadores al sistema (Moreno y Cedillo, 2022).

Los cambios en la vigencia de los nombramientos sin lugar a duda 
hacen mucho más lenta la trayectoria ascendente en el Sistema, al tiempo 
que complejizan innecesariamente la tarea de la evaluación. En el primer 
caso, si una o un Candidato a Investigador(a) Nacional va cumpliendo en 
su trayectoria con todos los requisitos que se establecen en este nuevo 
Reglamento, le tomaría más de 20 años alcanzar el nivel III. Esta ralenti-
zación de las trayectorias académicas no constituye un estímulo para las 
y los investigadores, especialmente jóvenes, para lograr promociones den-
tro del Sistema.25 En el segundo caso, las comisiones evaluadoras inevita-
blemente se encontrarán con currícula muy disímiles de investigadoras e 
investigadores en un mismo nivel, lo que hará más complicado el proceso 
de una evaluación objetiva y justa.

No obstante lo anterior, el nuevo Artículo 33 podría brindar cierto 
grado de tranquilidad para las y los investigadores con una edad mínima 
de 65 años puesto que los exime de mantener una relación laboral activa 
cuando hayan elegido la extensión de vigencia de su nombramiento, me-
diante la siguiente redacción: “Las Investigadoras y los Investigadores Na-
cionales Eméritos y los integrantes del sni que cuenten con la extensión 

25	 Artículo 22 del Reglamento.
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de vigencia a la que se refiere la fracción I del Artículo 30 del presente 
Reglamento, podrán recibir el apoyo económico siempre y cuando notifi-
quen anualmente su situación al conacyt…”.26

El último cambio que señalaremos es el efectuado en el Artículo 
35, que mencionaba los casos en los que se suspendería la entrega del 
apoyo económico; cobra particular importancia por ser la primera vez en 
la que en un Reglamento del sni se hace referencia explícita a actos de 
violencia de género. En efecto, la fracción IV de dicho artículo a la letra 
establece:

De manera precautoria y sin necesidad de que medie denuncia alguna de 

la parte afectada, cuando se haga de conocimiento público que una o un 

integrante del sni presuntamente haya cometido actos de violencia de gé-

nero. La suspensión que se establezca con motivo de esta fracción durará 

hasta tres meses.

No se pagará retroactivamente el apoyo económico correspondien-

te a los meses que haya durado la suspensión cuando se acredite que la o 

el integrante del sni haya cometido los hechos que se le imputan, indepen-

dientemente de la sanción a la que haya lugar, conforme a los términos del 

presente Reglamento. En caso de que no se acredite la comisión de dichos 

actos, sí se pagará retroactivamente el apoyo económico correspondiente 

a los meses en que se haya suspendido (idem).

La convocatoria de 2023

Esta convocatoria se publicó la noche del 29 de mayo, fecha que en la 
mayoría de las universidades mexicanas corresponde al fin del periodo 
escolar correspondiente (trimestre, cuatrimestre, semestre o anual), 
por lo que las y los académicos con actividades docentes dedican horas 
a preparar exámenes, calificar trabajos, evaluar desempeños y aprendi-
zajes. Aunado a la inconveniencia de la fecha, lo que realmente extrañó 
en esta ocasión fue que la fecha de cierre fuera el 16 de junio; es decir, 

26	 La fracción I del Artículo 30 dice textualmente: “Las y los Integrantes del sni de 65 años 
o más de edad que hayan permanecido en el sni al menos quince años vencidos obten-
drán automáticamente, por única ocasión, quince años de extensión de la vigencia de su 
distinción, salvo que expresamente manifiesten su deseo de aplazar dicha extensión, en 
el formato o mecanismo que esté disponible en el portal del conacyt.”
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a escasas dos semanas de su publicación, generando preocupación en-
tre las y los interesados en ingresar, permanecer o promoverse en el 
sistema.

La misma convocatoria también estipuló que el periodo de “valida-
ción documental” se llevaría a cabo del 5 al 21 de junio, de tal suerte que 
quienes laboraban en instituciones privadas que no hubieran suscrito di-
cho convenio seguramente quedaron fuera, haciendo caso omiso de sus 
credenciales y productividad académica. Se sabe que la plataforma fue 
abierta para quienes se ampararon ante la imposibilidad de acceder a ella 
para someter a evaluación su productividad y trayectoria.

Otro contratiempo que se presentó a escasos dos días de la publi-
cación de la Convocatoria fue que el Consejo Nacional (luciendo ya el nuevo 
logo de conahcyt) decidió cambiar la plataforma en la que se concentra 
toda la información y documentos probatorios, por una de nueva crea-
ción, denominada “Rizoma”, calificada por la doctora Liza Elena Aceves, 
en ese momento Coordinadora de Apoyos a Becarios e Investigadores del 
conahcyt, como una plataforma “autónoma, soberana, que no le repre-
senta costos al erario público …”, según lo declarado en una sesión infor-
mativa celebrada de manera virtual el 31 de mayo del mismo año.

En esa misma sesión, y para sorpresa de las y los participantes, la 
doctora Aceves solicitó a los participantes que tuvieran paciencia al reco-
nocer que se estaban teniendo “incidencias” con la plataforma y al asegu-
rar que en el Consejo estaban haciendo un trabajo de la mayor relevancia 
y que con este se iba a transformar la “sostenibilidad sistémica y la soste-
nibilidad financiera de las plataformas a las que acude la comunidad 
científica …”.27

No desvirtuamos ni minimizamos el esfuerzo por dejar de pagar 
licencias de software, diseñado por empresas generalmente norteameri-
canas, pero sí es cuestionable que la nueva plataforma no haya sido pro-
bada de forma previa a la publicación de la convocatoria, no solo en 
cuanto al funcionamiento de sus módulos, sino también en lo referente al 
manejo del volumen y tráfico de usuarios que acceden a esta en un mo-
mento dado, por no mencionar la migración de toda la información —y 
datos académicos pertinentes— previamente cargados en la plataforma 
anterior.

27	 Sesión disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=rmzAHQ3jyHg

https://www.youtube.com/watch?v=rmzAHQ3jyHg
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En la sesión informativa que ya mencionamos, la doctora Aceves, 
al justificar el cambio en los criterios y mecanismos de evaluación, aseveró 
que “[…] estábamos perdiendo la capacidad soberana de construir un 
snii autónomo, fortalecido y, a partir de criterios locales, específicos y per-
tinentes”. Con el nuevo sistema, afirmó, la evaluación será “mucho más 
plural y transparente” y los expedientes serán evaluados “de manera pro-
funda”, lo que pareciera sugerir que el trabajo que hicieron cientos de co-
legas durante los casi cuarenta años de existencia del Sistema y sus comi-
siones no fue meritorio de describirse con tales características. 

Más allá de que durante su debut Rizoma dejó de funcionar y estu-
vo operando de manera intermitente en el breve periodo que estableció la 
Convocatoria para enviar las solicitudes, en su presentación apareció tal 
cual se muestra en la figura 1, en la que se advierte que en lugar de sni 
(Sistema Nacional de Investigadores) se menciona el snii (Sistema Na-
cional de Investigadoras e Investigadores), utilizando el lenguaje como 
evidencia de un supuesto compromiso con la “inclusión” por parte de las 
autoridades del Consejo que, por otro lado, ni fomentó la participación de 
las mujeres en el sistema de cti nacional, y sí discriminó a quienes labo-
ran en instituciones privadas, a pesar de que la Convocatoria se haya diri-
gido a “personas de cualquier nacionalidad que realicen actividades de 
investigación humanística o científica, o de desarrollo tecnológico o inno-

Figura 1. Presentación gráfica de la Convocatoria 2023

Fuente: https://x.com/Conahcyt_Mex/status/1663683789070147585
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vación en México…”. También es notorio que no se usaran los términos 
“estímulos” o “apoyos” económicos, sino que se mencionara el “reconoci-
miento”, como si se estuvieran adelantando tiempos en los que dicha 
distinción no tendrá la correspondiente retribución económico.

Esta nueva plataforma modificó el volumen y tipo de información 
que antes se capturaba en el curriculum vitae único (cvu) que se utilizó du-
rante muchos años y en el que la membresía iba vertiendo detalles y ane-
xando documentos probatorios de su trayectoria académica. Por mencio-
nar algunos detalles, Rizoma contempla un espacio en el que se debe 
escribir una valoración cualitativa en la que se incluyan consideraciones 
sobre el o la solicitante, su trabajo y trayectoria, en un máximo de solo 
4 000 caracteres; para las solicitudes de primer ingreso, ya no se ha de 
evidenciar toda la obra publicada, sino solo los nueve trabajos que se con-
sideren más importantes; en otros 4 000 caracteres también se debe expo-
ner la incidencia social de su trabajo, lo que ha sido fuertemente cuestio-
nado, especialmente por quienes se dedican a ciencia básica.

A pesar de todas las deficiencias que evidenció la nueva plataforma, 
esta se mantuvo y conacyt tuvo que conceder una ampliación del plazo, 
a punto de que cerrara la Convocatoria 2023, para alivio de las personas 
interesadas. Aun cuando las y los empleados del Consejo atendieron el 
ingente número de llamadas telefónicas preguntando sobre la operativi-
dad de Rizoma y las dificultades al intentar adjuntar documentos proba-
torios, sus superiores ignoraron los múltiples retrasos padecidos por cau-
sa de las fallas en el nuevo sistema; empero lo anterior y a pesar de su 
mínima extensión, la prórroga fue bienvenida.

La 7a modificación (julio de 2023)

Varias son las mejoras que se incluyeron en esta modificación. Para em-
pezar, incluye los montos asignados a cada nivel en su Artículo 29, expre-
sados en términos de uma (Unidad de Medida y Actualización a la que se 
refiere la ley para determinar el valor de la uma), especificando que esta-
rían sujetos a disponibilidad presupuestaria. Desde luego, se advierte el 
énfasis en que el estímulo económico es para quienes laboran en ies 
públicas.

Otra modificación que fue bienvenida fue la que se incorporó en su 
Artículo 12, en el que se estableció que las comisiones dictaminadoras se-
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rían conformadas mediante insaculación de entre todas las personas con 
reconocimiento en el snii. También se indica que cada comisión estaría 
conformada de manera paritaria por 15 personas con reconocimiento en 
el snii de los niveles 1, 2 y 3, cuya distinción concluyera al menos un año 
después de la fecha de publicación de cada convocatoria.

En cuanto a la duración de las distinciones, se mantuvo el requi-
sito para el personal académico de haber sido evaluado en dos ocasiones 
como sin-1 para acceder al nivel 2 y dos como sin-2, para el sin-3. No 
obstante, también destacaron favorablemente dos adiciones sobre la vi-
gencia de los reconocimientos: a) el numeral II del Artículo 25 (“Las per-
sonas investigadoras reconocidas en el snii que hayan tenido o adoptado 
una hija o hijo durante el periodo de vigencia de su reconocimiento podrán 
solicitar dos años de extensión de la vigencia de este, misma que será 
sometida para su aprobación al Consejo General”); y b) el numeral IV 
(“Las personas investigadoras reconocidas en el snii que durante la vi-
gencia de su reconocimiento hayan sufrido una situación familiar grave 
—incluyendo enfermedades graves del cónyuge, concubina o concubino, 
y de descendientes en primer grado, así como la pérdida de hogar por de-
sastres naturales— podrán solicitar un año de extensión de la vigencia de 
su reconocimiento…”). 

La 8a modificación (febrero de 2024)

A pesar de haber sido tomado en noviembre de 2023, el 27 de febrero del 
año siguiente se publicó en el dof el Acuerdo por el que se dan a conocer 
tres modificaciones al Reglamento del snii en sus artículos 19, 24 y 34. El 
primero condicionaba el emeritazgo a las y los integrantes con 65 años o 
más al momento de recibir el reconocimiento; el segundo señalaba que 
los reconocimientos entrarían en vigor en enero del año siguiente, salvo 
por las y los Eméritos que cumplan 65 años durante el año, cuyo recono-
cimiento entrará en vigor hasta ese momento. No quedó claro cuál fue el 
cambio en el Artículo 34 respecto a las obligaciones de las personas in-
vestigadoras, dado que la redacción era idéntica a la que aparecía en la 
versión del Reglamento publicado en julio de 2023. Quizá el interés radi-
có en insistir que los aspirantes al estímulo debían laborar en institucio-
nes de educación superior o centros de investigación en el sector público 
en México.
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La convocatoria de 2024

Con una apertura de tres semanas para la postulación, esta convocatoria 
se publicó en el mes de marzo y especificó claramente estar dirigida a 
“personas de cualquier nacionalidad que realicen actividades de investiga-
ción humanística o científica, de desarrollo tecnológico o de innovación 
en universidades, instituciones de educación superior o centros de inves-
tigación del sector público en México”, No obstante, en el numeral III de 
las Bases, se menciona que quienes realizan actividades en instituciones 
de educación superior o centros de investigación del sector privado “po-
drán participar en la presente convocatoria, siempre que dichas institu-
ciones cuenten con un Convenio de Colaboración debidamente formali-
zado con este Consejo Nacional”.

Si bien se advierte un documento de menor longitud que el ante-
rior, lo que pareciera mostrar cierto nivel de reflexión por parte de las au-
toridades del Consejo Nacional es un cambio en los “Principios que rigen 
el proceso de evaluación” (incluidos en la Convocatoria de 2023) por unos 
“Principios que rigen la operación” de dicha Convocatoria, y la notable 
omisión de cuatro de ellos, a saber: i) Acceso universal al conocimiento; 
ii) Protección a la propiedad intelectual; iii) Equilibrio ecológico y pro-
tección al ambiente; y iv) Derechos de los pueblos indígenas a la libre 
determinación.

Como era de esperarse, nuevamente la plataforma Rizoma presentó 
problemas y se registraron quejas por la imposibilidad de comunicarse a 
los números telefónicos que se incluyeron en la convocatoria. Otra nove-
dad fue la mención a una nueva plataforma, denominada Ápeiron (voca-
blo que, traducido del griego, significa como tal algo ilimitado o indeter-
minado) que, al parecer solo conduce a la plataforma Rizoma pero que se 
menciona para dar seguimiento a las solicitudes. Sobre esta plataforma 
no se hicieron declaraciones acerca de su contribución a la soberanía na-
cional, a la autonomía ni a evaluaciones profundas, vocablos que con fre-
cuencia pregonan las autoridades del Consejo Nacional en el sexenio lope-
zobradorista.

Reflexiones finales

Según se advierte en los numerosos cambios normativos y en la planea-
ción de los recursos financieros, el sni (o snii) como tal, evidentemente 
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no desapareció durante la administración del presidente López Obrador, 
hecho que en algún momento se temió y generó múltiples reacciones en 
redes sociales, especialmente tras las numerosas descalificaciones que du-
rante su gestión utilizó contra los académicos el titular del Ejecutivo fe-
deral. Tampoco se canceló la categoría de Candidato, cuya mención tam-
bién fue muy recurrente en dichas redes a inicios del sexenio.

Desde luego debe reconocerse que el Sistema creció y lo hizo nota-
blemente, lo que significa que el porcentaje del presupuesto ejercido por 
el conahcyt que se destina al snii fue cada vez mayor, seguramente a costa 
de reducciones en otros programas del Consejo, como el de Becas. Pese a 
estas consideraciones, otro tipo de incertidumbre se desprendío de los re-
glamentos del snii aquí analizados, producto de la frecuente repetición 
de que los estímulos están sujetos a disponibilidad presupuestaria, sin 
mencionar el tema del financiamiento para el sector que a lo largo de 
todo el sexenio no registró incrementos reales.

Si bien debe recordarse que la Ley General de Educación (lge) en 
su Artículo 119 señala que el “financiamiento en educación pública y 
en los servicios educativos no podrá ser menor al equivalente del 8% del 
producto interno bruto” (pib) del país, y de este monto “se destinará al 
menos el 1% del pib al gasto para la educación superior y la investigación 
científica y humanística, así como al desarrollo tecnológico y la inno-
vación…”, no quedó claro si la previsión del conahcyt obedeció a la po-
sibilidad de que los montos que se asignaran resultarn inferiores a los 
aprobados en el ejercicio inmediato anterior, como establece el Artículo 
62 de la Ley General de Educación Superior (lges), o si solamente se eli-
minó la referencia en un esfuerzo por publicar un nuevo ordenamiento 
que resultara breve y concreto. Tampoco debe soslayarse el hecho de que en 
la nueva lghcti se omite, a su vez, el tema presupuestal, por más que se 
enviaron propuestas a conacyt y al Legislativo para su debida incorpora-
ción, a las que se respondió argumentando que no tenía caso agregarlo, 
dado que nunca se había alcanzado el 1% que se incorporó en la ley an-
terior, reforma que se realizó en 2004.

Existen otras inquietudes que se derivan de los Transitorios de 
la lghcti —publicada en el dof el 8 de mayo de 2023— y también de la 
condicionante que aparece en el Artículo 34 del Reglamento vigente del 
Sistema, en el que claramente se indica que una de las obligaciones 
de las y los integrantes del snii es “Suscribir un convenio individual con 
el Consejo Nacional, en donde se estipulen los términos y condiciones 
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para el otorgamiento del apoyo económico, sujeto a disponibilidad pre-
supuestaria”.

La lghcti ha sido y sigue siendo cuestionada. Hasta donde se sabe, 
un número considerable de académicos e investigadoras se ampararon 
contra su aplicación; además, se presentaron dos acciones de inconstitu-
cionalidad (la 126/2023 y su acumulada 128/2023) promovidas por sena-
dores y diputados integrantes del Congreso de la Unión, no solo por su 
contenido y su fondo, sino también por la manera tan ágil y expedita en 
la que fue aprobada por el Legislativo. Asimismo, no se deben ignorar los 
siguientes puntos:

a. El Artículo 34 menciona que la membresía del sni deberá estar “reali-

zando actividades en materia de humanidades, ciencias, tecnologías o 

innovación en universidades, instituciones de educación superior o cen-

tros de investigación del sector público, así como a proyectos y activi-

dades de investigación humanística y científica, desarrollo tecnológico 

e innovación relacionados con las áreas estratégicas o prioritarias del 

desarrollo nacional y los temas de interés público nacional o de aten-

ción indispensable considerados en la Agenda Nacional, en los térmi-

nos de esta Ley”.

A todas luces, privilegiar el trabajo académico que se realiza en 

una agenda nacional en cuya definición no participó la comunidad 

científica del país resulta discriminatorio, como también lo es limitar 

o cancelar los apoyos al desarrollo de la ciencia en instituciones pri-

vadas.

b. El Artículo 41 de la Ley menciona que “la Junta de Gobierno del Conse-

jo Nacional debe expedir el Reglamento [del snii] para regular el otor-

gamiento de reconocimientos y apoyos …”.

Esto da pie a que sea precisamente esa Junta la que realice otro 

tipo de evaluaciones, distintas de las que ponen en práctica las comisio-

nes evaluadoras del Sistema. Puede incluso darse el caso de que la Junta 

modifique el resultado obtenido en el proceso regular de evaluación y 

hasta que contravenga lo establecido en el Reglamento que se encuen-

tre vigente, como, al parecer, ya ha sucedido.

c. El Artículo Sexto Transitorio de dicha Ley dispone que el Consejo tiene 

un año de gracia para realizar los ajustes necesarios a los ordenamien-

tos administrativos necesarios. Estos ajustes evidentemente son los que 

dieron origen a nuevos cambios, tanto en el Reglamento del snii como 
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en los términos de las convocatorias, como quedó asentado en el pre-

sente capítulo.

d. El Artículo Décimo Transitorio de la misma Ley señala que: “Las auto-

ridades competentes deberán realizar las acciones necesarias para ter-

minar anticipadamente los convenios y contratos que se opongan a la 

presente Ley, en beneficio del interés público.” Esto faculta al hoy co-

nahcyt a dar por terminados anticipadamente convenios suscritos con 

investigadoras e investigadores cuyas líneas de investigación no estén 

alineadas con las prioridades señaladas por las y los funcionarios del 

propio Consejo (Agenda Nacional, pronaces, etc.), lo cual atenta con-

tra la libertad de investigación que es un principio irrenunciable —e 

inalienable— en la creación de conocimiento.

No se debe subestimar el cambio en los fines que ahora parece 

perseguir el snii del conahcyt; en efecto, pasó de ser un reconocimiento 

de la calidad del trabajo académico realizado a una distinción para quie-

nes evidencien su alineación a los pronaces o incidieran en la atención 

de problemáticas nacionales como criterios de evaluación.28

Dado que desaparecieron los criterios de elegibilidad de los inte-
grantes de las comisiones evaluadoras —quienes de acuerdo con el último 
Reglamento debe ser insaculados— y no se establecieron criterios ni me-
canismos confiables y transparentes para la evaluación, en este texto no 
se ha abordado este tema que, desde luego, merece total atención. Distin-
guidas y distinguidos colegas han participado en entrevistas, seminarios 
y mesas redondas en las que se ha analizado el proceso de evaluación, sus 
criterios o requisitos, que ahora quedan circunscritos a los caracteres y la 
numerología que demanda la plataforma Rizoma.

Muchas han sido las manifestaciones de incertidumbre que se han 
difundido a través de redes sociales sobre la preminencia de ser primer 
autor o autor único en los artículos publicados, lo cual desincentiva el tra-
bajo en equipo y las colaboraciones entre equipos e instituciones. Otra 
fuente de preocupación ha sido que las reglas que se pudieran definir para 
la evaluación aplicarían a quienes hubieran estado trabajando de confor-
midad con criterios aplicados en periodos anteriores, lo cual probablemente 
perjudicará sus trayectorias y reconocimientos.

28	 Las prioridades ahora están expresadas en términos de ciencia básica, investigación de 
frontera, incidencia socio-ambiental y desarrollo tecnológico.
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No está claro qué va a pasar en la siguiente administración federal 
con las y los académicos con adscripción a instituciones privadas, cuya 
membresía está aún vigente, sobre todo porque en las dos últimas convo-
catorias se señala que deberían contar con un Convenio de Colaboración 
debidamente formalizado para poder someter su solicitud a evaluación.

Los resultados de la Convocatoria 2024 muestran la permanencia 
—y probablemente también el ingreso— de personas que laboran en insti-
tuciones educativas privadas. Se sabe que quienes se ampararon han con-
tinuado recibiendo el estímulo económico, aunque se ignora lo que suce-
derá a partir de enero de 2025, cuando el conahcyt se haya transformado 
en la nueva Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnología e Innovación 
(secihti). 

En última instancia, los cambios al Reglamento del snii implemen-
tados durante la pasada administración evidenciaron un preocupante pro-
ceso de centralización en la toma de decisiones que contraviene los prin-
cipios fundamentales de pluralidad y representatividad, cruciales para el 
desarrollo del país. La eliminación del Foro Consultivo del conacyt y la 
omisión de la comunidad científica en la implementación de estas refor-
mas no solo marginaron voces críticas, suprimieron visiones enriquece-
doras y limitaron la posibilidad de un diálogo amplio y constructivo. De 
igual forma, la exclusión de académicos de instituciones educativas pri-
vadas, haciendo caso omiso tanto de sus credenciales como de su produc-
ción académica, constituye un acto discriminatorio inaceptable y, a todas 
luces, contraproducente para el crecimiento y consolidación de la comu-
nidad científica nacional. Estas decisiones improvisadas y carentes de 
consenso han generado retrocesos significativos, cuyos efectos negativos 
—desde la desmotivación de la comunidad hasta la fuga de talentos— se 
percibirán en el mediano y largo plazos, comprometiendo gravemente la 
capacidad del sistema de cti para contribuir al desarrollo del país.

Para finalizar, resulta ineludible mencionar las contradicciones, 
discrepancias e inconformidades suscitadas a raíz del afán por adaptar el 
lenguaje y el ethos académico a una nueva narrativa que predominó en 
la gestión y discurso del gobierno federal anterior: 1) la alineación con la 
fracción V del Artículo 3º Constitucional que, a pesar de que señala con 
precisión que toda persona tiene derecho a gozar de los beneficios del 
desarrollo de la ciencia y la innovación tecnológica, no queda claro en 
ninguno de los ordenamientos aquí comentados ni en otros conocidos 
cómo puede la ciudadanía ejercer ese derecho humano; 2) tanto en la 
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nueva Ley General como en el más reciente Reglamento del Sistema se 
advierte un claro interés por centralizar todas las decisiones correspon-
dientes al sector, esto es así, dado que se han eliminado mecanismos e ins-
tancias de consulta y contrapeso en las que parte de la comunidad acadé-
mica ejercía una voz que en este sexenio fue silenciada; 3) al orientar, con 
una visión centralizadora, el quehacer académico, se debilita el impulso 
a la ciencia básica y a la investigación de frontera, privilegiando una ali-
neación con iniciativas asistencialistas que tanto prodigó el titular del Eje-
cutivo federal; 4) la evidente falta de concordancia entre los instrumentos 
que debían fungir como pilares de una política de Estado: el Programa 
Especial peciti, el Programa Institucional 2019-2024 del hoy conahcyt y 
la lghcti, todos ellos promulgados con retraso y sin discusión, aunque 
pletóricos de descalificaciones, adjetivos y juicios de valor.

En ese marco es en el que se debe inscribir el Reglamento hoy en 
día vigente de un Sistema que inicialmente fue creado para inhibir la fuga 
de cerebros, generar mejores condiciones para el desarrollo de la vida 
académica, contribuir al fortalecimiento de la comunidad científica na-
cional y alentar la investigación en ciencia y tecnología. Por los argumen-
tos hasta aquí aducidos, no parece que los cambios realizados por la ad-
ministración de la doctora Álvarez Buylla a la normatividad del Sistema 
hayan estado influenciados por un modelo o una noción precisa de qué 
hacer o qué esperar del sni(i), ni tampoco si se pretendía continuar o mo-
dificar las finalidades que tuvo en sus orígenes; tal vez fueron puestos en 
marcha solamente con la intención de adecuar los marcos normativos a la 
narrativa dominante del sexenio, de ahí que las modificaciones hayan sido 
erráticas, adoptadas en plazos muy cortos y sin consultar a la comunidad. 

Si reconocemos al sni(i) como un programa que ha sido instru-
mento eficaz de una política nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, 
urge que se hagan todos los esfuerzos posibles para resolver sus proble-
mas y propiciar, mediante estricto apego a un marco normativo que se 
defina con una plena participación de la comunidad, una mayor presen-
cia de investigadoras e investigadores jóvenes y un número creciente de 
mujeres, lo mismo que aumentar las capacidades científicas y tecnológi-
cas de todas las instituciones estatales de educación superior y las de sus 
centros de investigación repartidos a lo largo y ancho de la República 
Mexicana. 

Cabe tener confianza en que la nueva Secretaría recupere la visión 
perdida, restituya los canales de comunicación con la comunidad acadé-



Una mirada crítica al “nuevo” Sistema Nacional de Investigadores (sni) 155

mica nacional, restablezca los recursos que indebidamente fueron extraí-
dos de los fideicomisos cancelados —especialmente de aquéllos que no pro-
venían del erario público—, se apoye en los beneficiarios de todos los 
programas del ramo para obtener mayores presupuestos y redignifique el 
trabajo de investigación y desarrollo, de tal suerte que logremos entusias-
mar a las nuevas generaciones a incorporarse y eso favorezca la ciencia, 
la tecnología y la innovación en nuestro país. Eso, sin lugar a duda, sí que 
generaría bienestar.
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En 2024 se cumplen 10 años de la creación del Programa “Cátedras 
conacyt para Jóvenes Investigadores”. Este programa, surgido en 2014, es 
sustituido en 2021 por el Programa “Investigadoras e Investigadores por 
México”. En este capítulo se realiza un análisis de los propósitos, alcan-
ces y limitaciones del programa “Cátedras conacyt”, así como de las con-
tinuidades y cambios que se observan en el actual programa “Investigado-
ras e Investigadores por México”. A lo largo de este capítulo se presentan 
diversos argumentos sobre la importancia de una política de incorpora-
ción de jóvenes investigadores al quehacer de instituciones y centros pú-
blicos de investigación. Con el Programa “Cátedras conacyt” se buscó 
fortalecer la infraestructura científica y tecnológica de instituciones y 
centros públicos de investigación, descentralizar y desarrollar las capaci-
dades científicas de las regiones y, de manera especial, abrir oportunida-
des de inserción laboral a jóvenes investigadores con altas calificaciones 
para participar en proyectos estratégicos y prioritarios para el desarrollo 
del país.

Introducción

El Programa “Cátedras conacyt para Jóvenes Investigadores”2 inicia ac-
tividades en 2014 en el marco del Plan Nacional de Desarrollo (pnd) 
2013-2018 y, de manera particular, el Programa Especial de Ciencia, Tec-
nología e Innovación (peciti) 2014-2018 (conacyt, 2014a). El Programa 
“Cátedras conacyt” recupera tres elementos del peciti: el análisis sobre 

1	 Profesora-investigadora en el Departamento de Investigaciones Educativas del Centro 
de Investigación y de Estudios Avanzados (cinvestav Sede Sur). 

2	 En lo sucesivo se referirá a dicho programa como Cátedras o Cátedras conacyt.

V. Del Programa “Cátedras conacyt  
para Jóvenes Investigadores”  
al Programa “Investigadoras  

e Investigadores por México”
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la situación de los recursos humanos altamente especializados con los 
que cuenta el país y el establecimiento de estrategias para su incorpo-
ración a las actividades de investigación; el impulso al desarrollo regional 
como estrategia para atender las desiguales condiciones de los sistemas 
estatales de ciencia, tecnología e innovación; por último, el fortalecimiento 
de la infraestructura científica y tecnológica de instituciones educativas y 
centros de investigación en el país.  

Con respecto a los recursos humanos altamente calificados, en el 
peciti (conacyt, 2014a) se destaca la necesidad de dar continuidad a las 
políticas de formación de alto nivel, impulsadas principalmente median-
te becas para realizar estudios de posgrado en el país y el extranjero y, por 
otro lado, continuar el fortalecimiento de los programas de posgrado na-
cionales (ibid., 23). 

De acuerdo con un indicador frecuentemente utilizado en el ámbi-
to internacional, México registra una baja proporción de investigadores 
por cada mil habitantes de la población económicamente activa, esto en 
comparación con otros países, incluidos algunos de América Latina, como 
Argentina.3 Sin embargo, se observa que son pocos los que ocupan una 
posición en investigación respecto de la cifra de graduados de doctorado 
con la que cuenta el país. Aun cuando en el peciti no se abunda sobre este 
tema, se reconoce que “las estrategias para la absorción de capital huma-
no de investigación [han sido] poco claras”, y que por lo mismo se consi-
dera necesario “generar una masa crítica de capital humano altamente 
calificado mediante la incorporación de investigadores al mercado del co-
nocimiento” (conacyt, 2014a, 24). En el peciti se propone “generar los 
mecanismos [para contribuir] a conectar la oferta y la demanda de recur-
sos humanos de alto nivel”. 

Sobre la oferta de recursos humanos altamente calificados, es ne-
cesario señalar que no se dispone de información sistematizada e integral 
sobre el número de graduados de doctorado con los que cuenta el país. 
La información disponible es parcial y responde a propósitos diversos. El 
panorama que se ofrece a continuación muestra datos relevantes que pro-
vienen de diversas fuentes:

3	 En 2012, “la proporción de investigadores en México por cada mil integrantes de la po-
blación económicamente activa (pea) fue de 0.9, cifra que no solo está muy por debajo 
de las de países avanzados, como Alemania con 7.9, o el Reino Unido con 8.2, sino de 
muchos otros, incluso algunos países de América Latina” (conacyt, 2014a, 24).
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•	 En 2012, de acuerdo con datos del peciti (conacyt, 2014a, 24), 
“México contaba con un total de 46 066 investigadores”, 32.3% 
(14 879) laboraba en empresas, 20.6% (9 213) en el gobierno, 
44.4% (20 453) en instituciones de educación superior (ies), y el 
restante 2.7% (1 244) en instituciones privadas sin fines de lucro”. 

•	 En 2016, según datos de la Encuesta Sobre Investigación y De-
sarrollo Tecnológico (esidet, 2017), realizada por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (inegi)-conacyt, había 32 858 
personas dedicadas a actividades de investigación y desarrollo 
tecnológico en empresas del sector productivo: 17 200 labora-
ban como investigadores y tecnólogos, 10 564 como técnicos o 
personal equivalente y 5 094 como personal de apoyo adminis-
trativo.4 

•	 En 2019, en un encuentro con jóvenes investigadores de “Cáte-
dras conacyt”, María del Carmen de la Peza, entonces directora 
adjunta del conacyt, comentaba lo siguiente: “existen alrededor 
de 31 700 investigadores en México, sin embargo, estamos expor-
tando cerebros pues existen más de 55 000 investigadores mexi-
canos en el resto del mundo” (La Jornada Maya, 2019).

•	 En 2020, en el último censo de población y vivienda (inegi, 2020) 
251 400 personas de 25 años en adelante señalaron tener algún 
grado de estudios de doctorado.5 Se desconoce cuántos realizan 
actividades de investigación y el sector en el que se ubican.

•	 En 2021 el padrón de beneficiarios del Sistema Nacional de In-
vestigadores (sni) del conacyt registraba 35 179 investigadores. 

En el peciti se delinearon estrategias para continuar la formación 
de recursos humanos altamente calificados, promover la absorción de 
investigadores en el mercado laboral, fortalecer las labores de investiga-
ción (conacyt, 2014a, 22) y atender las desiguales condiciones de desa-
rrollo de los sistemas estatales de ciencia, tecnología e innovación. Se 
reconocía que la descentralización de la actividad científica había regis-
trado avances importantes, vistos sobre todo a través de la mayor presen-
cia en los estados de investigadores del sni y de programas inscritos en el 
Padrón Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc) (ibid., 31). No obstante, 

4	 Véase: https://www.inegi.org.mx/programas/esidet/2017/
5	 Véase: https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2020/

https://www.inegi.org.mx/programas/esidet/2017/
https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2020/
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se consideraba necesario seguir trabajando en esa dirección a través de 
diversos programas, tales como el de “Cátedras conacyt”. 

Una prioridad en el peciti estaba orientada a promover el desarro-
llo regional mediante políticas diferenciadas que tomaran en cuenta la 
heterogeneidad y desigualdades existentes, así como las vocaciones y ca-
pacidades locales (ibid., 29). Un balance de los programas para el desa-
rrollo regional, como el Fondo Institucional de Fomento Regional para el 
Desarrollo Científico, Tecnológico y de Innovación (fordecyt) y los Fon-
dos Mixtos (fomix), permitió identificar entidades federativas con mayo-
res y menores desarrollos de sus sistemas científicos, tecnológicos y de 
innovación. 

El diagnóstico de aquel entonces sería tomado en cuenta en la 
definición de prioridades del Programa “Cátedras conacyt”. Este último 
quedaría instaurado al poco tiempo, se proyectó su crecimiento y una re-
novación cíclica de los nombramientos del personal participante. No obs-
tante, los planes no transcurrieron como se tenía previsto. Los propósi-
tos, proyección y reglas de juego del programa, se fueron modificando a 
lo largo de la década. 

El inicio: programa “cátedras conacyt  
para jóvenes investigadores”

En noviembre de 2013 se da a conocer el Programa Cátedras con la pre-
sentación de los “Lineamientos para la Administración de las Cátedras 
conacyt” (conacyt, 2013a). Un aspecto inicial tiene que ver con el reco-
nocimiento del déficit existente “en las instituciones y entidades de inves-
tigación en materia de recursos humanos de calidad” (ibid., 3-4). En 
consonancia con las prioridades establecidas en el pnd 2013-2018, en los 
lineamientos se declaraba necesario apoyar a los investigadores para que 
pudieran “establecer compromisos en plazos adecuados para abordar 
problemas científicos y tecnológicos relevantes [y que ello les permitiera] 
situarse en la frontera del conocimiento y la innovación, y competir en 
los circuitos internacionales” (ibid., 2).6 

6	 Aunque no se especifica en el texto, bajo la denominación de investigadores se alude 
tanto a quienes realizan actividades de investigación, como a quienes tienen una forma-
ción y experiencias posdoctorales en investigación, y se encuentran a la espera de una 
oportunidad para construir una carrera de investigación.
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Mediante el Programa “Cátedras conacyt” se impulsa una políti-
ca de incorporación de jóvenes investigadores altamente calificados en 
instituciones públicas de educación superior y en centros públicos de in-
vestigación para participar en proyectos de investigación, desarrollo e inno-
vación en áreas prioritarias para las instituciones y sus grupos de investi-
gación. “Cátedras conacyt” representa para las y los jóvenes investigadores 
la oportunidad de iniciar una carrera de investigación en condiciones de 
cierta estabilidad, especialmente frente a la escasez o ausencia de opor-
tunidades, o bien ante las inciertas condiciones de potenciales experien-
cias posdoctorales. Por su parte, para las instituciones representa la opor-
tunidad de fortalecer sus programas, grupos y líneas de investigación, así 
como de atender, aunque en medida limitada, las necesidades de cambio 
generacional y renovación de plantas académicas.

En un documento posterior se ofrece un interesante panorama so-
bre los principales propósitos que guiaron el Programa “Cátedras cona-
cyt” (conacyt, 2018). En el cual destacan dos grandes áreas de acción: in-
crementar las capacidades de investigación en las instituciones públicas 
mediante la incorporación de recursos humanos altamente calificados, 
acompañado de apoyos para infraestructura científica y tecnológica; y 
generar opciones laborales a la crecida población de jóvenes gradua-
dos de doctorado, para que pudieran insertarse en las instituciones, de-
sarrollar investigaciones de largo aliento, formar a otros y producir cono-
cimiento:

[Cátedras conacyt para Jóvenes Investigadores] se crea con la finalidad 

de atender una problemática propia del sector educativo y de investiga-

ción en México. En especial, se enfoca en incrementar [la] capacidad de 

las instituciones federales y estatales del sector público, de incorporar ca-

pital humano altamente calificado para el desarrollo de la ciencia, la tec-

nología y la innovación.

Las causas del problema en cuestión son diversas. En primer lugar, 
la jubilación de profesores e investigadores se ha venido postergando de 
forma generalizada en las ies y Centros Públicos de Investigación (cpi), 
por lo que se ha limitado la incorporación de nuevos académicos. En se-
gundo lugar, la infraestructura de las instituciones restringe la llegada de 
nuevos investigadores, sobre todo, en aquellas instituciones que no cuen-
tan con recursos para modernizar, ampliar o construir nuevos espacios.
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Lo anterior plantea dos retos de primer orden, por un lado, las ins-
tituciones están restringidas para incorporar a nuevo personal altamente 
calificado y ampliar sus líneas de investigación. Por otro, los investigado-
res, particularmente los más jóvenes encuentran un mercado laboral res-
tringido, el cual les impide desarrollar proyectos de investigación de largo 
aliento con salarios estables y acordes a su formación. 

Si bien existen diversas alternativas, incluso algunas de ellas con-
sideradas dentro de la oferta de políticas y programas conacyt, se reco-
noce la necesidad de generar una opción competitiva que permita a los 
investigadores dedicarse en forma exclusiva a realizar actividades de in-
vestigación, a formar recursos humanos y a generar conocimiento (cona-
cyt, 2018, 5-6)

De acuerdo con los “Lineamientos para la Administración de las 
Cátedras conacyt” de noviembre de 2013 (conacyt, 2013a), las “Cáte-
dras conacyt” se definen como plazas de confianza de “carácter acadé-
mico creadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp). Su 
otorgamiento queda sujeto a concurso y los aspirantes seleccionados son 
considerados “parte de la plantilla de personal académico del conacyt” 
(conacyt, 2013a, art. 3). En los lineamientos se incluyen tres anexos: 
el Modelo del “Convenio de Asignación de Recursos Humanos” (entre el 
conacyt y la institución de adscripción del catedrático seleccionado); un 
segundo anexo con el formato de nombramiento del conacyt con el cate-
drático seleccionado7 y el Estatuto del Personal Académico (epa) del cona-
cyt, marco normativo en el cual se establecen los términos de la relación 
del conacyt con los catedráticos, así como los “derechos y obligaciones de 
carácter académico del Personal de Cátedra conacyt, incluyendo los re-
lativos a su ingreso y permanencia”. 

En diciembre de 2013 se lleva a cabo una reestructuración orgáni-
ca del conacyt para dar cabida a la implementación de las Cátedras co-
nacyt (conacyt, 2013b). Se establece que las Cátedras estarían dirigidas 
a jóvenes investigadores mexicanos, y a extranjeros residentes en el país, 
con doctorado, postdoctorado o alta especialidad, con edades de “hasta 

7	 El nombramiento de la plaza de confianza de personal académico se establece “en los 
términos de los artículos 12, 15 y 18 y demás relativos y aplicables de la Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 
Constitucional” (conacyt, 2013a, art. 3, inciso xiii; en la versión de los Lineamientos de 
2014: conacyt, 2014b, art. 3, inciso xiv).
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40 años en el caso de los hombres y hasta 43 para las mujeres”. Los selec-
cionados prestarían sus servicios en instituciones y centros de investi-
gación a los que fueran asignados, pero su relación laboral sería con el 
conacyt. También se modifica el Reglamento del sni para dar cabida a la 
figura de “Cátedras conacyt”.

En 2014 se publica la primera convocatoria. En realidad, se trata 
de dos convocatorias complementarias: una dirigida a las instituciones y 
centros de investigación, y otra a las y los jóvenes investigadores. En es-
tas primeras convocatorias se explicitan y ponen en marcha los mecanis-
mos de operación del programa “Cátedras conacyt”. Se definen siete 
grandes áreas temáticas (Ambiente, Conocimiento del Universo, Desarro-
llo Sustentable, Desarrollo Tecnológico, Energía, Salud y Sociedad), ade-
más de retos prioritarios en cada una de ellas. En correspondencia con 
las convocatorias, las instituciones proponen proyectos de investigación, 
desarrollo tecnológico e innovación en el marco de los temas y retos esta-
blecidos en el peciti. Por su parte, las y los investigadores interesados en 
participar en el programa, se inscriben en el Padrón de Jóvenes Investi-
gadores. En función de sus áreas de formación y experiencias previas, eli-
gen hasta tres retos nacionales en los cuales estarían interesados en par-
ticipar. 

Los comités especializados del conacyt evalúan los proyectos, y 
una vez terminado el proceso, se publican los resultados. A partir de ese 
momento, los responsables institucionales (enlaces) de los proyectos au-
torizados, acceden al Padrón de jóvenes investigadores, seleccionan al 
menos tres candidatos por Cátedra para su postulación ante el conacyt. 
El Consejo realiza una selección de los candidatos propuestos e informa 
a las instituciones el resultado de esta. Una vez que las y los jóvenes in-
vestigadores conocen dicho resultado, pueden decidir si participan o no 
en los proyectos autorizados.8 Tanto la asignación de proyectos como de 
candidatos son inapelables.

Existen dos modalidades de participación de las instituciones: mo-
dalidad individual o modalidad de grupo. En la primera, el proyecto pro-
puesto se basa en la solicitud de un solo catedrático. En la segunda, un 
mismo proyecto puede considerar la solicitud de tres a cinco catedráticos. 
En los lineamientos del programa se definieron tres regiones en función 

8	 Aun cuando no se trata de una situación generalizada, hay casos donde un mismo can-
didato/a es seleccionado/a para participar en proyectos de diferentes instituciones.
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de varios criterios: la presencia de investigadores en el sni, el número de 
programas inscritos en el pnpc, así como las condiciones de infraestruc-
tura científica en los estados:9

•	 Región 1: Baja California, Coahuila, Distrito Federal, Estado de 
México, Guanajuato, Jalisco, Morelos, Nuevo León, Puebla, Que-
rétaro y Sonora. 

•	 Región 2: Aguascalientes, Chihuahua, Hidalgo, Michoacán, San 
Luis Potosí, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz, Yucatán. 

•	 Región 3: Baja California Sur, Campeche, Colima, Chiapas, Du-
rango, Guerrero, Nayarit, Oaxaca, Quintana Roo, Tlaxcala y Za-
catecas. 

Se establecieron prioridades. Tendrían preferencia las regiones con 
mayores rezagos en ciencia, tecnología e innovación. En primer lugar, 
estarían los proyectos de grupo en instituciones de la región 3; le segui-
rían los proyectos de grupo o individuales de instituciones de la región 2; 
finalmente, los proyectos individuales de instituciones de la región 1. Se 
buscaría que “ninguna entidad federativa [sobrepasara] el 10% del número 
total de cátedras aprobadas” y que “ninguna Institución tuviera más de 3 
proyectos de grupo aprobados”.

Para fortalecer la infraestructura y equipamiento de investiga-
ción en instituciones y centros de investigación, se podrían solicitar 
apoyos complementarios por un monto de hasta $500 000 mxn por cada 
cátedra autorizada, siempre que estuviera debidamente justificado di-
cho gasto por parte de las instituciones. La aportación quedaba sujeta a 
disponibilidad presupuestal. Solamente una parte de las cátedras se vio 
beneficiada con dicho apoyo, especialmente en las primeras dos convo-
catorias, de 2014 y 2015.

Para asignar las Cátedras, el Comité Directivo de Cátedras cona-
cyt tomaba en cuenta diversos criterios, tales como que los candidatos 
propuestos por las instituciones, de preferencia, hubieran sido formados 
en instituciones diferentes de aquella en las que solicitaban la incorpora-
ción; solidez en la formación, experiencias previas, producción académica 

  9	 Cátedras conacyt para Jóvenes Investigadores. Convocatoria para Instituciones de Ads-
cripción 2014-01.
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y profesional, así como conocimiento y dominio del tema a desarrollar en 
el proyecto seleccionado.10

Una vez completado el proceso de selección y asignación, se proce-
día a la elaboración de Convenios del conacyt con las instituciones bene-
ficiadas (actualmente denominadas “receptoras”) y a la elaboración de 
nombramientos de los investigadores seleccionados.

Trabajador del conacyt  
y comisionado en las instituciones

El Programa Cátedras conacyt inaugura nuevos esquemas de incorpora-
ción y regulación de las actividades académicas y laborales de las y los 
jóvenes adscritos como “comisionados” en instituciones y centros públi-
cos de investigación. Quienes ocupan una Cátedra son contratados como 
personal académico del conacyt, pasan a formar parte de su plantilla la-
boral (conacyt, 2021c, art.9). Dicho Consejo asume la responsabilidad 
por la relación laboral y seguridad social de las y los jóvenes investiga-
dores contratados. Bajo la figura de “comisionados” son asignados a las 
instituciones cuyos proyectos fueron autorizados. Desde los lineamientos 
de 2014 se señalaba que la institución beneficiada no tendría relación de 
carácter laboral con el personal académico comisionado. Esta considera-
ción amerita analizarse a la luz de los procesos de evaluación de quienes 
ocupan una cátedra, ya que las instituciones beneficiadas juegan un pa-
pel preponderante en el reconocimiento de los resultados académicos de 
los cuales depende la continuidad laboral ante el conacyt.

En el epa se especifica que el nombramiento es “por tiempo inde-
terminado como Personal de Cátedra conacyt” (conacyt, 2021c, art. 9). 
No obstante, en los Lineamientos se establece que “la comisión será por 
un periodo de diez años”. También se señala que “en casos debidamente 
justificados, a solicitud de la catedrática o del catedrático dicha comisión 
se podrá renovar previa autorización del Comité Directivo” (conacyt, 
2021b, art. 21).11

10	 Cátedras conacyt para Jóvenes Investigadores. Convocatoria para Instituciones 2015.
11	 En los Lineamientos de 2014 la posibilidad de renovación se establecía en los siguientes 

términos: “La comisión de la Cátedra conacyt podrá ser por un plazo de hasta 10 años 
a partir de la fecha de contratación del Investigador o Tecnólogo seleccionado […] y 
podrá ser renovada las veces que sean necesarias hasta el cumplimiento de los objetivos 
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Las actividades del personal de Cátedras en las instituciones abar-
can la investigación en el proyecto asignado; formación de recursos hu-
manos; tareas de extensión y divulgación, así como labores de vinculación 
con diferentes sectores de la sociedad. La permanencia en una Cátedra 
está sujeta a evaluaciones anuales y trienales. De acuerdo con los linea-
mientos de Cátedras de 2014, dichas evaluaciones se llevarían a cabo 
“por parte del conacyt, en conjunto con las instituciones beneficiadas, 
las cuales [podrían] tener como consecuencia en caso de no ser favora-
bles, la rescisión de la relación laboral con el conacyt” (conacyt, 2014b, 
art. 27).

Con apego a los plazos y productos declarados en un Programa 
de Trabajo, la evaluación anual debía mostrar el grado de cumplimien-
to del proyecto, la productividad académica lograda, la participación 
en la formación de recursos humanos, la dirección de tesis o docencia 
“dependiendo de la disponibilidad o anuencia” de cada institución, así 
como la participación en proyectos o actividades de vinculación (co-
nacyt, 2014b, art. 30). La evaluación trienal, por su parte, “sometería 
la Cátedra a una evaluación de pares, mediante la participación de co-
misiones de expertos y la colaboración de la institución beneficiada” 
(art. 10). 

En el epa del conacyt, en la parte correspondiente a los requisitos 
y compromisos a contener en el Programa de Trabajo, instrumento cen-
tral en el proceso de evaluación y de cuyo resultado dependía la perma-
nencia en una Cátedra, se señalaba lo siguiente:  dicho programa “deberá 
establecer como uno de los objetivos del Personal de Cátedra conacyt el 
ingreso y permanencia en el sni” (conacyt, 2021c, Art. 8, fracc. III). En el 
Estatuto de 2014 se establecía el ingreso como candidato/a en el sni, 
máximo a los dos años de haber ingresado al Programa Cátedras. En el 
Estatuto de 2021 dicho plazo habría de ampliarse a máximo tres años, pero 
se introducirían nuevas especificaciones para el ingreso a las siguientes 
categorías: para el Nivel 1, “a más tardar en el sexto año de haber ingresado 
al Programa”, y en el Nivel 2, “a más tardar en el décimo año”. Cabe se-
ñalar que aun cuando no se declara explícitamente que el ingreso y per-
manencia en el sni fuera un requisito para la continuidad laboral, el peso 
que se otorga al sni en el proceso de evaluación genera ambigüedad en la 

establecidos en el proyecto seleccionado, justificando debidamente su renovación” (co-
nacyt, 2014b, art. 25).
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interpretación, especialmente porque en el mismo párrafo donde se habla 
de los plazos para transitar entre categorías del sni, se señala que, “cuando 
por motivos de caso fortuito o fuerza mayor el personal de Cátedra cona-
cyt no cumpla con estos objetivos, el Comité Directivo resolverá lo con-
ducente, previa opinión de la Unidad de Asuntos Jurídicos” (conacyt, 
2021c, Art. 8, fracc. III, 2º párrafo). 

El cumplimiento de los objetivos y metas del Programa de Trabajo 
está en la base de la evaluación. Se considera que un resultado es satis-
factorio cuando cumple “con más del 80% de los objetivos y metas esta-
blecidos” al momento de la evaluación. Un resultado no satisfactorio 
está por debajo de dicho porcentaje, y “es causa de rescisión de la rela-
ción laboral con el Consejo” (conacyt, 2021c, art. 13). Es claro que “la 
permanencia del Personal de Cátedra conacyt en el Programa [está] 
condicionada al cumplimiento del Programa de Trabajo (conacyt, 
2021c art.10).

Por otra parte, a poco tiempo de cumplirse los diez años del Pro-
grama, y también los diez años de los nombramientos otorgados en 2014, 
se ha agregado un requerimiento difícil de atender. En los Lineamientos 
de 2021 se ha solicitado a los catedráticos que generen estrategias para 
transitar de una relación laboral con el conacyt, a una relación laboral a 
cargo de las instituciones receptoras, o de otras en las que encuentren 
oportunidades de empleo:

Con el propósito de cumplir con los objetivos del Programa, el Personal de 

Cátedra conacyt tendrá la obligación de procurar su inserción laboral en 

la Institución Receptora en la que se encuentre comisionado o en cual-

quier otra. Por su parte, en los Convenios de Colaboración que se suscri-

ban, el Consejo tendrá la obligación de fomentar la inserción laboral del 

Personal de Cátedra conacyt en las Instituciones Receptoras (conacyt, 

2021b, art. 22).

Esta situación suscitó un importante movimiento en redes socia-
les. En septiembre de 2021, se multiplicaron los debates en torno a la 
situación laboral de los catedráticos conacyt, se multiplicaron notas, 
mensajes y el hashtag #BuscoTrabajo para conservar mi trabajo. A continua-
ción, se muestran algunos mensajes que circularon en diversos medios en 
torno a dicha situación:
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#BuscoTrabajo Soy doctora en Ciencias Sociales y me especializo en an-

tropología de las violencias y de la justicia, metodologías y episte-

mologías feministas y colaborativas. Actualmente soy Catedrática 

conacyt y para conservar mi trabajo tengo que buscar trabajo…

#BuscoTrabajo Doctor en Ecología y Biología Evolutiva. sin 1. Espe-

cialista en ecología y conservación de aves marinas. Actualmente 

miembro del programa Cátedras conacyt, que nos obliga a buscar 

trabajo para mantener nuestro trabajo…

https://www.forbes.com.mx/con-el-hashtag-buscotrabajo-investi 

gadores-denuncian-al-conacyt/

Soy… Cátedra conacyt @CatedrasMx. Doctorado en Ciencia de Mate-

riales. Especialista en Sistemas de energía limpia. sin 1. Docencia y 

dirección de tesis en posgrado. Publicaciones JCR. #BuscoTrabajo 

para conservar mi trabajo @conacyt_MX, @Scatedras, @ElenaBuylla

Soy… cátedra conacyt, @CatedrasMx, Doctorado en Biomedicina 

y biotecnología molecular. sin 1. Adscrito al @incanMX. Dirijo un 

proyecto para buscar marcadores moleculares de respuesta al trata-

miento en CaOv #BuscoTrabajo para conservar mi trabajo @conacyt_

MX

#BuscoTrabajo soy #Catedrasconacyt Doctorado en Ecología, sin 1, 

autora del #IPCC. Ecología del suelo y mitigación al cambio climático. 

Docencia, y dirección de tesis de licenciatura y Posgrado. Divulgación 

de la ciencia. Artículos JCR. @CatedrasMx, @conacyt_MX

#BuscoTrabajo Doctor en Sociología. sin 1. Especialista en sociología 

de grupos armados, violencia criminal y política de drogas. Experien-

cia en investigación, docencia, vinculación y difusión. Catedrático @

conacyt_MX. Pero, para conservar mi empleo tengo que buscar em-

pleo.

Fuente: https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Para-conservar- 

mi-empleo-tengo-que-buscar-empleo-denuncian-integrantes-de-Cate 

dras-Conacyt-20210917-0028.html

https://www.forbes.com.mx/con-el-hashtag-buscotrabajo-investigadores-denuncian-al-conacyt/
https://www.forbes.com.mx/con-el-hashtag-buscotrabajo-investigadores-denuncian-al-conacyt/
https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Para-conservar-mi-empleo-tengo-que-buscar-empleo-denuncian-integrantes-de-Catedras-Conacyt-20210917-0028.html
https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Para-conservar-mi-empleo-tengo-que-buscar-empleo-denuncian-integrantes-de-Catedras-Conacyt-20210917-0028.html
https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/Para-conservar-mi-empleo-tengo-que-buscar-empleo-denuncian-integrantes-de-Catedras-Conacyt-20210917-0028.html
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La situación de vulnerabilidad laboral es un tema que desde el 
inicio del Programa ha inquietado a las y los catedráticos, pero de ma-
nera particular, a partir de lo estipulado en los Lineamientos de Cáte-
dras de 2021. La relación que se establece entre el requerimiento de 
buscar la inserción laboral, en descargo del vínculo que tienen con el 
conacyt, así como la incidencia de dicho requerimiento en el proceso 
de evaluación, es motivo de preocupación entre jóvenes investigadores. 
Y hay razones para ello. En el capítulo tercero del epa de 2021, el “De 
la permanencia”, se señala que el Comité Directivo del conacyt llevará 
a cabo evaluaciones anuales en las que “también se valorará el cumpli-
miento de las obligaciones que establecen los Lineamientos para el 
Personal de Cátedra conacyt, en particular la relativa a procurar su 
inserción laboral en la Institución Receptora o en cualquier otra” (co-
nacyt, 2021c art.11, fracc. I). Por otra parte, a poco tiempo de que los 
catedráticos contratados en 2014 cumplan diez años de estar en el Pro-
grama, el conacyt anuncia que llevará a cabo “una evaluación de las ac-
tividades o proyectos en los que participe el Personal de Cátedra cona-
cyt, con el objeto de determinar su pertinencia y rigor científico o 
epistemológico (art. 11, fracc. II, el subrayado es nuestro), declaración 
que abre la puerta a interpretaciones diversas sobre la conveniencia, 
utilidad o importancia de los proyectos en los que han estado trabajando 
las y los catedráticos.

Las cátedras conacyt  
de 2014 a 2018

El Programa Cátedras generó grandes expectativas entre instituciones y 
centros públicos de investigación, así como también entre un amplio sec-
tor de jóvenes con formaciones de alto nivel que vieron en el programa 
una oportunidad para iniciar una carrera en el campo de la investigación. 
El programa constituía una respuesta ante el enorme rezago acumulado 
en la creación de plazas para el desarrollo científico y tecnológico, y una 
pequeña tregua ante el envejecimiento de las plantas académicas en las 
instituciones y la acuciante necesidad de renovarlas. 

De 2014 a 2018 se emitieron cinco convocatorias, una por año. En 
ese periodo se autorizaron 984 proyectos y se asignaron 1 511 Cátedras. 
La expectativa emanada de la política era alcanzar las 3 000 cátedras al 



La política científica y tecnológica en el periodo 2018-2024 170

final del sexenio de Enrique Peña Nieto (2012-2018),12 lo que implicaba 
crear aproximadamente 600 nuevas cátedras cada año. La tendencia de-
creciente que observó la apertura de estas a partir del segundo año mos-
tró que ese objetivo no se alcanzaría. 

El primer año, en 2014, fueron aprobados 329 proyectos y se otor-
garon 574 plazas de cátedras. Se dispuso de un presupuesto de $550 millo-
nes mxn. En el segundo año del programa el número de cátedras autori-
zadas disminuyó a 225. En 2016 hubo un aumento a 277 nuevas cátedras, 
sin embargo, los siguientes dos años registraron una disminución; 219 
nuevas cátedras en 2017 y 216 en 2018. Los proyectos de investigación 
autorizados en las instituciones disminuyeron a menos de la mitad de 
la cifra registrada en 2014. En 2018 fueron aprobados solo 157 proyec-
tos (véase tabla 1). La creación de nuevas cátedras estaba sujeta a nego-
ciaciones con la Secretaría Hacienda y a la aprobación anual del financia-
miento en la Cámara de Diputados. El programa requería de incrementos 
considerables para asegurar la creación de nuevas plazas y el sostenimien-
to de las existentes, además, en un horizonte de mediano y largo plazo.

Tabla 1. Cátedras conacyt 2014-2018.  

Proyectos autorizados y cátedras asignadas

Año Convocatoria Proyectos 

autorizados

Cátedras  

asignadas

2014 Primera 329 574

2015 Segunda 149 225

2016 Tercera 186 277

2017 Cuarta 163 219

2018 Quinta 157 216

Total 984 1511

Fuente: Elaboración propia a partir de datos tomados de conacyt. Libro Blanco: Política Pública-Cáte-

dras conacyt para Jóvenes Investigadores, 2018. 

12	 “El conacyt espera seguir anunciando apertura de plazas y terminar el sexenio con más 
de 3 000” https://planeacionibero.wordpress.com/2014/02/17/conacyt-abre-574-plazas- 
para-investigadores/
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Disminuyó el número de plazas y proyectos autorizados. La polí-
tica de Cátedras conacyt, que buscó impulsar el desarrollo científico y 
tecnológico con la incorporación de jóvenes talentosos en diferentes áreas 
del conocimiento, instituciones y regiones del país, quedaba acotada en 
sus alcances casi desde los inicios del programa. Por otra parte, los 500 
mil mxn considerados para apoyar la infraestructura de las instituciones 
y centros públicos de investigación por cada cátedra autorizada pronto 
dejaron de ser otorgados. En algunos casos se argumentó que dicho 
apoyo no había sido solicitado. En otros, que su otorgamiento había que-
dado sujeto a disponibilidad presupuestal. Los apoyos se gestionaron so-
bre todo en las primeras dos convocatorias y se otorgaron en montos 
variables que fueron de los $30 mil mxn hasta cifras superiores al recurso 
previsto.

La falta de apoyo financiero afectó el desarrollo de proyectos que 
requerían recursos e infraestructura específicos, sobre todo en casos donde 
la carencia de condiciones y apoyos institucionales fue más crítica. En los 
hechos, no todas las instituciones brindaron a las y los catedráticos las con-
diciones suscritas en los convenios de colaboración para el desarrollo de 
los proyectos.13 

En una primera etapa de la puesta en marcha del programa Cáte-
dras conacyt, más de cien instituciones y centros públicos de investiga-
ción participaron y tuvieron proyectos aprobados. Luego fueron más de 
130 las instituciones beneficiadas. La participación para ocupar una cá-
tedra creció a un ritmo mayor que el de plazas autorizadas. En 2017, con-
cluido el proceso de asignación de las 219 cátedras de ese año, el conacyt 
reconocía la existencia de “un Padrón con 2 750 investigadores, que no 
[habían tenido] una Cátedra asignada, pero sí [contaban] con los requi-
sitos necesarios para ser elegibles”.14 Había jóvenes investigadores con 

13	 En las convocatorias para las instituciones, además de la descripción del proyecto en la 
solicitud, se pedía una declaración de las condiciones de inserción y las facilidades que 
las instituciones otorgarían a los catedráticos comisionados por el conacyt. Se estable-
cía una “declaración de la disponibilidad legal y operativa de la Institución para favore-
cer la incorporación plena [de la o el catedrático] seleccionado a las actividades de in-
vestigación, docencia, vinculación y, en particular, de la dirección de tesis doctorales” 
(Cátedras conacyt para Jóvenes Investigadores. Convocatoria para instituciones 2015).

14	 La distribución por áreas de conocimiento de las y los inscritos en el padrón fue como si-
gue: “27% se [ubicaba en] Biología y Química; 21% en Ingeniería y Tecnología; 16% en 
Ciencias Físico-Matemáticas y Ciencias de la Tierra; 10% en Ciencias Sociales”; 8% en Cien-
cias Agropecuarias y Biotecnología; 8% en Humanidades y Ciencias de la Conducta; 6% en 
Medicina y Ciencias de la Salud y 4% no tenía registro de área (conacyt 2018, 22-23).
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altas calificaciones y disposición a contribuir al desarrollo científico y 
tecnológico, pero sin oportunidades laborales para desplegar ese talento 
en beneficio del país.

Además de la tendencia decreciente en el número de proyectos au-
torizados y de plazas asignadas entre 2014 y 2018, se registraron dismi-
nuciones asociadas a procesos de evaluación y permanencia de las y los 
catedráticos en el programa del conacyt. A la luz del número de cátedras 
activas en 2019, la reducción más significativa correspondió a quienes 
ingresaron en 2014. Por diversas razones, poco más de cien catedráti-
cas(os) no permanecieron en el programa (véase tabla 2). Los años si-
guientes la disminución persistió, aunque en un grado menor. Por con-
traste, en 2017 las cátedras asignadas representan una cifra menor 
respecto de las que seguían activas en 2019, este fenómeno posiblemente 
se deba a reasignaciones de cátedras de años anteriores. 

Tabla 2. Cátedras conacyt asignadas y vigentes, 2014 a 2018

Año Cátedras  

asignadas*

Cátedras activas 

2019**

Cátedras 2019***

2014   574   471   467

2015   225   211   210

2016   277   269   269

2017   219   226   224

2018   216   206   205

Total 1 511 1 383 1 375

Fuente: Elaboración propia con base en las siguientes fuentes: 
    * conacyt. Libro Blanco: Política Pública Cátedras conacyt para Jóvenes Investigadores, 2018. 
  ** conacyt. Dirección Adjunta de Desarrollo Científico/ Dirección de Cátedras conacyt. Cátedras acti-

vas al 15 de junio de 2019. 
*** conacyt. (2019) Informe de Autoevaluación del conacyt. Enero-junio de 2019.

Con base en información derivada del propio conacyt, se sabe que 
las cátedras autorizadas no siempre fueron ocupadas por las personas se-
leccionadas. Ello obedeció a diversas situaciones: dificultad económica o 
familiar para emigrar a los estados donde una cátedra había sido autori-
zada; haber concursado por una plaza académica en otra institución y 
haberla obtenido, con lo cual la opción de la cátedra quedaba descartada. 
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En otros casos por tener ofertas laborales atractivas para iniciar o dar 
continuidad a experiencias posdoctorales, particularmente en el extran-
jero. Además de quienes no se incorporaron a una cátedra habiendo sido 
seleccionados, la disminución en el número de cátedras también fue pro-
ducto de los resultados de las evaluaciones anuales y trienales, tema que 
abordaremos más adelante.

Presencia de las cátedras conacyt  
en estados y regiones

Ahora centremos la atención en la importancia científica y tecnológica de 
las 1 383 cátedras vigentes en junio de 2019, esto a partir de la informa-
ción reportada durante la transición de gobierno, pocos meses después 
de haber llegado la actual administración del conacyt.15 En el Programa 
Cátedras participan todas las entidades del país (véase tabla 3). Seis enti-
dades concentran el 44.5% del total de cátedras (Ciudad de México, San 
Luis Potosí, Baja California, Jalisco, Yucatán y Querétaro), cada una con 
más de 50 cátedras. La Ciudad de México registra 312 cátedras (22.6%). 
En el extremo opuesto se ubican ocho entidades (Guerrero, Tabasco, Chi-
huahua, Durango, Tamaulipas, Nayarit, Colima y Tlaxcala), con menos de 
20 cátedras cada una, en conjunto suman 114 cátedras y representan un 
8.2% del total.

15	 La doctora Elena Álvarez-Buylla tomó posesión como directora del conacyt el 3 de di-
ciembre de 2018.

Tabla 3. Cátedras Conacyt por entidades federativas  

y temas prioritarios en los que participan 2014-2018
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De acuerdo con la clasificación por entidades federativas estableci-
da por el propio conacyt, las regiones más desarrolladas concentraron el 
mayor número de cátedras, así como los mejores resultados en las evalua-
ciones. La región 1, donde se ubican estados de mayor desarrollo, concen-
tró el 55.4% de las cátedras, seguida por la región 2, con el 26.6% y la 
región 3, de menor desarrollo, con el 18%. Un resultado similar se observó 
en las evaluaciones trienales. Con la atención puesta en los datos de las 
evaluaciones negativas, el menor porcentaje correspondió a la región 1, 
con el 16%, en la región 2 las evaluaciones negativas aumentaron al 20% 
y en la región 3 al 24% (conacyt, 2018, 25).

Conclusión Tabla 3. 

Fuente: Elaboración propia a partir de la revisión y el análisis de datos de Conacyt sobre Cátedras activas al 15 de junio de 
2019. Dirección Adjunta de Desarrollo Científico. Dirección de Cátedras CONACYT.
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Las cifras de cátedras por regiones mostraban que aun cuando las 
prioridades de la política estaban en fortalecer preferentemente las regio-
nes con mayores rezagos, los resultados no fueron los esperados. No todas 
las instituciones contaban con las condiciones para apuntalar el trabajo de 
las cátedras y desplegar con efectividad nuevos desarrollos en la investiga-
ción. Se mostraba que el fortalecimiento de las capacidades científicas y 
tecnológicas en las regiones requería de esfuerzos sistemáticos, más allá de 
lógicas sexenales, así como de compromisos firmes para dotar a las insti-
tuciones de recursos e infraestructura en atención a las desiguales condi-
ciones regionales e institucionales. 

El desarrollo y consolidación de líneas y áreas prioritarias de inves-
tigación científica demandaba estrategias creativas, apuestas a largo plazo 
para el desarrollo de proyectos con alcances y tiempos diferenciados, y, 
de manera especial, exigía estabilidad laboral para las y los jóvenes con 
altas calificaciones y capacidades para realizar investigación, producir 
conocimiento, participar en procesos de innovación y de vinculación con 
diversos sectores de la sociedad.

Contribución de las cátedras  
en áreas y temas prioritarios

De acuerdo con las prioridades establecidas en el peciti 2014-2018, el 
Programa Cátedras buscó fortalecer y coordinar las capacidades científi-
cas a través de la definición de temas prioritarios o estratégicos en siete 
áreas: Ambiente, Conocimiento del Universo, Desarrollo Sustentable, De-
sarrollo Tecnológico, Energía, Salud y Sociedad. Las propuestas de las ins-
tituciones y centros públicos de investigación estarían centradas en dichos 
temas. 

El área de Desarrollo Tecnológico representa casi un tercio del total 
de cátedras autorizadas en el periodo, con 402 cátedras (29.1%) (tabla 3). 
En esta área se desarrollan proyectos de biotecnología, genómica, nano-
tecnología y nanomateriales, materiales avanzados, robótica, tecnologías 
de información y comunicación, telecomunicaciones, manufacturas de 
alta tecnología. La mayor participación se registra en la Ciudad de México, 
Querétaro, Baja California, Coahuila, San Luis Potosí y Guanajuato. 

En segundo lugar, se ubica el área de Ambiente con 220 cátedras 
(15.9%). Comprende proyectos sobre temas estratégicos como gestión 
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integral del agua, seguridad hídrica, derecho del agua, cambio climático, 
ecosistemas y biodiversidad, resiliencia frente a desastres naturales y tec-
nológicos. Además de la Ciudad de México, que registra el mayor número 
de cátedras en prácticamente todas las áreas, los estados con mayor parti-
cipación en temas relacionados con el ambiente son Baja California Sur, 
San Luis Potosí, Yucatán, Quintana Roo y Veracruz. 

El área de Desarrollo Sustentable ocupa el tercer lugar, con 197 cá-
tedras (14.2%). Un tema que es de sumo interés en esta área tiene que ver 
con la suficiencia alimentaria y la producción de alimentos. También in-
cluye proyectos sobre desarrollo urbano y ciudades, además de estudios 
sobre política pública. Seis entidades concentran 93 cátedras (47%): Ciudad 
de México, Jalisco, Estado de México, Coahuila, Michoacán y Sonora.

El área de Conocimiento del Universo registra 172 cátedras (12.4%). 
Entre los temas prioritarios destacan los proyectos sobre geociencias y 
sus aplicaciones, astronomía y cosmología, así como estudios de física y 
matemáticas. Tres estados concentran 88 cátedras (51.2%): Ciudad de Mé-
xico, Puebla y San Luis Potosí. 

El área de Salud registra 159 cátedras (11.5%). De ese total, 92 cáte-
dras (58%) se ubican en la Ciudad de México y el estado de Morelos. El 
resto de las cátedras se distribuye en diecinueve estados. Son variados los 
proyectos que se desarrollan en atención a importantes problemas de 
salud pública. 

El área de Sociedad registra 134 cátedras, lo que representa 9.7% 
del total. Un 73.9%, corresponde a 99 cátedras ubicadas en siete estados: 
Ciudad de México, Aguascalientes, Baja California, Sonora, Jalisco, Oa-
xaca y Chiapas. En el área se llevan a cabo investigaciones sobre migra-
ción, patrimonio biocultural, desarrollo regional, inclusión, interculturali-
dad, educación superior, ecosistemas regionales de innovación, seguridad 
ciudadana, derechos humanos, educación matemática, procesos de gestión 
escolar eficaces, violencias de género, desarrollo y uso de tecnologías, 
entre otros.

Por último, se registran 98 cátedras (7.1%) en el área de Energía. 
Se observa una mayor distribución de las cátedras en los estados, 68 (69.4%) 
se ubican en ocho entidades: Ciudad de México, Querétaro, San Luis Po-
tosí, Morelos, Campeche, Baja California, Coahuila y Durango. Se desa-
rrollan proyectos sobre recursos geotérmicos, celdas solares, sistemas sus-
tentables de energía, biocombustibles, fuentes renovables de energía, entre 
otros.
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Las cátedras en instituciones y cpi

De las 1 383 cátedras activas en junio de 2019, las Universidades Públicas 
y los cpi conacyt concentraron el 75% de las cátedras. Un total de 51 uni-
versidades públicas del país participaron con 380 proyectos de investi-
gación y 550 cátedras. En algunos casos lo hicieron en proyectos gru-
pales que abarcaron de dos a cinco cátedras cada uno. Son varias las 
universidades que contaron con diez o más cátedras asignadas: Universi-
dad Autónoma de Nuevo León y Universidad de Chapingo (10 cátedras 
cada una), U. Autónoma de Aguascalientes y U. Autónoma de Yucatán 
(11 cada una), U. Autónoma de Chiapas (12), U. Autónoma Metropolita-
na (37), U. Autónoma de San Luis Potosí (43) y la Universidad Nacional 
Autónoma de México (unam) (125). En este último caso, 91 cátedras se 
ubicaron en institutos y centros de investigación de la Ciudad Universita-
ria en la Ciudad de México, y 34 en centros e institutos de investigación 
de campus ubicados en Baja California, Michoacán, Morelos y Queré-
taro, entre otros. Otras cuatro cátedras se asignaron a la Universidad 

Figura 1. Cátedras conacyt por tipo de institución 2014-2018

Fuente: Elaboración propia a partir de la revisión y el análisis 
de datos de Conacyt sobre Cátedras activas al 15 de junio de 
2019. Dirección Adjunta de Desarrollo Científico.
Dirección de Cátedras CONACYT.



La política científica y tecnológica en el periodo 2018-2024 178

Politécnica de Hidalgo y seis a Universidades Tecnológicas de Querétaro 
y Oaxaca. 

Los institutos tecnológicos registraron 152 cátedras, 79 fueron asig-
nadas a 25 institutos tecnológicos de 18 entidades federativas. Por lo gene-
ral, se trató de institutos tecnológicos federales que contaban con experien-
cia en investigación. Por otro lado, 73 cátedras se ubicaron en el Instituto 
Politécnico Nacional (ipn), 43 de ellas fueron asignadas a escuelas y facul-
tades de la Ciudad de México, las 30 restantes a unidades foráneas de ocho 
estados, a los Centros Interdisciplinarios de Investigación para el De-
sarrollo Integral Regional (ciidir) expresión del proceso de desconcentra-
ción impulsado por dicha institución. 

Los 26 cpi del conacyt16 participaron en el programa con 242 pro-
yectos aprobados y 483 cátedras asignadas (véase figura 2). Registraron 
proyectos individuales y grupales. En función de las vocaciones de los cen-
tros, se realizaron investigaciones sobre cambio climático, nanotecnologías, 
acuicultura, estudios de suelos, biomedicina, agrobiotecnología, migra-
ciones, producción agropecuaria, alimentos, exploración geotérmica, sis-
mología volcánica, entre otras investigaciones de muy diversa índole.

Otros centros públicos de investigación registraron 56 cátedras para 
desarrollar proyectos en diferentes áreas temáticas. Participaron, entre 
otros, el Centro de Investigación y de Estudios Avanzados, con 37 cáte-
dras y proyectos en todas las áreas, el Colegio de México (3), la Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales (1), el Colegio Mexiquense (4) y la 
Red de Colegios (11). 

Con la política de cátedras se abrió un espacio importante de par-
ticipación para los jóvenes investigadores en el área de la salud, área en 
la que se registraron 119 proyectos y 159 cátedras. La mitad de las cáte-
dras se ubicó en Institutos Nacionales de Salud Pública (81): Cancerolo-
gía (11), Psiquiatría (8), Pediatría (7), Medicina Genómica (6), Nutrición 
(5), Cardiología (3), Enfermedades Respiratorias (2), Rehabilitación (2), 
Hospital Infantil de México (2) y Perinatología (1). Otras 17 cátedras se asig-
naron a diferentes sedes estatales del Instituto Mexicano del Seguro So-
cial (imss) y 17 cátedras más al Instituto Nacional de Salud Pública (insp), 
principalmente en el estado de Morelos y, en menor medida, en la Ciudad 
de México y Chiapas. En lo que respecta a las 78 cátedras restantes del 
área de Salud: 69 se ubicaron en facultades e institutos de investigación 

16	 Se agrupan en el actual Sistema de Centros Públicos del conahcyt.
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de universidades estatales y del ipn, y nueve se asignaron a cuatro centros 
públicos de investigación. 

Los proyectos desarrollados abarcan una amplia variedad de temas 
prioritarios en el ámbito de la salud. Se llevaron a cabo investigacio-
nes sobre alimentación, obesidad, cáncer, diabetes, cáncer pediátrico, 
cáncer de cérvix, enfermedades crónicas, desarrollo de antídotos contra 

Figura 2. Número de cátedras por cpi conacyt 2014-2018

Fuente: Elaboración propia a partir de la revisión y el análisis de datos de Conacyt sobre Cátedras activas 
al 15 de junio de 2019. Dirección Adjunta de Desarrollo Científico. Dirección de Cátedras CONACYT.
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la picadura de alacranes, hipertensión arterial, diabetes mellitus, leucemia, 
cáncer de mama, genómica del cáncer, vih, lupus, adicciones, discapacidad 
visual, insuficiencia cardiaca, enfermedades pulmonares, enfermedades 
infecciosas, embarazo adolescente, entre otros muchos temas.

Un importante sector beneficiado con el Programa Cátedras está 
conformado por diversas dependencias de investigación del sector públi-
co. Entre otras el Colegio de Posgraduados, con 20 cátedras, el Instituto 
Mexicano del Petróleo (7), el Fideicomiso Fondo para la Biodiversidad (6), 
el Instituto de Investigaciones Eléctricas (5), el Instituto Mexicano de Tec-
nología del Agua (4), el Instituto Nacional de Investigaciones Nucleares (4), 
el Instituto Nacional de Antropología e Historia (3), el Instituto de Inves-
tigación y Desarrollo Tecnológico de la Armada de México (1) de la Secre-
taría de Marina, el Instituto Nacional de Electricidad y Energías Limpias (1), 
el Instituto Nacional de Investigaciones Forestales y Agropecuarias (1), y 
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (1). 

Otra experiencia interesante estuvo asociada a la asignación de 
cátedras al Centro del Cambio Global y la Sustentabilidad en el Sureste, 
A. C., para el desarrollo de proyectos interinstitucionales en los que par-
ticiparon la Universidad Juárez Autónoma de Tabasco (ujat), el Gobierno 
de Tabasco, la unam y el conacyt. Los proyectos trataron temas muy va-
riados, tales como el manejo sustentable del agua, adaptación al cambio 
climático, restauración ecológica, tecnologías para aguas profundas, estra-
tegias agroecológicas para la seguridad alimentaria, conservación y uso 
de la diversidad genética de plantas, nanocompuestos para aplicaciones 
eléctricas de alta potencia, materiales para el sector energético resisten-
tes a la degradación ambiental, innovación en materiales para energías 
limpias, entre otros.

Como se advierte en el apartado, desde sus áreas especializadas de 
formación, las y los catedráticos aportan al desarrollo científico, tecnológico 
e innovación en temas estratégicos para el país. Mediante su trabajo con-
tribuyen al fortalecimiento académico de instituciones y centros públicos 
de investigación. Si bien los equilibrios entre regiones no han sido los es-
perados en cuanto a la presencia de mayor número de catedráticos en las 
regiones con mayores rezagos, con su participación han impulsado proce-
sos de vinculación en beneficio de sectores sociales y productivos del ám-
bito local y regional. Pero ¿cuáles han sido las condiciones en las que han 
desarrollado su trabajo? ¿Qué implicaciones ha tenido la figura de comi-
sionado en los procesos de evaluación académica y permanencia laboral?
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Evaluación y permanencia  
de las y los catedráticos conacyt

La falta de certeza laboral ha sido uno de los aspectos críticos señalados 
por las y los catedráticos conacyt. La permanencia en el programa depen-
de de los resultados de evaluaciones anuales, así como de evaluaciones al 
tercer, sexto y décimo años (conacyt, 2021c, art. 11, fracc. I y II). Las eva-
luaciones se llevan a cabo mediante la entrega de Informes de Activida-
des al conacyt, mismos que requieren el respaldo de los representantes o 
enlaces de las instituciones beneficiadas. Cada informe debe mostrar el 
grado de cumplimiento de los objetivos y metas trazados en el Plan de 
Trabajo y en los lineamientos establecidos por el conacyt para el Progra-
ma Cátedras. 

Son varios los elementos que condicionan la permanencia en una 
cátedra. Uno es el ingreso, permanencia y promoción en el sni. Otro ele-
mento de peso en la evaluación es la valoración sobre la obligación rela-
tiva a “procurar su inserción laboral en la Institución Receptora o en cual-
quier otra” (conacyt, 2021c, art. 11 fracc. I). El peso de ese requisito se 
corrobora cuando en la misma fracción, en una redacción que parece un 
juego de palabras, se establece que “la permanencia del Personal de Cáte-
dra conacyt en el Programa estará condicionada al resultado satisfacto-
rio de la evaluación a la que se refiere esta fracción”, es decir, la relativa a 
lograr una inserción laboral en descargo del contrato suscrito con el co-
nacyt. En 2021 la interpretación de esta fracción durante los procesos de 
evaluación de las y los catedráticos suscitó el hashtag “#BuscoTrabajo 
para conservar mi trabajo”. Como se señaló, no cumplir con un mínimo 
del 80% de los objetivos y metas establecidos en el Plan de Trabajo impli-
caba la “rescisión de la relación laboral con el Consejo” (ibid., art. 13).

Desde las primeras evaluaciones anuales se registra una disminu-
ción en el número de catedráticas(os) que permanecen en el programa. 
En la primera evaluación, la de 2015, para evaluar a quienes ingresaron 
en 2014, de 574 cátedras registradas, se presentaron a evaluación 525 cate-
dráticas(os), y de dicha cifra, 483 obtuvieron resultados “altamente satis-
factorios o satisfactorios” (conacyt, 2018, 17). Un año después de inicia-
do el programa, el padrón de catedráticos registraba 91 casos menos 
respecto de las cátedras autorizadas en 2014. No obstante, únicamente 
42 casos estuvieron directamente relacionados con resultados no satis-
factorios y rescisiones contractuales. En los 49 casos restantes se carece 
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de información que permita conocer las decisiones adoptadas sobre esas 
cátedras, se desconoce si quedaron abiertas a procesos de reasignación.17 
En la segunda evaluación anual, realizada en 2016, se señala que 742 cate-
dráticos se presentaron a esta, de los cuales, 485 correspondían a la con-
vocatoria de 2014 y 257 a la de 2015. De ese total, 91.2% (677) obtuvieron 
resultados favorables para permanecer en el programa (ibid., 17). En la 
evaluación anual de 2017, que corresponde a quienes ingresaron en 2015 
y 2016, se presentaron 546 catedráticos, de los cuales, 88.9% (485) obtu-
vieron una valoración altamente satisfactoria y satisfactoria (ibid., 18). 

De acuerdo con los datos anteriores (conacyt, 2018, 17-18), en solo 
tres años de evaluaciones anuales, las realizadas a quienes ingresaron en 
las convocatorias de 2014, 2015 y 2016, la diferencia entre quienes fueron 
evaluados y quienes obtuvieron resultados satisfactorios cada año, arroja 
una cifra de 168 catedráticas(os) que quedaron fuera del programa por 
no haber obtenido resultados positivos. 

Además de las evaluaciones anuales, en 2017 se realizó la primera 
evaluación trienal de quienes habían ingresado en 2014. Se evaluó el 
desempeño de 477 jóvenes investigadores y el avance de 318 proyectos. 
Tuvieron continuidad en el programa 424 (88.9%) catedráticas(os) y 15 
(3.1%) más pudieron hacerlo de manera condicionada. En contrapartida, 
38 (8%) vieron terminada su relación laboral con el conacyt, veinte de 
ellos por no haber cumplido con el requisito de ingreso al sni y dieciocho 
por haber obtenido resultados no satisfactorios en la evaluación (cona-
cyt, 2018, 19). Si a esos 38 casos de la evaluación trienal se suman los 168 
casos de las evaluaciones anuales, para 2017 se registraban 206 cátedras 
cuyos contratos podrían haber sido rescindidos.

Con respecto a la evaluación de los 318 proyectos, 295 (92.8%) re-
gistraron resultados satisfactorios, con diferencias entre sectores institu-
cionales. Los Institutos Nacionales de Salud, alcanzaron el total de apro-
bación en 23 proyectos, seguidos de las ies Federales, con 96.1% de 77 
proyectos evaluados. Las Universidades Públicas Estatales registraron 
93.3% de aprobación con respecto a 104 proyectos. Los menores porcen-
tajes de aprobación se registraron en los cpi conacyt, con 89.7% de apro-

17	 “¿Qué ocurre con la plaza si un catedrático renuncia a ella? Después de ser sometido a 
revisión por parte de conacyt, la institución [receptora] tiene la posibilidad de presen-
tar una nueva terna de candidatos para sustituir al investigador”. Sección de pregun
tas conacyt https://conacyt.mx/conacyt/areas-del-conacyt/desarrollo-cientifico/catedras- 
conacyt/
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bación sobre 68 proyectos; los cpi, con 78.6% de aprobación de un total 
de 14 proyectos y el Tecnológico Nacional de México, con 81.4% de apro-
bación con base en 27 proyectos. Cinco proyectos más correspondientes 
a otras instituciones fueron aprobados en su totalidad (conacyt, 2018, 21).

Sostener resultados satisfactorios en las evaluaciones anuales, trie-
nales y a los diez años implica un fuerte compromiso de las y los catedrá-
ticos, y de las instituciones beneficiadas o receptoras. Los marcos normati-
vos y la apertura para integrar la figura de cátedra a la vida académica de 
las instituciones, a las actividades de investigación, docencia y vinculación, 
han sido un factor, en ocasiones, determinante para el avance de los pro-
yectos y para el desempeño logrado por las y los catedráticos.

Acogida de las y los catedráticos  
conacyt en las instituciones

Con la llegada de las y los catedráticos conacyt a las instituciones se in-
trodujo una nueva figura en las plantas académicas, así como en la rela-
ción académica y laboral. Esto generó diversas respuestas institucionales 
y reacciones entre los miembros de la comunidad. En términos de las ins-
tituciones, algunas fueron flexibilizando gradualmente sus marcos nor-
mativos para incorporar la figura de las y los catedráticos conacyt a las 
diversas actividades institucionales, para extenderles apoyos como parte 
de la comunidad académica, para abrirles espacios de participación en 
la docencia y la dirección de tesis, para impulsar su participación en pro-
yectos de vinculación con diversos sectores de la sociedad. 

Otras instituciones, con estructuras normativas menos flexibles, mos-
traron mayores dificultades, y a veces menor disposición para abrir cau-
ces a la participación de las y los catedráticos en las diversas actividades 
académicas. Fueron casos donde el desarrollo de los proyectos registró 
mayores dificultades: desde la disponibilidad de espacios, especialmente 
en proyectos de carácter experimental, hasta limitaciones en cuanto al 
acceso a recursos institucionales, de infraestructura y de apoyo a la inves-
tigación. Con frecuencia, en estos marcos normativos, la participación en 
las actividades de docencia fue reducida, nula, o quedó subordinada a la 
actuación de los académicos de la propia institución. Un fenómeno similar 
se registró en los procesos de dirección de tesis; en el mejor de los escena-
rios, situación no generalizable, se permitieron procesos de codirección. 
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En un diálogo con catedráticas(os) comisionados en instituciones 
de diferentes estados fue posible conocer diversas situaciones relaciona-
das con su trabajo. Varios temas destacaron en las conversaciones. Ade-
más de compartir importantes reflexiones sobre las formas de recepción 
de que fueron objeto en las instituciones y grupos de investigación, ha-
blaron de la importancia de los proyectos de cátedras en el largo plazo, 
para la consolidación de áreas de investigación prioritarias para las ins-
tituciones, los centros de investigación, las regiones y para el país. En la 
perspectiva de algunos académicos, la llegada de las y los catedráticos 
fue vista como una situación privilegiada que se contrastaba con otras 
trayectorias académicas construidas en la propia institución. En otros 
casos, se les valoraba como la vía para fortalecer líneas de investigación 
relevantes. 

Las y los catedráticos hablaron de los grados de independencia, au-
tonomía y colaboración de los que gozaron en los grupos de investigación 
y, de manera especial, de su relación con los investigadores titulares de 
los proyectos. En algunas instituciones, los investigadores responsa-
bles de los proyectos mostraron su apoyo a las y los jóvenes catedrá
ticos, les dieron márgenes de autonomía y libertad para realizar las acti
vidades. En esos casos, la recepción transcurrió sin contratiempos, de 
manera fluida, se incorporaron a la dinámica de los grupos de investi-
gación bajo condiciones propicias para desarrollar las investigaciones y 
anticipar, con ello, resultados satisfactorios en las evaluaciones ante el 
conacyt. 

En otros casos, el peso las jerarquías fue mayor. El trabajo dirigi-
do, dependiente de las pautas establecidas por los responsables de los pro-
yectos, con poco margen de autonomía para las y los catedráticos, generó 
situaciones donde los resultados del trabajo no siempre fueron los espe-
rados, afectando así las evaluaciones de las que dependía la continuidad 
laboral ante el conacyt. En ocasiones, las relaciones jerárquicas origina-
ron tensiones con los responsables de los proyectos y, a veces, con los enla-
ces institucionales ante el conacyt. 

De manera similar a lo que ocurre con la figura de posdoctorados 
en el mundo,18 con representaciones que varían en función de los contextos 

18	 “Por el tipo de nombramientos, bajo la figura del posdoctorado se ubican becarios, in-
vestigadores asociados y asistentes (Postdoctoral Research Fellow, Research Associate, or 
Research Assistant). Dependiendo de las condiciones en las que fue generado el vínculo, 
así como de los acuerdos establecidos, un posdoctorado es alguien que trabaja de mane-
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y de la forma en que se articulan los vínculos, la figura de las y los cate-
dráticos, como comisionados del conacyt, ha sido representada de diver-
sas maneras en instituciones y centros de investigación: como investi-
gadores con autonomía, colegas, pares en una relación horizontal de 
colaboración y apoyo mutuo, investigadores asociados, becarios, “posdoc 
plus” o “ayudantes vip”.19 Lo importante de esas representaciones diver-
sas es que afectan las dinámicas cotidianas de trabajo.

Sobre los proyectos grupales, algunos catedráticos consideraron 
que este tipo de proyectos acorta el tiempo de la curva de aprendizaje 
porque unos investigadores compensan las debilidades de otros, logran 
una adecuada distribución de tareas y generan intercambios que enrique-
cen los procesos de interés común. 

Otro tema refiere a las posibilidades de acceder a los recursos ins-
titucionales, a viáticos para realizar trabajo de campo, comprar suminis-
tros, disponer o tener acceso a determinados aparatos para realizar acti-
vidades experimentales. En unos casos, el apoyo ha fluido desde el inicio, 
se han generado condiciones para el desarrollo de los proyectos, las y los 
catedráticos se han incorporado a las actividades de docencia, dirección 
o codirección de tesis. En otros casos, sin embargo, la incorporación no 
ha sido plena, han enfrentado limitaciones que han buscado resolver me-
diante diversas estrategias.

En el caso de donaciones o financiamientos obtenidos por las y los 
catedráticos a través de proyectos concursados, la pregunta que se ha 
planteado desde los inicios del programa es si pueden ejercer tales recur-
sos como responsables técnicos. Quienes hicieron posdoctorados fuera 
del país, están más familiarizados con la búsqueda de financiamientos 
para la investigación, algunos los han obtenido. El problema es que, una 
vez logrados los recursos, las y los catedráticos no siempre son reconoci-
dos como sujetos con derecho a administrarlos, por tratarse de trabajado-
res del conacyt que están como comisionados en las instituciones. 

Con la vinculación, otra importante actividad considerada en las 
tareas de los catedráticos, se establece la posibilidad de “colaborar en aso-
ciaciones estratégicas, alianzas tecnológicas, consorcios, unidades de vincu-
lación y transferencia de conocimiento, empresas de base tecnológica, 

ra dependiente o con relativa independencia del investigador principal y que, eventual-
mente, puede llegar a ocupar una posición diferente” (véase Ramírez, 2018, 45).

19	 Esas representaciones han sido señaladas por las y los catedráticos.



La política científica y tecnológica en el periodo 2018-2024 186

redes de innovación e incubadoras de empresas” (conacyt, 2021c, art. 20, 
fracc. VIII). De conformidad con lo dispuesto en el epa, la vinculación se 
ajustaría a los objetivos del programa y se haría conforme a los lineamien-
tos y criterios establecidos por la institución receptora, en conjunto con 
el conacyt. Se trata esta de una interesante apuesta que, para llevarse a 
la práctica, requiere una revisión y ajustes en los marcos normativos de 
instituciones y centros de investigación.

Del Programa “Cátedras conacyt”  
a “Investigadoras e Investigadores por México”:  

reformas a los lineamientos

El fantasma del desempleo ha sido motivo de constante preocupación 
entre las y los catedráticos conacyt, la incertidumbre laboral ha estado 
rondando todo el tiempo. Las razones son diversas, pero principalmente 
han estado asociadas a los resultados de las evaluaciones periódicas y al 
requisito de ingresar y permanecer en el sni. Ello se ha vuelto condición 
para la continuidad laboral. Como trabajadores del conacyt, los nombra-
mientos son por tiempo indeterminado, pero como comisionados en las 
instituciones, los convenios son por tiempo determinado. De los resulta-
dos de la evaluación periódica del desempeño académico en dichas insti-
tuciones depende la continuidad o conclusión de la relación laboral con 
el conacyt. Las instituciones beneficiadas fungen como avales de ese 
desempeño, aunque también es importante insistir en que son responsa-
bles de las condiciones que brindan a las y los catedráticos para llevar 
a cabo su trabajo.20 El ingreso y permanencia en el sni dependen de ese 
desempeño, del avance logrado en sus investigaciones, de las publicacio-
nes producidas, de la formación de recursos humanos (cursos y dirección 
de tesis) y de los procesos de vinculación en los que hayan participado, 
entre otros aspectos.

20	 En el Convenio de Asignación de Recursos Humanos, en su Cláusula Quinta sobre Obli-
gaciones de la “Institución de Adscripción” se señala que esta debe, “dar acceso al per-
sonal académico comisionado a sus instalaciones, dotarlos de espacio físico y de los 
servicios de apoyo otorgados a su propio personal académico en igualdad de circunstan-
cias, con objeto de que dicho personal realice sus actividades en forma eficiente y eficaz 
dentro de un ambiente humano, académico, cómodo, higiénico y seguro” (conacyt, 
2013a, 22).
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Después de 2018 se carece de información sistemática sobre el nú-
mero de catedráticos cuya relación laboral con el conacyt haya con-
cluido.21 De acuerdo con fuentes disponibles, la rescisión de contratos 
laborales ha continuado. Durante la pandemia por la Covid-19 se registró 
un importante incremento en las evaluaciones negativas. En la perspec-
tiva de las y los catedráticos, el cierre de las instituciones afectó las di-
námicas de trabajo, las actividades experimentales, el trabajo de campo, 
el avance en las investigaciones, los procesos de formación, el dictamen 
de las editoriales a los textos enviados para publicación. En el ámbito fa-
miliar representó una sobrecarga de actividades escolares y de cuidados, 
múltiples situaciones que, en la perspectiva de las y los catedráticos, no 
fueron tomadas en cuenta en las evaluaciones. Además del aumento en las 
evaluaciones negativas, fueron reubicados 76 catedráticos en solo seis 
años, y en algunos casos, con hasta dos reubicaciones. Esto ha generado 
gran incertidumbre y preocupación ante un gradual debilitamiento del 
programa. 

La inquietud de las y los catedráticos por su futuro laboral tiene 
antecedentes en las declaraciones de la directora del conacyt, María Ele-
na Álvarez-Buylla, quien el 5 de febrero de 2019, apenas dos meses después 
de haber ocupado la dirección, señalaba que si bien el programa Cáte-
dras conacyt había ofrecido una oportunidad laboral a los jóvenes, lo 
había hecho “de una manera parchada e insostenible”. Y declaraba: “hoy 
tenemos colgados de la nómina a 1 500 catedráticos, eso tiene que cam-
biar” (Canales, 2019). Con esta polémica declaración abría la puerta a las 
interpretaciones, entre otras, a la de una posible cancelación del Progra-
ma Cátedras conacyt. 

La reacción no se hizo esperar en el medio académico y científico. 
La movilización de las y los catedráticos en las redes sociales fue de tal 
magnitud que la titular del conacyt trató de corregir al declarar que el 
acuerdo con los catedráticos se sostendría. Sin embargo, mediante un 
giro discursivo planteó que las y los catedráticos “[merecían] una plaza 
académica real” aun cuando hubiesen sido colocados en la nómina del 
conacyt. La idea de fondo se mantendría hasta su inscripción en los 

21	 En el Comunicado Público Núm. 7, el Siintracatedras informa que entre 2015 y 2020 se 
rescindieron 51 contratos, 28 a mujeres y 23 a hombres: 20 por incumplimiento del in-
greso o reingreso al sni, 11 debido a los resultados de la evaluación trienal, 5 más a la 
evaluación anual, y 15 debido al incumplimiento de normas éticas. https://www.sindica-
tocatedrasconacyt.com/comunicados
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Lineamientos de 2021, cuando se establece que “el Personal de Cátedra 
conacyt tendrá la obligación de procurar su inserción laboral en la Ins-
titución receptora en la que se encuentre comisionado o en cualquier 
otra” (conacyt, 2012b, art. 22).

El Programa Cátedras no se abrió a nuevas convocatorias en 2019 
y 2020.22 En 2021 tuvieron lugar diversos acontecimientos en torno a las 
negociaciones del Sindicato Independiente de Trabajadoras y Trabajado-
res de Investigación de Cátedras conacyt (siintracatedras), en defensa 
de sus derechos como trabajadores, por la estabilidad laboral y la firma de 
un Contrato Colectivo de Trabajo (cct).23 Dichos eventos incidieron en las 
decisiones sobre el rumbo del Programa Cátedras conacyt.

El 20 de febrero de 2020 el siintracatedras había obtenido su re-
gistro ante la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (stps) como traba-
jadores del Estado regidos por el apartado “A”. Durante 2021 el sindicato 
intensificaba su actividad y buscaba la firma de un cct. En diferentes co-
municados, el sindicato exponía temas relacionados con los procesos de 
evaluación académica. Solicitaba la revisión del mecanismo de rescisión 
de contrato basado en la pertenencia al sni. También hacía un llamado a 
la titular del conacyt a tomar en cuenta que los resultados de las evalua-
ciones se habían visto afectados porque “algunas instituciones receptoras 
[habían] fallado en su deber de proporcionar la infraestructura y el apoyo 
básico para el avance de los proyectos de Cátedras, sus funciones de 
investigación, de formación de recursos humanos y de vinculación”.24 
Consideraban que había instituciones sin la infraestructura e insumos 
necesarios para dar cumplimiento al plan de trabajo, y que, en mu-
chos casos, dichas carencias habían sido cubiertas con recursos de los 
propios catedráticos. 

El 7 de junio de 2021, tras diversas movilizaciones en defensa de 
las y los catedráticos despedidos del programa, tuvo lugar el primer en-
cuentro de representantes de siintracatedras y del conacyt en la stps. 
Dicha reunión tuvo como propósito iniciar la negociación de un cct.25 En 
ese encuentro, los representantes del sindicato señalaron que había dis-
posición a la escucha y al diálogo por parte de los representantes del 

22	 El siintracátedras da cuenta de siete contrataciones en 2020 que probablemente co-
rrespondieron a reasignaciones.

23	 Véase: https://www.sindicatocatedrasconacyt.com/prensa
24	 siintracatedras, Comunicado 7, junio 2021. https://www.sindicatocatedrasconacyt.com/
25	 Véase Comunicado público 4, del 8 de junio de 2021. https://shorturl.at/f2EqJ



Del programa “cátedras conacyt para jóvenes investigadores” 189

conacyt, así como un reconocimiento a la legitimidad de su organiza-
ción sindical. Comentaron que el encuentro se dio sin mayores contro-
versias. La postura del sindicato era avanzar en la negociación de un 
contrato colectivo que diera certeza laboral a sus agremiados.26 Acorda-
ron continuar con las negociaciones del cct en una siguiente reunión 
programada para el 16 de junio. 

Sin embargo, algo se modificó en el camino: dos días después de 
ese primer encuentro en la stps, el 9 de junio, la titular del conacyt anun-
ció la intención del Consejo de modificar los Lineamientos de Cátedras. 
Y así lo hizo. El 17 de junio de 2021 presentó los nuevos Lineamientos del 
Programa Cátedras aprobados por la Junta de Gobierno del conacyt. 
¿Qué cambios importantes o visibles se introdujeron respecto de los Li-
neamientos de 2014? Se estableció el requisito de procurar la inserción 
laboral en la institución receptora (conacyt, 2021b, art. 22). Se cambió la 
denominación de institución beneficiada a institución receptora. Se abrió 
la posibilidad de seleccionar y autorizar comisiones del personal de Cáte-
dra sin necesidad de emitir una convocatoria; bastaría la opinión de las 
comisiones evaluadoras (art. 19). Se establecieron dos modalidades de 
cátedras: una para instituciones y centros públicos de investigación (mo-
dalidad I), y otra para dependencias del sector público (modalidad II). 

Desde el inicio del Programa Cátedras, la convocatoria estuvo diri-
gida a instituciones públicas de educación superior, centros públicos de 
investigación e instituciones federales y estatales del sector público, 
siempre que realizaran investigación. Esto se mostró en el análisis de las 
cátedras por tipos de instituciones 2014-2018. Sin embargo, la reforma a 
los Lineamientos de 2021 introdujo cambios importantes. En la modali-
dad I, dirigida a las instituciones y centros públicos de investigación, es-
tableció como requisito la vinculación previa de los aspirantes con las 
instituciones receptoras y, en la medida de lo posible, su participación en 
el diseño de las propuestas (art. 28).27 Asimismo, estableció que las insti-
tuciones receptoras debían garantizar “la igualdad de oportunidades para 

26	 Ante el tema de incrementos salariales, la respuesta de Siintracatedras fue: “No queremos 
huelga ni aumento salarial, queremos certeza laboral”. Véase: https://www.eleconomista.
com.mx/arteseideas/No-queremos-huelga-ni-aumento-salarial-queremos-certeza-laboral- 
Siintracatedras-20210819-0139.html

27	 En los Lineamientos de 2014 se daba preferencia a quienes no tenían una relación pre-
via con la institución receptora. Era una forma de cuidar los procesos de selección, que 
fueran públicos y transparentes, además de evitar la endogamia.
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que el Personal de Cátedra conacyt comisionado pueda insertarse labo-
ralmente en dicha Institución en un plazo razonable” (art. 30, fracc. III). 

Por otra parte, señalaba la posibilidad de que las y los catedráticos 
fueran responsables técnicos de los proyectos, especialmente cuando se 
tratara de la gestión de recursos del conacyt (art. 30, fracc. V). 

En la modalidad II se introdujo un cambio de fondo. Solo serían 
convocadas las “Dependencias y Entidades de la Administración Pública 
Federal”; ya no incluiría a las instituciones del sector público estatal. Bajo 
la modalidad II, la institución receptora debía identificar temas y necesi-
dades concretas de colaboración, y elaborar la propuesta respectiva (art. 34). 
En ese caso, el conacyt se encargaría de revisar y proponer los ajustes 
pertinentes. 

La evaluación de los catedráticos había sido establecida en el epa del 
conacyt. Este es reformado el 29 de junio de 2021. Entre los cambios im-
portantes destacaba la incorporación de la “equidad de género” como algo 
a procurar en la asignación de Cátedras (conacyt, 2021c, art. 7). Se gene-
raron mayores especificaciones en los criterios de permanencia. Para los 
recién incorporados al programa, se dispuso que las primeras dos evalua-
ciones anuales serían de carácter diagnóstico. Se mantuvo el requisito de 
ingreso y permanencia en el sni con la especificación de años para transi-
tar a las diferentes categorías, hasta el nivel 2. Se sostuvo, a su vez, en di-
cho texto reformado que menos de 80% de cumplimiento de los objetivos 
y metas del programa de trabajo implicaba la rescisión del contrato.

Pero los cambios en los lineamientos de junio de 2021 no fueron 
suficientes. Durante el proceso de negociación del siintracatedras y el 
conacyt, se volvieron a reformar los Lineamientos de Cátedras. El 22 de 
septiembre de 2021 se dio a conocer el Acuerdo por el que se Reforman 
los Lineamientos del Programa Cátedras conacyt, ahora Programa  Inves-
tigadoras e Investigadores por México del conacyt. Además de cambiar 
el nombre del programa, a lo largo del texto se sustituye la denomina-
ción “Personal de Cátedra” por “Personal del Programa”. Con esta sus-
titución quedaba desactivada la negociación colectiva iniciada en junio 
de 2021. El “Programa Cátedras conacyt” y la figura de Catedrática(o) 
fueron sustituidos por el Programa “Investigadoras e Investigadores por 
México”.28

28	 En el tercero transitorio del Acuerdo mencionado se señala lo siguiente. “Todas las refe-
rencias que en los nombramientos o demás instrumentos normativos se hagan o se hayan 
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El principio in dubio pro operario (en caso de duda, a favor del tra-
bajador), incluido en los Lineamientos de junio de 2021, no se expresó en 
los hechos (Canales, 2021). El 29 de septiembre de 2021 la Junta Fede-
ral de Conciliación y Arbitraje (jfca) determinó que “no eran procedentes 
ni la solicitud del siintracátedras para la negociación y firma de un 
contrato colectivo de trabajo ni el ejercicio de derecho a huelga para esta 
organización sindical […] Los argumentos aducidos fueron: que los traba-
jadores de conacyt ya [contaban] con condiciones generales de trabajo y 
que las Cátedras [pertenecían] al apartado B del Artículo 123 Constitu-
cional y no [eran] sujetos de contratación colectiva”. El 30 de septiembre 
los miembros del siintracatedras protestaron frente a las instalaciones 
del conacyt, en demanda de estabilidad laboral y certidumbre jurídica 
como trabajadores de base.29

Pocos días después de publicado el Acuerdo de reforma del Pro-
grama Cátedras y del anuncio del nuevo programa (septiembre 2021), se 
difundieron las convocatorias de Investigadoras e Investigadores por Mé-
xico, se presentaron de manera separada para las modalidades I y II. Lla-
ma la atención este anuncio después de no haber emitido convocatorias 
en 2019 y 2020. ¿Se trató de nuevas plazas? Es poco probable. En un co-
municado del 9 de junio de 2021, la titular del conacyt había anunciado 
que habría convocatoria porque existían vacantes disponibles que debían 
ser cubiertas.30 Se desconoce el número de contratos rescindidos en el 
Programa Cátedras que pudieron ser aprovechados en la convocatoria 
para el Programa “Investigadoras e Investigadores por México”. 

El registro de solicitudes en la nueva convocatoria arrancó el 28 de 
septiembre de 2021. En cuanto a la modalidad I, destinada a institucio-
nes y centros públicos de investigación, los resultados se dieron en cuatro 
bloques, en total fueron 69 candidatos seleccionados. Se desconoce quié-
nes son, a dónde fueron asignados, con qué proyectos. Solo se cuenta con 
un listado de números de curriculum vitae único (cvu). Lo mismo ocurre 
con los resultados de la Modalidad II que registró 49 candidatos seleccio-

hecho a: I. Programa Cátedras conacyt, se entenderán referidas al Programa Investiga-
dores por México. II. Personal de Cátedra conacyt, se entenderán referidas al Personal 
Investigador conacyt. III. Catedrática(s) o Catedrático(s), se entenderán referidas a In-
vestigadora(s) o Investigadores(s) conacyt (conacyt, 2021e, 3º Transitorio).

29	 Véase: https://strmnoticias.org/2021/10/01/a-partir-de-hoy-investigadores-de-catedras- 
conacyt-trabajaran-bajo-protesta/ 

30	 Cfr. conacyt, Comunicado 221: “Mayor certidumbre y libertad a catedráticas y catedrá-
ticos Conacyt”, 9 de junio de 2021.
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nados. La publicación de resultados inició el 19 de noviembre de 2021 
(primer bloque) y terminó el 18 de agosto de 2022 (cuarto bloque). En 
2022 no hubo convocatoria. La convocatoria de 2023 llevó el título gené-
rico de Investigadoras e Investigadores por México, pero solo fue para la 
Modalidad II, es decir, para las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal. La pregunta que surge entonces es si esto consti-
tuye un giro en la política, o bien es algo meramente circunstancial. Las 
inscripciones a esta convocatoria comenzaron el 17 de febrero. Los pri-
meros resultados se emitieron el 14 de abril de 2023, con 21 candidatos 
seleccionados.

En esta vorágine de cambios aún por procesar, el 8 de mayo de 
2023 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (dof) la Ley General 
en materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación (lghcti), 
con lo cual cambia la denominación del conacyt a Consejo Nacional de 
Humanidades, Ciencias y Tecnologías (conahcyt). 

Consideraciones finales

El Programa Cátedras conacyt generó grandes expectativas por los obje-
tivos que se propuso: articular una política que permitiera incrementar la 
capacidad científica de las instituciones y centros públicos de investiga-
ción, fortalecer los sistemas científicos y tecnológicos del país, apoyar el for-
talecimiento y la creación de grupos y líneas de investigación, descen-
tralizar las capacidades científicas, impulsar el desarrollo científico en las 
regiones más rezagadas, fomentar la vinculación con diversos sectores de 
la sociedad para contribuir a la transferencia de conocimiento, además 
de abrir oportunidades para la incorporación de jóvenes investigadores con 
altas calificaciones en instituciones y centros de investigación. 

Su antecedente más importante fue el Programa de Apoyo a la Cien-
cia en México (pacime), creado en 1991 con un crédito del Banco Mundial 
de $150 millones usd y una aportación equivalente del gobierno de México. 
Con este programa se pretendió desarrollar de manera significativa la acti-
vidad científica del país, “aumentando en número y calidad: a) la planta 
académica nacional de investigadores; b) los proyectos de investigación 
científica; c) la infraestructura científica; d) la formación de recursos hu-
manos en el nivel de posgrado” (conacyt, 1991). Se articuló en torno a 
tres grandes subprogramas: el de Proyectos de Investigación, el corres-
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pondiente a Proyectos de Infraestructura y el de Cátedras Patrimoniales 
y Repatriaciones. 

En este último subprograma destacan las Cátedras Patrimoniales 
nivel I, para mexicanos de reconocido prestigio nacional o internacional, 
y la de nivel II, para profesores extranjeros visitantes interesados en desa-
rrollar actividades académicas en instituciones mexicanas. El otorgamiento 
de tales cátedras era por un año, renovable a dos, algo similar a la actual 
política de becas posdoctorales. Después de ese tiempo la institución re-
ceptora podría buscar mecanismos para contratarlos. En el caso de las 
Cátedras nivel I, la de mexicanos, se desconoce cuántos lograron incorpo-
rarse por esta vía al igual que los resultados de dicho proceso en las trayec-
torias de individuos e instituciones. Respecto de las Cátedras nivel II, el 
estudio de Izquierdo (2010, 62) muestra que muchos de los investigado-
res extranjeros “no solo renovaron sus estancias, sino que se establecieron 
de manera permanente en México”. 

Tanto en el pacime, con las Cátedras Patrimoniales, como en el 
peciti, con el Programa  Cátedras (ahora Investigadoras e Investigadores 
por México), se buscaba impulsar el desarrollo científico y tecnológico en 
el país con la incorporación de los mejores talentos para realizar proyectos 
de investigación estratégicos, impulsar el fortalecimiento y consolida-
ción de líneas y grupos de investigación, producir conocimientos, tecnolo-
gías e innovaciones, generar redes de colaboración y vinculación, contri-
buir a la formación de nuevos talentos, entre otros objetivos. Enrique 
Cabrero, titular del conacyt de 2013 a 2018 y responsable del diseño de 
la Política de Cátedras, hablaba de la necesidad de generar una política 
en materia de ciencia y tecnología de largo alcance, a 20 o 30 años, “des- 
sexenalizada”, condición sin duda importante para asegurar la continui-
dad de esfuerzos relevantes y las posibilidades de construcción de una 
política de Estado orientada al desarrollo del país en el largo plazo. 

En el amplio abanico de talento humano y de condiciones que han 
configurado sus posibilidades de despliegue, destacan las contribuciones de 
las y los catedráticos (ahora investigadoras e investigadores por México) 
en las comunidades académicas, en las actividades de formación con jóve-
nes de diferentes niveles educativos, en las soluciones a problemas locales 
relevantes, en las propuestas científicas, tecnológicas y de innovación pro-
ducidas, así como en las vinculaciones con diversos sectores de la sociedad. 

Para las y los investigadores que se incorporaron al Programa Cá-
tedras, este ha representado una oportunidad laboral para iniciar una 
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carrera de investigación y, en algunos casos, un incentivo para retornar al 
país después de variadas experiencias posdoctorales en el extranjero. Sin 
embargo, en el camino recorrido las experiencias han sido diversas y la 
situación de incertidumbre laboral también ha estado presente.

La estabilidad laboral está en el centro de las preocupaciones de las 
y los catedráticos/investigadores a casi diez años de creación del Progra-
ma Cátedras. Diversos acontecimientos refuerzan ese temor: por un lado, 
las rescisiones de contratos que han ocurrido en los últimos años, por 
otro, el accidentado proceso de negociación del siintracatedras y el co-
nacyt en torno a la firma de un contrato colectivo que no llegó a buen 
término. Un tema adicional tiene que ver con que se cumple un ciclo de 
diez años del programa. En 2014 se establecieron los primeros convenios 
de asignación de recursos humanos con las instituciones que recibieron 
“comisionados” del conacyt. Es importante recordar que la comisión de 
la Cátedra es por un plazo de hasta diez años, con posibilidades de reno-
vación siempre que esté debidamente justificada y sea previamente auto-
rizada por el Comité Directivo del conacyt. El proceder de las institucio-
nes receptoras y del actual conahcyt será crucial en las decisiones.

La situación de las y los catedráticos que fueron contratados por el 
conacyt y comisionados en otras instituciones ha abierto un debate so-
bre las actuales condiciones laborales de este sector académico. La incer-
tidumbre laboral ha puesto sobre la mesa temas de triangulación laboral 
y subcontratación.31 Bajo un esquema de triangulación está, por un lado, 
el empleador y, por otro, la institución que establece los contenidos del tra-
bajo. De acuerdo con Arce (2016) y Arce y Gomis (2019, 3) el esquema 
triangular en el caso de las Cátedras conacyt ocasiona distorsión respec-
to de las normas clásicas de empleos, porque las instituciones donde las 
y los catedráticos desarrollan su trabajo, que son las que también los eva-
lúan, “no son las mismas que deciden su ingreso, promoción y permanen-
cia” (idem.). 

El problema con ese esquema triangular es que las instituciones 
beneficiadas, en la medida en que no son las responsables de la relación 
laboral, “no establecen ningún compromiso directo de carácter legal con 
los catedráticos” (ibid., 5). Esto constituye un serio problema frente a 
diversas situaciones, pero particularmente frente a la obligación impuesta 

31	 Sobre este tema, véase el trabajo de Añez Hernández (2012). https://www.redalyc.org/
articulo.oa?id=36426153003
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a las y los catedráticos de procurar su inserción laboral en la institución 
receptora o en cualquier otra. El panorama que enfrentan no es sencillo. 
Incluso si se abriera la oportunidad y se propusieran concursar por una 
plaza, han pasado algunos años y, dependiendo de los límites de edad que 
han establecido algunas instituciones para participar en las convocato-
rias, muchos ya no tendrían condiciones para inscribirse a dichos proce-
sos. Se ha dejado bajo responsabilidad de las y los catedráticos resolver 
la situación laboral de un problema que es estructural y que no ha sido 
atendido de manera efectiva. 

La experiencia y las líneas de reflexión que deja el programa son 
múltiples y variadas. No obstante, resulta difícil aprovechar las lecciones 
de una política pública si desconocemos lo elemental: información con-
fiable, oportuna y fidedigna que permita reconocer, corregir y mejorar lo 
logrado; que posibilite tomar decisiones basadas en un horizonte de me-
diano y largo plazo, y que favorezca la apertura de cauces efectivos para 
la participación de jóvenes generaciones de investigadores. 

Por último, varios cambios están en puerta. El 1º de octubre de 2024 
inició su gestión como presidenta de México la doctora Claudia Shein-
baum Pardo, primera mujer en encabezar el Ejecutivo federal. En su 
toma de posesión anunció la creación de la Secretaría de Ciencia, Huma-
nidades, Tecnología e Innovación (secihti) en sustitución del conahcyt, 
hecho que ocurrió el 1º de enero de 2025. Con ello, ha iniciado un impor-
tante proceso de transición y reestructuración de las actividades huma-
nísticas, científicas y tecnológicas, así como del lugar que en las mismas 
tendrán los diferentes programas y actores. Hay múltiples expectativas 
puestas sobre la mesa y agendas pendientes que demandan atención. 
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Alejandro Márquez Jiménez1

Introducción

Si bien los antecedentes de los fideicomisos públicos en México se remon-
tan a la época del porfiriato (Castillo, 1982; Lawi, 2016), en fechas recien-
tes han adquirido un mayor protagonismo como parte de las finanzas 
públicas. Esto se debe a diversas razones: el crecimiento en su número y 
la magnitud de recursos públicos que involucran; los reiterados cuestio-
namientos por su falta de transparencia; las medidas tomadas en distin-
tos momentos con la finalidad de regular y controlar su funcionamiento; 
y más recientemente, por el decreto que concreta la extinción de 109 
fideicomisos públicos en 2020. Siendo esto último algo que fungió como 
un detonador para el incremento de los debates en torno al papel que 
juegan estos instrumentos en las finanzas públicas y en las políticas rela-
cionadas. 

En los debates, sin embargo, la figura de los fideicomisos públicos 
queda un tanto ambivalente, pues mientras algunos los consideran como 
un mecanismo útil que emplean los gobiernos para alcanzar fines  determi-
nados y lícitos de amplio interés público (Acosta y Almazán, 1999; cefp, 
2005; Salvatierra, Castaño, Arredondo, Dupuy y Garduño, 2018); otros 
vierten sus duros cuestionamientos por considerarlos como una forma 
de transferir recursos públicos al ámbito de control privado, o bien, por la 
falta de transparencia y sospecha de actos de corrupción en el uso de los 
recursos involucrados en estos instrumentos financieros (Sandoval, 2005; 
2007; 2014; Salvatierra et al., 2018). 

Para hacerse una idea de la importancia que estos instrumentos 
tienen en las finanzas públicas, basta mencionar que en 2018 existían 

1	 Investigador del Instituto de Investigaciones sobre la Universidad y la Educación (iisue), 
Universidad Nacional Autónoma de México (unam).
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274 fideicomisos públicos a nivel federal, los cuales se estima que invo-
lucraban recursos equivalentes a 835.5 miles de millones de pesos (Sal-
vatierra et al., 2018); en tanto que para 2020, se reportó la existencia de 
332 actos jurídicos registrados (303 fideicomisos, 23 mandatos y seis aná-
logos) que en conjunto ascendían a 728.4 miles de millones de pesos (Ál-
varez, 2020). 

Asimismo, para dimensionar su magnitud cabe resaltar que en 2018 
estos recursos eran equivalentes al 15.8% del presupuesto público federal 
(Salvatierra et al., 2018). De manera específica, para los interesados en las 
áreas de educación y de ciencia, tecnología e innovación, de acuerdo con 
la clasificación funcional del Presupuesto de Egresos de la Federación 
(pef) 2018, el presupuesto destinado a educación fue de 676 624 millones 
de pesos2 y el de ciencia, tecnología e innovación de 53 298 mdp, equiva-
lentes al 12.8% y el 1% del presupuesto público federal, respectivamente 
(shcp, 2018). Como se puede apreciar, los recursos destinados a los fi-
deicomisos públicos sobrepasan a los que se destinó a estos sectores en 
2018. Ahí radica la importancia de conocer más sobre la forma en que 
operan estos mecanismos de financiamiento y el impacto que su extin-
ción provoca, al considerar que algunos de ellos correspondían a estos 
sectores.

Partiendo de lo anterior, el objetivo de este documento consiste en 
analizar la forma en que fueron afectados dos sectores: el de educación y 
el de ciencia, tecnología e innovación, por razón de las medidas orienta-
das a la extinción de algunos de los fideicomisos públicos en 2020. Para 
cumplir este cometido, el documento se divide en dos apartados: a) el 
primero busca definir qué son los fideicomisos públicos y presentar una 
breve cronología sobre su desarrollo en México; b) el segundo aborda 
algunos de los problemas relacionados con su funcionamiento y que han 
sido la base de su extinción; así como el impacto generado en las áreas de 
educación y de ciencia, tecnología e innovación a partir de la publica-
ción, el 6 de noviembre de 2020, del decreto del Legislativo federal por el 
cual se extinguieron 109 fideicomisos.

2	 Para abreviar, en este capítulo se utilizarán las siglas “mdp” para millones de pesos y 
“mmdp” para miles de millones de pesos.
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1. Los fideicomisos públicos y su desarrollo en México

1.1. Fideicomisos públicos3

El origen de los fideicomisos se ubica en el ámbito del derecho privado y 
posteriormente fue incorporado al ámbito público. De acuerdo con el 
Diccionario de la lengua española, la raíz etimológica de fideicomiso 
proviene del latín fideicommissum, derivado de los vocablos fides=fe y 
commissus=comisión, entendido como “comisión de fe”. Implicando una 
“disposición por la cual el testador deja su hacienda o parte de ella enco-
mendada a la buena fe de alguien para que, en caso y tiempo determina-
dos, la transmita a otra persona o la invierta del modo que se le señala” 
(rae, 2020). 

Una definición que resulta muy popular en nuestro país, bastante 
similar a la anterior, tiende a concebirlo como “un negocio o acuerdo, a 
través del cual se transfiere un bien o propiedad a un tercero para admi-
nistrarlo a favor de un beneficiario, teniendo la posibilidad de disponer 
libremente del mismo para cumplir el fin especificado” (Batiza, 1954 y Cas-
tello, 1957, citados en Salvatierra et al., 2018, 17). 

No obstante, estas definiciones no resultan tan acordes para des-
cribir las múltiples formas y funciones que estos instrumentos adoptan 
en la actualidad, siendo así que diversos especialistas concuerdan en se-
ñalar que es difícil definir el término (Castillo, 1982; Domínguez, 2005; 
Knobel, 2017). Incluso en la literatura suele mencionarse de múltiples for-
mas: acuerdo de voluntades, acto de buena fe, contrato de confianza, 
negocio, negocio jurídico, acto jurídico, acto jurídico de confianza, entre 
muchas otras formas.

Aunque se reconoce que los antecedentes del fideicomiso se remon-
tan a la época del imperio romano, las especificaciones que ha asumido 
en diferentes tiempos y contextos son ampliamente diversas. De modo 
que, por ejemplo, no existe un consenso pleno sobre la forma en que este 
instrumento financiero se incorporó en la legislación del país; no obstan-
te, una posición preponderante lleva a que algunos, como Castillo (1982), 
indiquen que es infructuoso tratar de encontrar los antecedentes del 

3	 Con la finalidad de hacer la lectura lo más fluida posible, en este escrito se utiliza de 
forma genérica el término de fideicomiso para referirse de forma conjunta a los actos 
jurídicos integrados por fideicomisos, mandatos y actos análogos.
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fideicomiso mexicano en el derecho romano o germánico, y a pesar de 
que los antecedentes más próximos se encuentran en el trust del derecho 
angloamericano, consideran que esta figura tampoco fue incorporada 
tal cual al contexto mexicano y más bien presenta diversas variantes que 
aún siguen siendo modificadas; por lo cual, se puede decir que el fideico-
miso mexicano pareciera tratarse de un fenómeno jurídico en continuo 
movimiento cuya identidad todavía no está plenamente definida (Casti-
llo, 1982). 

Las cuestiones que ocasionan su falta de identidad, sin embargo, 
también son una de sus principales ventajas y la base de la popularidad 
de la que gozan actualmente, dado que su gran versatilidad permite adap-
tar dicha figura a diversos usos y necesidades. En este sentido, se afirma 
que el fideicomiso puede ser visto como un gran lienzo blanco que no está 
confinado a un concepto regulador y cerrado, haciendo factible que se es-
tablezca como sus fines todo aquello que no se encuadre en alguna pro-
hibición legal (Vaca, 2016, 407).

La versatilidad y la forma cambiante del fideicomiso son aspectos 
que deben tenerse presentes, dado que constituyen, a su vez, la problemá-
tica para su legislación y control. Asimismo, por causa de lo anterior, se 
debe asumir que las definiciones que usualmente se brindan de este con-
cepto tan solo contemplan sus características más generales. Bajo la adver-
tencia anterior, se puede mencionar que, de forma general, el fideicomiso 
puede ser visto como un contrato por medio del cual una persona física 
o moral denominada, para efectos de dicho instrumento, fideicomitente, 
transmite y destina determinado patrimonio (bienes o derechos) a una 
institución fiduciaria (en México, solo las instituciones de crédito pueden 
fungir con este carácter) encomendándole la realización de fines deter-
minados y lícitos en beneficio de un tercero denominado fideicomisario 
(persona física o jurídica-colectiva), que puede ser el propio fideicomi-
tente (Rosso y Uriarte, 2003).

Con base en la misma línea de argumentación anterior, el fideico-
miso estaría integrado por tres partes: el fideicomitente, el fiduciario y el 
fideicomisario o beneficiario. El primero es quien transmite los bienes, 
propiedades o derechos en consecución de un fin lícito y determinado; el 
segundo es quien recibe los bienes para ser administrados y, con ello, cum-
plir el fin establecido en el contrato; y el tercero representa a quienes se 
benefician del fin del fideicomiso, que puede ser también el propio fidei-
comitente (véase figura 1).
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Habiendo mencionado la forma más usual que asume el fideicomi-
so, abordemos algunas de las razones que explican la popularidad que ha 
adquirido como mecanismo de financiamiento, siendo ampliamente 
apreciado tanto en el ámbito público como en el privado (Urquiza y Rivas, 
2010). Entre estas razones se encuentran: 

•	 Brindar protección a un patrimonio. El fideicomiso se constitu-
ye como un contrato secreto que reserva la identidad de sus par-
tes, razón por la cual quedan los bienes libres de embargo. En 
esta medida, brinda seguridad financiera a futuro para los bie-
nes, lo que, a su vez, resulta provechoso para los fideicomisarios 
(beneficiarios) que se elijan. 

•	 Ser un instrumento jurídico mediante el cual el fideicomitente 
constituye un “patrimonio autónomo”, cuya titularidad se atri-
buye al fiduciario, sin embargo, solo en la medida de cumplir 
con el fin establecido en el contrato. Es autónomo porque es dis-
tinto a los patrimonios propios de quienes intervienen en el fi-
deicomiso (fideicomitente, fiduciario, fideicomisario). De forma 
tal que a ninguna de las tres partes que intervienen puede atri-
buirse el patrimonio constituido por los bienes fideicomitidos, 
ya que debe entenderse que se trata de un patrimonio afectado 
a un fin determinado. Esta peculiaridad que adquiere la propie-
dad de un patrimonio establecido en un fideicomiso ha llevado 
a Sandoval (2007) a considerar que:  “… el patrimonio del fidei-
comiso, de alguna forma, queda encapsulado metafísicamente 

Figura 1. Pastes de un fideicomiso
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con objeto de mantenerlo alejado de todo alcance, pero los re-
cursos […] depositados en los fideicomisos son activos en cons-
tante movimiento” (Sandoval, 2007, 21).

•	 Ser un instrumento financiero muy versátil. Capaz de adaptarse 
a las necesidades de los interesados en dos sentidos: el primero 
en función de la diversidad de fines para los cuales puede esta-
blecerse, tanto en el ámbito privado como público; y el segundo, 
en términos de las entidades que pueden constituirlo: privadas, 
públicas, públicas federales, estatales o locales; o bien, puede cons-
tituirse de forma mixta mediante la participación combinada de 
los entes anteriores.

Como lógicamente cabría suponer, la diferencia entre los fideico-
misos privados y públicos radica, en términos fundamentales, en el ori-
gen de los bienes, derechos o recursos implicados en el fideicomiso. En 
los privados, el origen de los bienes corresponde a ese ámbito y pueden ser 
constituidos por cualquier persona física o moral, teniendo de manera 
enunciativa mas no limitativa entre sus fines más comunes: la inversión, 
administración, garantía o traslado de dominio. Mientras que en los fi-
deicomisos públicos, los bienes, derechos o recursos involucrados pueden 
provenir íntegra o parcialmente de un origen público, en cuyo caso, los 
bienes concurrentes podrían involucrar, a su vez, al sector privado. 

Ahora bien, como este capítulo trata sobre los fideicomisos públi-
cos, sería pertinente analizar algunas de sus características más genera-
les. En México, de acuerdo con Sandoval (2007); Salvatierra (2016); Sal-
vatierra et al. (2018) los fideicomisos públicos pueden ser de tres tipos: los 
que son considerados como entidades paraestatales, los que no son con-
siderados entidades paraestatales y los mixtos.4

•	 Los fideicomisos considerados como entidades paraestatales son 
aquellos constituidos por el gobierno federal por conducto y au-

4	 En muchos documentos oficiales la distinción con que suele identificarse a los fideico-
misos públicos es la de fideicomisos con estructura orgánica para referirse a los que 
son considerados como entidades paraestatales y sin estructura para referirse a los otros, 
que por ley no están obligados a tener una estructura orgánica administrativa (aunque 
pueden llegar a tenerla) (cefp, 2021). En este sentido, la distinción que se emplea para 
fines de este texto también se establece partiendo de esta distinción entre los fideicomi-
sos con y sin estructura orgánica; al considerar que los segundos son donde principal-
mente se centran los reclamos de falta de transparencia y acceso a la información.
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torización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp). 
Las entidades que los administran cuentan con una estructura 
similar a las entidades paraestatales, es decir, tienen el mismo 
carácter que una institución pública y cuentan con una estruc-
tura orgánica administrativa y una unidad de vigilancia y con-
trol para evaluar su desempeño y funciones, entre muchas otras 
cosas. En este tipo de fideicomisos, la institución fiduciaria que 
los administra forma parte también del ámbito público (socie-
dades nacionales de crédito o instituciones de banca de desarrollo) 
y mediante la legislación vigente está obligada a transparentar 
el uso de los recursos públicos involucrados en tales fideicomi-
sos. Por lo anterior, como se verá más adelante, este tipo de fidei-
comisos no son los directamente afectados por los decretos de 
extinción que se han realizado en los últimos años (Sandoval, 
2007; Salvatierra, 2016; Salvatierra et al., 2018).  

•	 Los fideicomisos públicos que no son entidades paraestatales 
son creados por entidades gubernamentales para operar progra-
mas y proyectos específicos, pero a diferencia de los anteriores, 
estos no cuentan con una estructura orgánica (administrativa) 
definida (Sandoval, 2007; Salvatierra, 2016; Salvatierra et al., 
2018), tampoco están obligados a reportar ingresos y gastos en 
el pef ni en la Cuenta de la Hacienda Pública Federal. Aunque en 
la legislación vigente se determina que la garantía de acceso a la 
información de estas figuras corresponde a la dependencia que 
administra el fideicomiso, la falta de estructura de estas entida-
des facilita la opacidad con respecto del patrimonio fideicomitido 
(Sandoval, 2007; Salvatierra, 2016; Salvatierra et al., 2018). In-
cluso se ha indicado que, aun cuando algunos de estos fideico-
misos sí cuentan con estructura, es usual que no lo reporten para 
escapar del control y fiscalización gubernamental (Sandoval, 
2007; Salvatierra, 2016; Salvatierra et al., 2018).  

•	 Por su parte, los fideicomisos mixtos si bien son generalmente 
constituidos por particulares, estos reciben aportaciones, dona-
tivos o subsidios públicos. Aunque formalmente los recursos pú-
blicos destinados a estos fideicomisos deben identificarse en una 
subcuenta para su control, esto por lo general no ocurre carac-
terizándose, a su vez, tales fideicomisos por su falta de transpa-
rencia. Esto es así debido a que se trata de la figura jurídica que 



La política científica y tecnológica en el periodo 2018-2024 208

más se ajusta a las normas del derecho privado, situación por la 
cual se suele recurrir al “secreto fiduciario” que ampara a los entes 
privados para salvaguardar la información (Sandoval, 2007; Sal-
vatierra, 2016; Salvatierra et al., 2018).    

Otro punto que cabe destacar tiene que ver con la versatilidad de los 
fideicomisos públicos para adaptarse a una amplia variedad de fines, pues 
como se señaló, “estos tienen como límite solo los actos que están especí-
ficamente prohibidos por alguna disposición legal” (Vaca, 2016, 407). De 
esta forma, entre los fines más comunes se encuentran: la prestación 
de servicios, el rescate de bancos o carreteras, la gestión de negocios, el 
desarrollo de proyectos inmobiliarios, el aseguramiento de pensiones y 
jubilaciones, y el pago de primas de antigüedad; incluso algunos de ellos 
se han utilizado para pagar indemnizaciones o reparar daños.

1.2. El desarrollo de los fideicomisos públicos en México

Existen dos actos que se reconocen como los primeros antecedentes de 
los fideicomisos públicos en México y se remontan a la época del porfiriato: 
el primero tiene que ver con los contratos que fueron establecidos entre el 
gobierno mexicano y las compañías ferrocarrileras (muchas de ellas ex-
tranjeras) para asegurar las inversiones que permitieran la construcción 
de los ferrocarriles y las cuales contaban con la participación de institu-
ciones fiduciarias norteamericanas. Si bien estos contratos se establecían 
en el extranjero, surtían efectos legales en el país bajo el amparo del Có-
digo Civil de 1884 y de la Ley de Ferrocarriles (lf) del 29 de abril de 1899 
(Castillo, 1982: 213; Lawi, 2016). El segundo acto es el denominado “Pro-
yecto Limantour” de 1905, el cual corresponde a una iniciativa de ley que 
fue presentada para su aprobación en el Congreso de la Unión por el en-
tonces secretario de hacienda, José Yves Limantour. A pesar de que la ini-
ciativa no fue aprobada, este acto se reconoce como la primera iniciativa 
en el país con el objetivo de regular el funcionamiento de los fideicomisos 
en México (Castillo, 1982, 213; Lawi, 2016; Cruz, 2021).

El siguiente acto tendría que esperar hasta la conclusión de la Re-
volución mexicana de 1910. No sería sino hasta 1924, cuando en la Ley de 
Instituciones de Crédito y Establecimientos Bancarios (liceb) finalmente 
se describieran, aunque vagamente, las funciones que tendrían los “ban-
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cos de fideicomiso”, al tiempo que se hiciera pública la intención de pro-
mulgar una ley en la materia para regir dichas instituciones (Castillo, 1982; 
Lawi, 2016). En 1926, se promulgaría la Ley de Bancos de Fideicomisos 
(lbf), aunque su vigencia sería muy corta, pues sería abrogada al quedar 
incluida la normatividad de los fideicomisos en la liceb, publicada en 
agosto del mismo año (Castillo, 1982; Lawi, 2016).

Otro suceso de importancia ocurriría en junio de 1932, con la pro-
mulgación de la Ley General de Instituciones de Crédito y Organizacio-
nes Auxiliares (lgicoa), donde se reconocía la necesidad de una definición 
más clara de la figura del fideicomiso y se anunciaba la creación de una 
nueva ley. En agosto de ese mismo año se expediría la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito (lgtoc), siendo esta la encargada, hasta 
la fecha, de regular el fideicomiso como institución sustantiva; si bien con 
múltiples modificaciones a través del tiempo (Castillo, 1982, 213; Lawi, 
2016).

En la figura 2 se presentan, en una línea de tiempo, algunas de las 
modificaciones más recientes a la normativa de los fideicomisos públi-
cos, muchas de ellas realizadas con la finalidad de brindar mayor certeza 
sobre el uso de los recursos públicos. 

En 1986, por ejemplo, la Ley Federal de Entidades Paraestatales 
(lfep) estableció la distinción y las características que tendrían los fidei-
comisos públicos considerados como entidades paraestatales y aquellos 
que no. Los primeros contarían con una organización análoga a los orga-
nismos descentralizados y quedarían sujetos a las disposiciones de esa 
ley, aspecto que permitió regular la estructura de estos fideicomisos y los 
mecanismos para asegurar la transparencia y acceso a la información de 
los recursos destinados a estos. Lo mismo no ocurrió, no obstante, con los 
fideicomisos no considerados como entidades paraestatales, siendo estos 
los que han concentrado principalmente los reclamos debido a su falta de 
transparencia y rendición de cuentas; lo cual explica que fueran estos los 
más afectados por el decreto de extinción en 2020. 

Por su parte, en 2006, en la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria (lfprh), se establece que la shcp solo será fideico-
mitente único de la Administración Pública Centralizada y abre la posi-
bilidad de que también el Poder Judicial, las Cámaras de Diputados y de 
Senadores, así como los órganos constitucionales autónomos funjan como 
fideicomitentes y constituyan fideicomisos públicos con recursos prove-
nientes de sus presupuestos autorizados (dof, 2006). Esta medida, a la 
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cual se atribuye el aumento del número de fideicomisos públicos al per-
mitir que otras dependencias crearan sus propios fideicomisos, adicio-
nalmente procuró regular a los fideicomisos no considerados como enti-
dades paraestatales, al señalar que, en este caso, como estos fideicomisos 
carecen de estructura orgánica (administrativa), la entidad a cuyo presu-
puesto se hayan asignado los recursos presupuestales será la responsable 
de su operación y de reportar la información sobre el uso de los recursos 
destinados a tales fideicomisos. No obstante, aunque esta ley mandata 
transparentar el uso de los recursos públicos presupuestales, como suele 
ocurrir en México, a pesar de que la ley existe, no siempre se cumple, dando 
cabida a una acumulación de reclamos. 

De esta forma, a pesar de que en 2009, 2012 y 2015 se añadirían 
otras normas con la intención de asegurar la transparencia y acceso a la 
información de todas las instancias que reciben recursos públicos, los re-
clamos se seguirían acumulando. En 2012 el decreto del entonces presi-
dente Enrique Peña Nieto establecía medidas encaminadas a asegurar el 
uso eficiente, transparente y eficaz de los recursos públicos, y las acciones 
de disciplina presupuestaria en el ejercicio del gasto público, así como 
para la modernización de la administración pública federal (apf). Asi-
mismo, brindaba instrucciones para depurar los fideicomisos públicos, 
mediante la extinción de aquellos que no fueran estrictamente necesarios 

Figura 2. Línea de tiempo sobre los cambios más recientes  
relacionados con los fideicomisos públicos, 1986-2020

Fuentes: El Universal Online, s/f; Saúl y Guazo, 2016; Salvatierra et al., 2018; Redacción El Economista, 2018; López, 2018; 
dof, varios años.
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(dof, 2012). Sin embargo, como señala Álvarez (2020), hacia el final de su 
gobierno no se percibieron avances con respecto a la transparencia o la 
extinción de los fideicomisos que no fueran considerados prioritarios. 

De esta forma, llegamos a un nuevo periodo gubernamental y en 
2018 el nuevo presidente estableció 100 compromisos para su gobierno, 
donde en el número 37, se incluía el correspondiente a la cancelación de 
los “…fideicomisos o cualquier otro mecanismo utilizado para ocultar 
fondos públicos y evadir la legalidad y la transparencia” (Redacción El 
Economista, 2018; Álvarez, 2020). Compromiso que condujo a los decre-
tos de 2020, donde, primero, el presidente presentó un decreto para la 
extinción de los fideicomisos sin estructura y, posteriormente, el Legisla-
tivo federal decretó la extinción de 109 de estos fideicomisos (dof, 2020; 
Álvarez, 2020).

2. Los problemas de los fideicomisos públicos  
y el impacto de su extinción en las áreas de educación  

y de ciencia, tecnología e innovación

2.1. Los problemas de los fideicomisos públicos 

Un aspecto que se reitera como base de los problemas relacionados con 
los fideicomisos públicos tiene que ver con la cantidad de recursos que 
han llegado a concentrar y los limitados mecanismos de control que exis-
ten sobre su funcionamiento; lo cual ocasiona que existan constantes re-
clamos derivados de la falta de información sobre el destino de los recur-
sos públicos y el nivel de cumplimiento de los fines para los que fueron 
creados (Saúl y Guazo, 2016; Sandoval, 2007; 2014; Salvatierra et al., 2018; 
Arredondo, 2020; Cruz, 2021). 

A esta apreciación general se añaden diversas conjeturas que se 
reiteran para cuestionar la existencia y funcionamiento de estos instru-
mentos financieros, entre ellas: 

a)	 Que se dio un rápido incremento en su número a partir de 2006, 
cuando se abrió la posibilidad de que otras dependencias públi-
cas, además de la shcp, pudiesen crear fideicomisos. Al respec-
to, se deduce que los fideicomisos pasaron a ser utilizados como 
una suerte de “caja chica”, donde las dependencias públicas 
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resguardan recursos presupuestales fuera del escrutinio y con-
trol de la shcp y de la Auditoria Superior de la Federación (asf) 
(Saúl y Guazo, 2016; Mendoza y Vivanco, 2020).

b)	 Que esta figura jurídica, incorporada a la administración públi-
ca desde el ámbito privado, posee un marco legal limitado que 
impide su control. De esta manera, aunque se contabilizan hasta 
14 instrumentos normativos orientados a regular el funciona-
miento de los fideicomisos públicos, se señala que la dispersión 
y el entrecruzamiento que se establece entre ellos ocasiona que 
los procesos para vigilar su cumplimiento entrañen una tarea 
compleja, debido a que los cuerpos normativos suelen colisionar 
entre sí, favoreciendo la opacidad en cuanto al uso y el destino 
de los recursos públicos (Sandoval, 2007; 2014; Salvatierra et al., 
2018; Cruz, 2021). Por ejemplo, se menciona que, debido a que 
muchas de las instituciones que fungen como fiduciarias son de 
la banca privada, estas no se sienten obligadas a responder a los 
requerimientos de transparencia y rendición de cuentas imple-
mentados en la administración pública; respaldando sus accio-
nes bajo el amparo del “secreto fiduciario” que salvaguarda a 
los entes privados (Sandoval, 2007; 2014; Salvatierra et al., 2018; 
Cruz, 2021). 

c)	 Que la información sobre los fideicomisos es escasa, incomple-
ta, no es sistemática y, además, se encuentra dispersa en varias 
dependencias bajo diversas categorías que impiden su com-
prensión (Sandoval, 2007; 2014; Salvatierra et al., 2018).

d)	 Que los fideicomisos favorecen el uso indebido de los recursos 
públicos, pues permiten llevar a cabo ciertas prácticas, tales como 
discrecionalidad y corrupción (Sandoval, 2007; 2014; Salvatie-
rra et al., 2018). 

Si bien cuestionamientos como los anteriores fueron acumulándo-
se, exponemos, a continuación, la existencia de al menos cuatro circuns-
tancias del contexto inmediato que cimentaron y fungieron como de-
tonantes para llevar adelante el decreto de extinción de 109 fideicomisos 
en 2020. 

a)	 El nombramiento, en 2018, de Irma Eréndira Sandoval como 
titular de la Secretaría de la Función Pública (sfp), quien se había 
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caracterizado por ser una académica preocupada por temas 
relacionados con la transparencia y rendición de cuentas en las 
finanzas públicas, así como por tener una visión crítica sobre 
la operación de los fideicomisos públicos a los que había dedi-
cado trabajos que resaltaban su opacidad en el manejo de los 
recursos públicos (Sandoval, 2005; 2007; 2014). Si se considera 
que esta secretaría tiene entre sus objetivos el combate a la co-
rrupción y el de garantizar la transparencia en el uso de los re-
cursos públicos, se presume que jugó un papel clave para llegar 
al decreto de extinción de los fideicomisos públicos. Por lo cual, 
no extraña la respuesta que brindara la entonces titular de la sfp, 
Irma Eréndira Sandoval, a los diputados en el marco del Segun-
do Informe de Gobierno del presidente Andrés Manuel López 
Obrador, donde celebraba esta acción y la calificaba como una 
reforma necesaria para transparentar el uso de recursos públi-
cos y someterlos a la estricta rendición de cuentas que ha sido 
parte de los reclamos de los mexicanos. Misma posición que ya 
había manifestado tras la aparición del decreto de extinción de 
los fideicomisos del 2 de abril del mismo año (sfp, 036/2020; sfp, 
2020). 

b)	 La publicación realizada por la organización “Fundar” en 2018, 
Fideicomisos en México. El arte de desaparecer dinero público. 
Documento que tendría un gran impacto mediático al poner de 
relieve la magnitud de los recursos destinados a los fideicomi-
sos públicos y la opacidad de sus prácticas. El cual sirvió para 
evidenciar diversos problemas relacionados con su estructura 
normativa, los cuales permiten, por un lado, que los recursos 
públicos en los fideicomisos puedan ser utilizados para fines 
distintos a los que se tenían cuando fueron creados; y, por el otro, 
que simplemente se desconozca el destino de estos (Salvatierra 
et al., 2018). Algunos señalamientos de este estudio tendrían un 
gran impacto en los medios e incrementarían la visión negativa 
en la que, de por sí, ya estaban envueltos estos instrumentos 
financieros. Situación que encendió la alarma con determina-
dos hechos, tales como que se les destinaban recursos equiva-
lentes al 15.8% del presupuesto público federal; en ocasiones 
llegaban a ejercer recursos que superaban tres veces su presu-
puesto aprobado; o bien, que la mayor parte de los recursos que 
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manejaban (92%) carecían de mecanismos de fiscalización y 
seguimiento (Expansión, 2018; Herrera, 2018; Camacho, 2018; 
Salvatierra et al., 2018).

c)	 La presentación, en 2018, de un estudio realizado por la asf 
con el objetivo de evaluar la operación de los fideicomisos sin 
estructura orgánica. La finalidad principal del estudio consistía 
en valorar que los fideicomisos cumplieran los objetivos para los 
que habían sido creados y, dado el caso, proponer la modifica-
ción, extinción o terminación de sus contratos (asf-shcp, 2018). 
Los resultados no fueron nada favorables; sus conclusiones des-
tacan la discrecionalidad con que operan y la falta de atención 
que brindan a las obligaciones jurídicas y normativas que de-
bían cubrir. Aunado al hecho de que se señalaba que no garan-
tizaban la transparencia ni rendición de cuentas de los recursos 
públicos ni tampoco cumplían con los objetivos para los que 
fueron creados (asf-shcp, 2018; Garduño, 2020).

De forma específica, se detectaron muchas otras inconsistencias 
en los 335 actos jurídicos que fueron analizados (asf-shcp, 2018), 
entre los que destacan:  

•	 32 figuras jurídicas no registraron recursos. 
•	 13 figuras jurídicas reportaron ingresos, mas no egresos relacio-

nados con el cumplimiento de su(s) objetivo(s).
•	 137 figuras jurídicas presentaban erogaciones menores al 30% 

de sus ingresos.
•	 30 figuras jurídicas en proceso de extinción habían mantenido 

tal estatus por más de 10 años.
•	 81 figuras jurídicas carecían del soporte dispuesto por los “Li-

neamientos para el manejo y entrega de información sobre los 
fideicomisos sin estructura, mandatos o actos análogos”, para el 
proceso de alta, renovación o proceso de extinción.

•	 13 casos del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (conacyt) 
tenían sin actualizar los datos sobre el cumplimiento de la mi-
sión y fines de la figura jurídica.

Los resultados de este estudio también serían ampliamente di-
fundidos en los medios, abonando, más aún, a la visión caótica 
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que ya se tenía sobre los fideicomisos (Garduño, 2020; Rodríguez, 
2018). 

d)	 Al considerar el efecto del decreto de extinción de los fideicomi-
sos en el conacyt, un aspecto que cabe destacar entre los facto-
res que incidieron en este lo constituye la llegada, en 2018, de 
María Elena Álvarez-Buylla como titular de esta dependencia. 
Esto es importante de resaltar, pues desde que asumió el cargo 
promovió diversos cambios en el conacyt, muchos de los cuales 
desataron acalorados debates en el ámbito académico y cien-
tífico en México (Suárez, 2022; ProCienciaMx, 2021; 2022). En-
tre estas acciones podría nombrarse su decisión de apoyar 
decididamente el compromiso del presidente de cerrar los fidei-
comisos, tal como lo manifestó durante una presentación que 
realizó sobre la situación de los fideicomisos del conacyt en la 
conferencia “mañanera” del presidente, el 21 de octubre de 2020 
(Infopolis Digital, 2020). 

La información que brindó Álvarez-Buylla en esta presentación 
tampoco sería favorable para los fideicomisos públicos, al afirmar, entre 
otras cosas, que: a) los 91 fideicomisos del conacyt concentraban recursos 
por 65.3 mmdp, equivalente a tres veces el presupuesto anual de la depen-
dencia a su cargo; b) la cuarta parte de esos recursos habían sido transferi-
dos a la industria privada, favoreciendo a industrias, tales como: Monsanto, 
Bimbo, IBM, Intel, Whirlpool y Kimberly Clark, entre otras; c) la distribu-
ción de los recursos era inequitativa, pulverizando y haciendo ineficiente 
su uso (el 1% de los sujetos de apoyo concentraban el 40% de los recursos); 
d) los gastos por concepto de su administración eran elevados (500 mdp); 
e) el uso de los recursos se caracterizaba por ser discrecional y opaco, pla-
gado de irregularidades; y f) la mayor parte de los recursos no se destinaba 
al objetivo para el que fueron creados dichos fideicomisos que era el de 
apoyar la investigación científica (Infopolis Digital, 2020).  

El 8 de octubre en la Cámara de Diputados se aprobó la reforma 
para eliminar 109 fideicomisos públicos y el mismo día de la presenta-
ción de Álvarez Buylla (21de octubre), se haría lo mismo en la cámara de 
senadores (Expansión, 2020). El camino estaba despejado, el 6 de noviem-
bre de 2020 fue publicado el decreto que extinguía 109 fideicomisos pú-
blicos (dof, 2020).  
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2.2 El impacto del decreto de extinción  
de los fideicomisos públicos en las áreas de educación  
y de ciencia, tecnología e innovación

Otros factores que se deben tomar en cuenta del contexto donde, en relati-
vamente poco tiempo, se presentan tres decretos orientados a la elimina-
ción de los fideicomisos públicos tienen que ver, por un lado, con los pro-
cesos de alternancia política que se han dado en el país desde el año 2000, 
pues desde esa fecha han llegado a la presidencia de la república los repre-
sentantes de tres distintos partidos políticos. Si bien durante los 70 años 
anteriores a esta fecha, cuando gobernó el Partido Revolucionario Institu-
cional (pri), se cuestionaba la falta de continuidad ante la existencia de 
políticas sexenales, actualmente con presidentes de partidos opositores la 
situación se ha agravado. Esto se explica ya que ahora los nuevos gober-
nantes se perciben menos dispuestos a guardar algún tipo de compromiso 
de continuidad con respecto a las políticas y proyectos de sus predeceso-
res. Aunado a lo anterior, también debe considerarse que el pef, es decir, 
los recursos con los que cuenta el gobierno para cubrir sus funciones no 
crecen o no lo hacen en la medida necesaria para echar a andar las políti-
cas y proyectos a los que se comprometieron los nuevos gobernantes du-
rante las campañas electorales. Lo anterior trae como consecuencia que 
los nuevos gobernantes estén ávidos de recursos, por lo cual, se incentiva 
el hecho de disminuir o cancelar los recursos destinados a las políticas y 
proyectos de sus predecesores y, con ello, pasar esos recursos a su control 
y reencauzar su uso hacia las actividades que a ellos les resultan priorita-
rias.5 Es esta la situación que aparentemente enfrentan los fideicomisos 
públicos, dado que una de las ideas centrales que ha girado en torno a su 
extinción, es la posibilidad de contar con una magnitud considerable de 
recursos que será posible reencauzar hacia otros fines que resultan acordes 
a los intereses del nuevo gobierno (Salvatierra et al., 2018).

En el decreto de 2012, bajo la administración de Enrique Peña 
Nieto, se indicaba que las medidas de austeridad y disciplina presupues-

5	 De acuerdo con un estudio del Centro de Estudios de Finanzas Públicas (cefp) durante 
el gobierno de Felipe Calderón (2006-2012), el gasto neto aprobado en el pef tuvo un 
crecimiento promedio anual de 5.7%; en el periodo de Enrique Peña Nieto (2013-2018), 
este indicador descendió a 1%; y durante lo que va del mandato de Andrés Manuel López 
Obrador (2019-2021), bajo el contexto de la crisis provocada por la pandemia de Co-
vid-19, el crecimiento promedio anual de este indicador se ha mantenido a un escaso 
0.3% (cefp, 2020a).
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taria tenían el objetivo de reorientar los ahorros que se obtuvieran hacia 
la operación de los programas prioritarios del ejecutor de gasto que los ge-
nere (dof, 2012). Entre estas medidas, se encontraba la de extinguir los 
fideicomisos y mandatos que no estuviese creados por una disposición de 
ley o decreto, o que no justificaran su existencia en los términos de los nue-
vos programas sectoriales, institucionales, regionales o especiales (dof, 
2012). Por su parte, en el decreto del 2 de abril de 2020, con López Obra-
dor, se giran instrucciones para que las dependencias públicas extingan 
o den por terminados todos los fideicomisos públicos sin estructura orgá-
nica, mandatos o análogos de carácter federal (dof, 2020). A pesar de que 
este se trataba de un decreto breve, en la conferencia “mañanera” del día 
siguiente, el presidente señalaba que esta medida buscaba recuperar cer-
ca de 250 mmdp, mismos que serían reorientados hacia actividades prio-
ritarias para su gobierno (Nmas, 2020). 

El decreto sería duramente cuestionado, debido a que, dada su bre-
vedad, dejaba muchas incógnitas, como la identificación de los fideicomisos 
que serían afectados por el decreto, la magnitud de los recursos que serían 
recuperados y la forma en que estos serían reintegrados al gasto público 
(Mendoza y Vivanco, 2009). Aunque López Obrador trataría de aclarar algo 
sobre estas cuestiones en la conferencia “mañanera” antes citada, indican-
do que en la definición de los fideicomisos tendrían que participar los otros 
poderes (aludiendo a los legisladores), así como que los recursos que se-
rían recuperados no podían tratarse de manera simple, como si se tratara 
de una bolsa de dinero disponible (Nmas, 2020). Hasta la fecha, sin embar-
go, estas son cuestiones que siguen resultando poco claras y que refuerzan 
y dan pie a debates cada vez que se trata el tema.

Por ejemplo, después del decreto presidencial del 2 de abril y del 
señalamiento sobre los 250 mmdp que se esperaba recuperar con la me-
dida, los diputados del grupo parlamentario del presidente (morena) pro-
movieron una serie de iniciativas para apuntalar la extinción de los fidei-
comisos. En cada una de estas iniciativas presentadas en la Cámara de 
Diputados para su aprobación, discrepaban tanto con respecto al número 
de fideicomisos que serían afectados como al monto de los recursos por 
recuperar. Asimismo, como en el caso del decreto del presidente, tampo-
co se aclaraban los criterios utilizados para definir el número y la identi-
ficación de los fideicomisos que serían afectados, ni los mecanismos para 
estimar el monto de recursos a recuperar o los procedimientos para rein-
tegrarlos a la Hacienda pública. 
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No obstante, el énfasis que se ponía en la magnitud de los recursos 
que sería posible recuperar para darles un uso más provechoso en el con-
texto de la crisis generada por el Covid-19, permitió nutrir la idea de que, 
tras aprobar la extinción, la recuperación de los recursos sería una tarea 
sencilla y casi inmediata. Si bien, nunca fueron claras las diferencias en 
las iniciativas que fueron presentadas para su aprobación durante el trans-
curso de 2020 (véase figura 3).

Esta idea, sin embargo, obviaba la complejidad inherente a las par-
ticularidades de los fideicomisos y que, como contratos jurídicos, deben 
ajustarse a los términos bajo los cuales se estableció cada uno de ellos. Lo 
anterior ocasiona problemas para definir el número de ellos que pueden 
ser afectados por el decreto de extinción, la forma de contabilizar los re-
cursos que será posible recuperar de cada uno de ellos, así como los proce-
dimientos y los tiempos en que sus recursos podrán ser reintegrados a la 
cuenta pública. A estos problemas habría que añadir, el que se deriva de 
las diversas fuentes de datos e indicadores que se utilizan para brindar 
información sobre la situación de los fideicomisos, dado que es frecuente 
que se presenten variaciones en función de las fuentes que se utilicen, lo 
cual lleva a que se generen muchos malentendidos. 

Con la intención de brindar un panorama sobre la situación de los 
fideicomisos sin estructura y evitar el problema de las variaciones debido 

Fuentes: Gaceta Parlamentaria, 2020a; 2020b; Becerril y Ballinas, 2020; Ramírez, 2020; dof, varios años.

Figura 3. Iniciativas y decretos presentados en la Cámara de Diputados  
con el número de fideicomisos y el monto de los recursos estimados  

que serían liberados por la extinción, mayo a octubre de 2020 
(Millones de pesos corrientes)
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a las fuentes utilizadas, en la figura 4 se presenta información utilizando 
la misma fuente y con fechas de corte similares (diciembre de los años 
respectivos), los datos corresponden al número de fideicomisos, la canti-
dad de ellos en proceso de extinción y el monto de recursos disponibles 
en ellos para el periodo 2012-2021. Un primer aspecto que llama la aten-
ción es, como se había señalado antes, que no se percibe un cambio im-
portante en la tendencia de la información como resultado del decreto de 
extinción que se presentó durante el gobierno de Enrique Peña Nieto, pues 
si bien, entre 2012 y 2018, se observa una ligera disminución en el número 
de fideicomisos, pasando de 361 a 335; lo mismo no ocurre con la can-
tidad de recursos disponibles en ellos, los cuales se triplican durante este 
periodo, pasando de 381.0 a 878.7 mmdp. En contraste, entre 2019 y 2021 
se observa que el número de fideicomisos decrece, pasa de 338 a 253 mmdp; 
y lo mismo ocurre con los recursos, disminuyendo un 31%, al pasar de 
740.6 a 509.9 mmdp. Otro aspecto que llama la atención de este último 
periodo es que, de acuerdo con los datos de la cuenta pública, a los 85 
fideicomisos que desaparecen entre 2019 y 2021, hay que añadir otros 88 
que se encuentran en proceso de extinción, lo cual da un total de 173 fi-
deicomisos, cifra que resulta superior a los 109 fideicomisos que fueron 
considerados en el decreto de extinción del Legislativo federal en octubre 
de 2020 (véase figura 4).

Fuentes: shcp, varios años.

Figura 4. Fideicomisos sin estructura orgánica,  
recursos disponibles en ellos y fideicomisos en proceso  

de extinción, diciembre de los años respectivos, 2012-2020 
(Miles de millones de pesos corrientes-Mmdp)
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Ahora bien, antes de brindar un panorama sobre la forma en que 
han sido afectadas las áreas de educación y de ciencia, tecnología e inno-
vación a raíz del decreto de extinción de los fideicomisos al considerar el 
periodo comprendido de diciembre de 2019 a diciembre de 2021, cabe 
aclarar algunos aspectos del principal indicador utilizado para contabili-
zar los recursos contenidos en los fideicomisos públicos y cuyas caracte-
rísticas deben tomarse en cuenta para evitar confusiones. Al respecto, es 
importante señalar que en los anexos de la cuenta pública de la shcp se 
reportan cuatro indicadores relacionados con los recursos contenidos en 
los fideicomisos: ingresos, rendimientos, egresos y, finalmente, disponibi-
lidad. Este último indicador es el más utilizado para estimar la magnitud 
de los recursos contenidos en estos instrumentos financieros. Sin embar-
go, en los anexos de la cuenta pública se aclara que, por la naturaleza di-
versa de los fideicomisos, la suma de las disponibilidades solamente re-
presenta una referencia para el análisis, dado que las disponibilidades se 
acumulan y pueden corresponder a más de un ejercicio fiscal. Asimismo, 
es necesario tener presente que no todos los recursos incluidos en este 
indicador corresponden a recursos presupuestarios federales y, debido a 
ello, pueden estar compuestos de diversas maneras. Como se muestra en 
la tabla 1, según los fines y características particulares de cada uno de los 
fideicomisos, las disponibilidades reportadas en los anexos de la cuenta 
pública pueden estar integradas por las siguientes opciones:

Tabla 1. Fórmula para estimar las disponibilidades  
de los fideicomisos públicos sin estructura  

en los anexos de la cuenta pública de la shcp

D = (SA + ARF + ARPF + RF + OA + OPB - PHC - ET - E), donde:

D= Disponibilidad.

SA= Saldo del año anterior (al 31 de 
diciembre).

ARF= Aportaciones de recursos fiscales.

ARPF= Aportaciones de recursos propios 
(Fed.).

RF= Rendimientos financieros de la 
cuenta o subcuenta.

OA = Otras aportaciones.

OPB= Otros productos y beneficios.

PHC= Pago de honorarios y comisiones 
fiduciarias o bancarias.

ET= Entero de rendimientos financieros 
a la tesorería de la federación (tesofe), 
en su caso.

E= Egresos del periodo que se reporta.

Fuentes: shcp, Varios años.
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A partir de lo anterior, se puede comprender mejor que, lejos de la 
simplificación con la que suele abordarse el tema de los recursos conteni-
dos en los fideicomisos públicos, la disponibilidad constituye un dato com-
plejo y la cifra resultante no puede simplemente tomarse como dinero 
disponible; así como tampoco es posible asumir sin más que su totalidad 
puede reintegrarse a la cuenta pública. Sería necesario tomar en cuenta 
las características específicas de cada fideicomiso para estimar de manera 
más precisa la magnitud de los recursos contenidos en ellos, así como los 
que podrían reintegrarse por razón de su extinción. De esta manera, como 
señalan Mendoza y Vivanco (2020), antes que un todo homogéneo, se debe 
asumir que los fideicomisos son ampliamente diversos y que, al ser con-
tratos jurídicos, están sujetos a tiempos y obligaciones determinados; razón 
por la cual no pueden darse por terminados de forma arbitraria o unila-
teral sin el riesgo de desencadenar costosos procesos de litigios por parte 
de quienes pudiesen resultar afectados por tal decisión (Mendoza y Vivanco, 
2020). Lo anterior permite explicar por qué hasta la fecha siguen vigentes 
algunos de los 109 fideicomisos incluidos en el decreto de extinción de 
octubre de 2020.

En cuanto a la situación que guardan los sectores de educación y de 
ciencia, tecnología e innovación como resultado del decreto de extinción 
de 109 fideicomisos, en la tabla 2 se muestran algunos indicadores de estos 
fideicomisos para el periodo de 2019 a 2021, es decir, el antes y el después 
de la aprobación del decreto de noviembre de 2020. 

Un primer punto que cabe destacar es que, aunque el decreto de los 
legisladores se percibía como una estrategia para apuntalar el que ante-
riormente había presentado el presidente el 2 de abril, donde se contem-
plaba la extinción de todos los fideicomisos sin estructura con el fin de 
captar 250 mmdp para afrontar la crisis provocada por el Covid-19, su 
resultado puede considerarse limitado, pues aunque los 109 fideicomisos 
incluidos en el decreto de los legisladores representaban el 32% del total 
de fideicomisos vigentes en 2019, el monto de los recursos disponibles en 
ellos apenas correspondía a 9% del total de recursos contenidos en los 
fideicomisos en el año mencionado. De esta forma, aunque este decreto 
supuso un duro embate para el conacyt, incluida la totalidad de sus fi-
deicomisos; la mayor parte de estos contenían muy pocos recursos. En 
2019, los 99 fideicomisos vigentes que tenía el conacyt representaban el 
29% del total de fideicomisos sin estructura y, en contraste, sus recursos 
disponibles correspondían al 3% del total. En este sentido, acabar con los 
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fideicomisos del conacyt no puede verse más que como una medida faci-
litada por su directora, quien, siguiendo las instrucciones del presidente, 
permitió la depuración total de estos instrumentos en la dependencia, como 
ella misma lo mencionó. Lo anterior permitió que el decreto suscitara un 
mayor revuelo mediático con respecto al número de fideicomisos inclui-
dos en el decreto de extinción, aunque con un efecto limitado en cuanto 
a la magnitud de los recursos que podrían recuperarse mediante esta 
acción. Por su parte, el sector de educación no resultó particularmente 
afectado por el decreto de los legisladores, puesto que solo se consideró 
la extinción de 1 de los 26 fideicomisos vigentes; aunque también en este 
caso, los recursos contenidos en el mismo no eran considerables (véase 
tabla 2). 

Para concluir con este punto basta señalar que, si consideramos 
que el decreto del Legislativo era una estrategia cuyo objetivo consistía 
en apuntalar la extinción de los fideicomisos y obtener recursos que pudie-
sen utilizarse para afrontar la crisis provocada por el Covid-19, sus resul-
tados pueden percibirse como limitados. Esto se debe a que la mayor parte 
de los 109 fideicomisos incluidos en el decreto contenían pocos recursos, 
pues de acuerdo con la información que brindaron algunos medios (Re-
dacción El Universal, 2020), con tan solo 17 de estos fideicomisos (16%) 
se podría haber recuperado el 90% de los recursos que estos contenían en 
total. Siendo así que a los 92 fideicomisos restantes apenas les correspon-
día el 10%, contándose entre estos últimos, 87 del conacyt (Redacción 
El Universal, 2020). 

Un segundo punto que destacar es que, a pesar del gran efecto me-
diático que tuvo la aprobación del decreto sobre la extinción de los 109 
fideicomisos, el que, en realidad, está operando es el decreto presidencial 
del 2 de abril, dado que en 2021 solamente se encontraban vigentes y li-
bres de procesos relacionados con su extinción 137 (41%) de los 338 fidei-
comisos que existían en 2019. Lo anterior implica que entre 2019 y 2021, 
92 fideicomisos adicionales a los 109 incluidos en el decreto legislativo ya 
han desaparecido o se encuentran en proceso de extinción. Al considerar 
esta situación, se percibe que incluso el sector educativo, que no había 
sido tan afectado por el decreto legislativo, ha experimentado la reduc-
ción de sus fideicomisos, siendo así que, para diciembre de 2021, 16 de 
los 26 fideicomisos que tenía vigentes en 2019 ya habían desaparecido o 
se encontraban en proceso de extinción (véase tabla 2).
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Un tercer punto que resaltar tiene que ver con el proceso de recu-
peración de los recursos para reintegrarlos al gasto público, puesto que 
lejos de ser un proceso casi inmediato que permitiría contar con recursos 
disponibles para afrontar la pandemia del Covid-19, se trata más bien de 
un proceso que fluye lentamente. De acuerdo con los anexos de la shcp, 
entre enero y diciembre de 2021, solo se habían logrado recuperar o esta-
ban en vías de recuperación los recursos de 78 fideicomisos, entre ellos se 
encuentran 27 del conacyt y 15 del sector de Educación Pública. De estos 
fideicomisos, se había recuperado un total de 35 mmdp, lo que represen-
ta apenas la mitad (51%) de los 68.5 mmdp que habían sido considerados 
en el decreto legislativo que afectaba a 109 fideicomisos; y queda aún más 
lejos de la expectativa que tenía el presidente, dado que esta cifra apenas 
representa el 14% de los 250 mmdp que mencionó el presidente en su con-
ferencia “mañanera” del 3 de abril de 2020 (Nmas, 2020). Por su parte, 
de los 25.7 mmdp que se esperaba recuperar de las disponibilidades aso-
ciadas a los fideicomisos del conacyt en el decreto legislativo, entre enero 
y diciembre de 2021, apenas se habían recuperado 400 mdp. Cabe aclarar 
que esta cifra contrasta con la presentada en un informe reciente del co-
nacyt, donde se indicaba que, como resultado de la extinción de fideico-
misos, ya habían sido concentrados en la Tesorería de la Federación 21.9 
mmdp (conacyt, 2021, 16). No obstante, como ya se ha señalado ante-
riormente, uno de los problemas relacionados con los fideicomisos públi-
cos es que los datos no siempre concuerdan entre diferentes fuentes. En 
este caso, habría que mencionar puntualmente que los datos del informe 
del conacyt no se corroboran con la información contenida en los ane-
xos de la shcp (véase tabla 2).

Una última cosa para destacar es que, si bien la recuperación de 
los recursos en las disponibilidades de los fideicomisos públicos puede 
implicar un proceso lento, la recuperación de los recursos presupuestales 
que se les destinaban cada año en el pef constituyen una forma rápida de 
contar con recursos, dado que estos simplemente dejan de fluir hacia los 
fideicomisos y pueden utilizarse para otros fines. En el caso del conacyt, 
en el informe antes citado, se señala que, entre 2019 y 2021, por esta vía 
se había logrado un ahorro equivalente a 17.7 mmdp (conacyt, 2021, 16). 
No obstante, aunque esta cifra es importante, no concuerda con la infor-
mación que brindan los anexos de la shcp, pues el indicador de ingresos, 
tanto en 2019 como en 2020, reporta que los 99 fideicomisos que, hasta ese 
momento, tenía vigentes el conacyt, estos tenían ingresos por 5.4 mmdp 
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en los años respectivos. Para 2021, tan solo 39 fideicomisos seguían re-
portando ingresos, que, en conjunto, ascendían a 299 mdp. Como puede 
apreciarse, también en este caso la diferencia entre el dato reportado en 
el informe del conacyt y el de la shcp es muy grande, en todo caso, estos 
datos también requieren corroborarse mediante otras fuentes de infor-
mación.

Comentarios finales

En México, poder contar con recursos, más allá de los años presupuesta-
les, es una añeja aspiración de todas las instancias gubernamentales que 
dependen de los recursos públicos para desempeñar sus funciones. Esto 
se debe a que cada año, al definir el pef, tiene lugar una dura competen-
cia por los recursos públicos que da como resultado que, en cada ejerci-
cio presupuestal, haya ganadores y perdedores. Esto es así porque los re-
cursos no crecen a la par de las necesidades y demandas que existen en los 
distintos sectores a los que se canaliza el gasto público. 

En los sectores de educación, y de ciencia, tecnología e innovación 
los fideicomisos surgieron como una medida que aparentaba ser eficaz 
para asegurar recursos más allá de los años presupuestales, apoyando así 
las funciones fundamentales que deben cubrir estos sectores y evitando la 
incertidumbre que cada año acompaña al ejercicio presupuestal. Si bien 
es deseable que estos instrumentos permanezcan, resulta difícil, no obs-
tante, ignorar las evidencias que existen en torno a las irregularidades 
que presentan en su funcionamiento, la falta de transparencia en el mane-
jo de los recursos públicos y las sospechas de corrupción que se ciernen 
sobre algunos de ellos. Sin embargo, dada su utilidad y la existencia de 
evidencias acerca del buen funcionamiento de algunos de ellos, como ha 
planteado la organización Fundar (2022), con respecto a considerar que 
la extinción radical de estos instrumentos no fue una respuesta apropiada. 
Más aún si se toma en cuenta que los beneficiarios de estos fideicomisos 
son los que terminaron perjudicados tanto por las malas prácticas que 
existían como por la extinción de estos.

Concomitante con la utilidad que han mostrado los fideicomisos 
para diversos fines de amplio interés social, históricamente estos instru-
mentos se han visto asociados con malas prácticas y abusos (Castillo, 
1982; Knobel, 2017), lo que resulta lamentable en un instrumento cuya 
función, por definición, reside en la confianza y la buena fe. En un intento 
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por evitar los problemas, se han realizado importantes esfuerzos para esta-
blecer leyes, normas y reglamentos que los regulen y trasparenten su fun-
cionamiento. Este es el caso de México, donde el cuerpo normativo existe; 
sin embargo, mientras no se garantice su aplicación o persista la discre-
cionalidad en torno a esta, será inevitable que la sospecha acompañe al 
funcionamiento de estos instrumentos. Ante esta situación, basta, final-
mente, resaltar que, aunque la extinción de los fideicomisos se justificó 
con base en la falta de apego a las normas vigentes para trasparentar su 
funcionamiento, la forma en que se está llevando a cabo este proceso ado-
lece de lo mismo que pretendía erradicar. En consecuencia, la sombra de 
sospecha con respecto al uso que se les da a los recursos públicos aún 
perdura en la percepción colectiva. 
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Introducción

Hasta mediados del siglo xx la visión predominante sobre el conocimiento 
era elitista; donde solamente quienes gozaban de fuentes propias de finan-
ciamiento podían participar de la actividad de investigación (Reingold, 
1991). La democratización de la investigación científica comenzó con la in-
versión de fondos públicos posteriormente a la segunda guerra mundial y 
la guerra fría (Elzinga y Jamison, 1995). Inicialmente, se priorizaban exclu-
sivamente proyectos que incidían directamente en las necesidades del go-
bierno. No obstante, con el tiempo, la opinión pública reconoció el valor de 
la investigación científica no orientada hacia un beneficio inmediato, cono-
cida actualmente como ciencia básica o fundamental.

La necesidad de medir de manera consistente la incipiente activi-
dad institucional de investigación científica y tecnológica llevó a la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (ocde; en inglés 
oecd) a establecer definiciones precisas en el Manual de Frascati, elabo-
rado a principios de los años sesenta (oecd, 2015). Entre las aportaciones 
del manual, destaca su delimitación a la investigación básica y su diferen-
ciación de la investigación aplicada, así como el desarrollo experimental 
mediante las siguientes definiciones:

Investigación básica: trabajo experimental o teórico realizado prin-
cipalmente para adquirir nuevos conocimientos fundamentales de fenó-
menos y hechos observables, sin ninguna aplicación o uso particular a la 
vista.

1	 Dirección. Centro de Investigación y de Estudios Avanzados (cinvestav) del Instituto 
Politécnico Nacional (ipn).

2	 Instituto de Biotecnología, Universidad Nacional Autónoma de México (unam). 
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Investigación aplicada: investigación original realizada para adqui-
rir nuevos conocimientos. Se dirige principalmente a un objetivo especí-
fico y práctico.

Desarrollo experimental: trabajo sistemático que se basa en el cono-
cimiento obtenido de la investigación, la experiencia práctica y la pro-
ducción de conocimiento adicional, que se dirige a la producción de nue-
vos productos o procesos, o bien para mejorar los productos o procesos 
existentes. 

Con estos elementos formales y una mejor apreciación social de 
los beneficios de la investigación científica y el desarrollo tecnológico, los 
gobiernos vieron necesario implementar políticas de ciencia y tecnología, 
de cobertura nacional o regional plasmadas en versiones del Programa 
Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación (peciti) (Valderrama, 2021).

Estas políticas dotaron al gobierno federal y a los estatales de los 
elementos necesarios para priorizar el financiamiento de proyectos orien-
tados tanto a solucionar problemas públicos como a la investigación bá-
sica, y el seguimiento del beneficio aplicado con estos recursos públicos.

Las políticas públicas y el desarrollo científico

Las políticas públicas son el conjunto de normas y prácticas emitidas por 
algún actor público, con la finalidad de atender las demandas o deficiencias 
públicas ya sean de orden social, económico o político, bajo los princi-
pios de eficiencia y eficacia (Aguilar Villanueva, 2004). Las políticas pú-
blicas delimitan los problemas y definen las acciones a desarrollar por la 
autoridad para corregirlos (Parsons, 2007), por ende, las políticas públi-
cas influyen significativamente en el desarrollo del sector científico y tec-
nológico (Canales Sánchez, 2008).

Particularmente, las políticas públicas en materia de ciencia y tec-
nología se definen como un conjunto de medidas colectivas llevadas a 
cabo por un gobierno con la finalidad de promover el desarrollo de la in-
vestigación científica y el progreso tecnológico, sumado al empleo de los 
resultados de las investigaciones para alcanzar objetivos políticos (Salo-
mon, 1977).

La formación de una política científica robusta requiere de la coor-
dinación con políticas complementarias. Estas políticas complementa-
rias se han clasificado en tres categorías según su relación con los objetivos 
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de la ciencia, tecnología e innovación (Loray, 2017; Primi y Peres Núñez, 
2009):

1)	 Políticas horizontales: fundamentadas en las fallas de mercado, 
estas permiten afrontar las dificultades en cuanto a la apropiación 
y asimilación de los conocimientos científicos y tecnológicos. 

2)	 Políticas sectoriales: involucran sectores o áreas de interés es-
pecíficas. Requieren una mayor capacidad institucional para 
promover inversión extranjera, creación de subsidios, etc.

3)	 Políticas de frontera: tienen por objeto establecer capacidades 
científicas y tecnológicas específicas en áreas estratégicas. 

4)	 La implementación y coordinación de estas políticas requiere 
de una importante capacidad de gestión institucional, de coor-
dinación y mediación entre los grupos de interés. Entre ellos 
están la comunidad de investigadores, instituciones de educación 
superior públicas o privadas, estudiantes de licenciaturas y 
posgrados afines, emprendedores y empresas de base tecnoló-
gica, cámaras empresariales, asociaciones y sociedades científi-
cas, academias disciplinares, niños con vocación para la inves-
tigación, y la sociedad beneficiaria del derecho constitucional 
al conocimiento científico y a la tecnología.

Referentes recomendados  
para la elaboración de políticas científicas

Por su naturaleza transversal, todas las políticas científicas deberían con-
siderar en su diseño los siguientes referentes de validez internacional:

Libertades académicas: se definen como aquellas a las que tienen 
derecho los integrantes de la comunidad científica, estudiantes y acadé-
micos, para el correcto desempeño de sus actividades. Entre sus manifes-
taciones se encuentran la libertad de investigación, la libertad de cátedra 
y la libertad de expresión. 

Valor público de la ciencia: la consideración del valor público para 
el diseño de políticas científicas mejora la credibilidad y aceptación del 
gobierno al generar nexos mediados con valores. Además, fortalece la de-
mocracia dado que encuentra su sustento en la sana convivencia, toleran-
cia, equidad, civilidad y responsabilidad.
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Valor económico del conocimiento: para proveer el conocimiento 
endógeno que permita el crecimiento sostenido de los distintos sectores 
de la industria, se debe considerar equilibradamente la formación de ca-
pital humano especializado, y el fomento y financiamiento de investiga-
ción y desarrollo experimental orientados a satisfacer las necesidades del 
mercado. Este modelo se conoce como economía del conocimiento. Una 
economía basada en el conocimiento se sustenta, a su vez, en la produc-
ción, distribución y uso del conocimiento y la tecnología, especialmente 
mediante las tecnologías de la información y comunicación (tic) (oecd, 
1996). 

La economía del conocimiento forma parte de una serie de trans-
formaciones sociales que dan como resultado una sociedad del conoci-
miento, caracterizada por nutrirse de sus diversidades y capacidades. Para 
impulsarla, se deben implementar políticas relacionadas con el conoci-
miento y la innovación. De acuerdo con el Banco Mundial (bm) (2007), 
estas políticas deben construirse sobre cuatro pilares fundamentales: 

1)	 Educación: la población educada y calificada puede utilizar el 
conocimiento de manera más efectiva; 

2)	 Infraestructura de información y telecomunicaciones: facilita la 
comunicación, difusión y procesamiento efectivos de la infor-
mación; 

3)	 Sistema de innovación: un sistema articulado de organizacio-
nes capaces de aprovechar el conocimiento global para asimi-
larlo, adaptarlo, y crear conocimiento local; 

4) 	Régimen institucional y económico: brinda incentivos para la 
creación, difusión y uso eficientes del conocimiento existente.

Dado que cada núcleo social tiene sus propias formas de genera-
ción de conocimiento, no existe un modelo único de sociedad del conoci-
miento. Cualquiera que sea su modalidad es necesario que, para detonar 
su máximo potencial, el conocimiento generado tradicionalmente se ar-
ticule con las nuevas formas de elaboración, adquisición y difusión del 
saber valorizadas por el modelo de economía del conocimiento (unesco, 
2005). Independientemente de sus características específicas, para alcan-
zar aceptación social, el marco conceptual de la economía del conoci-
miento deberá incorporar las dimensiones sociales, éticas y políticas de 
la investigación científica (González, 1999).
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El fomento de la ciencia básica

El concepto de ciencia básica se ha utilizado de manera simbólica para ca-
racterizar el trabajo desarrollado por las y los científicos, en lo general, y exis-
ten espacios en los que se considera que se encuentra en una posición je-
rárquica superior a otras formas de investigación, como un sinónimo de 
ciencia pura (Pielke, 2012). Aunque útil, es importante aclarar que la clasi-
ficación de la investigación en tanto básica, aplicada o desarrollo experimen-
tal, es solamente con fines analíticos y no implica una causalidad obligada 
ni una relación jerárquica (Roll-Hansen, 2009). Es más, entre ciencias bá-
sicas y aplicadas existe una interrelación dinámica; de modo tal que los ade-
lantos puros nutren y permiten el desarrollo de las aplicaciones, mientras 
que estas someten a prueba, y permiten revisar la actividad y los logros de 
la ciencia básica proponiendo nuevos desafíos (Sabino, 1996).

Aunque el fin de la ciencia básica es teórico, en cuanto que su ám-
bito se circunscribe al mejor entendimiento de los fenómenos naturales 
o sociales, es inevitable que impacte en nuestras habilidades para actuar 
de manera más racional o eficiente, mejorando nuestra apreciación del 
mundo y sirviendo de sustento para el desarrollo de nuevas tecnologías 
(Roll-Hansen, 2009). 

Las decisiones políticas relativas al financiamiento diferenciado de la 
investigación básica o aplicada dependen de las circunstancias particulares 
de cada país. En ausencia de una ecuación ideal, a lo que se puede aspirar es 
a determinar la relación óptima que permita la generación de conocimiento 
endógeno, su aplicación para la solución de problemas concretos del país y 
la atención a las demandas del mercado de manera equilibrada y funcional.

El financiamiento  
de la ciencia básica en México

El principal instrumento con el que cuenta el Estado Mexicano para cum-
plir con el mandato establecido en la Constitución de aportar para el 
financiamiento de la ciencia es la emisión de convocatorias para proyec-
tos de investigación con cargo a los diferentes programas y fondos cons-
tituidos para tal fin. 

En el periodo 1992-1997 el Programa de Apoyo a la Ciencia en 
México (pacime) operó como un mecanismo importante para el impulso 
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a la actividad científica del país (conacyt, 1998). A partir de 1998, este 
Programa fue reemplazado por el Programa de Conocimiento e Innova-
ción (pci) (conacyt, 1998). El 60% de los 500 millones usd del pci lo 
aportó el bm y el gobierno federal aportó el resto mediante el presupuesto 
normal del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (conacyt); sin em-
bargo, no es sino hasta 1999 que se crean dos instrumentos específicos: el 
Fondo conacyt y los Fondos de Investigación Científica y Desarrollo Tec-
nológico (ficdt) asentados en los Centros Públicos de investigación (cpi).

Posteriormente, los fondos se formalizarían en la Ley de Ciencia y 
Tecnología (Ley cti) de 2002 en cuatro categorías: fondos institucionales, 
mixtos, sectoriales y de cooperación internacional. En este ordenamiento 
adicionalmente se les otorgaría la oportunidad de asentarse en fideicomi-
sos para el apoyo de proyectos multianuales, mejorando la certeza y trans-
parencia de las asignaciones (Valderrama, 2021). Entre 2012 y 2018, los 
91 fondos de inversión constituidos por el conacyt bajo el amparo de la 
Ley cti dispersaron más de 45 mil millones mxn en apoyo a 10 177 pro-
yectos. Entre estos fondos se encontraba el sep-conacyt para ciencia bá-
sica, el único que asignaba recursos considerando únicamente la calidad 
de las propuestas (Valderrama, 2021).  

Los datos oficiales del fondo sep-conacyt comprenden los nom-
bres de los proyectos, del investigador y de la institución beneficiaria, el 
monto asignado y área del conocimiento apoyada. Asimismo, desde 2007 
se cuenta con el monto ejercido.

Durante su vida operativa, que va de 2002 a 2018, el fondo sep-co-
nacyt emitió 16 convocatorias, una al año, dispersando $10 664 millones 
mxn en apoyo a 9 590 proyectos. A partir de 2019, que se dejan de operar 
los fideicomisos, se emiten tres convocatorias desde el Fondo Institucio-
nal del conacyt para el apoyo de proyectos de ciencia básica con el nom-
bre de Ciencia de Frontera los cuales dispersaron $1 580 millones mxn en 
beneficio de 875 proyectos (véase tabla 1). 

Los montos máximos distribuidos se localizan entre 2002 y 2009 
con un promedio $1 184 millones mxn (valor constante) por convocato-
ria, en años subsecuentes se reduce en un 33% el monto distribuido por 
convocatoria hasta la de 2017-2018 que presenta un repunte a niveles 
equivalentes al 2009. A partir de ese año, el monto distribuido por convo-
catoria comienza a declinar hasta alcanzar, en 2022, su valor histórico 
más bajo equivalente a un mínimo de $121 millones mxn (valor constan-
te) dispersados.
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Diversificación de apoyos  
entre áreas del conocimiento

Las convocatorias son, sin lugar a duda, el instrumento más eficaz para 
garantizar el desarrollo equilibrado entre las diferentes áreas del conoci-
miento. Antes de 1999, las convocatorias para proyectos de investigación 
concentraban el acceso de proyectos a cuatro áreas del conocimiento: 
Ciencias físico-matemáticas, Ciencias biológicas, biomédicas y quími-
cas, Ciencias sociales y humanidades, e Ingeniería y tecnología. 

A partir de 1999 se incrementa a nueve el número de áreas del co-
nocimiento para proyectos de investigación: Ciencias de la Salud, Cien-
cias de la tierra, Ingenierías, Ciencias económico-administrativas y polí-
ticas, Ciencias biológicas, Ciencias naturales, Ciencias sociales, Ciencias 
exactas y Matemáticas.

Tres años después, en 2001, se redistribuyen las áreas del conoci-
miento en once: Ciencias de la salud, Ciencias Naturales, Ciencias huma-
nas, Ciencias económico-administrativas y políticas, Ingenierías en ma-
teriales y manufactura, Ciencias de la tierra, Ciencias sociales, Ecología, 
Ciencias exactas, Ciencias biológicas, Ingeniería eléctrica, computación y 
matemáticas aplicadas a la ingeniería.

A partir de la promulgación de la Ley cti, en 2002, se estandariza 
el número de áreas del conocimiento para el financiamiento de proyectos 
en ocho: (1) Ciencias físico-matemáticas y de la tierra, (2) Biología y quí-
mica, (3) Medicina y ciencias de la salud, (4) Humanidades y ciencias de 
la conducta, (5) Ciencias sociales y economía, (6) Biotecnología y ciencias 
agropecuarias, (7) Ciencias de la ingeniería, y (8) Investigación multidis-
ciplinaria.

Esta distribución se mantuvo vigente hasta el año 2020 cuando desa-
parecen Economía y Biotecnología como áreas del conocimiento y las de-
más se redistribuyen en nueve: (1) Ciencias físico-matemáticas y de la tierra, 
(2) Biología y química, (3) Medicina y ciencias de la salud, (4) Ciencias de la 
conducta y la educación, (5) Humanidades, (6) Ciencias sociales, (7) Cien-
cias de la agricultura, agropecuarias, forestales y de ecosistemas, (8) Ingenie-
rías y desarrollo tecnológico, y (9) Investigación multidisciplinaria. 

Con la finalidad de permitir el seguimiento del área 4 histórica, los 
datos de las áreas 4 y 5, posteriores a 2020, se suman en una sola área iden-
tificada como Humanidades, ciencias de la conducta y la educación. El 
resto de las áreas se correlaciona directamente. 
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El análisis de los 10 465 datos que comprende el acumulado del pe-
riodo 2002-2022 revela que las áreas del conocimiento más apoyadas his-
tóricamente han sido Ciencias físico matemáticas y de la tierra y Biología 
y Química, mientras que, el área del conocimiento que menos apoyo ha 
recibido es Investigaciones multidisciplinarias (véase tabla 2).

Tabla 2. Acumulado del presupuesto asignado  
a proyectos por área del conocimiento 2002-2022

Área del 
conocimiento

Núm. de 
proyectos

Monto total  
(Pesos corrientes)

Monto total  
(Pesos constantes)

 FMyCT 2 236  2 206 647 492 3 184 196 925

ByQ 2 496  3 277 055 870 4 603 836 501

MyCS 1 298  1 841 195 509 2 627 122 631

HyCCyE 586  577 002 732 862 093 889

CS 576  598 120 505 885 487 936

CAAFyE 1 175  1 523 489 706 2 102 142 107

IyDT 1 762  1 763 973 554 2 610 559 698

IM 336  456 544 215 742 555 701

TOTAL 10 465  12 244 029 583 17 617 995 387

Abreviaturas: FMyCT, Físico Matemáticas y Ciencias de la Tierra; ByQ, Biología y Química; 
MyCS, Medicina y Ciencias de la Salud; HyCCyE, Humanidades, Ciencias de la Conducta y 
la Educación; CS, Ciencias Sociales; CAAFyE, Ciencias de la Agricultura, Agropecuarias, 
Forestales y de Ecosistemas; IyDT, Ingenierías y Desarrollo Tecnológico y IM, Investigación 
Multidisciplinaria.

El análisis de los mismos datos, al considerar la dispersión del nú-
mero de proyectos financiados históricamente por área de conocimiento 
y por convocatoria en función del nivel de apoyo recibido, permite iden-
tificar tres grupos. En el de alto apoyo se encuentran las Ciencias físico- 
matemáticas y de la tierra junto con Biología y Química, recibiendo entre 
ambas el 45% del número total de apoyos. 

En el de apoyo medio se encuentran Medicina y ciencias de la sa-
lud, Ciencias de la agricultura, agropecuarias, forestales y de ecosistemas 
e Ingenierías y desarrollo tecnológico. En el grupo de bajo apoyo se en-
cuentran Humanidades, ciencias de la conducta y la educación, Ciencias 
sociales e Investigación multidisciplinaria. A partir de 2020, los proyec-
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tos de Biotecnología se distribuyen entre las demás áreas sin identifica-
ción por lo que dejan de reportarse (véase figura 1).

Dado que el número de integrantes de las diferentes áreas del 
conocimiento varía con el tiempo, y con el fin de cuantificar la profun-
didad del apoyo, calculamos el número de proyectos aprobados por in-
vestigador en cada área (2). A partir de este análisis se concluye que las 
convocatorias 2006 y 2007 presentan un comportamiento anómalo en 
cuanto a que uno de cada ocho integrantes del Sistema Nacional de 
Investigadores (sni) en las áreas de Biología y Química e Ingeniería y 
desarrollo tecnológico tuvo un proyecto financiado, en contraste con el 
resto de las áreas que reciben menos de la mitad de los apoyos propor-
cionales. 

A partir de 2008, se consolidan las áreas del conocimiento en dos 
grupos en función de la profundidad del apoyo, uno que comprende las 
áreas de Humanidades, ciencias de la conducta y educación y Ciencias 
sociales en los que solamente uno de cada 150 integrantes del sni tuvo un 

Figura 1. Proyectos financiados por área del conocimiento

Figura 1. Proyectos financiados categorizados por área del conocimiento mediante las convocatorias de 
Ciencia Básica (2002-2018) y Ciencia de Frontera (2019-2021-2022). Abreviaturas: FMyCT, Físico-Mate-
máticas y Ciencias de la Tierra; ByQ, Biología y Química; MyCS, Medicina y Ciencias de la Salud; HyC-
CyE, Humanidades Ciencias de la Conducta y la Educación; CS, Ciencias Sociales; CAAFyE, Ciencias de 
la Agricultura, Agropecuarias, Forestales y de Ecosistemas; IyDT, Ingenierías y Desarrollo Tecnológico 
e IM, Investigación Multidisciplinaria.
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proyecto financiado, mientras que los del resto de las áreas reciben en 
promedio un proyecto por cada 50 integrantes. A partir de 2019, los valo-
res colapsan alcanzando el peor valor histórico en 2020, cuando solo uno 
de cada 454 integrantes del sni tenía un proyecto apoyado, siendo parti-
cularmente castigada el área de Humanidades, Ciencias de la conducta y 
educación, en la que solo uno de cada 1 682 de sus integrantes en el sni 
llegó a tener un proyecto aprobado.

Figura 2. Proyectos apoyados por investigador  
del área del conocimiento en el sni

Figura 2. Proyectos apoyados por investigador integrante de las diferentes áreas del conocimiento dentro 
del sni por convocatoria de Ciencia Básica (2002-2018) y Ciencia de Frontera (2019-2021-2022). Abrevia-
turas: FMyCT, Físico-Matemáticas y Ciencias de la Tierra; ByQ, Biología y Química; MyCS, Medicina y 
Ciencias de la Salud; HyCCyE, Humanidades Ciencias de la Conducta y la Educación; CS, Ciencias So-
ciales; CAAFyE, Ciencias de la Agricultura, Agropecuarias, Forestales y de Ecosistemas; IyDT, Ingenie-
rías y Desarrollo Tecnológico e IM, Investigación Multidisciplinaria.

Con respecto al histórico de proyectos apoyados por las diferentes 
convocatorias de ciencia básica; el 63% de los apoyos se distribuye entre 
la unam, el agrupamiento de las Universidades Estatales Autónomas (uea), 
y los cpi sectorizados al conacyt. 
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Conclusiones

El financiamiento de la ciencia básica en México ha atravesado tres eta-
pas a un ritmo prácticamente regular de emisión de una convocatoria al 
año. En la primera etapa, entre 2002 y 2009, el financiamiento alcanzó su 
máximo histórico tanto en número de proyectos apoyados como en el 
monto dispersado en valor real. Esta etapa coincide con la creación de 
los fondos de inversión consagrados en la Ley cti de 2002. 

Entre 2010 y 2016 se reducen casi a la mitad el número de proyec-
tos y el monto dispersado con un importante repunte en la convocatoria 
extraordinaria 2017-2018. La tercera y última etapa comprende las con-
vocatorias 2021 y 2022, las cuales se ejercieron desde los fondos institu-
cionales del Conacyt a raíz de la extinción del fideicomiso sep-conacyt. 
Cabe mencionar que, al momento de su extinción, el fideicomiso contaba 
con $115 millones mxn que, hasta la fecha, no han sido recuperados (imco, 
2020). 

Figura 3. Proyectos financiados por institución

Figura 3. Proyectos financiados totales por institución del total de las convocatorias de Ciencia Básica 
(2002-2018) y Ciencia de Frontera (2019-2021-2022). unam, Universidad Nacional Autónoma de México; 
ipn, Instituto Politécnico Nacional; cinvestav, Centro de Investigación y Estudios Avanzados del ipn; 
uam, Universidad Autónoma Metropolitana; uea, Universidades estatales autónomas; ins, Institutos Na-
cionales de Salud; cpi, Centros Públicos de Investigación; up, Universidades privadas; OTROS, Institu-
ciones no categorizadas.
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Independientemente de la reducción en el número de proyectos 
apoyados y el monto financiado, la desaparición de los fideicomisos re-
percutió, a su vez, en la disponibilidad de los recursos. Desde la convoca-
toria 2020, los recursos se depositan conforme al calendario fiscal, lo que 
redujo el tiempo efectivo para la investigación a solo cuatro meses al año 
dificultando la compra de equipo mayor a importar. Mientras no se recu-
pere la capacidad de financiamiento continuo entre años fiscales, el im-
pacto positivo que pudiera derivarse de un incremento presupuestal ten-
drá tan solo beneficios marginales.

Con respecto a las áreas del conocimiento, es notorio que las áreas 
de ciencias sociales y humanidades cuentan con menos proyectos apoya-
dos y con menos recursos por proyecto. Al no contar con registros oficia-
les del número de proyectos apoyados con respecto a los presentados por 
convocatoria, no se puede dilucidar el origen de este comportamiento. 

Por el contrario, las áreas experimentales cuentan con más proyec-
tos apoyados y con más recursos por proyecto; sin embargo, con excep-
ción de las convocatorias de 2006 y 2007, la profundidad del apoyo de 
estas áreas es similar al resto.

Finalmente, llama la atención el liderazgo de la unam en las convo-
catorias de ciencia básica, aunque esto ya no puede interpretarse como 
centralización geográfica dada su presencia nacional, ciertamente ame-
rita un análisis más detallado sobre las fortalezas específicas de esta ins-
titución comparada con las uea y las privadas. 

El 2023 transcurrió sin convocatoria y, en 2024, durante la prepa-
ración de este capítulo, se publicó la convocatoria 2024 de Ciencia de 
Frontera limitando la presentación de propuestas a investigadores jóve-
nes, hombres menores de 40 años o mujeres menores de 43 años. 

La política de fomento a la investigación básica mediante la emi-
sión de convocatorias a partir del fondo sep-conacyt junto con la integra-
ción del sni podría considerarse, en términos generales, como exitosa por 
el buen desempeño de nuestro país en indicadores especializados, tales 
como la prominencia de instituciones de investigación públicas y priva-
das, y la calidad de las publicaciones científicas (wef, 2019).

El diseño de las convocatorias de ciencia básica fue un espacio 
ganado a la administración pública en el que participaban, de manera 
horizontal, investigadores de diferentes instituciones, entidades geográfi-
cas y áreas del conocimiento. Fue tal su éxito que fue replicado práctica-
mente sin cambios para la operación del resto de los fondos de investiga-
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ción del conacyt. La falta de socialización de los cambios más recientes 
al programa, la desaparición arbitraria de la biotecnología y la economía 
como áreas del conocimiento, la drástica reducción al presupuesto asig-
nado, así como la inestabilidad del conacyt como institución, represen-
tan un retroceso para la comunidad y una oportunidad perdida para las 
nuevas generaciones. 
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David Ríos Jara1

Este capítulo presenta un panorama general sobre los Centros Públicos 
de Investigación (cpi) del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (cona-
cyt): sus características principales, su misión, su importancia en el con-
texto nacional y la serie de problemas que enfrentan para cumplir de ma-
nera cabal sus objetivos, tanto desde el punto de vista de su operación 
cotidiana como en su gobernanza. Asimismo, se analizan las particulari-
dades de la nueva ley de ciencia y las posibles consecuencias negativas 
para los centros derivadas de sus deficiencias. Finalmente, se destacan 
las bondades que representa la educación de calidad, la actividad cientí-
fica, tecnológica y la innovación para un país como México, así como el 
indeseable futuro que podría enfrentar si estas actividades no se conside-
ran prioritarias, en una visión que requiere continuidad y necesariamen-
te se orienta al mediano y largo plazo.

¿Qué son los cpi del conacyt?

Con la reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
en 1992, que extinguió a la Secretaría de Programación y Presupuesto (spp), 
las tareas relacionadas con ciencia y tecnología que dependían de esta, 
pasaron a ser coordinadas por la Secretaría de Educación Pública (sep) a 
través del conacyt, a partir del 1 de marzo de 1992. En este contexto, se 
creó formalmente el Sistema de Centros de Investigación sep-conacyt. 
Posteriormente, la nueva Ley de Ciencia y Tecnología (ley cti) en 2002 
desconcentró al conacyt de la sep confiriéndole, a su vez, autonomía de 
gestión; a raíz de esto, el Sistema pasaría a denominarse Sistema de cpi 
del conacyt.

1	 Instituto Potosino de Investigación Científica y Tecnológica (ipicyt). 

VIII. Los Centros Públicos  
de Investigación (cpi) del Consejo  
Nacional de Ciencia y Tecnología
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El sistema de cpi del conacyt está conformado por 26 centros de 
investigación y un fideicomiso, todos ellos entidades paraestatales del go-
bierno federal. La mayoría de estos centros han creado, a su vez, sub-
sedes de tal manera que actualmente cuentan con más de 100 sedes y 
subsedes (conacyt, 2024), localizadas en todo el territorio nacional (a 
excepción de los Estados de Morelos y Colima).

Las capacidades de esta fuerza de investigación y desarrollo (I+D) 
no son menores ya que, con sus más de dos mil quinientos investigadores, 
representa en su conjunto la segunda a nivel nacional, solo después de la 
Universidad Nacional Autónoma de México (unam) (conacyt, 2018a).

Desde su inicio, el Sistema se desagregó en tres subsistemas: el cien-
tífico (con 10 centros), el tecnológico (con 8 centros) y el de ciencias socia-
les y humanidades (con otros 8 centros). Sin embargo, los límites de ac-
tuación, sobre todo entre los centros científicos y los tecnológicos son 
comúnmente etéreos, ya que se han definido como ejes principales de 
acción para todos ellos los siguientes: 1) la productividad científica, 2) la 
formación de recursos humanos y 3) la vinculación con la sociedad. 
Los resultados de estas actividades están sujetos a esquemas de evaluación 
y rendición de cuentas, además de las diferentes numerosas disposicio-
nes emitidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp), la 
Secretaría de la Función Pública (sfp), y por el propio conacyt, lo que los 
obliga a una constante modernización y actualización de su andamiaje 
normativo. 

Una característica que los distingue de los sistemas de investiga-
ción de las Instituciones de Educación Superior (ies) públicas del país, 
tiene que ver con el mandato de realizar acciones de vinculación con la 
sociedad, ya que esto se define explícitamente como una de las priorida-
des de su quehacer cotidiano y, como tal, forma parte importante de los 
indicadores de resultados de su desempeño con los que son evaluados. 

En general, los productos propios de las actividades de investiga-
ción de los subsistemas científico y social, lo mismo que algunos centros 
tecnológicos del Sistema, tales como las publicaciones internacionales y 
la formación de recursos humanos, son altamente competitivos al com-
pararlos con otros sistemas de investigación nacionales (conacyt, 2018b). 
Algunos de estos centros han evidenciado una productividad semejante o 
incluso mayor a los centros e institutos de investigación de las principa-
les universidades del país. El Sistema cuenta con la segunda comunidad 
académica, después de la unam, con mayor pertenencia al Sistema Na-
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cional de Investigadores (sni) y ocupa el primer lugar en el porcentaje de 
pertenencia de sus investigadores con respecto al total de ese personal 
(96.2%) (idem.). Los centros generan más de 4 500 publicaciones científi-
cas por año (conacyt, 2018c), lo que representa más de 1.8 publicaciones 
internacionales por año per cápita, promedio superior a la media nacio-
nal (conacyt, 2018d). 

Comparativamente con otros Sistemas de I+D nacionales, estos 
centros han sido “punta de lanza” en materia de vinculación con los dife-
rentes sectores, lo que les ha permitido generar recursos adicionales a su 
presupuesto fiscal. Estos recursos autogenerados, también denominados 
“recursos propios”, permitieron a los centros, hasta hace poco tiempo, 
financiar parcialmente su crecimiento y consolidación. Los centros auto-
generaban, en promedio, más del 25% de su presupuesto total y contaban 
con la autorización que les otorgaba la anterior ley cti aprobada en 2002 
para aplicar esos recursos en el desarrollo y consolidación de sus progra-
mas institucionales. Para tal efecto, esa misma ley preveía la creación de 
fideicomisos en los que se depositaban los recursos propios y, además, 
establecía reglas bien definidas para su operación. La intención de crear 
este mecanismo fue la de dotar a los centros con una herramienta que les 
permitiera utilizar los recursos autogenerados para financiar proyectos 
institucionales, como empresas de base tecnológica, por ejemplo, que a su 
vez generaran más recursos de este tipo.

A la par, se estableció la posibilidad de usar estos recursos de forma 
transanual permitiendo gestionar e impulsar proyectos de mediano y largo 
plazos. Los fideicomisos también posibilitaban a los centros una opera-
ción más flexible, por ejemplo, en la contratación de técnicos y posdocto-
rantes, así como la adquisición o mantenimiento de equipos necesarios 
para ejecutar adecuadamente uno o varios proyectos. Todo ello en un marco 
de transparencia y rendición de cuentas, ya que estos procesos no evita-
ban los mecanismos institucionales de control, tales como los Comités de 
Adquisiciones y el Comité de cada Fideicomiso, en los que participaba la 
sfp a través de los Órganos Internos de Control (oic) de cada centro. Los 
recursos autogenerados representaban, como ya mencionamos, un por-
centaje importante en el presupuesto de varios centros; sin embargo, ac-
tualmente ese porcentaje ha disminuido considerablemente debido a va-
rios factores que analizaremos más adelante.

Hasta 2018 los centros realizaban alrededor de 2 500 acciones de 
vinculación por año financiadas por terceros (conacyt, 2018c). De 2009, 
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fecha en la que se creó en el Programa de Estímulos a la Innovación (pei), 
a 2017, los centros realizaron más de 1 700 proyectos que representaban 
más del 30% del total aprobado a nivel nacional (idem.) y ocupaban el 
primer lugar en el monto de recursos otorgados a esos proyectos con más 
de $2 200 millones mxn desde que el programa inició (conacyt, 2018a). 
Hasta 2018 el Sistema ocupaba el segundo lugar, después de la unam, en 
cuanto a títulos de Patentes Otorgadas históricamente (171 contra 285 de 
la unam). Asimismo, contaba con 15 Laboratorios Nacionales (de los 76 
creados en el país) y participaba en 18 más como asociado; adicional-
mente, se tenían 11 Oficinas de Transferencia de Tecnología (ott) recono-
cidas por el entonces Fondo Sectorial de Innovación (finnova) de la Se-
cretaría de Economía (se) y 12 Unidades de Vinculación (conacyt, 2018c).

Respecto a la formación de recursos humanos, los centros han pri-
vilegiado históricamente la oferta de posgrados (especialidad, maestría y 
doctorado) por encima de las licenciaturas, y los grados correspondien-
tes pueden ser otorgados por los mismos centros de investigación. Hasta 
el 2018, el Sistema ofrecía 12 especialidades, 130 maestrías y 89 doctora-
dos, y ocupaba el primer lugar nacional en cuanto al número ofertado de 
estos niveles educativos; además, ofrece 11 licenciaturas (conacyt, 2018a). 
Casi la totalidad de esos posgrados contaban con el reconocimiento del 
entonces Padrón Nacional de Posgrados de Calidad (pnpc) del conacyt y 
el 65% de ellos estaba clasificado en los dos niveles más altos de ese pa-
drón (competencia internacional 34% o consolidado 31%), lo que se com-
paraba muy favorablemente con la media nacional (38%) (conacyt, 
2018c). La matrícula de esos posgrados ascendía en 2018 a más de 17 000 
estudiantes (conacyt, 2024).

El Sistema albergaba hasta 2018 a 8 de los 36 programas de pos-
grado con la industria, modalidad lanzada por el conacyt desde 2013, y 
contaba también con varios programas de posgrado multiinstitucionales, 
tanto entre centros del propio Sistema como con otras instituciones na-
cionales y extranjeras. Desde 2012 se creó a nivel nacional el Programa 
de Becas de Posgrado para Indígenas (probepi), por iniciativa del Centro de 
Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social (ciesas) y 
con el apoyo del conacyt. Asimismo, varios centros del Sistema ofrecen 
programas de educación continua, a los cuales recurre una amplia gama 
de profesionistas en diversos campos de las ciencias y las tecnologías. El 
sistema de centros cuenta con ocho editoriales propias y publica, al me-
nos, 27 revistas científicas en varias áreas del conocimiento, además de 
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llevar a cabo múltiples tareas en materia de difusión científica y tecnoló-
gica en diversos medios impresos, así como en radio y televisión.

Otra característica importante del Sistema de cpi del ahora Con-
sejo Nacional de Humanidades, Ciencias y Tecnologías (conahcyt) tiene 
que ver con su muy alto nivel de cobertura del territorio nacional. Como 
ya mencionamos, el Sistema cuenta con más de 100 sedes localizadas en 
prácticamente todos los estados de la República, lo que lo cataloga como 
el Sistema de investigación más descentralizado del país. Esta caracterís-
tica ha convertido a los centros en elementos fundamentales para el de-
sarrollo de las regiones en las que se encuentran localizados y, común-
mente, son utilizados por los gobiernos estatales para apoyar su oferta en 
la atracción de inversiones nacionales y extranjeras. Aunque su interac-
ción con gobiernos, instituciones académicas y empresas de su región es 
importante, su actuación no se limita a este ámbito por lo que práctica-
mente todos los centros tienen también acciones relacionadas con sus 
áreas de especialidad en otras regiones del país, e incluso con organismos 
internacionales.

Otra dimensión destacable de su presencia regional es que los pos-
grados que ofrecen los centros representan opciones de formación de egre-
sados de las universidades y otras instituciones de educación superior de 
la región correspondiente. De hecho, un porcentaje considerable de los 
estudiantes de tales posgrados provienen de las instituciones educativas 
locales o regionales. Por otra parte, los requisitos de admisión a los pos-
grados de los centros generan una dinámica de competencia para los as-
pirantes provenientes de esas instituciones, lo que induce un incremento 
en la calidad de sus egresados de licenciatura o maestría; creando así un 
círculo virtuoso que reduce considerablemente la deserción y el fracaso 
en los estudios de posgrado, con el consecuente ahorro en recursos huma-
nos y financieros.

Gobernanza

El esquema de gobernanza de los centros estuvo, en un inicio, definido 
por la Ley Federal de Entidades Paraestatales (lfep) y se mantuvo prác-
ticamente sin cambios en la ley cti emitida en 2002 por la Cámara de 
Diputados. El modelo comprende un Órgano de Gobierno presidido por 
el conacyt. El Órgano de Gobierno de un centro es la máxima autoridad 
y se encarga de evaluar su desempeño dos veces por año. Por lo regular 
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se compone de aproximadamente diez miembros, y en él participan obli-
gatoriamente representantes de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico (shcp) y de la Secretaría de la Función Pública (sfp) (esta última 
con voz, pero sin voto). Por lo general incluye directores generales de 
otros centros del sistema temáticamente afines (suelen ser dos o tres), 
representantes de dependencias del gobierno federal y de organismos 
empresariales, investigadores relacionados con la temática del centro e 
incluso personalidades reconocidas de comunidades científicas pertinen-
tes a la materia del Centro, o bien de los sectores empresariales, políticos 
o de la cultura afines al (o los) campo(s) de especialidad del centro, entre 
otros. En general, se cuenta también con uno o más representantes del 
gobierno del estado donde se encuentran localizados. No obstante, la pro-
pia lfep establece que el órgano de gobierno esté conformado por una 
mayoría de representantes del gobierno federal.

Los centros poseen una gran diversidad, tanto en lo temático 
como en cuanto a su origen, lo que ha llevado a la adopción de diferen-
tes aproximaciones en el desarrollo de sus actividades y, en consecuen-
cia, en la variedad de sus productos y resultados. Sin embargo, tienen 
varias características comunes, algunas de las cuales ya hemos mencio-
nado. Un ejemplo de esto es el nombramiento del titular de cada insti-
tución, que en general corresponde al de director general, pero que en 
el caso de los colegios que cultivan las Ciencias Sociales y las Humanida-
des es el de presidente. En general, los periodos al frente de las direccio-
nes generales o presidencias eran de cinco años, reelegibles por un único 
segundo periodo de igual duración. Aunque existe el ejemplo de un cen-
tro que cultiva las ciencias sociales, el Colegio de Michoacán (colmich), 
en el que el periodo era de cuatro años y no se tenía contemplada la 
reelección. Como veremos más adelante, este último esquema está cam-
biando actualmente a raíz de la promulgación de la nueva Ley de Huma-
nidades, Ciencia y Tecnología (ley hcti), aprobada por el Congreso de 
la Unión en 2023.

Originalmente, y siguiendo las reglas establecidas en la lfep, el nú-
mero de reuniones del Órgano de Gobierno era de cuatro por año. Adicio-
nalmente, se establecieron cuatro reuniones por año (previstas también 
en la lfep) en las que se revisaban los aspectos de índole administrativa- 
financiera del centro que se denominaron Comités de Control y Auditoría 
(cocoas). Esto implicaba ocho reuniones colegiadas por año para revisar 
el desempeño de los centros, lo que se traducía —aunado al gasto ya de 
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por sí considerable— en que una vez terminada una de estas reuniones, 
el centro iniciaba la preparación de la siguiente. Afortunadamente, unos 
años después (hacia finales del siglo pasado), el conacyt gestionó ante la 
sfp y la shcp un cambio en este esquema, con el argumento válido de que 
las actividades académicas tenían tiempos de ejecución más largos, por 
lo que no resultaba práctico —ni útil— generar información adicional 
para periodos de tiempo tan cortos. De esta manera se llegó al acuerdo de 
celebrar tan solo dos reuniones del Órgano de Gobierno por año e inte-
grar los informes administrativos a tales reuniones, con lo que los cen-
tros pudieron dedicar más tiempo y atención a sus funciones sustantivas. 
Pese a ello, hacia mediados de 2017 y como resultado de una concesión 
del conacyt a solicitud de la sfp, los cocoas originales volvieron a imple-
mentarse, aunque ahora con el nombre de Comités de Control y Desempeño 
Institucional (cocodis), lo que ha representado un retroceso en cuanto a 
la flexibilidad de operación administrativa de los centros.

Incluso desde el punto de vista jurídico, los centros tienen diferen-
cias con respecto a las garantías constitucionales de sus trabajadores, 
debido a que algunos pertenecen al Apartado A del Artículo 123 de la Cons-
titución y otros al Apartado B, lo que implica, por ejemplo, entre otros 
efectos, la pertenencia al Instituto Mexicano del Seguro Social (imss) para 
los primeros y al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado (issste) para los segundos.

Este cúmulo de diferencias complicó los esfuerzos del conacyt 
por homologar la operación de los centros, aunque en varios aspectos se 
avanzó hacia una relativa homogeneidad. Por ejemplo, en el procedi-
miento de nombramiento de las personas titulares de las Direcciones Ge-
nerales o Presidencias, el cual prevé una presentación de los planes de 
trabajo de las y los candidatos ante el personal del centro y una ausculta-
ción interna entre su personal de base, seguida de una auscultación ex-
terna por un grupo de académicos designados por el conacyt (Grupo de 
Auscultación Externa o gae) integrado por miembros del Órgano de Go-
bierno y del Comité Externo de Evaluación (que describiremos más ade-
lante) y, finalmente, una entrevista con la persona titular de la Dirección 
General del conacyt, quien presenta su decisión, para su ratificación, al 
Órgano de Gobierno respectivo. Dado que los centros son Entidades Pa-
raestatales, el nombramiento corresponde al presidente de la República, 
aunque este suele delegar la decisión a la Dirección General del conacyt. 
Cabe mencionar que hasta 2021 no se conocía ningún caso en el que 
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el Órgano de Gobierno (o parte de este) no hubiera ratificado la decisión 
de la Dirección General del conacyt, aunque sí existen ejemplos (muy 
pocos, por cierto) en los que el nombramiento ha provenido directamen-
te de la Presidencia de la República.

Otra característica común a los centros del Sistema es que cuentan 
con Comités Externos de Evaluación, conformados por investigadores 
y/o directores de otras instituciones con reconocimiento nacional y/o in-
ternacional, y en varios casos por empresarios afines al área de especia-
lidad del centro. Estos comités analizan anualmente el desempeño sus-
tantivo de los centros y emiten una opinión al Órgano de Gobierno 
correspondiente. Los centros también cuentan con Comisiones Dictami-
nadoras Externas, conformadas por personal de investigación de diferen-
tes instituciones, que evalúan el nivel de ingreso, las promociones y las 
definitividades del personal académico, con base en sus méritos curricu-
lares.

Como ya mencionamos, una condición que es común a todos estos 
centros de investigación es que están catalogados como paraestatales del 
gobierno federal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, y con 
ese estatus deben cumplir con toda una serie de obligaciones normativas 
que hacen muy compleja su operación. Por ejemplo, como entidades del 
gobierno federal todos los centros albergan en su interior un oic que 
depende de la sfp (aunque su salario proviene del propio presupuesto de 
los centros) y que, de acuerdo con sus funciones, audita constantemente 
diversas áreas operativas de los centros, incluido el desempeño académi-
co. Si bien tales controles aseguran, en buena medida, el ejercicio ade-
cuado y transparente de los recursos y la rendición de cuentas, también 
generan una dinámica de vigilancia que aplica mejor a otro tipo de enti-
dades de la administración pública, al realizarse bajo un principio de 
desconfianza, fiscalización y amenaza permanente, en lugar de una apro-
ximación sensible a las actividades de un centro de investigación, que 
requiere flexibilidad operativa e innovación en su actuar cotidiano.

Otra característica que entorpece las actividades del personal aca-
démico de estas instituciones tiene que ver con el hecho de que sean con-
siderados como Servidores Públicos, de acuerdo con la definición consti-
tucional de esta figura: “todos los empleados cuyo salario proviene del 
erario”. Esta característica asignada a los académicos de los centros los 
encasilla en el contexto de la burocracia gubernamental y, por tanto, los con-
vierte automáticamente en recipiendarios de todas disposiciones estable-



Los Centros Públicos de Investigación (cpi) del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología 257

cidas para este tipo de trabajadores. Disposiciones que no atienden a la 
naturaleza propia de las actividades académicas, dado que estas últimas 
requieren, entre otras cosas, flexibilidad y movilidad como parte de su 
desempeño eficiente y competitivo.

Por otra parte, los centros están sujetos a disposiciones generales 
de la administración pública que emiten, por un lado, la shcp y, por otro, 
la sfp (entidades globalizadoras) e incluso el propio conacyt. Tales dis-
posiciones, cuyo incremento ha sido cada vez más notable, deben ser 
acatadas e informadas en tiempo y forma, so pena de recibir amonesta-
ciones e incluso otro tipo de sanciones más severas. Esto se traduce en 
la necesidad de contar con personal administrativo adicional, elevando la 
nómina correspondiente e incrementando su estrés financiero y laboral, 
ya que, ante la imposibilidad de contar con nuevas plazas, ese personal 
debe ser contratado por honorarios profesionales y pagado con recursos 
autogenerados por los propios centros. 

En general, la carga de trabajo administrativo en estos centros es 
muy alta, ya que adicionalmente a sus tareas cotidianas, las diferentes 
disposiciones centrales obligan a la formación de diversos comités y gru-
pos de trabajo Internos y a su participación en ellos. Tal es el caso de los 
Comités de Control y Desempeño Institucional, el de Becas, el de Ética y 
Prevención de Conflictos de Interés y el del Uso Eficiente de la Energía; a 
estos se agregan los grupos de trabajo para la Administración de Riesgos, 
la Comisión de Seguridad Higiene y Medio Ambiente, el de trabajo de 
Tecnologías de la Información y Comunicaciones y el de trabajo de Datos 
Abiertos, al igual que los comités de Bienes Muebles, de Adquisiciones, 
de Obra y de Transparencia. Y, hasta antes de la cancelación de los fidei-
comisos, el Comité del Fideicomiso del Fondo de Investigación Científica 
y Desarrollo Tecnológico (ficdt).

Todo lo anterior ha implicado la creación de equipos de trabajo 
administrativo altamente profesionalizados, lo cual representa un pro-
blema complejo ya que las percepciones que las instituciones pueden ofre-
cer al personal a cargo de las diferentes áreas (clasificados como mandos 
medios y superiores) son bajas o muy bajas. Cabe mencionar que ese 
personal no había recibido incrementos salariales (incluida la inflación) 
en los últimos 22 años, aunque en el último año recibió un incremento 
marginal en sus salarios. El congelamiento de estos salarios hace cada 
vez más difícil la contratación de especialistas en áreas administrativas, 
que adicionalmente tendrán funciones con un alto nivel de responsabi-
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lidad, mismas que, eventualmente, podrían llevarlos a recibir sanciones 
considerables.

Adicionalmente, los centros están expuestos a reducciones presu-
puestales determinadas por la shcp, a pesar de que sus presupuestos ha-
yan estado definidos originalmente en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación (pef), asignado anualmente por la Cámara de Diputados. Es-
tas reducciones han sido una constante en los últimos años y obedecen, 
sobre todo, a la identificación, por parte del gobierno federal, de priorida-
des diferentes a las propias de ciencia, tecnología e innovación (cti).

Un futuro incierto

Después de treinta años de construcción del Sistema de cpi del conacyt, 
con grandes esfuerzos y con la suma de inteligencias, en la actualidad es 
preocupante ver algunas señales negativas derivadas de las nuevas políti-
cas públicas de nuestro gobierno. Políticas públicas materializadas en 
una nueva Ley de Humanidades, Ciencia, Tecnología e Innovación (lhcti). 
En efecto, como consecuencia de los cambios realizados al principio de 
la administración del presidente López Obrador al Artículo Tercero de la 
Constitución, la ley cti que se encontraba vigente debía adaptarse a tales 
modificaciones. Desgraciadamente, la nueva Ley involucra decisiones cen-
tralistas, tomadas por personas que, por lo general, desconocen el tema. 
Ellos se agrupan en una Junta de Gobierno con participación intersecre-
tarial (13 Secretarías de Estado y el Instituto Nacional de Pueblos Indígenas 
[sic]) presidida por la persona titular del nuevo conahcyt y están encar-
gados de definir las políticas nacionales en cti, así como las prioridades 
nacionales en la materia. 

Asimismo, la Junta de Gobierno incluye a 8 representantes de la so-
ciedad civil (académicos, empresarios, etc.) que son propuestos por la 
persona Titular del nuevo conahcyt con base en la opinión de un Órgano 
Interno Consultivo que de hecho sustituye al Foro Consultivo de Ciencia 
y Tecnología (fccyt) previsto en la anterior, y ahora derogada, ley cti. 

De acuerdo con el Artículo 75 de la nueva Ley: “El Órgano Interno 
Consultivo del Consejo Nacional contará con una persona que fungi-
rá como Coordinadora, que será designada por la Junta de Gobierno a pro-
puesta de la persona titular de la Dirección General del Consejo Nacional”. 

Sin embargo, dados los mecanismos establecidos, es la persona titu-
lar del nuevo conahcyt quien, en realidad, elige a dicho coordinador o 
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coordinadora y a los miembros del Órgano Interno Consultivo y en con-
secuencia a los ocho representantes. En la práctica, toda esta cadena de 
facultades y responsabilidades otorga, a la persona al frente del nuevo 
conahcyt, la facultad de decisión sobre todos los aspectos relacionados 
con la definición de la política científica, las actividades de investigación, 
el desarrollo tecnológico y la innovación a nivel nacional. Estos esquemas 
reflejan principalmente una marcada tendencia centralista, con decisiones 
inducidas y tomadas, las más de las veces, por personas sin un conoci-
miento técnico del campo y con escasa experiencia en la administración 
del Sistema. Además, la centralización del direccionamiento de esas de-
cisiones en una sola persona resulta muy peligrosa, sobre todo cuando se 
involucran criterios basados en una ideología particular. En este contex-
to, los Centros de Investigación coordinados por el conahcyt se encuen-
tran en una posición muy desfavorable con respecto a las universidades 
públicas autónomas y, en general, a las Instituciones de Educación Supe-
rior (ies), ya que las decisiones centrales se aplican de forma directa a su 
operación; en particular, porque su presupuesto fiscal e incluso, como ve-
remos más adelante, sus posibilidades de generación de recursos propios 
dependen ya, en buena medida, de las decisiones del Consejo Nacional.

Adicionalmente, cabría reflexionar en torno a la priorización anun-
ciada y al mecanismo previsto en la nueva Ley para definirla. Aunque no 
se puede estar en contra de dedicar un porcentaje razonable (20-30%, por 
ejemplo) de los recursos disponibles a proyectos identificados como prio-
ritarios para el país, la mayoría de los temas importantes de investigación 
no necesariamente se identifican, al menos a priori, con esos proyectos 
prioritarios; sin embargo, sí pueden tener una importancia (incluso ma-
yor) en el mediano o largo plazos, tal ha sido la experiencia internacional, 
en muchos casos, en países exitosos en materia de desarrollo tecnológico 
e innovación. Además, esta priorización debería realizarse por expertos 
que consideren aspectos tales como la inter y multidisciplinariedad, e in-
cluso conexiones laterales con otros proyectos y con diferentes sectores. 
Estos aspectos son importantes y, en general, requeridos por este tipo de 
proyectos de alta complejidad, que deben ser abordados desde diferentes 
visiones expertas. Desgraciadamente, las dependencias involucradas en 
la toma de tales decisiones, de acuerdo con la nueva Ley, no suelen contar 
con personal con los conocimientos necesarios para realizar adecuada-
mente tales priorizaciones; por lo que, como ya mencionamos, la respon-
sabilidad de definir estos proyectos prioritarios no debería recaer en 
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ellos. La definición, e inclusive el liderazgo, de dichos proyectos deben 
confiarse a expertos de la academia, de empresas, etc. y, con base en sus 
hallazgos y su conocimiento, definir el nivel necesario de participación 
de la cti. Por supuesto que en este proceso la retroalimentación propor-
cionada por personal de la (o las) Secretaría(s) de Estado, o incluso de 
una dependencia que resulte pertinente podría ser muy conveniente en un 
tema específico. 

En este sentido, los esquemas planteados en la nueva Ley tienden 
a considerar la “ciencia válida” como aquella que refuerza y justifica las 
políticas gubernamentales y, en consonancia, se ajusta a su visión de lo 
que debe ser nuestra sociedad. Ya sabemos las consecuencias que han 
generado en otros países las visiones simplificadas y omisas de la diná-
mica de funcionamiento de la ciencia, como el desmantelamiento de sus 
respectivos aparatos científicos y migraciones masivas de científicos hacia 
países que les ofrecían mayores libertades de investigación y mejores opor-
tunidades de desarrollo. En esos casos han ocurrido procesos de desins-
titucionalización de la actividad científica y se han perdido las capacida-
des humanas que se habían logrado edificar. 

Un ejemplo de estas pérdidas lo ilustra el proceso de extinción de 
la antigua Unión Soviética, entre los años 1990 y 1991, como resultado de 
una disminución importante de su potencial económico. La no prioriza-
ción de capacidades en materia de ciencia, tecnología e innovación de lo 
que ahora conocemos como Rusia, implicó la salida masiva hacia diver-
sos países de investigadoras e investigadores de alto nivel, como conse-
cuencia de una:

“reducción del financiamiento a la ciencia, la caída de los salarios 
de los investigadores, el desmantelamiento de la infraestructura de 
los laboratorios e instituciones en educación superior y científicas, 
el declinamiento del prestigio de la labor intelectual, la falta de 
oportunidades para desarrollar el potencial científico” (Izquierdo, 
2013: 164). 

Unos doscientos de esos científicos migraron a México en los años 
noventa, gracias a una apertura para la captación de esa capacidad hu-
mana por parte del entonces conacyt. Actualmente, Rusia, con priorida-
des lejanas a la ciencia y la tecnología, no ha podido lograr una recupera-
ción de su potencial anterior en la materia. 
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Un contraejemplo al caso de Rusia lo encontramos en China, nación 
que, a partir de 1978, con la llegada al poder de Deng Xiaoping, evolucio-
nó gradualmente hacia el desarrollo científico moderno, apoyando de 
forma decidida y con una visión de largo plazo las actividades científicas 
y tecnológicas (Haro Sly y Liaudat, 2021). Uno de los elementos más im-
portantes involucrados en ese proceso fue el envío de cientos de miles de 
estudiantes para su formación de alto nivel en países clave. Tan solo Es-
tados Unidos alberga actualmente medio millón de estudiantes chinos. 
Esta política se ha complementado con una estrategia que ha logrado 
repatriar al 90% de esos estudiantes al finalizar sus estudios (idem). El 
resultado es que actualmente China es una potencia mundial en ciencia 
y tecnología.

Esta migración de investigadores ha estado también presente en 
nuestro país, en el que prácticamente una cantidad similar a la de los in-
vestigadores que trabajan en México y son reconocidos por el sni, se en-
cuentra trabajando de manera exitosa en otros países (alrededor de treinta 
mil) (Álvarez-Buylla, 2019). Si bien esta “fuga de cerebros” no es nueva, 
sí pudiera acelerarse como consecuencia de las políticas públicas que men-
cionamos. Varios sexenios han pasado en los que las y los investigadores 
que trabajamos en México hemos levantado las voces denunciando esta 
situación. Sin embargo, el fenómeno se ha agudizado en los últimos años, 
en particular, habida cuenta de un abandono en las políticas de creación 
de nuevas instituciones de investigación y, por tanto, de nuevas plazas. 
Un esquema paliativo que opera desde el sexenio pasado es el del Progra-
ma de Cátedras conacyt (rebautizado en el actual periodo como “Inves-
tigadoras e Investigadores por México”), que considera a investigadores 
con doctorado contratados directamente por el conacyt, aunque en un 
número insuficiente. La carencia de nuevas plazas se da en todas las ins-
tituciones de investigación del país, no obstante, un claro ejemplo de esta 
situación lo ilustra el caso de los cpi del conacyt: la última institución 
creada en este sistema fue el ipicyt en 2000.

Consideremos que los salarios del personal académico de los cen-
tros —y de las instituciones públicas de investigación a nivel nacional, en 
general— no resultan competitivos al compararlos con aquellos habitua-
les en el sector privado para individuos con tal nivel de formación, o con los 
típicamente existentes en instituciones de investigación extranjeras de paí-
ses desarrollados, en los que, por cierto, las y los investigadores mexica-
nos han sido exitosos. Sin embargo, más allá del diferencial en cuanto a 
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las percepciones, la calidad de vida aunada a las enormes diferencias en las 
facilidades y apoyos en recursos para la ejecución de sus proyectos de inves-
tigación, son los elementos principales que explican por qué esos investi-
gadores mexicanos han optado por trabajar en tales condiciones favora-
bles en el extranjero —o incluso en muchos casos han sido orillados a 
ello—, en lugar de hacerlo en nuestro país. Muchos de ellos preferirían 
trabajar en México de ser más favorable el panorama, generando los mis-
mos resultados importantes que obtienen en su condición actual. Esto, 
empezando con la posibilidad de contar con una plaza en las diferentes 
instituciones de investigación nacionales y con los apoyos que les han per-
mitido lograr el éxito con el que se desenvuelven actualmente. La recupe-
ración de esta capacidad intelectual, aunada a la que existe actualmente 
en nuestro país, acompañadas de las condiciones favorables para desarro-
llar investigación científica y desarrollo tecnológico, propiciarían el surgi-
miento de esquemas virtuosos que darían a México posibilidades simila-
res a las obtenidas por los países que actualmente la aprovechan. Debemos 
considerar que los mexicanos no somos ni más ni menos inteligentes que 
los ciudadanos de otros países, por lo que, en condiciones similares, somos 
capaces de generar las mismas oportunidades que otros países desarrolla-
dos. Las opiniones que consideran nuestra imposibilidad de lograr esque-
mas exitosos en materia de ciencia, tecnología e innovación, son solo expre-
siones desinformadas y claudicantes.

Tomemos también en cuenta que, con independencia de los argu-
mentos que se puedan esgrimir, las evidencias más robustas muestran 
que los países históricamente exitosos son aquellos que han priorizado e 
invertido de manera decidida en educación de calidad y en investigación, 
desarrollo tecnológico e innovación, lo mismo que en esquemas de opera-
ción flexible, como pilares en la construcción de sociedades con un mayor 
bienestar. Más aún, no existen ejemplos de países exitosos que no hayan 
seguido esa ruta de desarrollo, por lo que la oferta de otras opciones son 
solo aproximaciones dudosas y no comprobables de generación de bienes-
tar para una sociedad. En este contexto, y una vez identificada una ruta a 
seguir, resulta poco explicable, cuando no incomprensible, que los dife-
rentes gobiernos de nuestro país hayan ignorado hasta ahora esta opción. 
En términos específicos, México ha invertido en ciencia en el mejor año 
(2015) el 0.5% de su producto interno bruto (pib) (43.15 miles de mdp) 
(shcp, 2015) y actualmente invierte tan solo el 0.30% del pib, que compa-
rado con la inversión de entre 2% y 4% (e inclusive más) de los países 
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desarrollados, resulta claramente insuficiente —incluso menor al prome-
dio de la región de América Latina— para lograr el objetivo deseado. La 
relevancia del presupuesto no es un tema novedoso, desde hace al menos 
cuatro décadas las comunidades del sector la han señalado a lo largo de 
diferentes administraciones gubernamentales. La intención quedó inclu-
so plasmada en la reforma de 2004 a la ley sectorial, estableciendo que se 
le destinaría el 1% del pib. Sin embargo, nunca se alcanzó tal meta y, de 
hecho, esa ley quedó derogada en 2023 y la nueva norma no recuperó un 
monto o proporción de gasto para el sector. Desgraciadamente, el plantea-
miento de estos argumentos ante la autoridad y, en particular, ante los 
“tomadores de decisiones”, ha tenido la misma respuesta: “Sí, entendemos 
que estas actividades son muy importantes (incluso mencionan trascen-
dentales) para el desarrollo del país, pero… [excusas genéricas]”. El resul-
tado está a la vista de todos: ¡un México subdesarrollado y con una reper-
cusión negativa inevitable para el desarrollo económico y el bienestar de 
la población!

Por otra parte, la cancelación de los fideicomisos de investigación 
en la administración 2018-2024 fue una medida sumamente grave para el 
sector, e incluso pudiera calificarse como “catastrófica” para los centros del 
conacyt. Como ya comentamos, estos instrumentos permitían una ope-
ración más ágil en la ejecución de proyectos con diferentes instituciones 
gubernamentales y con empresas en general. Asimismo, posibilitaban la 
realización de proyectos de mediano y largo aliento, al tener la opción de 
extenderlos transanualmente; es decir, tal y como se requiere para ejecu-
tar proyectos en el contexto de investigación y desarrollo tecnológico. Todo 
ello permitía la generación de recursos autogenerados o “propios”, que 
apoyaban de forma significativa la operación de los centros, ante los es-
casos (e inciertos) recursos de su presupuesto fiscal. Por otra parte, y no 
menos importante, la operación de esos fideicomisos se realizaba de for-
ma absolutamente transparente, ya que se mantenían los esquemas pre-
vistos para asegurar la transparencia y la rendición de cuentas, mismos 
que eran tutelados con la participación, en el comité que decidía la ope-
ración de los fideicomisos, del titular del Órgano Interno de Control, es 
decir de la sfp.

Aunque, en principio, el Decreto que ordenó la extinción de fidei-
comisos no debería afectar a los de los centros, dado que fueron creados 
al amparo de la Ley General en Materia de Humanidades, Ciencias, Tecno-
logías e Innovación (lghcti); en la práctica, la shcp pidió a los centros el 



La política científica y tecnológica en el periodo 2018-2024 264

reintegro de los fondos remanentes en estos fideicomisos a la Tesorería 
de la Federación. Esto, aun cuando dichos recursos no formaban parte del 
presupuesto federal, ya que habían sido generados por los centros me-
diante sus actividades de vinculación. Lo anterior, contraviniendo inclu-
so al propio decreto, que eximía a aquellos fideicomisos creados al ampa-
ro de una ley.

Todo esto devino en una considerable confusión administrativa, ya 
que la shcp no sabía qué hacer con recursos que no formaban parte del 
presupuesto fiscal, sino que correspondían al patrimonio de los centros. 
De hecho, la entrega de esos recursos por parte de las y los titulares de los 
centros generaba un daño patrimonial para las instituciones que diri-
gían, que podía dar lugar a observaciones relevantes contra el titular, por 
parte de la sfp o de la asf. La conclusión fue que la shcp informó a los 
centros que sí podían hacer uso de esos recursos, pero bajo la condición 
de que le informaran en qué se iban a ejercer para que dicha secretaría 
autorizara su aplicación. Esto dio como resultado otra absurda contra-
dicción, ya que la shcp no cuenta con personal capacitado para evaluar si 
un proyecto a ser ejecutado por un centro resulta pertinente o no, además 
de la pérdida de tiempo que ha representado este mecanismo. Toda esta 
cadena de improvisaciones ejemplifica claramente el resultado de la aplica-
ción de medidas irreflexivas, tomadas por una burocracia ignorante del 
tema que tan solo han generado inestabilidad y pérdida de competitivi-
dad de los centros.

En efecto, otra consecuencia de la extinción de tales fideicomisos ha 
sido una reducción importante en las acciones de vinculación de los cen-
tros con la sociedad, en el contexto de proyectos de investigación y desa-
rrollo tecnológico (en particular los de mediano y largo plazos), pero tam-
bién de servicios especializados. Todo esto, ante la perdida de flexibilidad 
necesaria en la ejecución de proyectos y, por tanto, de competitividad. Asi-
mismo, ha generado un desánimo entre el personal académico participan-
te en estos esquemas, ya que contemplaba una retribución económica para 
ellos como parte de los recursos remanentes de la ejecución de proyectos 
de esta naturaleza. Estos estímulos formaban parte de una política de pro-
moción de la vinculación con la sociedad, que se encontraba funcionando 
con un éxito creciente y que actualmente ha desaparecido.

Otro esquema que promovía de forma considerable las acciones de 
vinculación de los centros era el pei en el que, como ya comentamos, estas 
instituciones fueron muy exitosas. Su desaparición significó una reduc-
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ción significativa en la generación de sus recursos propios y, por lo tanto, 
en el financiamiento de muchas de sus tareas sustantivas. Un análisis muy 
completo de este programa y de lo que significó para promover la vincu-
lación academia-empresa se encuentra en el libro “Vaivenes entre Inno-
vación y Ciencia” (Santos y De Gortari, 2020).

Por otra parte, como ya mencionamos, los centros del Sistema del 
conacyt se encuentran operando en condiciones deplorables para este 
tipo de instituciones. Sus limitados presupuestos fiscales, sus enormes 
cargas administrativas, las diferentes normatividades que les son aplica-
bles, la figura formal de “Servidores Públicos” de sus comunidades acadé-
micas ante el gobierno federal, entre otras condiciones, dan lugar a una 
operación sumamente “pastosa” al no tomarse en cuenta las característi-
cas propias de las instituciones de investigación. 

En atención a estas preocupaciones, parte de las comunidades de 
los centros ha considerado la conveniencia para estas instituciones, aun-
que también para el gobierno federal y el propio conacyt, de avanzar 
hacia la coordinación del Sistema por un organismo ad hoc autónomo 
(independiente de este Consejo). Lo anterior, sobre la base de la conside-
ración de que el conacyt no contaba con la estructura ni con la autoridad 
académica per se, para establecer políticas sobre la actividad de los cen-
tros. Y, como ya lo abordamos, el actual conahcyt tampoco cuenta con 
un andamiaje adecuado para tal efecto. Esto, porque su tarea principal era 
—y es— la de coordinar y facilitar el desarrollo, en general, de las políti-
cas científicas, tecnológicas y de innovación del país, incluidos todos los 
actores involucrados; en particular, todos los organismos de cti, como 
las universidades públicas y privadas que realizan investigación, desarro-
llo tecnológico e innovación. Por lo mismo, en este universo de tareas se 
diluye la atención a los centros, por ejemplo, en términos de una planea-
ción integral de su quehacer y de esfuerzos de gestión orientados a su 
fortalecimiento.

Estas propuestas de reestructuración parten de modelos interna-
cionales alternativos provenientes de organizaciones de centros de inves-
tigación con características similares a las de los centros del Sistema de 
Centros conacyt y que han resultado muy exitosos, tales como: el de los 
Centros Fraunhofer en Alemania; los Centros Vascos en España; el Ne-
therlands Organization for Applied Scientific Research (tno) en Holanda; 
el Instituto riken en Japón; o el Consejo Superior de Investigación Cien-
tífica (csic) en España, entre otros. Estos ejemplos se han constituido en 
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casos de éxito en el ámbito internacional y operan con relativa autono-
mía como sistemas. Las decisiones se toman en el seno de consejos aca-
démicos, que definen las rutas generales a seguir, con base en diferentes 
criterios, si bien obviamente figuran los académicos, estos también toman 
en cuenta las tendencias internacionales identificadas por observatorios 
científicos y tecnológicos, las prioridades regionales y/o nacionales, entre 
otros criterios. Sin embargo, cada uno de estos centros de investigación 
desarrolla su quehacer con libertad de acción, y sus reglas de operación 
no tienen la enorme carga administrativa que se exige a nuestros centros 
públicos de investigación.

A la luz de estas experiencias, cobra sentido considerar la creación 
de un organismo central y autónomo que aglutine y coordine a los actua-
les cpi del conahcyt, con autonomía operativa y presupuestal, cuya gober-
nanza se defina en el contexto de la academia y no en el ámbito más po-
lítico/administrativo como el que los rige. Cabe mencionar que, en todos 
los modelos internacionales que se mencionaron, las y los directores de los 
organismos coordinadores, y también los de los centros, son investigado-
ras e investigadores con un alto reconocimiento nacional e internacional 
(incluidos algunos Premios Nobel), así como una probada experiencia ad-
ministrativa y de gestión.

Una oportunidad importante para la generación de este tipo de es-
quemas se encontraba en la discusión que debía conducir a la promulga-
ción de la nueva ley hcti. Esta coyuntura hubiera podido constituir el 
espacio ad hoc para incluir estos nuevos esquemas de gobernanza en la 
nueva ley, y dotar a los centros del sistema de un marco de actuación más 
eficiente, eficaz y competitivo. Por desgracia, una vez más se dejó pasar 
la oportunidad de crear un caso exitoso en materia de ciencia, tecnología 
e innovación para nuestro país.

Por otra parte, un esquema de este tipo permitiría generar más fá-
cilmente ventajas asociadas a economías de escala en varios ámbitos pro-
pios de la actividad de los centros, tales como: adquisición de equipamiento 
científico y consumibles, costos de importación, pólizas de manteni-
miento, seguros médicos, servicios especializados, etc. También podría 
considerarse la centralización de un solo oic para el Sistema (dependiente 
de la sfp), en lugar del esquema atomizado que se tiene actualmente para 
estas estructuras. Algunos esfuerzos conjuntos, en este sentido, ya habían 
sido implementados por los centros, formando comisiones que explora-
ban este tipo de ventajas de escala en servicios bibliotecarios, sistemas de 
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cómputo y telecomunicaciones, incluso en el diseño y recreación de la 
imagen pública de los centros. Sin embargo, muchas de las opciones po-
sibles permanecían aún en las manos de los centros individuales. No está 
claro si estos esquemas continúan vigentes actualmente, aunque, por ejem-
plo, todo parecería indicar que se ha regresado a la “vieja” aproximación 
que considera la centralización de las adquisiciones del gobierno federal 
en la shcp. Este esquema está basado, por un lado, en una supuesta ven-
taja en cuanto a adquisiciones con costos reducidos asociados a una 
economía de escala y, por el otro, en la desconfianza en torno a los cri-
terios aplicados por las comunidades en esos procesos. Esto sin consi-
derar que dichas comunidades cuentan con información de “primera 
mano” sobre los productos o servicios que requieren, y sobre los provee-
dores más adecuados y eficientes para satisfacer sus necesidades. Esto 
ha llevado a extremos inconcebibles de ineficiencia, como el de tener a un 
proveedor de limpieza en la Ciudad de México para dar servicio a todo 
el gobierno federal en el país, con todos los problemas de logística que 
ello implica.

Otro contrasentido se da en el terreno de la adquisición de equipos 
relacionados con tecnologías de la información, para los cuales el gobier-
no federal ha establecido la política general de no adquirir ese tipo de 
infraestructura. Si bien esta consideración puede tener cierto sentido para 
algunas dependencias del gobierno federal, la misma resulta absolutamen-
te inconveniente para instituciones de investigación como los centros, 
cuya operación requiere necesariamente de este tipo de insumos y de su 
actualización. Y, aunque su adquisición es posible, se ha puesto la condi-
ción de obtener una aprobación por parte de la sfp, la cual no cuenta con 
personal capacitado para discernir si la adquisición de una computadora, 
un software, una tarjeta de adquisición de datos, entre otros, es perti-
nente o no para las actividades de investigación de los centros. La con-
secuencia es que el proceso ha resultado innecesariamente lento, con la 
consecuente pérdida de flexibilidad y competitividad que acarrea.

A poco más de cinco años de iniciado el gobierno del presidente 
López Obrador, las instituciones académicas en México se enfrentan a 
una considerable reducción de recursos, sobre todo aquellas que pertene-
cen al gobierno federal y no gozan de autonomía constitucional, como es 
el caso de los Centros Públicos de Investigación del conahcyt. Esto, ante 
la reducción presupuestal al Consejo Nacional (y, en consecuencia, a los 
centros), y las propuestas de leyes y decretos de la nueva administración 
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pública que, en esencia, buscan únicamente reducir costos operativos del 
gobierno federal. 

En este contexto, el Decreto de Austeridad que también se emitió, 
además de afectar económicamente a los centros, eliminó algunas presta-
ciones de su personal, disminuyendo en la práctica sus percepciones sala-
riales y su nivel de vida. Esta medida afectó tanto al personal académico 
como al administrativo, aunque en algunos casos el efecto se atemperó 
gracias a que contaban con protección sindical. Ejemplo de esto fue la pér-
dida parcial del seguro de gastos médicos mayores cuando este consideraba 
al titular y la familia cercana (cónyuge e hijos menores de edad) y que, ac-
tualmente, solo contempla al titular, o bien la pérdida total de dicho seguro 
cuando no se tenía protección sindical. También la cancelación de la posi-
bilidad de solicitar préstamos recuperables vía nómina en situaciones de 
premura económica, o la falta de definición por parte de la shcp a cada 
centro de sus llamadas “prestaciones autorizadas”; a sabiendas de que lo 
anterior implica de facto dejar en la indefinición la aplicación de estas ven-
tajas para el personal, ya que las administraciones de los centros prefieren 
no asumir la responsabilidad de aplicar dichas prestaciones sin la autori-
zación correspondiente. Cabe destacar que varias de estas prestaciones se 
financiaban con recursos propios y no con recursos de la federación, aun-
que su ejercicio debía contar con la aprobación de la shcp. 

Desgraciadamente, todo este deterioro en la calidad de vida del per-
sonal académico desincentiva el interés de estudiantes de bachillerato y 
de educación superior a inclinarse hacia las carreras de investigación. Esta 
situación evidencia una falta importante de visión a largo plazo para el 
desarrollo de nuestro país, si consideramos que nuestras capacidades de 
investigación, desarrollo tecnológico e innovación son aún muy limitadas. 
Como ya mencionamos, solamente contamos con un poco más de 30 000 
investigadores para una población de 129 millones, es decir 2.4 investiga-
dores por cada 10 000 habitantes, cuando en los países desarrollados los 
números son hasta 10 veces mayores; de modo tal que no contamos con 
una “masa crítica” suficiente de personas dedicadas a la investigación en 
México. Lamentablemente, y por las razones ya expuestas, la otra mitad 
de los investigadores mexicanos se encuentra trabajando en instituciones 
extranjeras. 

Por otro lado, la Ley de Remuneraciones de los Servidores Públi-
cos (lfremsp), junto con la ya mencionada extinción de los fideicomisos 
de investigación, ha tenido un impacto negativo en las dinámicas que los 
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centros han intentado generar respecto, por ejemplo, a su vinculación 
con diferentes sectores públicos y privados o en la creación de nuevas 
empresas de base tecnológica (que, por cierto, ha sido un elemento clave 
en el éxito de la economía de otros países, en particular en la de China). 
Esto es así porque, nuevamente, los incentivos al personal académico, 
que es el recurso humano que podría generar tales actividades, se ven li-
mitados bajo dicha ley, haciendo poco atractiva su participación en este 
tipo de proyectos. En efecto, dicho personal académico, al ser asimilado 
a la figura de “Servidor público”, solo puede gozar de compensaciones eco-
nómicas limitadas derivadas de su actividad innovadora y/o emprende-
dora. Esto se contrapone a los esquemas comunes de los países desarro-
llados, los que han identificado las bondades de la participación de los 
académicos en actividades que les procuren un beneficio económico im-
portante. Esto, reconociendo que ese beneficio no es solo para los acadé-
micos involucrados, sino también para las instituciones de las que forman 
parte, e incluso para el gobierno mediante el cobro de impuestos y la ge-
neración de nuevos empleos (en general bien remunerados) y, en última 
instancia, para el progreso de sus países. 

Adicionalmente, se han emitido dos disposiciones por parte del go-
bierno federal, que han atentado seriamente contra la operación de los cen-
tros. La primera fue emitida en 2020 por la shcp, en la que pidió a todas 
las dependencias del gobierno federal realizar una reducción de su gasto 
operativo hasta en 75%, lo que incluía servicios esenciales como la elec-
tricidad, agua, mantenimiento, limpieza, seguridad, internet, jardine-
ría, combustibles y mensajería, entre otros, pero también productos quí-
micos, gases y otros materiales para la operación de múltiples equipos 
científicos, proyectos de investigación, y mantenimiento para ese tipo de 
equipos, entre otros. Todo esto comprometió de manera crítica la opera-
ción de los centros ante los cada vez más escasos fondos con los que se 
disponía para estos fines. 

Aunque esta medida de la shcp se ha moderado, se ha mantenido 
en mayor o menor grado en los últimos años, traduciéndose en situacio-
nes críticas para la operación de los centros de investigación. Como ejem-
plo de esto, consideremos que actualmente los centros tienen equipamiento 
científico de alto (e incluso muy alto) costo que, al momento de presentar 
una falla, debido a su uso normal, no se cuenta con los recursos para su 
debido mantenimiento, por lo que ese equipamiento debe permanecer en 
condiciones de inoperatividad. 



La política científica y tecnológica en el periodo 2018-2024 270

La segunda disposición, también emitida por la shcp, restringe la 
contratación de personal adicional, incluso con plazas que resulten vacan-
tes. También restringe la contratación de personal con plazas conocidas 
como asimiladas (que cuentan con cierta protección de la institución) y 
solo pueden considerarse contrataciones por honorarios profesionales; 
es decir, como si se tratara de una empresa externa de servicios. Esto abona 
a la precarización de las condiciones afectando nuevamente las activi-
dades de los centros, dada la pérdida de flexibilidad para reforzar en el 
mediano y largo plazos grupos de trabajo especializados para la ejecu-
ción de proyectos, en particular los de vinculación. Esta restricción está 
íntimamente ligada a la política de contracción de plazas en el gobierno 
federal, sin distinción del tipo de actividad y sin un análisis cuidadoso 
de las estrategias nacionales para lograr un desarrollo económico vi-
goroso de nuestro país. Una vez más, la ciencia y la tecnología sufren 
la miopía derivada de la ignorancia y la falta de visión de nuestros go-
bernantes.

También en la nueva ley hcti, promulgada recientemente, se ad-
vierten disposiciones que resultan preocupantes para los centros. Una de 
ellas, que se prevé inhibirá la participación de académicos en actividades 
de vinculación, es la expresada en el Artículo 36, que en su segundo pá-
rrafo dice: 

Por tratarse de obras de interés para el patrimonio cultural nacio-
nal, el Consejo Nacional será el titular de los derechos de propiedad 
intelectual derivados de las actividades y proyectos que apoye, salvo 
pacto en contrario y sin perjuicio de los derechos morales implica-
dos ni del derecho de las personas inventoras, diseñadoras o creado-
ras a ser reconocidas con tal carácter (ley hcti, artículo 36). 

Esta disposición es, en primera instancia, contraria a las mejores 
prácticas llevadas a cabo por los países desarrollados, en los que sus ins-
tituciones de fomento a las actividades de cti son sin fines de lucro, como 
lo debería ser el Consejo Nacional, por lo que seden de manera natural la 
propiedad intelectual y los recursos económicos derivados de ese concep-
to a las instituciones de investigación que los generaron. De hecho, como 
sucede también con el Consejo Nacional, esas instancias de fomento de 
países desarrollados no cuentan con estructuras ni posibilidades reales 
para aprovechar económicamente desarrollos tecnológicos o de innova-
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ción; en particular, porque los procesos de innovación requieren del ex-
pertise y, las más de las veces, de la infraestructura de las instituciones de 
investigación involucradas. Esta disposición dio lugar recientemente a 
una controversia entre la Universidad Nacional Autónoma de México (unam) 
y el Consejo Nacional; sin embargo, los Centros de Investigación coordi-
nados por el conahcyt no cuentan con el “peso específico” ni la capaci-
dad de gestión de la unam.

Este Artículo 36 se complementa, en el caso de los Centros Públi-
cos, con el Artículo 90, que a la letra dice: 

El Consejo Nacional determinará los criterios y los porcentajes 
conforme a los cuales el personal adscrito a los Centros Públicos 
bajo su coordinación podrá participar de los excedentes de ingre-
sos propios, así como, por un periodo determinado, en las regalías 
que resulten de aplicar o explotar derechos de propiedad intelec-
tual, que surjan de actividades de vinculación realizadas por los 
Centros Públicos. Lo anterior con sujeción a lo previsto en la Ley 
Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos, y en las 
prestaciones de carácter laboral que en su caso correspondan al per-
sonal… (ley hcti, artículo 90).

Y añade: “El Consejo Nacional validará las actividades de vincula-
ción con el sector productivo que pretendan realizar los Centros Públicos 
bajo su coordinación sectorial, con el propósito de garantizar el interés 
público” (idem.).

La primera parte de este Artículo establece la autoridad del Conse-
jo Nacional para definir los criterios a seguir con el fin de beneficiar al 
personal de los Centros con recursos económicos derivados de la propie-
dad intelectual generada por ellos, pero mantiene la titularidad de esa 
propiedad intelectual. Sin embargo, en la segunda frase, acota el benefi-
cio económico de los autores a lo dispuesto por la lfremsp que, como ya 
comentamos, limita considerablemente ese beneficio económico. Esto re-
dundará en un desinterés importante de la comunidad académica en abor-
dar este tipo de actividades de desarrollo tecnológico e innovación.

Adicionalmente, la segunda parte del Artículo 90 posibilita al Con-
sejo Nacional a autorizar, a su discreción y bajo su criterio lo que repre-
sentan en el “interés público” las actividades de vinculación de los centros. 
Esto pudiera resultar peligroso si se filtrara bajo una óptica ideológica, 
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que podría contravenir una oportunidad de desarrollo, tanto para el sec-
tor productivo como para el centro de investigación involucrado. Cabe 
poner de relieve que, anteriormente, era el Órgano de Gobierno de cada 
Centro de Investigación el que establecía las líneas generales de sus acti-
vidades de vinculación, y no caso por caso, lo que permitía una mayor 
flexibilidad para la operación de los Centros. Aunado a lo anterior, se trata-
ba de una decisión colegiada y no unilateral conforme a lo que establece 
este Artículo.

Otra disposición que puede ser preocupante es la expresada en el 
Artículo 63, que en su fracción XVIII dice:

El Consejo Nacional podrá atraer los procedimientos administra-
tivos y jurídicos de los Centros Públicos bajo su coordinación sec-
torial, así como asesorarlos y representarlos en los procesos y pro-
cedimientos administrativos o judiciales de los que sean parte, 
cuando a su juicio resulte relevante (ley hcti, Artículo 63).

Leída de manera literal, esta disposición establece la capacidad 
legal del conahcyt para intervenir en los asuntos administrativos y jurí-
dicos de los Centros, cuando la Ley de Entidades Paraestatales (lep) otorga 
a los Centros, en su calidad de paraestatales, “personalidad jurídica y pa-
trimonio propios”. Esperemos que, en la práctica, las intervenciones del 
Consejo Nacional en este tipo de asuntos de los Centros sean, como lo ha-
bían sido hasta antes de la promulgación de la nueva Ley, de carácter 
asistencial y no intervencionista.

La nueva Ley también establece en el siguiente párrafo del Artículo 94:

Las personas titulares de las Direcciones Generales o equivalentes 
de los Centros Públicos serán designadas por la titular de la depen-
dencia o entidad coordinadora del sector que corresponda y dura-
rán en su encargo tres años con la posibilidad de ser ratificadas por 
una única ocasión. Con excepción del supuesto anterior, ninguna 
persona podrá ocupar dicho cargo por más de un periodo (ley 
hcti, Artículo 94).

Como ya expusimos aquí, hasta antes de la promulgación de esta 
nueva Ley, los directores generales o equivalentes de los Centros tenían 
nombramientos por cinco años, con la posibilidad de ser reelegidos, por 
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única ocasión, por cinco años adicionales. La ventaja de este esquema es 
que permitía llevar a cabo planes de desarrollo de la institución de me-
diano plazo, incluso en un ambiente muy desfavorable. Un periodo de 
tres años no permite realizar acciones de trascendencia para la institu-
ción y pareciera que la lógica de esta disposición coincide con aquella 
que se aplica al encargo de un presidente municipal, cuyas funciones son 
obviamente diferentes. Cabe destacar que, en las instituciones de investi-
gación de países desarrollados, los responsables de dichas instituciones 
no tienen (en general) un plazo preestablecido, porque cuentan, como en 
el caso de los Centros, con mecanismos para relevarlos (destituirlos) en cual-
quier momento si su desempeño no es satisfactorio; sin embargo, si su 
desempeño es adecuado no hay motivo razonable ni justificado para sus-
tituirlos.

Todas estas nuevas normas, leyes y reglamentaciones se han con-
vertido en obstáculos o limitaciones importantes para el desarrollo de los 
centros. Desgraciadamente, en su aplicación no se han considerado, por 
lo general, las repercusiones horizontales negativas que provocan en el 
muy particular quehacer de las instituciones de investigación y, en última 
instancia, en la competitividad del país y en el bienestar de su población.

Conclusión

Es históricamente verdadero afirmar que la ciencia y la tecnología, con 
su principal aliada: la educación de calidad, son los pilares sobre los que 
descansan las innovaciones y los cambios disruptivos que, a su vez, incre-
mentan la competitividad, lo que se traduce en progreso y crecimiento de 
los países que los adoptan como prioritarios. Como hemos expuesto, no 
existe un ejemplo en la historia de una sociedad próspera que no haya 
contado desde su origen con un desarrollo tecnológico competitivo y de 
trascendencia. Ignorarlo constituye un grave error que puede mantener a 
un pueblo rezagado en la mediocridad y la pobreza, con fatales consecuen-
cias para su bienestar y su calidad de vida. Son estos factores negativos 
los que generan inseguridad, corrupción e inestabilidad social, al degra-
darse el tejido social que debería fungir como el pegamento para la esta-
bilidad de un país como el nuestro.

En este contexto, es claro que un avance importante de nuestro 
país resulta imposible sin una verdadera política de Estado, y no del 
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gobierno en turno, que considere un flujo continuo y de largo aliento de 
recursos públicos, invertidos en educación, en investigación de fronte-
ra, en desarrollo tecnológico y en innovación. Al considerar los ejem-
plos de otros países que han adoptado esta estrategia con éxito, habría 
que esperar al menos treinta años de una inversión importante para 
empezar a cosechar los mismos resultados tangibles que han cambiado 
para bien su realidad económica y social. Prácticamente todos los paí-
ses exitosos y consolidados en materia de cti han detonado su creci-
miento de esta manera, favoreciendo con ello economías que aseguran 
el bienestar de sus ciudadanos; particularmente los países emergentes 
están propiciando su desarrollo mediante esta estrategia. Las promesas 
de resultados importantes de corto plazo en materia de ciencia, tecno-
logía e innovación son solamente expresiones falsas y/o desinformadas 
de la realidad. 

Con el propósito de enfatizar esta realidad incorporamos la clasi-
ficación del Índice Global de Innovación 2022 (wipo, 2022) (véase tabla 
1), elaborado por la World Intellectual Property Organization (wipo), la 
organización internacional más reconocida en la materia, que se cons-
truye con base en un análisis intensivo de múltiples parámetros (81 para 
ser exactos) que resultan de la información de cada país. Incluimos so-
lamente los primeros 60 países, de los 132 considerados en el estudio. 
México se ubica en el lugar 58, perdiendo 2 lugares respecto a 2018 en 
el que ocupaba el lugar 56 y revirtiendo la tendencia positiva que se 
había logrado desde 2012 en el que ocupaba el lugar 79 (wipo, 2012 y 
2018). Consideramos también el informe 2021-2022 del Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud), que ubica a México en el 
lugar 86 en el índice de desarrollo humano de los 191 países considera-
dos. De acuerdo con ese indicador nuestro país descendió 12 posiciones 
en ese año. Al comparar los países con un alto índice de innovación de 
la tabla 1 con aquellos con un alto índice de desarrollo humano en el 
estudio de la Organización de las Naciones Unidas (onu), las coinciden-
cias son obvias y muestran claramente la relación causa-efecto que las 
fortalezas en materia de ciencia, tecnología, innovación y educación de 
calidad tienen sobre el nivel de vida en tales países. De nueva cuenta, es 
claro que nuestros gobiernos no han sabido identificar esta oportuni-
dad para el desarrollo de nuestro país, lo cual resulta manifiestamente 
inaceptable para una economía que se ubica entre las primeras 15 del 
mundo.
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Tabla 1. Índice Global de Innovación 2022

No. PAÍS ÍNDICE No. PAÍS ÍNDICE

1 Suiza 64.6 31 Emiratos Árabes 42.1

2 Estados Unidos 61.8 32 Portugal 42.1

3 Suecia 61.6 33 Eslovenia 40.6

4 Reino Unido 59.7 34 Hungría 39.8

5 Holanda 58.0 35 Bulgaria 39.5

6 Corea 57.8 36 Malasia 38.7

7 Singapur 57.3 37 Turquía 38.1

8 Alemania 57.2 38 Polonia 37.5

9 Finlandia 56.9 39 Lituania 37.3

10 Dinamarca 55.9 40 India 36.6

11 China 55.3 41 Letonia 36.5

12 Francia 55.0 42 Croacia 35.6

13 Japón 53.6 43 Tailandia 34.9

14 Hong Kong (China) 51.8 44 Grecia 34.5

15 Canadá 50.8 45 Mauritania 34.4

16 Israel 50.2 46 Eslovaquia 34.3

17 Austria 50.2 47 Rusia 34.3

18 Estonia 50.2 48 Vietnam 34.2

19 Luxemburgo 49.8 49 Rumania 34.1

20 Islandia 49.5 50 Chile 34.0

21 Malta 49.2 51 Arabia Saudita 33.4

22 Noruega 48.8 52 Qatar 32.9

23 Irlanda 48.5 53 Irán 32.9

24 Nueva Zelanda 47.2 54 Brasil 32.5

25 Australia 47.1 55 Serbia 32.3

26 Bélgica 46.9 56 Moldavia 31.1

27 Chipre 46.2 57 Ucrania 31.0

28 Italia 46.1 58 México 31.0

29 España 44.6 59 Filipinas 30.7

30 República Checa 42.8 60 Montenegro 30.3

Fuente: World Intellectual Property Organization (wipo) (2022). Global Innovation Index 2022: What is 
the future of innovation-driven growth? p. 19. https://www.wipo.int/publications/en/details.jsp?id=4622 
&plang=EN 
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Al terminar la redacción de este capítulo tuvieron lugar las eleccio-
nes constitucionales correspondientes al cambio de gobierno en México 
para el periodo 2024-2030. El equipo ganador de este proceso, encabeza-
do por la doctora Claudia Sheinbaum Pardo, como primera presidenta 
del país, anunció lo que podría significar una buena noticia para el sector 
científico: la creación de una nueva Secretaría de Ciencia, Humanidades, 
Tecnología e innovación (secihti). Asimismo, la presidenta designó a la 
Dra. Rosaura Ruíz Gutiérrez como secretaria al frente de esa nueva de-
pendencia del gobierno federal. Esta decisión debería representar una 
ventaja para el sector científico, dada la natural cercanía de la Secretaría 
con la Presidencia, lo que, en teoría, hará más ágil la comunicación y la 
toma de decisiones. Aunado a esto, los antecedentes de ambas funciona-
rias, con su formación original como científicas (lo que muy probable-
mente influyó en la creación de dicha nueva Secretaría), debería tradu-
cirse en una mayor sensibilidad hacia las diferentes problemáticas que 
anquilosan al sector. Esperemos que así sea.

En particular, los centros del Sistema conacyt, dotados de esque-
mas virtuosos de gobernanza y operación, y dadas todas las característi-
cas aquí expuestas, tales como su productividad científica y de formación 
de recursos humanos de calidad, su vinculación con los diferentes sec-
tores de la sociedad, y su dinámica de transparencia y rendición de cuen-
tas, deberían constituir un recurso imprescindible al alcance del Gobier-
no de nuestro país para instrumentar de manera adecuada y eficiente las 
políticas públicas que permitan el desarrollo exitoso de México y, en con-
secuencia, el bienestar de los mexicanos. 
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A lo largo de las páginas previas nos propusimos presentar un balance de 
los componentes centrales de la política científica y tecnológica en el pe-
riodo 2018-2024. En cada capítulo se abordó una línea de actuación so-
bresaliente; lo esperado era que, en conjunto, integraran un panorama del 
sector y ofrecieran al lector los elementos de juicio pertinentes acerca de lo 
ocurrido en el sexenio. 

El periodo de gobierno tuvo sus peculiaridades, no solamente por-
que, como es evidente, en cada sexenio la titularidad del Poder Ejecutivo 
es ocupada por personas diferentes, y cada una tiene un estilo propio para 
tomar decisiones. Lo singular en este caso se debe a las altas expectativas 
que generó al inicio el entonces candidato López Obrador, tanto por su 
discurso y propuestas de campaña como por la fuerza política que lo 
postuló. El candidato llegó a la presidencia de la República en su tercer 
intento, con un amplio respaldo en las votaciones, impulsado por un par-
tido político fundado por él mismo y que en su estatuto tenía como pri-
mer postulado la transformación democrática y pacífica del país.

A pesar de que en el terreno científico y tecnológico no se anticipa-
ron propuestas explícitas a poner marcha, salvo los compromisos presi-
denciales de respaldo financiero al sector, becas a estudiantes y académi-
cos, y la no utilización de semillas transgénicas, el sector compartió las 
directrices que regían para toda la organización administrativa. La na-
rrativa gubernamental, desde el periodo de transición y a lo largo de se-
xenio, expresó como intención principal el combate a la corrupción y la 
instauración de una política de austeridad en la administración pública. 
En el ejercicio de gobierno se tradujo, entre otros aspectos, en la concen-
tración piramidal de las decisiones, la eliminación de los organismos in-
termedios y la fuerte restricción de los recursos financieros. 

El marco normativo del sector, la serie de organismos instaurados 
al paso de las últimas décadas, la participación de diferentes actores y los 
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programas en marcha experimentaron un punto de inflexión en el perio-
do aquí analizado. La corresponsabilidad edificada previamente entre las 
culturas burocráticas y académicas, en torno a la conducción del sistema 
y los instrumentos de política, fue disuelta y quedó concentrada única-
mente en la estructura burocrática. 

Los desencuentros sobre la dilatada reforma normativa mostraron 
el conflicto sobre la gobernanza del sector y su forma de integración. Sin 
embargo, no hubo espacios para la interlocución ni para dirimir las dife-
rencias. Adicionalmente, la aplicación de la norma fue arbitraria, o bien, su 
cambio siguió un patrón procedimiental en contravención con la jerarquía 
que siguen estos ordenamientos. Es decir, se modificaron reglas inferiores 
de forma contradictoria con los que establecían ordenamientos superio-
res. No fueron fortuitas las extendidas muestras de inconformidad de la 
mayoría de miembros de la comunidad, como los becarios de posgrado, 
los investigadores nacionales, los integrantes del ex Programa Cátedras o 
el personal de los Centros Públicos de Investigación. Tampoco lo fue la 
judicialización del caso de científicos y exfuncionarios del conacyt.

La política definió a las políticas, y las decisiones quedaron centra-
lizadas en el gobierno federal. Se alinearon normas, se instauraron las ins-
tancias correspondientes, se modificaron programas y se pusieron en mar-
cha actividades vinculadas a un proyecto político general. Sin embargo, la 
restricción de recursos financieros y la modificación de las reglas de juego 
no convirtieron al organismo rector de las políticas científicas y tecnológi-
cas en una entidad administrativa capaz de sostener la gobernabilidad del 
sector; tampoco fue más eficaz ni más eficiente en las asignaciones espe-
ciales y en la conducción de los programas bajo su responsabilidad.

Los cambios registrados en el posgrado nacional y en la regulación 
de su correspondiente programa de becas muestran que los beneficios fue-
ron aparentes, cuando no contradictorios con la búsqueda de una trans-
formación a favor de los sectores en desventaja. No solamente disminu-
yeron de forma notoria las becas al extranjero —un generoso programa 
que a menudo era la única oportunidad para muchos jóvenes de recursos 
escasos de obtener una formación de alto nivel fuera del país—, sino que 
las nuevas regulaciones también soslayaron la segmentación institucio-
nal y los problemas de desigualdad ampliamente documentados. La serie 
de cambios en esta materia podría llevar a una mayor inequidad en el sec-
tor, debido a un patrón de distribución de apoyos que refuerza a las enti-
dades federativas o a las instituciones que ya gozan de los mayores bene-
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ficios y restárselos a quienes podrían necesitarlos más, como lo preveía el 
“efecto Mateo” planteado por Merton en el campo de la sociología de la 
ciencia. En esta, como en todas las iniciativas, es importante anticipar 
qué posibles impactos se desencadenan al intervenir en un área de actua-
ción pública. 

No es sencillo atender la formación de alto nivel a nivel nacional. Los 
recursos financieros canalizados con criterios de equidad son un compo-
nente necesario y fundamental, pero no es suficiente para impulsar un 
amplio programa al respecto. Al presupuesto deben añadirse considera-
ciones demográficas, la variable género, los ciclos de vida de los aspiran-
tes, los factores culturales característicos de los jóvenes y las condiciones 
institucionales en las que los jóvenes posgraduados inician sus trayecto-
rias académicas. 

A diferencia de otros programas en el sector, el sni continuó en mar-
cha y creció de forma notable en el periodo. Sin embargo, no quedó exento 
de una nueva regulación ni de dificultades. A lo largo del sexenio se hicie-
ron mútliples cambios a su reglamento, con frecuencia de forma apresu-
rada, improvisada y contradictoria. Estas modificaciones, de espalda a sus 
beneficarios, reflejaron inestabilidad en su operación, una intención de con-
tener su expansión, una conducción errática y, sobre todo, sin una orien-
tación precisa acerca de sus finalidades. 

El Programa Cátedras conacyt también estuvo marcado por las mo-
dificaciones normativas y la incertidumbre sobre su continuidad. La pro-
puesta surgió en 2014, en la administración gubernamental previa, como un 
esquema de trabajo novedoso para jóvenes con estudios de doctorado que 
buscaban iniciar una carrera académica en instituciones de educación 
superior, ante la escasez de plazas y las dificultades del mercado laboral. 
Sin embargo, los participantes en el programa desde el comienzo señala-
ron la falta de certeza laboral, tanto por las evaluaciones periódicas como 
por los requisitos de permanencia o las condiciones de recepción en las ins-
tituciones. 

Al cambio de gobierno la incertidumbre fue mayor para los bene-
ficiarios del programa. Primero, por la intención de suprimirlo y la sus-
pensión de nuevas convocatorias; luego, por la modificación sustantiva 
de los lineamientos y la nueva reglamentación. No fue fortuita la organi-
zación de los participantes del programa en un sindicato, aunque al final 
no logró el reconocimiento para la firma de un Contrato Colectivo de 
Trabajo ni el derecho de huelga. Al concluir el sexenio, el programa cum-
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plía su primera década de existencia, también llegaba a término la vigen-
cia de los primeros convenios entre catedráticos y autoridades, así como 
la posibilidad de prorrogarlos o no. Las cátedras continuaron con otro 
nombre y otras reglas, sus números, ni al inicio ni al final, fueron los pre-
vistos; quedaron por debajo de las expectivas suscitadas al instaurarse. No 
obstante, las vicisitudes de su implementación permitieron la discusión 
pública sobre las condiciones y oportunidades laborales de jóvenes con 
una formación de alto nivel. También mostraron la relevancia de contar 
con información precisa sobre el desarrollo del programa, así como la 
importancia del acceso público a esa información —y de cualquier medida 
de interés público—, con el fin de tener mayores elementos de juicio para 
valorar sus límites y logros.

La extinción de los fideicomisos públicos en el sector fue otra de 
las variables con gran repercusión en el desempeño del sector científico y 
tecnológico, más que en el educativo. Por una parte, la decisión de supri-
mirlos se dio en medio de ambigüedades sobre la falta de transparencia 
en su manejo y la sospecha de corrupción, al igual que un desconocimiento 
acerca de sus fines y funcionamiento; así como equívocos sobre su forma 
de operación y  la cantidad precisa de recursos líquidos que se podrían 
recuperar de esos instrumentos financieros. Ni entonces ni después hubo 
las aclaraciones correspondientes. Por otra parte, en el sector operaba 
una tercera parte del total de fideicomisos públicos que permitían el de-
sarrollo y planeación de diversas actividades, mientras que su volumen  
de recursos disponibles apenas correspondían al 3% del total. 

En realidad, la extinción de los fideicomisos públicos fue realizada 
de forma improvisada e indiscriminada. No se estimó su complejidad jurí-
dica y las dificultades que habría para disponer de los recursos financie-
ros y su reintegracion a la cuenta pública, ni se calculó el efecto que ten-
dría en algunos componentes y proyectos del sector. Por ejemplo, implicó 
la reducción en el número de proyectos de ciencia básica, la cantidad de 
recursos asignada por proyecto y la disponibilidad de esos fondos. Otro 
impacto relevante se reflejó en la operación de los Centros Públicos de 
Investigación (cpi), tanto por la confusión administrativa que se desató 
sobre el manejo de los recursos autogenerados concentrados en los fidei-
comisos como por la repercusión que tuvo en el desarrollo de las activi-
dades cotidianas de esas instituciones. 

Los cpi no solamente resintieron la extinción de los fideicomisos, 
por su personalidad jurídica como entidades paraestatales del gobierno 
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federal y la aplicación de las disposiciones generales que rigen a la admi-
nistración pública, también experimentaron de forma directa las medidas 
de austeridad del periodo, incluyendo los recortes a su presupuesto ya 
aprobado, así como una nueva regulación en sus formas de gobierno pre-
vista en la ley general para el sector y los lineamientos normativos del 
servicio público que afecta a las actividades de su personal.

Finalmente, vale la pena apuntar que el panorama del sector po-
dría modificarse notablemente en el siguiente periodo de gobierno. Casi 
al cierre del sexenio aquí examinado, una vez conocidos los resultados de 
las elecciones federales de junio de 2024, la presidenta electa, Claudia Shein-
baum, dos semanas después de la jornada electoral, presentó a los prime-
ras personas que integrarían su gabinete y anunció que se proponía crear 
una nueva dependencia gubernamental: la Secretaría de Ciencias, Huma-
nidades, Tecnología e Innovación (Secihti). La propuesta resultó inespe-
rada, porque no figuró en el centenar de compromisos que expuso en 
campaña la candidata vencedora, ni fue tema o demanda en los encuen-
tros con los diversos grupos académicos. Tampoco fue una propuesta que 
formulara ninguna de las personas que participaron en la contienda elec-
toral, aunque sí se había planteado en elecciones anteriores. 

Además, la presidenta electa, representante de la misma fuerza po-
lítica que gobernó en el periodo aquí analizado, anunció la continuidad 
como lineamiento general de lo que sería su administración. No obstante, 
anticipar la creación de una nueva secretaría sí es un cambio importante 
en la contención que experimentó la estructura de la administración pú-
blica y en las medidas de austeridad puestas en marcha en el sexenio 2018-
2024. Aunque también debe anotarse que elevar de rango administrativo 
a la entidad rectora de la política científica y tecnológica no necesaria-
mente implicará un giro en las iniciativas hacia el sector, bien podrían 
permanecer las mismas condiciones y los mismos programas. Pero qué 
es lo que planteará y cómo se desarrollará el próximo gobierno, eso será 
otra historia y motivo, también, de otro análisis. 
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Este libro se ocupa de examinar 
las políticas científicas y tecno-
lógicas, como una de las áreas 
de actuación gubernamental en 
el sexenio 2018-2024. El titular 
del Poder Ejecutivo federal, an-

tes de comenzar su gestión, a diferencia de otros, había 
anticipado quiénes integrarían su equipo de gobierno, cuáles 
serían los principales lineamientos que guiarían su admi-
nistración y qué se proponía lograr. Sin embargo, a pesar de 
los antecedentes y de lo previsto, faltaba por conocer cómo 
sería el ejercicio de gobierno en el terreno de los hechos y 
qué políticas se adoptarían para la actividad científica y tec-
nológica.

El marco político nacional tenía elementos novedosos 
que elevaron las expectativas sobre lo que se podía esperar 
en el sector; además del perfil académico de la persona 
designada como titular del organismo rector de la política 
científica. 

Los textos reunidos en este volumen dan cuenta del 
desenvolvimiento puntual de las iniciativas más emblemáti-
cas en la materia, a la vez que se busca un balance equilibrado 
de lo ocurrido en el periodo.
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